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PARA PODER PUBLICAR LOS DOCUMENTOS DE CARÁCTER OFICIAL 
QUE CONTIENE ESTA OBRA 



Á la solicitud que con objeto de cumplir con las disposioioues 
de la vigente ley de Propiedad Literaria y las del art. 3.*, cap. 2.^, 
del Reglamento de la Carrera Diplomática, ha elevado el autor al 
Excmo. Sr. Ministro de Estado» para poder pubücar los documen- 
tos de carácter oficial que aparecen en este estudio, se ha contes- 
tado con la Eeal orden siguiente: 

«Ministerio de EsTADO.=Excmo. Señor :=Enterado por la respetuosa 
comunicación de V. E. de lo de los corrientes, de que se propone publi- 
car en breve un estudio de Derecho Internacional Privado acerca de «La 
»condic¡ón del extranjero; de la naturalización y de las naturalizaciones 
)>criminales; abuso de protección y del Derecho de protección en los países 
>que no son cristianos»; y conocedor de los interesantes trabajos de V. E. 
sobre asuntos de tanta importancia; S. M. el Rey (q. D. g.), y en su nom- 
bre S. M. la Reina Regente del Reino, se ha dignado concederle la autori- 
zación que solicita para publicar los documentos oficiales referentes al 
particular, y me encarga haga presente á V. E, el especial agrado con que 
ha recibido la noticia de esta publicación, que viene á llenar un vacío en 
nuestra bibliografía jurídica internacional. 

»De Real orden lo digo á V. E. para su conocimiento y satisfacción, á 
la vez que me permito felicitarle por la laboriosidad é inteligencia que 
revela su obra.» = Dios, etc.= Palacio, 20 de Febrero de i900.=Firmado. 
^=iFrancisco Silvela»=^Sv, D. Antonio de Castro y Casaleiz, etc., etc., etc. 



DOS PALABRAS AL LECTOR 



La indiferencia con que en España, como en otros muchos 
países, se mira todo lo que se relaciona con los conflictos legales 
derivados de los problemas del orden jurídico internacional, de- 
bía ser, á nuestro juicio, un poderoso acicate que estimulase el 
amor propio de cuantos, con mayor ó menor autoridad, pueden 
explicarlos clara y prácticamente, para que, sacándolos de la es- 
fera científica á que están hoy limitados , tratasen de divulgar- 
los, difundiéndolos poco á poco entre las clases sociales, bastante 
ilustradas para comprenderlos, con objeto de que su conocimien- 
to engendrase á su vez, si no la afición á tan arduos, graves y 
transcendentales asuntos, por lo menos el deseo y la voluntad de 
estudiarlos detenidamente, á fin de facilitar así aún más su solu- 
ción conforme se fueran presentando ó descubriendo. 

Porque así como los complicados {Problemas del Derecho In- 
ternacional público, por su misma esencia, son sumamente difí- 
ciles de ajustar al nivel de la generalidad de la masa social de los 
pueblos, para que puedan comprenderlos, no sucede lo mismo 
con los que se relacionan con el Derecho Internacional privado, 
que por estar íntimamente unidos con el Derecho civil de cada 
país, conviene, por el contrario, esforzarse en vulgarizar su cono- 
cimiento cuanto sea posible, á fin de que se facilite, como hemos 
dicho, la defensa de la sagrada soberanía é independencia de la 
Patria. 

Esto es tanto más necesario en la época presente, cuanto que 
por efecto de la multiplicidad y rapidez de las comunicaciones; 
del pasmoso desarrollo del comercio y de la industria; del mará- 
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viiloso aumento de las relaciones internacionales y de la vertigi- 
nosa actividad desplegada por todo el mundo para la conserva- 
ción y defensa de los propios intereses, se enlazan entre sí los de 
una Nación con los de otra, de tal modo, que ninguna puede ya, 
ni por apatía ni por ignorancia, dejar de preocuparse y de tratar 
de conocer hasta los simples puntos de contacto que pudieran 
tener los suyos con los de las otras, procurando prevenir así los 
riesgos y complicaciones que semejante desconocimiento podría 
acarrearle en un porvenir más ó menos remoto. 

Este es el motivo que nos ha impulsado, aunque nos conside- 
ramos con la menor autoridad posible para ello, á emprender 
este estudio acerca de los conflictos legales ocasionados por la 
naturalización, y, sobre todo, por la naturalización hecha con el 
criminal y despreciable propósito de burlar las leyes de la propia 
Patria, volviendo á ella cubierto con la protección de un pabellón 
extranjero que lo apoye contra su soberano y contra su legisla- 
ción, dentro del territorio mismo de este soberano y de esta le- 
gislación, á que legítimamente estaba sometido por su naci- 
miento. 

Hace años, nos permitimos también dar una voz de alarma, 
advirtiendo la necesidad, que nosotros creíamos existía, de reor- 
ganizar por completo los servicios de nuestra diptomacia y nues- 
tro personal diplomático, ante el temor de complicaciones que 
presentíamos se cernían sobre nuestras cabezas, y recordamos 
que las ventajas de la posición geográfica y las necesidades eco- 
nómicas, no podían constituir, ni bastante defensa, ni motivo 
fundado para aislarse del concierto internacional, olvidando que, 
si los pueblos no mueren, las naciones se transforman, y si esta 
transformación obedece á debilidad, se verifica siempre en su 
daño (i). 

Tratamos entonces de hacer fijar la atención de la parte pen- 
sadora de la masa social, sobre el peligro que contenía para Es- 
paña su decidido propósito de no considerar la diplomacia como 
lo que es en realidad; es decir, como la ciencia del mantenimien- 
to de las relaciones internacionales y del conocimiento del esta- 

(i) Ver: Guia práctica del diplomático español, Madrid, 1886. Tomo I, In« 
troducción. 
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do económico, social y político de las naciones extranjeras, unida 
al arte de hacer prevalecer los intereses de la Patria, sino como 
meras misiones de lujo, sostenidas por la costumbre y por la 
cortesía internacional. 

Citábamos entonces también como valioso apoyo de nuestras 
teorías y advertencias los inmensos servicios prestados, primero 
al Piamontey después á Italia, por su hábil y entendida diplo- 
macia; sobre todo, aquellas maravillosas negociaciones para pre- 
parar la guerra con el Austria y alcanzar la cesión del Véneto en 
momentos tan difíciles, que precisamente se publicó en el Mo- 
nitor del Imperio francés el mismo día que se supo en París la 
noticia del desastre de las tropas italianas en Custozza (5 de 
Julio) y pocos días antes de la catástrofe de su escuadra en Lisa; 
ejemplo que forzaba la imaginación á establecer un paralelo en- 
tre las desgracias del Piamonte, aniquilado después de su triste 
campaña de 1848 y rehabilitado y engrandecido por las sagaces 
é inteligentes gestiones diplomáticas que, á despecho de tantas y 
de tan grandes oposiciones y de sus reveses militares, lograron 
realizar la unidad de la península y la fundación del Reino de Ita- 
lia; y comparar estos éxitos admirables con los que ha obtenido 
la política militar seguida por Francia, hasta el día. 

La República francesa, obstinada en querer reparar sus des- 
gracias de 1 87 1 y recuperar su perdida preponderancia, confian- 
do todo exclusivamente á la sola acción del poder de su ejército, 
ha consumido, durante muchos años, sus fuerzas y sus recursos 
económicos en estériles y mortíferas campañas coloniales, hasta 
que al fin, convencida de la inutilidad de tantos esfuerzos, ha te- 
nido que buscar en la alianza con Rusia el medio de evitar una 
gran parte de los graves peligros que podía temer si continuaba 
en su anterior aislamiento, que le amenazaba con el riesgo de no 
poderse sustraer á la voluntad de sus enemigos tradicionales, en 
un plazo más ó menos largo. 

Este paralelo, que aún podía muy bien establecerse hoy, 
puesto que los acontecimientos posteriores no han modificado 
todavía la situación de ambos países, se robustece con el ejem- 
plo de lo que acaba de suceder al terminar la reciente campaña 
turco helena, que constituye otra nueva, vigorosa é indiscutible 
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prueba de que ni siquiera los triunfos militares se traducen en 
hechos prácticos y ventajosos para el vencedor, si no los dirige, 
precede y acompaña, una activa é inteligente acción diplomática 
que, como aconteció en la referida guerra austro-italiana, com- 
pense los desastres de un ejército y modifique ó atenúe los re- 
sultados de una victoria. 

Por eso vemos que al terminar la última guerra entre Grecia y 
Turquía, los griegos, á pesar de las catástrofes que han sumido 
en el luto á su valiente ejército, no han sufrido más que algunas 
pérdidas materiales, sin la menor desmembración de su territo- 
rio; mientras que el Imperio turco, con todas sus victorias, no 
ha podido impedir, al fin y al cabo, que se le arrebatase la po- 
sesión de la famosa isla de Creta. 

A pesar de estos ejemplos innegables é indiscutibles y de es- 
tas citas tan fáciles de comprobar, nuestra voz de alarma no dio 
resultado alguno en aquella ocasión, porque, sin duda, la humil- 
dad de su origen le quitó fuerza y prestigio, y el torbellino de las 
luchas políticas no permitió que tuviera el menor eco, fuera de 
las esferas profesionales, ni en las clases dirigentes, ni en el resto 
de la masa social, que de haberse apercibido antes y penetrado 
de la gravedad de cuanto exponíamos, hubiera podido reflejar 
sus opiniones y hasta sus aspiraciones en la tribuna dé la prensa 
ó en la del Parlamento, y tal vez hubiera evitado, si no todos, 
una gran parte de los desastrosos reveses que hoy lamentamos 
con tanta amargura. 

Además, hay, á nuestro juicio, un gran obstáculo que se opo- 
ne á que fuera del círculo de los hombres de Estado y de los 
centros gubernamentales, se pueda prestar una atención preferente 
á lo que se refiere al Derecho Internacional público, y menos aún 
á sus graves problemas, como ya hemos dicho antes; y es que 
la masa juzga siempre todo por los acontecimientos, y de éstos 
decide la mayor parte de las veces la fortuna, ó más bien la ca- 
sualidad; y no pudiendo verse ni apreciarse más que los hechos 
consumados, sin poder tener en cuenta los antecedentes ni los 
incidentes ó accidentes, más ó menos fortuitos, que intervienen 
de pronto en los asuntos y los modifican por completo, no es 
posible comprender éstos, ni mucho menos estimar si una negó- 
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ciación diplomática se ha seguido con acierto y tino ni si sus re- 
sultados, parezcan buenos ó malos, preparan otros más impor- 
tantes aún ó de mayor transcendencia para el porvenir, y, por lo 
tanto, ni se pueden hacer comprender estas gestiones, ni en la 
gran mayoría de los casos son comprensibles, consideradas aisla- 
damente. 

En prueba de esto, no hay más que fijarse en lo ocurrido en 
Francia durante la preparación de la guerra de 1870, lo que an- 
tes de terminar la guerra sucedió al Gobierno que la declaró y el 
resultado que personalmente obtuvieron los que aparecen con 
mayor responsabilidad real en las catástrofes de aquel país. 

El 26 de Octubre de 1866, el Emperador Napoleón III, adver- 
tido de los proyectos militares y de los preparativos de la Prusia, 
y, sobre todo, del rápido y formidable aumento de su ejército, 
instituyó una comisión, en la que tomaron parte, bajo su presi- 
dencia, los mariscales Mac-Mahón y Canrobert y los generales 
Niel y Trochu, dedicándose con gran asiduidad al estudio de la 
reorganización del ejército francés. 

El resultado de los datos que reunió esta comisión y de todos 
los estudios que hizo, fué adquirir sus individuos el convenci- 
miento de que los 650.000 hombres de que se componía el ejér- 
cito de la Francia eran insuficientes para la defensa del país, y 
proponer, por lo tanto, que se aumentase á 800.000, creándose 
una guardia móvil de 400.000, y fijándose el servicio en nueve 
años, seis en activo y tres en la referida guardia móvil. 

Ante la tremenda oposición que encontró este proyecto, la 
comisión lo modificó reduciendo las cifras, y el 7 de Marzo 
de 1867 lo presentó al Cuerpo Legislativo, donde los Diputados 
Jules Simón, Jules Fávre, Mr. Magnin y hasta el mismo Emile 
OUivier, se opusieron con la mayor violencia á su aprobación, 
diciendo que era un pretexto para sujetar á la Francia con las 
bayonetas de tan formidable ejército imperial, convirtiendo al 
soldado francés en pretoriano del Emperador (i). Es más, mon- 
sieur Thiers afirmó que las cifras que el Gobierno francés expo- 
nía en dicho proyecto, representando el contingente militar de 

(i) Ver el Mo7iiíor del Imperio francés del 21 y del 22 de Diciembre 
de 1867. 
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Otras naciones, eran completamente fantásticas, porque no era 
exacto que Rusia pudiese disponer, como se decía, de 1.500.000 
liombres, y menos aún que Prusia pudiera contar con i .300.000 (i). 

En el año de 1870, ya en vísperas de la guerra, y no satisfe- 
chos aún con haber desbaratado los planes de la comisión mili- 
tar instituida por el Emperador, los Diputados Glais-Bizoin,. 
Gagneur^ Ordinaire, Wilson, Beihuon, Magnin, Dorian y Grevy^ 
propusieron se redujese el ejército francés á 80.000 hombres (2), 

Y, sin embargo, la masa de aquella Nación, el pueblo francés, 
al indignarse de los primeros desastres de su ejército, en vez de 
exigir las responsabilidades consiguientes á los que habían impe- 
dido al Gobierno prepararse y armarse en tiempo oportuno para 
defender á la Patria, se alzó contra los que por respeto á la ley 
no-habían podido defenderle á despecho de su ciega imprevisión, 
y los sustituyó en el poder con los que le habían negado los me- 
dios de combatir y tal vez de triunfar. 

Es verdad que, como dice con sobrada razón un testigo pre- 
sencial de aquellos sucesos (3), Mr. Thiers tuvo la fortuna de que 
la masa, que jamás comprueba ni los dichos ni las opiniones^ 
aceptase y propagase, como un verdadero dogma, aquella leyen- 
da de que si él había protestado contra la guerra, era por ser de 
los pocos ó el único que sabía que Francia no estaba preparada, 
y que así lo había dicho antes de la declaración de aquélla; le- 
yenda que no es fácil explicar cómo pudo subsistir ni prevalecer 
cuando, en primer lugar, basta ver los Diarios de Sesiones del 
Cuerpo Legislativo francés para convencerse, por la lectura del 
correspondiente á la del 15 de Julio de 1870, que en aquel día 
no habló de nada que se refiriese á falta de preparación; y que 
en la del 11* de Agosto del mismo año, ya declarada la guerra, 
es donde se encuentra otro discurso suyo, con la siguiente frase: 
«Hace quince días no dije todo lo que tenía que decir (interrup- 
'¡>ciones), \Yono podía decirlol; pero tenía la prueba formal de 
»que la Francia no estaba preparada.» Y, finalmente, como no 
debió serle muy difícil adquirir semejantes informes, puesto que 

(i) Ver el Monitor de i.° de Enero de 1868. 

(2) Ver la sesión del Cuerpo Legislativo de i.° de Julio de 1870. 

(3) Duc d'Abrantés. ^55^7/ sur la Régence de 1870. París, 1879. 
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tomó parte en aquella tremenda y violenta oposición que no 
permitió sistemáticamente que el país pudiera prepararse, no se 
comprende cómo se pudo formar esta novela, que le rodeó como 
un nimbo durante el resto de su vida. 

En cambio, al ocurrir en el Reino de Prusia unos sucesos se- 
mejantes, la situación se resolvió de un modo totalmente dife« 
rente, con enormes beneficios para el país. Pues fuera porque allí 
se profese menos respeto á la autoridad de las Cámaras, ó fuese 
porque el Rey Guillermo, lo mismo que el Conde de Bismark^ 
estuviesen persuadidos de la inutilidad de querer explicar á las 
masas los problemas del Derecho Internacional público que en- 
tonces les preocupaban, ó porque creyesen que su principal de- 
ber, ante todo, era garantizar seriamente la integridad del terri-^ 
torio de la Patria, poniéndole en estado de poder defenderse y 
hasta de atacar con fundadas esperanzas de éxito, lo cierto es 
que, saltando por encima de los reiterados votos de la Cámara, 
consiguierpn dotar á la Nación de aquellos poderosos medios 
de combate que fueron el asombro de todo el mundo. 

Desde 1859 se ocupaba activamente el Gobierno prusiano de 
transformar por completo la organización militar de 18 14, llevan- 
do á cabo inmensos trabajos, que cada día reclamaban mayores 
sumas de dinero, hasta que la Cámara empezó á mostrarse hos- 
til á tanto gasto y llegó á negar su aprobación al presupuesto 
del Ministerio de la Guerra. Disuelta la Cámara por el Monarca^ 
los electores volvieron á enviar representantes completamente 
resueltos á no consentir el menor aumento de gastos y que re^ 
chazaron decididamente el referido presupuesto de guerra. En- 
tonces el Conde de Bismark obtuvo del Rey que, prescindiendo 
de las leyes y de las Cámaras, mandase pagar dicho presupuesto, 
como si se hubiera votado regularmente; consiguiendo así, por 
tan anticonstitucional medio, que pudiesen continuar Los grandes 
trabajos militares, hasta que en 1866, después de la victoria al- 
canzada por las armas prusianas en Sadowa, pudo aprovechar el 
entusiasmo de las Cámaras (que lo mismo que las masas suelen 
ser dóciles ante el triunfo y facciosas en los momentos de crisis 
graves) para conseguir se votase una ley aprobando los gastos 
hechos sin autorización, salvando así la enorme responsabilidad 
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contraída patrióticamente por el Jefe del Estado y su Canciller, 
que á su vez salvaron con su valor, y á despecho de la oposición 
del Parlamento y del país, la integridad de la Prusia y realizaron 
la fundación del Imperio alemán en 187 1. 

De modo que los triunfos y las conquistas del ejército alemán 
en aquella época, se deben, en parte, como hemos visto, á la cie- 
ga imprevisión y extremada intransigencia de las oposiciones 
parlamentarias de Francia, y á la patriótica energía del Rey de 
Prusia y de su Canciller, que, asumiendo con valor la enorme 
responsabilidad de sostener, aun á costa de arbitrariedades é ile- 
galidades su acertado plan de reformas militares, pudieron anu- 
lar los desastrosos efectos que hubiera podido causar la sistemá- 
tica y desatentada oposición de las Cámaras prusianas. 

Esta oposición de las Cámaras de todos los países á los pro- 
yectos de sus Gobiernos relacionados con la política internacio- 
nal, se puede decir que data del establecimiento del régimen 
parlamentario, y así vemos también ejemplos análogos en las lu- 
chas del ilustre Conde de Cavour con la Representación nacional 
piamontesa, opuesta siempre á cuanto tenía que someterla aquel 
insigne hombre de Estado para entablar, proseguir y llevar á 
buen término sus maravillosas negociaciones , encaminadas á lo- 
grar el engrandecimiento de la Patria, realizando las tradiciona- 
les aspiraciones de ésta; y se le vio luchar desesperadamente 
para conseguir llevar las tropas del Piamonte á Crimea; romper, 
con las lágrimas en los ojos, los Tratados, cuya ratificación se le 
negaba; y pasar más amarguras y encontrar más dificultades 
para sus patrióticos planes dentro de su país, con sus mismos 
compatriotas, que con la complicada gestión de aquéllos entre 
extranjeros. 

Tal vez si ese instintivo recelo contra las negociaciones diplo- 
máticas, nacido del escaso ó ningún conocimiento de las compli- 
cadas cuestiones del Derecho Internacional público no hubiese 
inspirado el inciso primero del art. 55 de nuestra Constitución 
vigente, que al fin y al cabo está en abierta contradicción con lo 
que lógicamente dispone el inciso cuarto del art. 54 y no ha po- 
dido impedir, como es natural, la violenta desmembración de 
nuestro territorio, habría sido fácil, no teniendo completamente 
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atadas las manos todos los Gobiernos por aquel precepto consti- 
tucional, evitar la injusta agresión de que hemos sido víctimas, 
encontrando sólido apoyo, que en las actuales condiciones no era 
posible ni buscarlo siquiera; ó, por lo menos, se hubiera podido 
dificultar la imposición de los enormes sacrificios á que hemos 
tenido que someternos ó se hubiese conseguido atenuar su ex- 
tremada dureza. 

Pero en medio de la tristeza ó el desaliento que pueda causar 
el convencimiento de lo exacto del principio que acabamos de 
demostrar, es justo reconocer también que si es imposible expli- 
car en publico absolutamente todos los detalles y feferencias de 
una n^ociación política de carácter internacional, no se puede 
pretender tampoco, lógicamente, que pueda ser comprendida, 
teniendo que ser aceptada únicamente por la confianza que cada 
Gobierno inspire á su país: y como las oposiciones no han de 
cejar en su lucha contra el poder constituido, claro es que la po- 
lítica local tiene que perjudicar siempre á la política internacio- 
nal, sobre todo en los pueblos meridionales, que por su fogosi- 
dad é intemperancia características^ desconocen en absoluto toda 
idea de subordinación y disciplina, que es lo que les hace apare- 
cer atrasados y desorganizados, cuando lo único que verdadera- 
mente necesitan es que se les enseñe el debido respeto mutuo y 
á la autoridad, y á ^star cada cual en su puesto y dentro de su 
esfera de acción: porque si estos pueblos aparecen indómitos y 
turbulentos, es porque la falta de subordinación no les permite 
aprovechar la experiencia del valor del método y de la regla. 

Además, la política local, por la viveza de sus luchas, imprime 
tal carácter á los partidos políticos, que éste se refleja natural- 
mente en la legislación de cada país, y ya Montesquieu (i) sos- 
tenía la máxima de que: cNo se deben decidir por las leyes po- 
»líticas las cosas que pertenecen al derecho de gentes.» 

En cambio, insistimos en creer indispensable la divulgación de 
cuanto se relaciona con el Derecho Internacional privado, por 
todos los medios posibles y aunque para ello se tengan que ven- 
cer muchos y grandes obstáculos , hasta conseguir se difunda 

(i) Be resprit des Lois, livre XXVI, chapitre XXI. 



- 18 ~ 

bien entre las clases sociales dirigentes este conocimiento, al que 
reconocemos excepcional importancia. 

Por esta razón, convencido de esto y de que los hombres ilus- 
trados por la experiencia pueden servir más en muchas circuns- 
tancias, y sobre todo en esta cuestión, que los hombres de cien- 
cia, volvemos á lanzar otro grito de alarma respecto de uno de 
los problemas del Derecho Internacional privado, como las natu- 
ralizaciones, que si bien á primera vista parecen revestir escaso 
interés, lo tienen tan grande, que su descuido entre nosotros ha 
sido el putjLto de partida de que se han aprovechado nuestros 
enemigos para echar las bases de la injusta guerra que nos ha 
despojado de un dilatado imperio colonial, que hemos perdido 
rodeados de las simpatías de casi todo el mundo civilizado, pero 
sin que nadie se haya atrevido á formular la menor protesta en 
nuestro favor. 

Además, como estos problemas se relacionan más con la ad- 
ministración y las autoridades civiles del Estado que con la di- 
plomacia, creemos que en su conocimiento deben intervenir to- 
dos en general, á fin de poder ayudar á aquéllas, tanto en las in- 
vestigaciones que deben practicar necesariamente con objeto de 
poder aplicar día por día las disposiciones legales vigentes, como 
para lograr también que, poco á poco, y conforme se presentan 
las oportunidades, se vayan modificando éstas en armonía con 
las necesidades que imponga la defensa de los intereses vitales 
<3e la Patria. 



LAS NATURALiZAGiONES CRIMINALES 



No hace mucho tiempo que los Cuerpos colegisladores y 
la prensa toda de España, al tener conocimiento de los fre- 
cuentes abusos que se cometían (y que se cometerán aún) con 
ciertas naturalizaciones de subditos españoles en el extran- 
jero, notoriamente dolosas, protestaron entonces de ello con 
la mayor energía y condenaron con indignación aquellos escan- 
dalosos hechos; pero los dolorosos acontecimientos que pos- 
teriormente enlutaron nuestra Patria hicieron olvidar bien 
pronto tan importante y trascendental cuestión, por imponer 
éstos mayores y más graves preocupaciones á la opinión públi- 
ca, poco afecta, por otra parte, á fijarse detenidamente en pro- 
blemas de carácter legal; y estando á la sazón abrumados los 
hombres de Estado por las angustiosas circunstancias que 
sobrevinieron, y que reclamaron de una manera apremiante 
y perentoria toda su atención. 

El repugnante abuso que han cometido y cometen aún 
algunos españoles, de ir á un país extranjero á naturalizarse 
en el mismo, para volver después á su Patria primitiva cubier- 
tos con la protección de una Potencia extraña, bien para cons- 
pirar, bien para eludir las responsabilidades del servicio mili- 
tar» como ocurre en Canarias y en alguna otra provincia de 
España, ó para ocultar cuidadosamente, mientras les convie- 
ne, su cambio de nacionalidad, á fin de disfrutar con ambas 
ciudadanías los dobles beneficios de dos derechos y dos pro- 
tecciones, es verdaderamente un crimen de lesa Patria, al que 
es preciso y urgente poner inmediato, severo y eficaz correc- 
tivo. 



- 20 — 

El ilustre hombre público y ex-Ministro de Estado, señor 
Moret, y el distinguido jefe de la Armada, Sr. Concas, el pri- 
mero en el Congreso y el segundo en la Bevista general de 
Marina, han propuesto en 1896, muy acertadamente en nues- 
tro concepto, que se eviten esta clase de naturalizaciones, bien 
sea adoptando la ley alemana sobre la materia, ó bien promul- 
gando alguna-disposición legal análoga que evite este verda- 
dero crimen, que es preciso no confundir con las naturaliza- 
ciones in frauden legis, que son mucho menos graves, y sobre 
todo menos perjudiciales. 

Pedía el Sr. Concas, que, siguiendo España el ejemplo de 
Dinamarca y de otras Naciones, se limitase el tiempo de la 
emigración á nuestros nacionales; pero á semejante medida 
se opuso con gran calor^el docto publicista Sr. Torres Cam- 
pos, que en un admirable estudio que publicó hace poco, com- 
bate este pensamiento con toda clase de teorías, en que bri- 
llan ante todo los principios y los prejuicios de escuela, que 
informan siempre el criterio de nuestros legisladores (1), y con 
el que no podemos hallarnos conformes, porque, en nuestro 
concepto, estos principios y estos prejuicios son precisamente 
la causa de las grandes deficiencias de nuestra legislación, que 
siendo casi siempre notable, considerada desde el punto de 
vista de ciertas escuelas, é informada en el más amplio espí- 
ritu liberal; sea por las condiciones de la raza, ó por los efec- 
tos de la localidad, es totalmente estéril y no produce, en la 
mayoría de los casos, ningún resultado verdaderamente prác- 
tico para el país. 

Y si esto puede decirse de nuestra legislación en general, 
es evidente que cuátido ésta se contrae á la ciudadanía, natu- 
ralización, expatriación y extranjería, sus principios deben 
ajustarse aún más á las necesidades del país y á su verdade- 
ra situación, y no al criterio estricto de una escuela deter- 
minada. 

Para probar nuestra afirmación nos basta recordar que los 
tratadistas más avanzados sostienen siempre la teoría de no 

(1) La Adminislracióv, revista internacional. Madrid, Jalio de 1896, 

núm. 28. 
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legislar por reciprocidad (1); que se debe legislar liberal y 
generosamente reconociendo los derechos del hombre, sin ;í- 
jarse en lo que hacen los demás; y sin embargo de esto, los 
países más adelantados y más prósperos hoy, los qae alardean 
de ser los primeros en todo, y hasta los regidos por las insti* 
tnciones más democráticas, no son precisamente los que. han 
adoptado las leyes más liberales ni los principios más claros 
de la democracia en esta materia; y si sé exceptúa á Italia, 
donde las teorías de Mancini y de Fiore han prevalecido bas- 
tante; y exceptuamos á España también, que, legislando de 
un modo que pudiéramos llamar completamente académico, 
tiene pocas leyes de defensa ó de conservación, como por des- 
gracia hemos visto en época no muy lejana; todos los países 
se han mostrado contrarios á promulgeir leyes informadas en 
cierto espíritu liberal para cuanto se relaciona con la nacio- 
nalidad, observándose ahora mismo una gran reacción en sen- 
tido restrictivo en la mayoría de los Estados. 

Esta reacción se explica perfectamente, porque el abuso 
del extranjerismo que nos ocupa tiene por desgracia tristísi- 
mos precedentes, no sólo en nuestro perdido imperio colonial, 
sino en España misma, en las repúblicas del centro y del sud 
de América, en Alemania, y en general en todas las naciones 
cuya legislación sea demasiado benévola con los extranjeros 
y coloque á éstos, si no en situación privilegiada, por lo menos 
en una más ventajosa que la del propio nacional. 

Ahora bien, si analizamos con detenimiento la evolución 
que el transcurso del tiempo y el constante trabajo de los 
publicistas han conseguido se verifique en la condición de los 
extranjeros, recabando en su favor la concesión de la mayor 
suma posible de derechos y dispensándoles una protección en 
muchos casos excesiva; y comparamos después los diversos 
sistemas de legislación adoptados por los países más impor- 
tantes, sobre este particular, con los resultados prácticos que 

(1) fLa reciprocidad podrá ser un expediente, un recurso político, una 
táctica diplomática; pero jamás ana teoria cienHfica.yt D. A. Groizard. 
Discurso para su recepción en la Real Academia de Ciencias Morales y 
Políticas. Madrid, 1885. 
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han producido, nos será sumamente íacil comprender la razón 
del desarrollo que ha tomado el repugnante abuso de hacerse 
extranjero para vivir en su Patria de origen» y la imperiosa 
necesidad de atajarle severamente, á fin de evitar los amena- 
zadores peligros que esto encierra para el porvenir de las na- 
cionalidades. 

El conocimiento de los efectos de la naturalización y el de 
la manera de considerar al regnícola naturalizado en país 
extranjero que vuelve á vivir al de origen, se impone pues, 
para poder apreciar debidamente esta importante cuestión, 
que, rechazada en absoluto por el sentimiento de la sana 
moral, no es concebible tampoco que se pueda tolerar con 
arreglo á los buenos y rectos principios del Derecho; ni den- 
tro de aquellos reconocidos universalmente á la soberanía de 
los Estados, y mucho menos para el mantenimiento de la cor- 
dialidad de relaciones que debe existir entre los pueblos. 

Para estudiar á fondo este nuevo abuso, np desde el punto 
de vista moral ó patriótico, sino considerándolo bajo su ver- 
dadero aspecto científíco-legal, es conveniente recordar loque 
fué desde un principio la condición del extranjero, y compa- 
rarla con la que hoy disfruta y con los efectos que ha produ- 
cido este cambio; y exponer los conflictos que necesariamente 
ha de provocar el incuestionable derecho de conferir la natu- 
ralización; los que resultan del de expatriación y de la emi- 
gración sine animo revertendi, y los de la doble nacionalidad, 
que cada día se propaga más. 

Una vez estudiados detenidamente estos puntos, cuya im- 
portancia es inútil encarecer, nada será más fácil que adquirir 
el convencimiento de la imperiosa é ineludible necesidad de 
aplicar un severo correctivo que haga imposible la reproduc- 
ción de ese criminal extranjerismo dentro de la Patria, cuyas 
dolorosas consecuencias hemos sido los primeros en sentir y 
en tener que lamentar. 

Conocido, pues, nuestro propósito, pasamos ahora á expo- 
ner clara y ordenadamente los diversos antecedentes históri- 
cos y legales de tan importante cuestión. 



Breve reseña histórica de la condición del extraujero. 



El triste abuso de naturalizarse en un país extraño para 
volver después á su primitiva Patria cubierto con la protec- 
ción inherente á esta nueva ciudadanía, es com]^letamente 
moderno, porque hasta hace muy poco tiempo la condición 
del extranjero era tan desgraciada, que sólo una dura necesi- 
dad podía obligar á soportarla. 

En la antigüedad, la constante rivalidad que existía entre 
todos los pueblos, siempre en guerra unos con otros, no podía 
permitirles conceder la menor benevolencia al extranjero (1). 

Así es, que lo mismo los pueblas teocráticos, á saber, el 
Indostán^ el Egipto y los Hebreos, que los pueblos comer- 
ciantes y conquistadores (2), Atenas y Roma, con sus gentes y 
sus fratrías, como más tarde las clans de Escocia, todos tra- 
taron al extranjero considerándole como un verdadero paria. 

En el Indostán, la condición del extranjero era inferior á 
la de los mismos esclavos. 

Los egipcios, por efecto de la orguUosa creencia que tenían 
de que ellos eran los llamados á gobernar el mundo y á eje- 
cutar las sentencias divinas, declararon impíos y perversos á 
los demás pueblos, y el extranjero podía considerarse dichoso 
si no se le reducía á la más penosa esclavitud; hasta que Ama- 
sis permitió á los griegos comerciar en su territorio, conce- 
diéndoles algunas franquicias, que posteriormente ampliaron 
algo más los Ptolomeos. 

(1) Basilesoo. Eludes de Droit international p^'ivé. Paría, 1884. p. 11. 

(2) A. WeÍB8. Traite théorique et pratique de Droit international 
privé. Vol. II. 
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El pueblo hebreo, confíuado en el más absoluto ais^iamiento 
por la ley de Moisés, se consideraba además como una casta 
especial privilegiada, elegida por el Señor, y por lo tanto dife- 
rente por su misma superioridad del resto de los hombres. 

Admitían, si, con determinadas condiciones, que el extran- 
jero se estableciese en su territorio, llamándolo prosélito de 
habitación; pero su testimonio no hacia fe en justicia, no po- 
dia transmitir sus bienes, ni podía reivindicar un objeto de su 
propiedad que, una vez perdido, hubiese ido á parar á manos 
de un israelita. Además, la usura se declaraba lícita en varios 
de sus textos legales, si se ejercía con los extranjeros. 

También concedían al extranjero una especie de naturali* 
zación por medio de la conversión á su culto, llamándolos pro- 
sélitos de justicia, otorgándoles algunos derechos; pero tan 
limitados, que no podían compararse de ningún modo con la 
más ínfima clase de los demás hebreos. 

En una palabra; puede afirmarse, como con razón lo hace 
Basilesco, que el total desconocimiento de los derechos del 
extranjero era la verdadera norma de los pueblos del Asia y 
del África en todas sus leyes y costumbres. 

En Atenas la aversión al extranjero se reflejaba en toda su 
legislación, que los clasificaba en cuatro categorías, sometién- 
dolos á rigurosas reglas y á una activa vigilancia. Estaban 
obligados, además, al pago de un tributo de doce dracmas, y 
el que no podía satisfacerlo era vendido como esclavo (1). 

Esparta negaba en absoluto la entrada en su territorio al 
extranjero, sin excepción de ninguna clase. 

No era menos rigorosa la legislación romana, que consig- 
naba en sus Doce Tablas con el nadversum hostem ceterna auc- 
toritas estoít su odio al extranjero, confundiendo á éste (pere- 
grinus) con el enemigo (hostis), cambiando indiferentemente 
su designación; prohibiéndoles el asociarse al culto de los dio- 
ses nacionales; el derecho al matrimonio (comiubium) y á la 
propiedad quiritaria (Dominium ex jure Quiritium), cuya con- 
secuencia era la imposibilidad de disfrutar de la patria potes- 

(1) Fiore. Diritto internazionale privato. Tomo I, pág. 17. 
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tad (Patria Potestas)^ de la agnación (Jus agnationis)^ asi 
como la incapacidad de poder emplear ninguno de los medios 
de adquirir la propiedad romana (mancipatio; in jure cessio) , 
y menos aún por ustccapión, por adjudicationem, en los jui- 
cios communi dividendo; familice erciscundce; finium regun^ 
dorum. 

El extranjero tampoco tenía la testamenti factio. 

Como ya hemos dicho en otro trabajo nuestro (1), la cons- 
titución sobre el estado civil de las personas, dada por Cara- 
calla (De Statu hominum, lib. XVII, Digesto), concediendo el 
derecho de ciudadanía á todos los hombres libres que habi- 
tasen el Imperio el día de su promulgación, fué dictada más 
bien como una medida fiscal, para aumentar el producto de 
las sucesiones, que la libertad de los extranjeros, siempre 
sujetos á la misma dura y angustiosa condición que tenían 
antes, á pesar de su clasificación de latinos, colonos y peregri- 
nos; hasta que posteriormente Justiniano empezó á mejorarla 
con sus concesiones. 

Los pueblos germanos, compuestos de cantones cuyo uú- 
mero no se ha podido determinar hasta el día, designaban con 
tres nombres á los hombres libres ó ciudadanos de cada tribu. 
Entre los Lombardos eran Arimani; entre los ANGI4O-8AJONBS, 
Friborgi; y entre los Francos, Bachimburgi; pero al extran- 
jero todos le llamaban Gargangi ó Wargaiiei (de Warg, des- 
terrado), esto es, vagabundos. 

Entre ellos el extranjero no tenía derecho á ninguna pro- 
tección, estaba fuera de la ley, no podía llevat armas, y á la 
menor infracción era condenado á muerte, ó bien reducido á 
la esclavitud. 

Estos durísimos principios, tan contrarios á la notoria 
hospitalidad de las costumbres de los germanos, fueron, con 
los observados en Boma, de los que se diferenciaban poco, á 
pesar de las hoy poco creídas observaciones de Tácito, los que 
prevalecieron en Europa, donde los extranjeros estuvieron 
reducidos á la triste condición de siervos de la gleba por espa- 

(1) El Derecho de expulsión ante el Derecho internacional y la Le- 
gislación Española, Madrid, 1895. 
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cío de machísimo tiempo, sin que en lá misma Francia (1) 
mejorase su situación, porque las mismas exclusiones é inca- 
pacidades que existían en Germania habían pasado el Bhin 
con los bárbaros, y se naturalizaron entre los Galos. 

Una de las tribus de éstos, la de los Francos, fué la que 
obtuvo la soberanía entre ellos, y consideró como warganei 
á todo individuo nacido fuera de su territorio. Entre los Fran- 
cos el extranjero no tenía bienes ni familia, no podía casarse 
con una mujer de la tribu, ni tener hijos legítimos, ni trans- 
mitir ó heredar los bienes propios (2), careciendo de toda ga- 
rantía para su persona y para su habitación. 

Aunque cuando el cristianismo fué adquiriendo preponde- 
rancia, el hombre, tan sólo por el hecho de serlo, vio recono- 
cida su capacidad sin tener en cuenta ningún vínculo de nacio- 
nalidad, sin embargo, establecida la distinción entre los dere- 
chos naturales, independientes de la acción del legislador, y 
los derechos civiles, sujetos al poder de éste, cada Estado 
reservó celosamente para sus ciudadanos el goce de los prin* 
cipales, excluyendo de ellos al extranjero. 

Bajo el feudalismo, como la ley del señor fué la ley de los 
que moraban en sus dominios, no mejoró absolutamente nada 
la condición del extranjero, conocido entonces con el nombre 
de Albano por el derecho de Albania ó Albinage: derecho que 
subsistió, por cierto, en Francia hasta el decreto de la Asam- 
blea, de 6 de Agosto de 1790. 

Sólo en los países donde dominaba el régimen municipal 
en lugar del feudal, y se concedían al extranjero algunas faci- 
lidades para naturalizarse, podía éste escapar á los rigores de 
su triste condición; pero esto lo alcanzaba únicamente natu- 
ralizándose, porqué si no, como tal extranjero sufría siempre 
en todas partes la dureza de su precaria situación. 

La monarquía francesa, que, celosa del poder feudal, em- 

(1) Demangeat. Histoire de la condition civile des etrangets en 
France^ pág. 49. 

(2) El prof. A. WeisB, en sa obra Traite théorique et pratique de 
Droit international privé, ya citada, señala en la prohibición de testar y 
de heredar los extranjeros en la tribu de los Francos ano de los orígenes 
del derecho de Albana ó de Albinagio. 
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pleó contra ól todas sus armas, empezó á establecer algunas 
diferencias entre el forastero y el verdadero extranjero, ó sea 
entre el albano regnícola y el albano completamente extraño; 
declarándose la Corona protectora de los primeros, de confor- 
midad con el espíritu que informa la famosa Charta divisio- 
nis regni Francorum de Carlomagno (año 806), que al dividir 
su Imperio entre sus tres hijos, consignó su voluntad de que 
sus respectivos subditos no fueran considerados entre sí como 
extranjeros; y lo mismo disponía también el art. 6.® de la Carta 
de Bourges de 1144. 

Sin embargo, al conceder al albano regnícola el derecho 
de hacer testamento, se siguió negándolo al albano extran- 
jero, es decir, al que verdaderamente no era del país. 

Entonces empezaron á darse las cartas de naturalización 
con objeto de sustraer al poder feudal los albanos regnícolas 
que se acogiesen á la autoridad real, reservándose el monarca 
el derecho de Altana, y mejorando así, con el triunfo defini- 
tivo de la Corona sobre el feudalismo, la condición del extran- 
jero en Francia; si bien quedó éste sometido á medidas de 
rigor sumamente duras, como el derecho de Albana, que lo 
mismo allí que en Inglaterra se ha mantenido en toda su inte- 
gridad, casi hasta nuestros días. 

La revolución francesa tampoco llegó á establecer la igual- 
dad del extranjero con el nacional, manteniendo la limitación 
de sus derechos y sometiéndolo á una rigurosa vigilancia (1), 
á pesar de sus disposiciones liberales y de la propaganda de 
J. J. Bousseau en favor de la igualdad de condición entre 
unos y otros. 

El odio al extranjero se ha manifestado siempre en Fran- 
cia con bastante viveza, llegando á decir Bacquet (2) que era 
preciso impedir que nadie fuera al territorio francés á chupar 
la sangre y extraer la médula de los huesos de los franceses. 

Como en Inglaterra los intereses comerciales han sido 
siempre el objetivo de toda la nación, tanto en su política 
interior como en sus relaciones internacionales, sus Gobiernos 

(1) Art. 1.^ de )a ley de 28 Vendimiario del año VI. 

(2) Du Droit d* Auhaincy tomo II. 
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han cuidado siempre de atenuar algo la extremada dureza de 
sus leyes sobre los extranjeros (1) por medio de ciertas conce- 
siones hechas á los mercaderes, alguna de las cuales se re- 
monta hasta los tiempos de Juan sin Tierra (1215); pero sin 
que estas concesiones se extendieran más que á las cuestiones 
mercantiles, sin mejorar absolutamente en nada la condición 
de los que no eran subditos británicos» que siguieron some- 
tidos en cuanto á sus personas y sus bienes á las más riguro- 
sas medidas de excepción, de las cuales subsisten hoy algu- 
nas, á pesar de la reforma legal del año 1870 sobre este par- 
ticular. 

Todavia no hace mucho tiempo que los extranjeros no 
podían arrendar tierras ni alquilar una casa por su cuenta en 
la Gran Bretaña, sin exponerse á una fuerte multa y á la con- 
fiscación del inmueble; y aun después de la referida ley de 
1870 los extranjeros no pueden tampoco ser propietarios, por 
no consentirlo la legislación semi -feudal vigente en la actua- 
lidad. 

Á propósito de la dureza de la legislación de Inglaterra 
respecto de los extranjeros, Laurent (2) cita, tomándolo de 
Lord Coke, el caso siguiente: Un extranjero que se estable- 
ciese en la Gran Bretaña y tuviera allí dos hijos: éstos, por el 
hecho de haber nacido en territorio inglés, serian ingleses; 
pero no podrían heredar á su padre, porque éste era extran- 
jero, y sus bienes, muerto él, pertenecerían de derecho á la 
Corona: es más, estos mismos hermanos no podrían here- 
darse el uno al otro, por ser hijos de quien no podía trasmi- 
tirles sus bienes; no teniendo, por lo tanto, lo que allí se llama 
fsangre heredable» (inheritable blood). 

Con lo expuesto hasta aquí creemos sea ya fácil conven- 
cerse de que la condición del extranjero fué siempre suma- 
mente dura y hasta cruel, casi inferior á la del esclavo; y que 
el cambio que se ha verificado en ella, ya en nuestros días, ha 
sido tan brusco como radical. 

En efecto, dicha condición ha ido mejorando tan lenta y 

(1) Piore. Diritto internazionale prívalo, pág. 24. 

(2) Droit civil internationalt tomo II. 
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perezosamente, que hasta ya muy entrado el siglo actual era 
todavía en extremo triste y precaria, diferenciándose poquí- 
simo de lo que fué en tiempos remotos; sometida aún á res- 
tricciones y á humillaciones innumerables, sin garantías per- 
sonales de ninguna clase, salvo en contados países que le con- 
cedieron escasa y limitada protección; y eso más bien al co- 
mercio que á las personas, expuestas por muchos años á todo 
género de arbitrariedades, y sin alcanzar nunca ningún bene- 
ficio, ni siquiera de las llamadas conquistas de la revolución 
francesa; no consiguiendo se le reconocieran sus derechos á 
pesar del constante trabajo de la diplomacia moderna, 
consagrada casi exclusivamente á favorecer á sus propios 
nacionales en el extranjero, hasta Ja segunda mitad del si- 
glo XIX. 

En esta segunda mitad del siglo, tanto la frecuencia y la 
rapidez de las comunicaciones, como el desarrollo pasmoso 
del comercio y de la industria, han provocado y facilitado las 
corrientes de emigración; no ya por rebelión á los poderes 
públicos, como en otros tiempos, ni por Ja dureza de las leyes 
de la Patria, sino por justo y natural deseo de mejorar de for- 
tuna, y hasta para fomentar los intereses del propio país; obli- 
gando esto á los Gobiernos á tener que preocuparse de la 
necesidad de extender la protección de sus subditos más allá 
de los límites de sus Estados, traduciéndose esta protección en 
Talioso apoyo para los que residen en territorios extranjeros; 
y desarrollándose en las cancillerías un constante y activo tra- 
bajo, encaminado á conseguir la mayor ampliación posible de 
derechos para sus nacionales donde quiera que éstos puedan 
emigrar. 

Uno de los primeros resultados que se han obtenido al 
lograrse la igualdad del extranjero con el nacional, allí donde 
se ha conseguido, y aun donde tan sólo ha podido alcanzarse 
una benévola toleran^cia, ha sido el crear á muchos emigrados 
una situación especial, que los alemanes han definido gráfi- 
camente con la palabra Heimathlosat (de heimathlos., sin do- 
micilio), ó sean verdaderos ¿^gregrini sine civitafe, esto es, que 
«on extranjeros en el país donde residen y extraños para su 



- 80 — 

verdadera Patria, rehuyendo todos los deberes que como ciu- 
dadanos les corresponderían en la nación en que viven, y los 
que tienen en la que nacieron; importándoseles poco la pér- 
dida de los derechos políticos, que es en realidad lo único que 
les falta en su anómala situación, á cambio de no tener obli- 
gaciones que cumplir. 

Siguiendo ya por este camino, todos los Gobiernos han 
solicitado toda clase de concesiones para los subditos emigra- 
dos; y obtenida rápidamente la abolición de trabas y de car- 
gas, se ha pasado á pedir ciertas exenciones, y más tarde 
hasta una casi inmunidad, basada en la protección que el 
Bepresentante diplomático de un país otorga á sus nacionales 
en sus Bisuntos privados; y esta protección, que en muchos 
casos ha sido objeto hasta de emulación por parte de dichos 
Bepresentantes, ha cambiado por completo la situación de los 
extranjeros, haciéndola superior por todos conceptos á la del 
regnícola. 

En efecto, donde el extranjero no paga más contribuciones 
que las que pagan los nacionales, y está exceptuado de los 
empréstitos forzosos, del servicio militar y de milicias, tiene 
libre acceso á los tribunales, puede pleitear por pobre, no está 
sujeto á la cemción, judicatum solvi, tiene libertad de comer- 
cio, derecho á comprar propiedades, á heredar y á otorgar 
testamento, y además cuenta con el apoyo del Bepresentante 
de su Patria, no sólo contra todo pretendido abuso, ó toda 
sombra de aparente denegación de justicia, sino hasta para 
obtener recomendaciones, siempre de cierto peso, para sus 
pretensiones particulares; claro es que la privación de los de- 
rechos políticos no destruye estas ventajas, que constituyen 
para él una verdadera situación privilegiada respecto al nacio- 
nal, y que no tendría ciertamente en su patria, explicando esto 
perfectamente, ya que no lo justifique, el repugnante afán, no 
ya de renegar del propio país, sino de querer ser extranjero 
en su propia Nación. 

No negamos que la representación diplomática ó consular 
en cada país sea la protectora natural de sus respectivos nació* 
nales, revestida, como debe estarlo, de prestigio, autoridad é 



— 81 — 

inflaencia para ello (1); pero esta protección, qae ha debida 
ejercitarse con sumo tacto, y siempre dentro de las prácticas 
del Derecho Internacional, se ha ido exagerando de tal ma« 
ñera, á nuestro juicio, que su abuso ha dado por resaltado, 
como no podía menos de ser, que prescindiendo ya de la con- 
dición del heimathlosai, se busque con afán la de protegido 
contra las mismas autoridades de la Patria con más frecuen- 
cia, desgraciadamente, como veremos más adelante, de la que 
se cree en general. 

Analizada asi la situación, conviene estudiar las diferentes 
legislaciones que respecto á la condición del extranjero preva- 
lecen hoy en la mayoría de los países civilizados, para conven- 
cernos de que no son las naciones más prósperas y que blaso- 
nan de más adelantadas las que tratan con menos dureza á 
los que no son sus ciudadanos. 

(1) Los Bepresentantes del Estado en el extranjero deben protegerá 
sus nacionales contra cualquier procedimiento arbitrario ó denegación de 
iuBtioia por parte de las autoridades locales, sobre todo si se trata de infrac- 
ción de algún Tratado, ó á los Convenios que estén en vigor; sin embargo, 
esta protección no puede ser más que oficiosa en los apuntos puramente 
particulares que no tienen relación con los intereses generales del 
PAÍS. — C. Calvo. Diciionnaire de Droit internationah París; 1885, tomo II, 
pág. 128. 

Esté sano y recto principio, noblemente expuesto por Calvo, no se suele 
tener en cuenta por la mayoría de los diplomáticop, sobre todo contra las 
naciones débiles. 



Condición actual del extrai^ero. 



Las naciones qne se han mostrado más severas y basta 
hostiles con los extranjeros^ imponiéndoles con extremada du- 
reza una condición estrecha y violenta, son precisamente, las 
^ue pretenden poseer el monopolio de las ideas de progreso y 
libertad, y (extremo digno de notsorse) son las que, en efecto, 
disfrutan de mayor prosperidad y de gran preponderancia en 
el concierto de los países civilizados. 

Empezaremos, pues, nuestra reseña por estos Estados, de- 
jando para los últimos aquellos que con espíritu francamente 
liberal, como España, han concedido al extranjero mayor nú- 
mero de franquicias, no queriendo nosotros seguir aquí el mé- 
todo empleado por el sabio profesor Weiss (1) de dividir los 
¡países en grupos, clasiñcándolos por el sistema de más ó me- 
nos amplia reciprocidad en su legislación sobre la materia, 
toda vez que las represalias jurídicas, á pesar de ser tan com- 
batidas por Fiore (2), que sostiene, como Qroizard, que lo 
mejor para los intereses de un pueblo civilizado es proclamar 
el derecho y la justicia, asegurándoles el respeto de todos, se 
imponen hoy poco á poco por el Derecho convencional y no 
pueden, por lo tanto, servir de base muy exacta para una clara 
y ordenada clasificación. 

La Gran Bretaña, los Estados Unidos de América y hasta 
Francia, son las naciones cuyas leyes se han mostrado, y si- 

(1) Traite tTiéorique et pratique de Droit International privé. París, 
1894. Tomo II. 

(2) Diritto Internazianale privato. Torino, 1838. Tomo I, pág. 286. 

8 



— 34 - 

gneD siendo, bastante duras para el extranjero. El concienzu- 
do y erudito profesor Weiss atribuye las hostilidades de la» 
dos primeras á la influencia de la Commonrlaw, que no ha de- 
jado de ser todavía hoy la base de la legislación en uno y otro 
país, reflejándose en ella su espíritu francamente feudal, lo 
que explica las trabas puestas al que no es nacional para po- 
seer en ellas; fundándose en que, como el suelo es del Señor 6 
Soberano, el que no está unido á él por ningún lazo ó jerar- 
quía feudal, no puede tampoco adquirir la propiedad de nin- 
guna porción de ese suelo. Teoría tan anticuada y extraña á. 
la manera de ser del Derecho moderno, que no se comprende 
cómo pueda informar actualmente las disposiciones legales de 
pueblos que pretenden marchar á la cabeza de la civilización 
y del progreso. 

En Ing-laterra, sin embargo, desde 1870, se ha mo- 
dificado notablemente la condición del extranjero. 

La ley inglesa no concede al extranjero, como es natural, 
ningún derecho político; pero por una de esas anomalías, tan 
frecuentes en la vida moderna, en virtud del art. 8.° del Juries- 
Act, de 1870, los extranjeros que lleven diez años de residen- 
cia en territorio inglés pueden ejercer las funciones de Jurado^ 
considerando éstas como un deber social y no como un dere- 
cho político. 

También , por efecto de lo dispuesto en el Medical Act 
de 1886, un médico extranjero puede ejercer la medicina en 
Inglaterra, con ciertas condiciones, si en su país pueden ejer- 
cerla lo mismo los facultativos ingleses. 

El extranjero no puede ser tutor sino con determinadas 
restricciones, y tan sólo de fius propios hijos. 

Como hemos dicho, antes de 1870, el extranjero no podía 
poseer en Inglaterra bienes inmuebles, ni alquilados, care- 
ciendo de todo derecho á transmitir sus bienes muebles por 
testamento y menos por abintestato. 

El art. 2.® del Act de 1870 dispone que: El extranjero que- 
da asimilado á los ciudadanos británicos en cuanto se refiere 
á la posesión, disfrute, adquisición y transmisión, de cualquier 
modo legal, de las propiedades muebles é inmuebles. 
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Sin embargo, el disfrutar la propiedad inmueble no le con- 
cede capacidad para las funciones públicas, ni para ser elegido 
para cargos parlamentarios ó municipales, ni el derecho de 
voto. 

El disfrute de la propiedad inmueble no le confiere, en 
substancia, ningún derecho ó privilegio, fuera de aquellos que 
constituyen la esencia de la propiedad. 

Por el art. 14, el extranjero no puede ser propietario de 
un buque inglés. 

Y por el art. 18, la capacidad del extranjero para adquirir 
inmuebles en las colonias se regulará como antes, según las di- 
versas legislaciones coloniales. 

Conviene notar que to^o lo concedido á los extranjeros en 
los artículos citados del referido Act de 1870, se refiere á los 
subditos de una Nación amiga; de modo, que si estallase una 
guerra entre la Gran Bretaña y cualquier país, los ciudadanos 
de éste podrían quedar privados, ipso fado, de estas conce- 
siones. 

Todo extranjero está sometido en Inglaterra al pago, sin 
excepción, de las contribuciones, y la famosa income tax (im- 
puesto sobre las utilidades) se aplica con tal rigor, que los 
agentes del fisco inglés pretendieron imponerla á varios co- 
merciantes, residentes en Francia, por los beneficios realiza- 
dos al despachar sus mercancías en la Gran Bretaña, dándo- 
les la razón una sentencia de la Corte de apelación, que pro- 
vocó una activa gestión diplomática en contra, entablada por 
el Gobierno francés. 

El texto de la ley inglesa expresa, en efecto, que: «están 
sujetos al pago de ese impuesto todas las personas, sean ó no 
subditos de S. M., y aunque no residan en el Beino.» 

La adhesión de la Gran Bretaña á la Convención de Ber- 
na, asegura los derechos de autor á los extranjeros, en su te- 
rritorio; y lo mismo sucede respecto á la propiedad industrial 
por haberse adherido también á la Unión industrial interna- 
cional. 

Las personas morales constituidas legalmente en el ex- 
tranjero, se reconocen legalmente también en Inglaterra; pero 
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no pueden poseer tierras en atención á las disposiciones del 
Mortmain Act. 

Los Elsta^dos TJniclosi de ^mérioa.9 al se- 
pararse de Inglaterra, conservaron la commonlaw como base 
de sn legislación; y la dureza de la condición del extranjero 
subsistió allí, á pesar de la independencia de la Nación y de 
sus teorías de libertad. 

Pudo la necesidad de la inmigración obligarles á buscar los 
medios de dulcificar algo la hostilidad de sus disposiciones le- 
gales, atenuando el carácter verdaderamente feudal que reves- 
tían para les que no eran ciudadanos de la Unión; pero hoy, 
que la precisión de poblar sus vastos territorios ha disminui- 
do bastante, se manifiesta una violenta reacción en sus pro- 
yectos de ley que, como veremos más adelante, amenaza con- 
cluir con cuanto había mejorado la condición del extranjero, 
si no se moderan las exageraciones de cierto exaltado patriotis- 
mo, que en su antipatía á todo el que no es nacional, podría 
ir demasiado lejos, tal vez, en sus inconsideradas pretensiones. 

El concienzudo y profundo profesor Weiss divide en cua- 
tro grupos (1) la legislación actual de los diversos Estados de 
la Eepública norteamericana acerca de la adquisición, pose- 
sión y transmisión de bienes inmuebles; siguiendo nosotros su 
razonado sistema, diremos con él, que: 

El primer gríipo lo componen los Estados de Vermont, 
Alabama, Carolina del Norte y Misouri, que mantienen en 
absoluto las incapacidades resultantes de la Common-laWf ex- 
cepto el último, que concede un término de tres años para que 
el extranjero disponga de los bienes que puedan pertenecerle 
por sucesión. 

El segundo grupo lo forman los Estados de Arkansas, De- 
laware, ,Maryland, Nueva York, Carolina del Sur y Texas, 
que no permiten al extranjero adquirir ni poseer inmuebles 
más que en el caso de que hayan declarado su intención de 
naturalizarse ciudadanos de los Estados Unidos; es decir, 
cuando ya no son casi extranjeros. 

(1) Obra citada. Tomo 11, pág. 474. 
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El tercero lo coustituyeu los Estados de Nueva-Hampshi- 
re, Kentuky, Illinois, Nevada, Virginia y Oonneticut, que exi- 
gen, para que pueda poseer el extranjero, un cierto tiempo de 
residencia, bien en el misn^o Estado, bien en la Eepública; 
los Estados de California, Indiana y Tennessée, que á más de 
la residencia, hacen la excepción de los bienes transmitidos 
por testamento, para cuya posesión conceden un plazo, du- 
rante el cual se adquiera el derecho por residencia; pero que, 
una vez pasado, los bienes se venden por cuenta del heredero 
por la autoridad local; y, finalmente, la Pensylvania, que au- 
toriza la posesión siempre que los bienes no valgan más de 
20.000 dollars y que no pase su extensión de 50.000 acres. 

Por último, el cuarto grupo es el que reúne los Estados de 
Maine, Massachussets, Nueva-Jersey, Ohio, Minnesota, Ne- 
braska, Viscousiu, lowa, Kansas, Michigan, Oregón, Georgia, 
Florida, Colorado, Colombia, Khode-Island y Luisiaua, que 
no ponen trabas ai derecho de poseer los extranjeros. 

El Estado de Nueva York ha modificado su legislación, 
permitiendo, en virtud del Act de 20 de Marzo de 1870, que 
los hijos legítimos ó descendientes de una mujer norteameri- 
cana, puedan heredar los bienes inmuebles que ésta poseyera 
en dicho Estado; y, por otra ley de 2 de Marzo de 1889, se 
permitió que los hijos y descendientes de una mujer ciudada- 
na de los Estados Unidos puedan, á pesar del matrimonio de 
ésta y de su residencia en país extranjero (1), heredar ó po- 
seer ó bien enajenar las propiedades que ella tuviera en el Es- 
tado de Nueva York, como si fuesen ciudadanos america- 
nos (2). 

El movimiento de libertad y de progreso que, al parecer, 

(1) Conviene notar qae en aquella República, la circunstancia de residir 
en el país ó en el extranjero, se tiene presente en las leyeB. 

(2) Los £stado8 Unidos han consentido, por medio de Tratados y por 
justa reciprocidad, que los subditos de algunas naciones puedan poseer bie- 
nes en su territorio. De estos Tratados recordamos, entre otros, uno celebra- 
do con la República del Perú. 

España, informando siempre sus relaciones con los extranjeros en el más 
amplio espíritu liberal, consintió, sin reciprocidad, por Real orden del Mi- 
nisterio de Estado de 18 de Julio de 1885, que los norteamericanos pudieran 
comprar terrenos para tener sus sepulturas en todos los puntos donde resi- 
dieran Cónsules de su Nación. 



— 88 — 

informaba estas concesiones, ó, por mejor decir, excepciones, 
no sólo no ha prosperado, sino que se ha iniciado después en 
los Estados Unidos una franca y decidida reacción contra los 
extranjeros. En una reunión celebrada en San Francisco de 
California en Julio de 1887 para la formación de un nuevo 
partido político llamado americano, se adoptó, entre otros 
principios, la supresión absoluta del derecho de adquirir tie- 
rras en los Estados Unidos á los que no fueran ciudadanos de 
los mismos. 

Las leyes de 26 de Febrero de 1885, 23 de Febrero de 1887 
y 19 de Octubre de 1889, prohiben la inmigración de obreros 
que se hayan comprometido por medio de un contrato antes 
de salir de su patria. Se ha prohibido también la inmigración 
de los chinos, y, por la ley de 3 de Marzo de 1891, la entrada 
en el territorio de los extranjeros indigentes; condenados por 
tribunales; locos ó idiotas; que sufran enfermedades repugnan- 
tes ó contagiosas; á los que sean partidarios de la poliga- 
mia (?) y á todos aquellos á quienes les haya pagado el pasaje 
una tercera persona, ó cuya emigración haya sido favorecida 
por un tercero, facultando á las autoridades locales para adop- 
tar las medidas más rigorosas á ñn de que se cumplan tan se- 
veras disposiciones. 

Aunque nadie discute hoy, casi, á los Estados soberanos el 
derecho de prohibir la entrada en su territorio á cierta clase 
de extranjeros, las prohibiciones 1.% 2.*, 8.^ y 9.*, son total- 
mente contrarias al espíritu que informó el párrafo primero 
del art. 4.*» de los acuerdos votados por el Instituto de Dere- 
cho Internacional (1), que considera no puede prohibirse esta 
entrada, por protección al trabajo nacional; y la 7.*, que pu- 
diera aplicarse á la excepción por diferencias fundamentales 
de costumbres, tal como está formulada, puede dar lugar á 
grandes arbitrariedades, incompatibles, al parecer, con el es- 
píritu liberal de un Estado republicano y democrático (2). 

(1) Gioebra, 1892. 

(2) En ]a última reunión de las Cámaras norteamericanas, se ha pre- 
sentado un proyecto de ley, que ha quedado pendiente, con más rigorosas y 
extrañas condiciones para permitir la entrada en el territorio de la Unión á 
los extranjeros. 
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La legislación norteamericaDa no protege los derechos de 
autor ó del artista si son extranjeros, y establece una diferen- 
cia entre el inventor nacional y el que no lo es, pues si bien 
otorga á los dos la correspondiente patente de invención, tiene 
unas, provisionales, que permiten estudiar y madurar el in- 
vento al autor, y éstas se niegan al extranjero, á menos que 
resida en el territorio de la Bepública. 

La propiedad de las marcas de fábrica y el nombre comer- 
cial, están garantizados por la ley, y, además, los Estados 
Unidos se han adherido á la Unión industrial universal de 1883. 

En Fra^neisL, su legislación revela á cada paso la pro- 
funda antipatía que inspira el extranjero y la competencia que 
pueda hacer al nacional, en la manera de ganarse el sustento. 

Los derechos civiles se reconocen en Francia al extranjero 
por reciprocidad, pues el art. 11 del Código civil dice que: «El 
extranjero gozará en Francia de los mismos derechos que los 
que concedan á los franceses los Tratados de la Nación á que 
pertenezca.» 

El goce de todos los derechos civiles no se concede más 
que al extranjero admitido á domicilio, puesto que el art. 18 
del Código civil previene que: <jEI extranjero á quien se ha 
admitido ^or autorización del Presidente de la Bepiiblica á es- 
tablecer su domicilio en Francia, gozará de todos los derechos 
civiles mientras resida en el territorio francés.» 

A pesar de que las leyes de 1.** de Febrero y 28 de Marzo 
de 1792 y 28 Vendimiarlo del año VI establecían la necesidad 
del pasaporte para que el extranjero (1) pudiera entrar y via- 
jar por Francia, y que estas leyes no han sido derogadas, las 
autoridades no exigen hoy esta formalidad; pero el Gobierno 
podría, en caso necesario, recordar y pedir su exacto cumpli- 
miento puesto que, en rigor, están vigentes aún. 

La ley de 3 de Diciembre de 1849, art. 7.^, determina el 
procedimiento administrativo seguido respecto de los extran- 
jeros que residen en Francia y hayan incurrido en alguna 
condena ú ofrezcan peligro, como vagabundos, para la seguri- 

(1) Ver más adelanto estas disposiciones, completamente vigentes en 
Bélgica. 
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dad pública (1). ^Article 7, he ministre de Vlntérieur pourra 
PAR MBSIJBB DB POLiCB , etíjoindre á tout étranger voyageant 
ou résidant en Frunce de sortir immédiatement du territoire 
franjáis et le faire conduire a la frontiere, II atira le mente 
droit á l'égard de Vétranger qui aura obtenu Vautorisation 
d*établir son domicile en Frunce.» 

El decreto de 2 de Octubre de 1888, imponiendo la decla- 
ración é inscripción en un registro de los extranjeros, es bas- 
tante reciente para que no quede duda alguna acerca de lo 
mucho que preocupa al espíritu público en Francia cuanto sa 
relaciona con la extranjería (2). 

Este decreto dice asi: 

«El Presidente de la Bepúblíoa Francesa, en vista de lo que pre- 
viene la ley de 19 y 22 de Julio de 1791; los artículos 8 y 18 del Có- 
digo civil; la ley de 8 de Diciembre de 1849; el art. 471, párrafo 15 del 
del Código penal y el parecer del Consejo de Estado del 20 prairal 
año XI, á propuesta del Presidente del Consejo, Ministro del Inte- 
rior, decreta: 

«Articulo 1.° Todo extranjero que no esté admitido á domiciliarse 
y que se proponga residir en Francia, debe, en el término de quince 
días, á contar desde el de su llegada, hacer al Alcalde del pueblo don- 
de desee fijarse uua declaración de los siguientes extremos: 

i»l.% los nombres y apellidos — y los de su padre y de su madre- y 
2.^, su nacionalidad; 8.®, el lugar y la fecha de su nacimiento; á°, dón- 
de tuvo su último domicilio; 5.°, su profesión y medios de existencia; 

(1) J. Durand. Le8 étrangera devant la loi franqaiae, París, 1890. Ti- 
tulo II, pág. 67. 

(2) Becientemente, un periódico tan conservador como Le Gauloia, de 
París, que pretende ser el diario de la aristocracia de aquella capital, tan 
coDcienzado y mesurado en todo, publicó, en sa número de 2 de Agosto 
de 1896, un notable articulo de su redactor Mr. Eatancelin, bajo el epígrafe 
Faites done payer les étrangers, en el que acusa al extranjero residente en 
Francia de oprimir al prodoctor francés y de aprovecharse y disfrutar gratis 
de todos los beneficios de la Francia que, abrumada por sus contribuciones, 
no puede hacer frente á los déficits siempre crecientes de sus presupuestos, 
cuando podía aumentar sus rentas impidiendo la entrada de los productos 
de fuera é imponiendo fuertes tributos á los extranjeros residentes en el país. 

Este artículo, por supuesto, refleja nada más que la irrefiexiva antipatía 
por el extranjero, pues demasiado se sabe lo que París debe al dinero de 
los que no son franceses, y que si multiplica sus Exposiciones, es para atraer 
al capital extranjero, envaneciéndose de que la llamen la capital del mundo. 
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6.°, el nombre» edad y nacionalidad de su mujer y de sus hijos meno- 
res que le acompañen. 

iOoil esta declaración debe presentar los documentos que la com- 
prueben, y si no los tiene, el Alcalde, de acuerdo con el Prefecto, po- 
drá concederle un plazo para que se los presente. Se le entregará gra- 
tis un recibo de su declaración. 

iArt. 2.° Estas declaraciones se harán, en París, al Prefecto de po- 
licía, y en Lyón, al Prefecto del Bódano. 

tArt. S.° En caso de cambio de domicilio, hay que hacer una nue- 
va declaración al Alcalde del pueblo donde se vaya. 

«Art. 4.^ Se concede á los extranjeros que residen actualmente en 
Francia, no admitidos á domiciliarse, el plazo de un mes para cum- 
plir con las precedentes prescripciones. 

iArt. 5.° Las infracciones á lo dispuesto en este decreto serán 
castigadas con penas de simple policía, sin perjuicio del derecho de ex- 
pulsión que corresponde al Ministro del Interior, en virtud de la ley 
de 8 de Diciembre de 1849, art. 7.° 

»Art. 6.*^ El Presidente del Consejo, Ministro del Interior, queda 
encargado de la ejecución de este^decreto. 

»Hecho en París á 2 de Octubre de 1888. — Firmado: Camat. — 
Por el Presidente de la Éepública, el Presidente del Consejo, Minis- 
tro del Interior, Ck. Floqmt,^ 

El 27 de Octubre de 1888 se amplió el plazo concedido para 
dar cumplimiento á las disposiciones de este decreto hasta 
l.« de Enero de 1889 (1). 

A pesar de que la ley francesa proclama el principio de la 
igualdad del extranjero con el nacional, el art. 35 del Código 
penal somete al primero, cuando es condenado á la degrada- 

(l) En 1893 DO se había coosegaido todavía que todos los extraDJeros 
oumpliesen oon las prescripoioDes de e^te decreto; y en Noviembre de aquel 
año, según Le Qaulois del día 5, ee calcalaba que había más de 60.000 qae 
no habían oamplido con la ley, & pesar de las reiteradas advertencias y ame- 
nazas que publicaba la prensa á ruego de las autoridades. 

Sin embargo, los efectos de esta ley no han tardado mucho en hacerse 
sentir, y precisamente en el sentido que nosotros sostenemos; esto es: que 
cuanto más dura es la condición del extranjero en un país , se favorece más 
á la naturalización en el mismo. En efecto, promulgada dicha ley é impues- 
ta con tesón, resulta que en 1889 se naturalizaron en Francia 3.299 extran- 
jeros; en 1890, 5.084; y en 1891, 6.601: es decir, que el rigor de la ley, en 
vez de favorecer la emigración de los extranjeros, ha favorecido la naturali- 
zación de los mismos; y esto, comprobado con cifras cuya elocuencia infíni* 
ta 68 irrefutable. 
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cíón cívica, á una prisión de cinco años como máximum, que 
no se impone al segando. Es práctica, además, imponer á los 
delincuentes extranjeros el grado más alto de las penas, y los 
beneficios de la llamada Ley Béranger de 21 de Marzo de 1891 
sólo se aplican á éstos en el caso de que el Tribunal los crea 
dignos de ello. 

El art. 272 del referido Código penal faculta para expulsar 
de Francia á los que sean condenados por un Tribunal, si son 
extranjeros, y la ley de 1849 ha ampliado aún más esta facul- 
tad, puesto que su art. 7.^ dice que el Ministro del Interior 
puede, por medida d^ policía, conminar á todo extranjero que 
viaje ó que resida en Francia á que salga inmediatamente del 
territorio francés y hacerlo conducir a la frontera. 

La ley de 12 de Abril de 1886 sobre el espionaje ha com- 
pletado la colección de medidas de rigor concedidas al poder 
discrecional del Ministro del Interior, asi como la circular di- 
rigida por éste á los Prefectos de la Eepública en Agosto 
de 18^3, decidiendo que todo extranjero que resida en Fran- 
cia y haya sido condenado por los Tribunales correccionales, 
debe ser objeto del oportuno expediente para decretar su ex- 
pulsión. 

El extranjero no puede ser tutor, por más que sobre este 
punto se haya discutido mucho entre los jurisconsultos fran- 
ceses, prevaleciendo la opinión de los que como Demolombe, 
Aubry et Eau y Weiss, consideran la tutela como un manda- 
to público, y son partidarios, por lo tant^, de que se excluya 
de ella, en absoluto, al extranjero; es verdad que Demande 
llega hasta pretender se rehuse al padre extranjero el derecho 
de corrección sobre la persona de sus hijos. 

También existen opiniones diferentes acerca de si el ex- 
tranjero puede ó no ejercitar en Francia el derecho de adop- 
ción. 

Claro es que el extranjero no puede ejercer en Francia las 
profesiones de Alguacil, Procurador y Notario ni ante el Conse- 
jo de Estado ni ante la Corte de Casación; y es natural que esté 
excluido del profesorado oficial: pero es más raro que lo esté 
también, en cierto modo, de la enseñanza libre, porque las le- 
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yes de 1850, 1875 y 1886, dictan tantas y tales disposiciones 
á qae debe sujetarse para ello y limitan tanto sa acción, que 
casi le niegan esta facultad. 

La ley de 30 de Noviembre de 1892 no permite á los ex- 
tranjeros el ejercicio de la Medicina, ni ser dentistas, ni co- 
madrones, si no obtienen el titulo correspondiente en Fran- 
cia; y ahora se' trata de que, ni aun haciendo los estudios en las 
Universidades francesas puedan ejercer, no siendo nacionales. 

Desde 1882 tampoco pueden ser oñciales ni maquinistas 
en un buque francés, ni pueden poseer más de la mitad de la 
propiedad de una nave francesa. 

La ley de 21 de Marzo de 1884 prohibe á los extranjeros 
pertenecer á la Administración de los Sindicatos profesiona- 
les, pero les permite ser simples miembros de los mismos. 

También está prohibido á los extranjeros ser agentes de 
cambio ni corredores marítimos. 

Además, las compañías de ferrocarriles exigen á sus em- 
pleados, y hasta á sus obreros, que justifiquen el ser france- 
ses, y el Municipio de París impone á los concesionarios de 
sus trabajos que no empleen en ellos más que una décima 
parte de obreros extranjeros. 

La ley de 29 de Julio de 1881, que ha modificado la de 18 
de Julio de 1828, el decreto de 17 de Febrero de 1852 y la ley 
de 11 de Mayo de 1868, permiten hoy al extranjero ser redac- 
tor, colaborador y hasta propietario de un periódico ; pero no 
puede ser gerente del mismo, porque para esto se necesita ser 
francés 

Pero el Gobierno puede suprimir la circulación de las pu- 
blicaciones impresas en lengua extranjera, como hizo en Abril 
de 1896 con el periódico turco el Mechveret, 

La entrada de libros extranjeros sólo puede impedirse por 
intervención judicial. 

Finalmente, la ley de 30 de Mayo de 1857 impone la obli- 
gación de obtener un permiso formal del Gobierno para el es- 
tablecimiento en Francia de las Sociedades anónimas extran- 
jeras y otras asociaciones comerciales industriales ó financie- 
ras autorizadas en país extranjero. 
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Preocupados los Poderes públicos del gran número de ex- 
tranjeros que residen en las colonias francesas y sobre todo en 
Argelia, no han vacilado en desechar el principio del jus san- 
guinis, que informaba su legislación sobre nacionalidad, y em- 
pezar á cambiarlo por los del jus soli después de haberlo com- 
batido tanto en las repúblicas sud-americanas; y con pretexta 
de que el hijo de francesa casada con extranjero, buando dicho 
hijo ha nacido en Francia, se encuentra comprendido en la 
ley que determina que el que nace en territorio francés, hijo 
de extranjero que á su vez ha nacido allí también, es francés» 
están imponiendo la ciudadanía francesa á la primera genera- 
ción de extranjeros nacidos en Francia, desbaratando por com- 
pleto la teoría del referido ^'ws sanguinis; y respondiendo á laa 
activas gestiones practicadas por varias naciones contra esa 
disposición; (gestiones en las que nosotros tomamos una parte 
muy directa desde la Sección de Política del Ministerio de Es- 
tado), con la sola concesión de permitir á los interesados el de* 
recfao de opción entre ambas nacionalidades. 

Y todavía se lamenta el docto profesor Weiss de la impru-^ 
dencia con que se ha hecho eñ Francia tanta concesión al 
extranjero, con liberalidad, no correspondida por las demás 
naciones, que se han guardado muy bien de otorgar nada 
igual á los franceses (1). 

XiLusia..— La condición especial de este poderoso impe- 
rio justifica que, de acuerdo con sus leyes, usos y costumbres» 
sea sumamente severa toda su legislación relativa al extranje- 
ro, sobre todo en cuanto se refiere á su entrada y permanen- 
cia en el territorio. 

Por eso el extranjero no puede entrar allí sino provisto de 
un permiso especial que expiden los Agentes diplomáticos im- 
periales; y una vez dentro de Busia hay que solicitar una au- 
torización de residencia, que tiene que renovar á los tres me- 
ses, y á los seis pedir un pasaporte que vale por un año. Fi- 
nalmente, para salir del imperio se necesita otro permiso que» 
previo informe del propietario de la casa en que ha vivido el 

(1) Obra citada. Tomo II, pég. 180. 



— 45 - 

extranjero, declarando qae nada se opone á su marcha, le fa- 
cilitan las autoridades locales. 

Eusia concede al extranjero los mismos derechos privados 
que al nacional ; pero un ukase de 1887 y otro de 1888 prohi- 
ben al primero la adquisición de tierras en diversas provincias 
y hasta administrar ó dirigir fincas rústicas, habiendo exigido 
á los colonos extranjeros que se matriculen en un plazo dado, 
y se les ha excluido de las asambleas donde se discuten los in- 
tereses del cantón. 

En Eusia no están protegidos los derechos de la propiedad 
intelectual del extranjero, y las sociedades comerciales necesi- 
tan un permiso especial , cuando no son nacionales, para esta- 
blecerse en el Imperio.. Este permiso se concede siempre, si 
bien con determinadas condiciones. 

Suecia. y IVofiiega. — Uno de los países en que 
la condición del extranjero ha sido más dura, y aun hoy toda- 
vía continúa siéndolo bastante, es Suecia. 

Hasta que se promulgaron las leyes de 18 de Junio de 1864 
y la de 20 del mismo mes de 1879, corrigiendo la anterior, le 
estaba prohibido en absoluto al extranjero el comercio, que 
hoy mismo no pued& hacer allí sin obtener una autorización 
expresa, que no se le concede sino después de practicadas cier- 
tas informaciones y de qu^ haya prestado una fianza que sea 
suficiente para responder por las contribuciones que esté su- 
jeto á pagar por su tráfico. 

La Ley de 1829 prohibe al extranjero adquirir bienes sin 
autorización expresa del gobierno ; asi como la de cultos de 
1873 le somete á ciertas incapacidades por motivos religiosos. 

El goce de los derechos civiles sólo se concede en Suecia 
al extranjero, si su país los otorga, á su vez á los suecos. 

Finalmente, el extranjero no puede ser tutor. 

En Noruega, aunque son menos severas las disposiciones 
legales sobre la materia, puesto que permiten al extranjero 
que pueda ser profesor de las Universidades y de las Escuelas; 
desempeñar funciones consulares y ser empleado de la admi- 
nistración médica; en cambio le prohiben adquirir bienes in- 
muebles sin autorización del Eey, y los que puedan corres- 
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ponderle por herencia, si no logra alcanzar el permiso real 
para poseerlos, está obligado á venderlos dentro del plazo de 
seis meses á tres años, al cabo de los cuales, si no los ha com- 
prado nadie, los hace vender la autoridad superior, sin preli- 
minares de conciliación ni de intimación de ninguna clase. 

Tjil>eria* — Los extranjeros son admitides en la Bepú- 
blica de Liberia siempre que estén provistos de un pasaporte 
en regla, librado por el gobierno de su país, y visado por un 
cónsul ó un agente consular de la Eepública. 

Este pasaporte deberá acreditar especialmente que el ex- 
tranjero cuenta con medios de subsistencia, ó que es capaz de 
procurárselos con su trabajo. A falta del pasaporte el extran- 
jero puede ser admitido, con tal de que identifique su persona 
á satisfacción de las autoridades, en cuyo caso el Veldkornet 
le facilita un pasaporte de estancia y viaje, renovable cada 
tres meses. 

Si el extranjero manifiesta la intención de establecerse de- 
finitivamente en el territorio de la Bepública , el pasaporte 
será renovado por períodos de un año. 

Estas disposiciones, dictadas en 1897, dan idea de lo poco 
amplias que deben ser las facultades y la condición del extran- 
jero en aquella Eepública. 

El Lu.xeixit>vTrgfo. — Sólo en caso de un convenio 
diplomático ó de una autorización de domicilio, se concede al 
extranjero en el Luxemburgo el goce de los derechos privados 
que se derivan del derecho natural, 

[RTiiiiSLiiía,. — El art. 11 del Código civil rumano (año 
de 1865) dice que todos los extranjeros que se encuentran en 
Bumania gozan de la protección que las leyes conceden á las 
personas y á los bienes en general. 

Sin embargo, tan amplia concesión está limitada por el 
párrafo 5.*» de lá Ley de 1879 (revisando el art. 7.® de la Cons- 
titución), que dice asi: «Los rumanos de nacimiento ó natu- 
ralizados , son los que únicamente pueden adquirir inmuebles 
rurales en Rumania. Se respetarán los derechos adquiridos; 
y los convenios internacionales se respetarán también hasta 
su terminación.» 
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La protección de las producciones artísticas y Hterarias, 
asi como la admisión y condiciones para las sociedades co- 
merciales extranjeras, se basan exclusivamente en la reci- 
procidad. 

^lema^nia,.— El derecho común alemán concede á los 
extranjeros todos los derechos privados de qne gozan los in- 
dígenas; pero limitada esta concesión, por la facultad que tie- 
nen los jueces para rehusarlos, al que proceda de un país en 
el cual la Ley no los otorgue á su vez á los alemanes. 

En Alemania se entiende que es extranjero todo el que no 
es ciudadano de alguno de los Estados de la confederación, que 
en virtud del art. 3.® de la Constitución se consideran como 
nacionales en todo el Imperio. 

Las leyes de 4 de Mayo de 1846 y de 23 de Febrero de 1870 
limitan la facultad de adquirir bienes inmuebles por un extran- 
jero y los legados aun de bienes muebles, sometiendo todas 
ellas á la previa aprobación del soberano. La ley de 22 de Ju- 
nio de 1861 prohibe á las personas morales extranjeras ejercer 
una industria ó comercio sin permiso ministerial, salvo lo con- 
venido en los Tratados. 

Las compañías de seguros están obligadas por una dispo- 
sición ministerial de 1891 á emplear en fondos consolidados 
prusianos ó en títulos del empréstito imperial, la mitad de la 
reserva para primas, correspondiente á los asegurados en el 
país. 

Las disposiciones legales de 16 de Junio de 1883, 5 de Fe- 
brero y 21 de Septiembre de 1891 establecen la obligación del 
pasaporte, visado por los representantes alemanes, para deter- 
minados extranjeros que deseen entrar en Alsaciaóen Lorena 
y facultan á las autoridades locales para otorgar ó negar el 
permiso de residencia ó de domicilio en aquel territorio, según 
les convenga. 

El extranjero no puede ser tutor en Alemania ni formar 
parte del Consejo de familia. 

En el reino de Wurtemberg no se permite al extranjero ser 
tutor sin una autorización ministerial , ni adquirir inmuebles; 
y los que le correspondan por herencia, tendrán que ser ven- 
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didos á un regnícola, bien amigablemente, bien por los tribu- 
nales, en el plazo de dos años. 

^nstria,-Hiingfrfa.. — Según el art. 33 del Código 
civil de 1811: «Los extranjeros tienen en Austria los mismos 
derechos que los nacionales, salvo los inherentes á la calidad 
de ciudadanos; pero para tener estos mismos derechos, es 
preciso probar que en su país también se conceden á los aus- 
tríacos. » 

Ninguna sociedad por acciones, extranjera, puede hacer 
operaciones en Austria, sin obtener previamente una autori- 
zación ministerial. 

Hungría, no tiene diferencias apreciables con Austria en 
su legislación sobre extranjeros. 

En Bosnia y en Herzegovina, los tribunales se atienen al 
art. 33 del Código civil austríaco, ya citado. 

Servia.— El art. 47 del Código civil do Servia (1844) 
y el art. 30 de la Constitución de 1888 conceden al extranjero 
los mismos derechos civiles que en su país se concedan á los 
serbios. 

La facultad de hacer testamento y de heredar los extran- 
jeros en Servia, se concede, en virtud también de la reciproci- 
dad, por el art. 423 del Código civil. 

Los extranjeros no pueden ejercer en Servia las profesio- 
nes de abogado, médico ni farmacéutico. 

Bélg-ica. — Según el art. 128 de la Constitución 
de 1831, los extranjeros que estén en territorio belga gozarán 
de la protección concedida á las personas y á los bienes, salvo 
las excepciones establecidas por la ley. 

La ley de 27 de Abril de 1865 estableció por fin en Bélgica 
la igualdad del extranjero y del nacional para heredar ; pero 
haciendo á éste una rebaja de derechos cuando hereda en unión 
de un extranjero. 

En Bélgica el extranjero no puede adoptar ni ser adop- 
tado. 

Tampoco puede el extranjero heredar ni usar los títulos 
nobiliarios belgas. 

La condición civil del extranjero se define, en principio, 
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por reciprocidad, según las concesiones hechas á los helgeui en 
■el país respectivo. 

En Bélgica está vigente el art. 9."^ del decreto del 23 Me- 
sidor, año III, que dice asi: «Los extranjeros á su llegada á nn 
puerto de mar, ó á un pueblo de la frontera belga, deben pre- 
sentarse á la municipalidad y entregar en ella su pasaporte, 
:á fin de que pueda ser enviado en el acto al Comité de seguri- 
dad pública para que lo visen allí. Entretanto los extranjeros 
quedarán bajo la vigilancia de la municipalidad que les entre- 
gará una tarjeta de seguridad provisional.» 

En virtud de las disposiciones que anteceden, el Gobierno 
belga rechaza ó expulsa de su territorio á todo extranjero que 
0)0 ha adquirido todavía una residencia en el Beino. 

La Ley de 12 de Febrero de 1897 dice, además, lo si- 
guiente: 

Artículo 1.® «El extranjero que resida en Bélgica y que con 
su conducta comprometa la tranquilidad pública; el que sea 
perseguido por la justicia ó haya sido condenado en el extran- 
jero por un delito que dé lugar á la extradición, puede ser 
obligado por la policía á residir en un punto dado, ó bien á 
salir del territorio.» 

«El B. D. expulsando á un extranjero que comprometa la 
tranquilidad pública se verá previamente en Consejo de mi- 
nistros.» 

Art. 2.^ «Las disposiciones del artículo precedente no po- 
drán aplicarse á los extranjeros que se encuentren en los ca- 
sos siguientes; siempre que su respectivo país esté en paz con 
Bélgica.» 

«l.<» El extranjero autorizado á establecer su domicilio en 
el Beino.» 

«2.® El extranjero casado con una mujer belga que tenga 
uno ó varios hijos nacidos en el Beino durante su residencia 
en el mismo. 

«3.® El extranjero que, casado con una mujer belga, haya 
fijado su residencia en el Beino más de cinco años, y parezca 
que continúa residiendo de una manera permanente.» 

«4.** El individuo nacido en Bélgica de padre extranjero y 

4 
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que reside en el Eeino dentro del plazo que tiene para optar 
por una ú otra nacionalidad, conforme lo dispone el art. 9.® del 
Código civil.» 

Art. 3.*^ «El D. E. expedido en virtud de lo dispuesto ei> 
el art. 1.® de esta ley» se significará al extranjero por media 
de un delegado judicial (emissier) y se concederá un plazo da 
todo un día, por lo menos, para la salida del territorio.» 

Art. 4.® «El extranjero que sea objeto de una orden de 
expulsión, debe elegir la frontera por la cual se propone salir 
del Beino; y recibirá una hoja de jornada, en la que estará 
designado el itinerario de su viaje y el tiempo que puede per- 
manecer en los lugares por donde tenga que pasar.» 

«En caso de faltar á cualquiera de estas disposiciones será 
conducido á la frontera por la fuerza pública.» 

Art. 5.° «El Gobierno puede obligar á salir del Reino á 
cualquier extranjero que haya abandonado la residencia que 
le hayan fijado las autoridades.» 

Art. 6.® «Todo extranjero que haya sido expulsado de 
Bélgica y vuelva al Beino, podrá ser condenado de quince 
días de prisión á seis meses y una vez cumplida la pena, será 
conducido á la frontera.» 

Art. 7.*» «Anualmente se dará cuenta á las Cámaras de la 
ejecución de esta Ley.» 

Art. 8.** «Se confirman y mantienen todas las órdenes de 
expulsión anteriores á la presente Ley.» 

Art. 9.^ «Esta Ley será obligatoria al día siguiente de su 
promulgación.» 

Como se ve claramente por el texto del art. 1.° esta Ley 
se dirige principalmente contra los extranjeros no domiciliado» 
en Bélgica; pero está tan hábilmente hecha que sirve tam- 
bién para otros casos, y sobre todo para evitar que el extran- 
jero expulsado pueda volver al Beino. 

La severa y acertada Ley contra la mendicidad y la va- 
gancia, de 27 de Noviembre de 1891, contiene las siguientes 
disposiciones sobre los extranjeros: 

Art. 9.^ «Todo individuo á quien se encuentre mendigando 
será en el acto arrestado y llevado ante el Tribunal de policía.»^ 
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Art. 10. «Los extranjeros adaltos y válidos qae no residan 
en el Beino y se les encuentre mendigando 6 en estado de va- 
gancia, serán inmediatamente conducidos á la frontera.» 

Art. 19. «El Gobierno hará conducir á la frontera á los 
extranjeros que sean puestos á su disposición para que se les 
interne en un asilo de mendicidad ó en un refugio.» 

Grreci».— Por el artículo 13 de la ley civil, se concede 
al extranjero en Grecia todos los derechos civiles que no es- 
tán reservados á los regnícolas; pero el artículo 16 autoriza al 
Bey para ampliar esta concesión por tratados diplomáticos ó 
por Decreto especial. 

Suiza.. — En general la Confederación Helvética conce- 
de el goce de los derechos civiles á los extranjeros cuyo país 
otorgue los mismos á los suizos, salvo en el cantón de Vaux, 
que por su Ley de 13 de Febrero de 1890 prohibe que ningún 
establecimiento, corporación ó persona jurídica extranjera 
pueda adquirir inmuebles sin la autorización del Consejo de 
Estado á falta de la cual es obligatoria la venta en el término 
de un año. 

En II>ina.ma;]:*ca.9 el extranjero está asimilado al na- 
cional en cuanto se refiere á los derechos privados; salvo el ne- 
cesitar una residencia de cinco años en el país, para poder ejer- 
cer el comercio ó una industria, si no existe un Tratado expre- 
so con su patria, sobre el particular. 

Esta residencia se dispensa también por B. D. 

Portng-al. — El art. 25 del Código civil portugués de- 
clara que los extranjeros que viajan ó que residan en Portu- 
gal tienen los mismos derechos y las mismas obligaciones que 
los nacionales^ en cuanto á los actos que deban surtir efecto 
en el Beino; salvo las excepciones previstas por las Leyes 6 
por los Tratados. 

En virtud de lo dispuesto en el Beglamento de Policía de 
7 de Abril de 1863 y en el B. D. de 17 de Julio de 1871, 
los extranjeros deben proveerse á su llegada á Portugal de un 
permiso de residencia por el que hay que satisfacer 400 
reís y un sello de 200. Estos permisos no pueden otorgarse 
por tiempo indefinido; pero á los extranjeros que llevan de re- 
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sidencia en el Beino más de cinco años seguidos, se les con- 
cede uno con carácter permanente, sin necesidad de pagar 
ningún derecho. 

La expulsión de los extranjeros, cuya residencia en Portu- 
gal se considere peligrosa, bien por motivos de orden público, 
ó bien por haber sido sometidos á procedimientos judiciales, 
puede decretarse en virtud de sentencia de un Tribunal, ó por 
la vía gubernativa. 

Los extranjeros están sometidos en Portugal al pago de 
una contribuciónpersonal, no muy elevada (1), á las cargas de 
alojamiento militar y á la del servicio, retribuido, de bagajes. 

Países Tiajos. — El Código civil neerlandés previe- 
ne en su art. 9.*», que el derecho civil del Beino es el mismo 
para los extranjeros que para los nacionales. 

La Ley de 1869, concede al extranjero el derecho de su- 
cesión, que antes se le negaba en Holanda. 

Itepiit>lica del Tra-swaal. — Sucesos recien- 
tes, explican muy bien, si no lo justifican, la extremada se- 
veridad desplegada por el Gobierno y el Parlamento de Pre- 
toria, votando y promulgando en Octubre de 1896 leyes su- 
mamente restrictivas para la libertad de los periódicos ex- 
tranjeros y para el extranjero. 

Como resultado de estas Leyes, el Poder Ejecutivo quedó 
autorizado para prohibir la circulación de todo periódico ex- 
tranjero por la Bepública, y para que toda publicación pueda 
ser suprimida sin necesidad de formación de causa ni de sen- 
tencia, siendo esta decisión del Ejecutivo firme y sin apela- 
ción de ninguna clase. 

Los redactores de los periódicos podrán ser asimilados á 
los extranjeros perniciosos, y unos y otros pueden ser expul- 
sados del territorio para siempre; los que sean boers (2), en 

(1) ' Desgraciadamente eete tributo, á peear de ser bastante módioOt afec- 
ta principalmente de un modo muy serio á la numerosa y poco pudiente co- 
lonia española, compuesta en bu mayor parte de trabajadores de Galicia 
que van á Portugal para dedicarse á las más rudas faenas. 

(2) . En Enero de 1896, el Gobierno italiano autorizó y aprobó la expul- 
sión de BU colonia Erythrea, del mar Bojo, á los corresponsales italianos de 
los periódicos Corriere della Sera, de Milán; y Don, Marzio, de Ñapóles; á 
pesar de no ser extranjeros. 
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virtud de una sentencia y los extranjeros por decisión minis- 
nisterial. 

IMC^naco. — El art. 11 del Código civil concede al ex- 
tranjero los mismos derechos que al nacional, siempre que 
la Ley de sa país se los conceda también á los ciudadanos del 
Principado. 

El extranjero puede ejercer en Monaco funciones eclesiás- 
ticas oficiales, administrativas y judiciales; ser abogado defen- 
sor; notario y testigo en todo acto auténtico; después de tres 
meses de residencia. 

En Monaco, el extranjero está exento, lo mismo que el 
regnícola, de toda contribución personal ó mobiliaria: pero 
necesita una autorización del Gobierno si quiere establecerse 
en el principado para explotar una industria. 

Ita^lia.. — El articulo 3 del Código civil italiano declara 
que el extranjero goza de los derechos civiles atribuidos á los 
nacionales. 

El extranjero residente en Italia, puede ejercitar el dere- 
cho de adopción, y ser adoptado; ser tutor y miembro del 
Consejo de familia; puede también ser arbitro, según el ar- 
tículo 10 del Código de procedimientos; y testigo en los tes- 
tamentos por efecto de lo dispuesto en el art. 788 del Código 
civil. 

El extranjero no está sujeto en Italia á prestar la «cautio 
jtidicatum solví» ó «cautio pro expensisr, y si lo fuese, tiene la 
facultad de litigar por pobre. 

La legislación italiana, es con la española, aunque afecten 
ignorarlo los tratadistas, la más liberal respecto de la condi- 
ción del extranjero. 

En América después de la Bepública Argentina, en cuya 
legislación está asimilado el extranjero al nacional, lo mismo 
desde el punto de vista del derecho publico que del privado, 
el Brasil; Chile; Méjico; Perú; Colombia; Venezuela y las de- 
más Naciones Centro y Sud-americanas, reconocen, en prin- 
cipio, la igualdad en el goce de los derechos civiles, permitien- 
do á los que no son indígenas, poseer y trasmitir sus bienes 
con la mayor amplitud, salvo algunas restricciones, como las 
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promulgadas en Guatemala, limitando á una determinada ex- 
tensión, los terrenos baldíos que pueden adquirir por denun- 
cia los que no son ciudadanos. 

Los Estados Unidos de Venezuela, determinan en el ar- 
tículo 5.<* de su Ley de 25 de Mayo de 1882 que: nEl ejercicio 
del sufragio, por parte de un extranjero^ implica la adquisición 
de la ciudadanía de Venezuela sin necesidad de carta.» 

«Artículo único. Cada vez que esto suceda el Presidente de 
la respectiva Junta eleccionaria, lo pondrá por medio del Go- 
bernador del distrito Federal ó del Presidente del Estado, según 
sea el caso, en noticia del Ministerio de Belaciones Exteriores, 
para que éste inscriba al individuo en el registro de ciudada- 
nos naturalizados.» 

Estas disposiciones que impiden que el extranjero se mez- 
cle sin perder su condición, en las lucbas políticas del país, es 
sumamente acertada y digna de tomarse como ejemplo. 

También es sumamente notable, por los principios que en 
él se establecen, el tratado celebrado recientemente, el 18 de 
Abril de 1894, ratificado el 23 de Agosto de 1895 (1) entre Espa- 
ña y Colombia, adicional al de paz y amistad, cuyo texto pue- 
de verse en el Apéndice. 

Finalmente, el Instituto de Derecho Internacional en su 
reunión en Oxford, votó la siguiente proposición: 

«El extranjero, cualquiera que fuere su nacionalidad, ó su 
religión , goza de los derechos civiles lo mismo que el regní- 
cola, salvo las excepciones establecidas formalmente por la 
legislación actual.» 

Es decir, que en su respetable opinión, el docto Instituto 
de Derecho Internacional, no ha creído consreniente proclamar 
(ó al menos no se ha atrevido á manifestar su deseo) que se 
deban conceder al extranjero todos los derechos civiles, con 
la amplitud que los otorgan España é Italia. 

É insistimos en este punto, porque, como puede verse más 
adelante, la legislación española es indudablemente la que 
desde hace más tiempo se ha mostrado favorable al extran- 

(1) Pablioado en la Gaceta de Madrid de 11 de Jalio de 1896. 
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jerOi hasta el punto de originar sus amplias y tolerantes con- 
<3esiones, infinidad de abusos, que han acarreado sensibles y 
dolorosas consecuencias. Los tratadistas afectan ignorarlo, 
como hemos dicho, bien porque hayan heredado el odio pro- 
fesado á nuestra Patria por los primitivos autores de Derecho 
Internacional, en su mayoría israelitas, ó por las restricciones 
que han subsistido hasta nuestros días en materia de intole- 
rancia religiosa, ó bien porque copiándose unos á otros apa- 
renten no conocer de nuestra Patria más que aquello que es- 
timan digno de sus censuras. 

Países en que rigen las Capitulaciones ó la eicepeión 
de jurisdicción impuesta por los Tratados. 

Antes de pasar á ocuparnos detallada y ampliamente de 
la legislación española sobre cuanto se relaciona con la extran- 
jería, creemos conveniente tratar algo de la situación y con- 
dición del extranjero en los países sujetos á las capitulaciones 
y á los no cristianos del extremo Oriente, donde ha sido im- 
puesta por los Tratados la excepción del cristiano de la juris- 
dicción local, sometiéndolo en todos los casos á la de su pro- 
pio Tribunal consular. 

Los países llamados de Levante (1); donde rigen las Capi- 
tulaciones (2) son : Turquía, su Estado tributario el Egipto y 
Trípoli. 

En el Congo, Marruecos, Persia y China, por efecto de los 
Tratados, el extranjero depende también únicamente de la 

(1) Conviene no oonfandir el Levante y el Oriente, porque ordinaria* 
mente ee comprende por Levante, la costa occidental del Asia, sobre el Me- 
■diterráneo; la Turquía asiática, Grecia, Chipre, Creta, Egipto, Trípoli y Tú- 
nez; mientras que por el Oriente ó extremo Oriente, se designa la parte de 
Asia más alia de las dependencias de Turquía; Persia, La India, China y el 
Japón. (C. Calvo. Dictionnaire de Droit International, París, 1885. lomo I, 
página 439). 

^2) Se llaman Capitulaciones al conjunto de inmunidades y privilegios 
•concedidos antiguamente por la Sublime Puerta á la Francia, y los Trata- 
dos de Comercio y de Alianza estipulados posteriormente entre ambas Po* 
teneias, y que después se han ido extendiendo sus beneficios á las demás 
Ilaciones cristianas. 



— 56 — 

jarisdicción consular que acaban de renunciar las Potencias- 
europeas en el Japón, ante su uiaravilloso desarrollo y su biei> 
organizada administración. 

Los Estados europeos obtuvieron que cuando sus respec- 
tivos subditos cristianos residieran en países musulmanes, dis- 
frutasen de una completa extraterritorialidad, quedando siem* 
pre sujetos á la jurisdioción de su Soberano, como si no se 
hubieran movido de su Patria. Esta concesión, que se debe 
principalmente á Francia, que-desde 1535 la ha gestionado coa 
tesón, continuando por muchos años, hasta 1740, negociando 
se le acordase la mayor amplitud posible, es lo que se Uamau 
Capitulaciones, y han regido en Turquía y en sus Estados di- 
nastas; el Egipto, Túnez, Trípoli, Chipre, Eumelia Oriental, 
Bosnia y Herzegovina y en Servia, extendiéndose después, por 
los Tratados, una situación análoga, en Marruecos, Argelia, 
China, Japón, Birmania, Siam, Persia, Corea y en el Estado 
libre del Congo. 

Posteriormente, desde que el Imperio turco fué admitido 
solemnemente en el concierto del Derecho público europeo por 
el Tratado de París de 1856, la Sublime Puerta ha concedido 
á los Estados cristianos el trato de Nación más favorecida. 

El sistema de extraterritorialidad del extranjero, sometido 
sólo al Tribunal consular de su país y á sus propias leyes, ha. 
desaparecido ya en Argelia, Túnez, Chipre, Bosnia y Herze- 
govina, Servia y Bumelia y en el Japón, habiéndose modificado- 
en Egipto por el establecimiento de los Tribunales mixtos en. 
aquel Virreynato desde 1875. 

En los países. de Capitulaciones, en Marruecos, China y 
Persia, los extranjeros no son, pues, subditos temporales^ 
(subditi temporari)^ ni: subditi secundum quid, sino que por el 
contrario, gozan como hemos dicho de la ficción jurídica de 
la extraterritorialidad, que parece admitían en cierto modo los 
romanos en su Jus domum revocandi (1); como si continuasen 
viviendo en su patria. 

Las Capitulaciones se resumen en cuatro categorías : La 

(1) Domenioo Gattesehi. Le Droit International en Egypte, París, 1892. 
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primera se refiere á los Embajadores, Cónsules y Dragomanes 
y al derecho diplomático ejercitado por ellos (1); la segunda 
comprende á los negociantes y artesanos y á cuanto se rela- 
ciona con el comercio; la tercera conviene á los Capitanes y 
tripulantes de los buques mercantes y en general á la nave- 
gación; la cuarta, finalmente, se contrae á las cuestiones reli- 
giosas y á las de Tierra Santa. 

Dichas Capitulaciones garantizan á los extranjeros y á los 
protegidos extranjeros (2) el derecho á establecerse en el país, 
la inviolabilidad de domicilio, la libertad de religión, de circu- 
lación y de trajes, y la facultad de hacer todo comercio lícito. 

Los Cónsules extranjeros están investidos, respecto á sus 
nacionales, del derecho de jurisdicción y de policía, y pueden, 
por lo tanto, perseguir, arrestar, encausar y sentenciar á cual- 
quiera de sus nacionales que cometa algún crimen ó delito en 
el territorio de su demarcación consular, pudiendo también 
expulsar al que, por su mala conducta é intrigas, sea perjudi- 
cial para el bienestar de los demás y, por consiguiente, pueden 
también y deben arrestar y enviar á su país, sin intervención 
de la autoridad local, al subdito de su Nación que sea perse- 
guido y reclamado por la Justicia de la Metrópoli (3). 

La Ley de 18 de Junio de 1857 garantiza á todos los ex- 
tranjeros el derecho de propiedad en todo el Imperio otomano, 
salvo en la provincia de Hedjaz. Derecho ratificado á los es- 
pañoles por el Protocolo firmado en Constantinopla el 5 de Oc- 
tubre de 1870. 

El Reglamento de 11 de Septiembre de 1872 permite á todo 
autor otomano ó extranjero impedir la impresión ó la publica- 
ción de sus obras literarias en Turquía. 

La Ley de 10 de Mayo de 1888 garantiza á los que tengan 
en Turquía un establecimiento industrial ó comercial las mar- 
cas de fábrica extranjeras. 

(1) C. Calvo. Dictionikaire de Droit International. París, 1885. 
Tomo I, pág. 123. 

(2) Féraad-Giraad. Bevue de Droit International , 1894. Tomo II, 
pag. 558. 

(8) A. WeÍBB. Traite Théorique et Practique de Droit International 
Frivé. París, 1894. Tomo II, pág. 558. 
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El Eeglamento de 25 de Noviembre de 1887 define las con- 
diciones con las cuales se admite á las Sociedades anónimas 
extranjeras que establezcan agencias ó sucursales en Turquía, 
previa la autorización del Ministro de Fomento ó Comercio , 
que las concede después de tomar conocimiento de los Esta- 
tutos y si no son contrarias á las leyes del país. 

Los procedimientos de los Tribunales consulares de Es- 
paña en los países de Capitulaciones se determinan en el Be- 
glamento llamado de Jurisdicción consular de 29 de Septiem- 
bre de 1848- (1). 

En su art. 19 se preceptúa lo siguiente: «De las apelacio- 
nes á que dieren lugar las providencias de los Tribunales con- 
sulares, cuando procedan como Juzgados de primera instancia, 
conocerá la Audiencia Territorial más inmediata de la Penín- 
sula. Bespecto de los Consulados de África, de los fallos pro- 
nunciados por los establecidos ó que se establecieren desde el 
Cabo de Buena Esperanza inclusive, hasta el Cabo Blanco, 
sobre las costas de Marruecos, irán las apelaciones á Ja Au- 
diencia de Canarias, desde Cabo Blanco al Peñón de Yélez á 
la de Sevilla; desde allí hasta Mostaganem á la de Granada 
y restos de la costa de África y puntos de Levante á la de Ma- 
llorca. 

Posteriormente se aprobó por B. O. de 18 de Noviembre 
de 1854 el Beglamento para el ejercicio de la jurisdicción con- 
sular española en China, y por B. O. de 11 de Mayo de 1871 
se aplicó á los Consulados de España en el Japón y tácita- 
mente después para los de los Beinos de Anám y Siam (2). 

La jurisdicción consular de España en Marruecos se deter- 
mina por los artículos 9.^ y 10 del Tratado de 20 de Noviem- 
bre de 1861. 

En Trípoli, por los artículos 28 al 33 del Tratado de 10 
de Septiembre de 1784. 

En el Congo, en -^rirtud del art. 5.** del Tratado con Su Ma- 
jestad el Bey de los belgas, como fundador de la Asociación 
internacional del Congo de 7 de Enero de 1885. 

(1) £. Toda. Derecho Consular de España, Madrid, 1889, pág. 245. 
;2) E. Toda. Obra citada, pág. 251. 
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En China, por los artículos 12 y 13 del Tratado de 10 de 
Octubre de 1864. 

En Siam, por el Tratado de 23 de Febrero de 1870. 

En Aném, por el Tratado de 27 de Enero de 1880 (1). 

Egfipto. — El Egipto, aunque tributario de Turquía, 
tiene una existencia propia y sus instituciones le asignan un 
puesto aparte de los demás Estados dinastas de la Sublime 
Puerta, en atención a las extensas atribuciones concedidas al 
Jedive que, como Virrey, lo gobierna. De esta situación espe- 
cial resulta que el Derecho internacional privado que está en 
vigor en Egipto, se aleja y se diferencia bastante del que se 
observa en otras partes del mundo musulmán, y por eso cree- 
mos que debemos ocuparnos particularmente de él con algún 
detenimiento, dentro de los límites que nos hemos trazado 
para nuestro trabajo, á fin de molestar lo menos posible á los 
que nos sigan en este estudio. 

Los Cónsules acreditados cerca de la Sublime Puerta, y 
sobre todo, y especialmente los residentes en Egipto, son con- 
siderados como Ministros públicos y gozan de las prerroga- 
tivas de los Embajadores, y en este concepto reciben la in- 
vestidura del Emperador de Turquía, por medio del Berat que 
les expide á modo de Exequátur, dándoles el título de Balios 
Bey, que tuvo por primera vez un Embajador veneciano en 
Constantinopla que, según dicen, se llamaba Bailo, ó que sería 
Bailio, y de ahí, que por corrupción haya resultado el título 
de Balios Bey, gozando los Cónsules de la inviolabilidad per- 
sonal, de la excepción de la jurisdicción local y de los honores 
del ceremonial diplomático (2). 

En 1867 el famoso é ilustrado político egipcio Nubar Bajá, 
verdadero hombre de Estado, inició una decidida campaña 
contra la jurisdicción consular, relajada por la extremada be- 
nevolencia al juzgar á sus nacionales; y gracias á la hábil ges- 
tión de este inteligente diplomático y á su paciente constan- 
cia, consiguió, á despecho de la gran oposición que le hicieron 

(1) E. Toda. Obra citada. 

(2) Domeoioo Gatteschi. Le Droit International en Egypte.-^Fek- 
ríe, 1862,pág. 9. 
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algunas Potencias, que se llegaran á crear los Tribunales mix- 
tos con jueces europeos, y que se inaugurasen con gran solem- 
nidad en Alejandría el 28 de Junio de 1875. 

Los Estados Unidos de América dieron su adhesión á este 
proyecto el año de 1874: Italia, Austra-Hungría y Bélgica 
antes de Junio de 1875. La Gran Bretaña y Busia en Julio y 
Septiembre de aquel año, y, finalmente, Francia la otorgó tam- 
bién en el siguiente mes de Diciembre. 

Poco después se logró organizar la magistratura indígena, 
y se reorganizaron los Tribunales del país, prosiguiéndose asi 
el patriótico pensamiento del ilustre egipcio Nubar Bajá, há- 
bilmente secundado por el notable y entendido hombre de Es- 
tado Fahkry-Bajá, que consiguió por fin inaugurar los Tribu- 
nales indígenas y presentar á S. A. el Jedive la magistratura 
nacional en Diciembre de 1883 (1) como preparando la situa- 
ción, para que en un día oportuno se puedan sustituir los 
Tribunales mixtos, á pesar de su admirable organización y 
recta marcha, que ha obtenido el respeto y la adhesión de to- 
dos, por otros no menos respetables Tribunales indígenas. 

La organización de los Tribunales mixtos y la codificación 
de su Derecho civil, penal y mercantil, con intervención de 
las Naciones europeas, tanto en dicha codificación, como en 
su aplicación en justicia; han modificado por completo allí las 
leyes otomanas. 

El extranjero depende en lo civil y en algunas faltas y de- 
litos de los referidos Tribunales mixtos, y en lo criminal de la 
jurisdicción del Cónsul de su país. 

Sin embargo, por un acuerdo de las Potencias europeas de 
28 de Abril de 1866, el Gobierno egipcio puede expulsar de su 
territorio, con el consentimiento del Cónsul respectivo, á todo 
extranjero que carezca de medios de existencia y cuya con- 
ducta comprometa la moral ó la seguridad pública; y también 
puede penetrar la policía á toda hora y sin necesidad del con- 
curso del Cónsul, á quien corresponda, en los cafés, restavr 
rants, tabernas y casas sospechosas ó sitios semejantes. 

(1) FéraadGiraad. Les Justices Mixtea, París, 1884. 
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El Eeglamento de organización jadicial mixta de 31 de 
Enero de 1889 (1), establece en su art. 9.*» que los Tribunales 
mixtos entenderán solos en todo litigio en materia civil y co- 
mercial entre indígenas y extranjeros y entre extranjeros de 
diferente nacionalidad, fuera del estatuto personal. El ar- 
ticulo 6.® determina que serán sometidas á su jurisdicción 
mixta las contravenciones y faltas que se expresan en el ar- 
ticulo 7.** cometidas por extranjeros. 

Los artículos 29 al 35 imponen al extranjero la obligación 
de las funciones del jurado y lo reglamentan. 

El Código civil mixto no se ocupa de nada referente al es- 
tatuto personal. Los Códigos de Comercio y de Comercio ma- 
rítimo, el de Procedimientos civiles y comerciales , el Penal y 
el de Instrucción criminal, mixtos, no ofrecen nada de parti- 
cular respecto al extranjero, excepto en lo que se refiere á la 
fundación en el país de sociedades anónimas, que exigen no 
puedan establecerse sin un firman especial de.S. A. el Jedive 
y que deben tener la nacionalidad egipcia y estar domiciliadas 
en Egipto. 

En la reforma y corrección de la legislación mixta se con- 
tinúa trabajando con el mayor tesón, con la intervención de 
las Potencias europeas y la colaboración de los Jueces euro- 
peos de aquellos Tribunales mixtos, y es cosa de esperar que 
muy pronto el Egipto sea el primer país musulmán, como hoy 
es ya el Japón el primero de los que no son cristianos, donde 
el extranjero no disfrute de todos los privilegios de la más com- 
pleta 'extraterritorialidad. 

Estudiado así detenidamente cuanto se refiere á la condi- 
ción del extranjero en todos los países del mundo; viendo que 
los más poderosos son los más duros en su legislación para el 
que no es nacional, y que la mayoría de los Estados basa sus 
concesiones en la reciprocidad, pudiéramos apreciar más el 
espíritu franco y decididamente liberal en que se informa la 
legislación española, cuyo índice, con algunas indicaciones so- 
meras, damos á continuación. 

(1) . Codee dea Tribunaux Mixtea d'Egypte. — Alexandrie, 1896. ün vo» 
lumen. 
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£:spa.ña<. — La legislación española, se informa en el 
más amplio espiíitu de hospitalidad y de libertad^ desde sus 
comienzos hasta nuestros días. 

Don Enrique II en Burgos, año de 1377; D. Juan I en 
Burgos, año de 1379; D. Enrique III en Tordesillas, año de 
1401; D. Enrique IV en Santa María de Nieva, año de 1473; 
D. Fernando y D.» Isabel en Madrigal, año de 1476 y en To- 
ledo, año de 1480; revocaron las cartas de naturaleza dadas á 
los extranjeros paba obtbnbb pbelaoí as, dignidades t bene- 
ficios DEL Ebino (ver Ley 1/, tít. XIV, libro I). Don 
Carlos y D.* Juana en Toledo, año de 1525 y D. Felipe lien 
Toledo, año de 1560; confirmaron la revocación de estas car- 
tas (ver Ley 2.*, tít. XIV, libro I) mandando se guardasen 
las leyes precedentes y la Bula del Papa Sixto IV en favor de 
los naturales de estos Beinos, que como se vé ya estaban pos- 
tergados por los extranjeros en el goce de beneficios eclesiás- 
ticos; (ver también Ley 3.*, tít. XIV, libro I), y no fué cosa 
fácil el reservar á los nacionales en el pleno derecho á estas 
prebendas, según se desprende de tantas y tan reiteradas órde- 
nes, que todavía D. Felipe IV en Madrid, el año de 1632 y 
D. Felipe V en Balsain en 1793, tuvieron que repetirlas (ver 
Ley 4.% tít. XIV, libro I) y (Ley 5.% tít. XIV, libro I). 

Don Felipe V en Madrid por Decreto de 20 de No- 
viembre de 1724, dictó el modo de proceder las justicias ordi- 
narias en los abintestatos de los ingleses transeúntes que mue- 
ran en España; y en el inventario de sus bienes. 

El mismo D. Felipe V en. Madrid, el 7 de Julio de 1727 
(ver Ley 5.*, tít. XI, libro VI) al ocuparse del estableci- 
miento de Juez conservador en conformidad del Tratado de 
paces celebrado en Utrech y de la jurisdicción de los Jueces 
conservadores de extranjeros, decía que: «considerando muy 
convenientes (para obviar dudas é interpretaciones en los ca- 
sos que cada día se ofrecen y puedan ocurrir en adelante so- 
bre la jurisdicción de los Jueces conservadores de las Nacio- 
nes extranjeras) que el Consejo de Guerra se baile informado 
délo que en este punto tengo resuelto desde el año de 1716 
que es conforme á lo que se declara y previene en la cédula 
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que desde entonces se les despacha para ejercicio de su minis- 
terio; me ha parecido remitirle (como le remito) las adjuntas 
copias de ella y de un apuntamiento en que con toda distin- 
ción se expresan los dos fueros de transeúntes y avecindados. 
(Ley 3.*^) á fin de que esté prevenido de ella para la más clara 
comprehensión y observancia, (sigue copia de la cédula de 
referencia). 

Con estos datos ya es fácil hacerse cargo de cuan diferente 
era la condición de los extranjeros en España, con su Tribu- 
nal especial, sus Jueces conservadores y sus fueros de extran- 
jería, de la que tenían en los demás países, donde ni se les re- 
conocían los derechos de testar ni de heredar y se les sujetaba 
á toda clase de arbitrariedades y de imposiciones. 

Don Carlos III, en San Lorenzo, por E. O. de 20 de 
Noviembre de 1778 (ver Ley 7.*, tít. XI, libro VI) y Beal 
resolución de 22 de Agosto de 1780, dictó reglas para el regis- 
tro de las casas de comerciantes extranjeros por los depen- 
dientes de Bentas, sin citación de su Cónsul, en los casos de 
fundada sospecha de contrabando. 

Posteriormente, se procedió con la mayor diligencia á la 
formación de matrículas de extranjeros residentes en estos 
Beínos, con distinción de transeúntes y domiciliados. 

«Ley 8.*, tít. XI, libro VI.— Don Carlos IV por Beal reso- 
lución y orden de 12 de Julio de 1791 y cédula del Consejo 
de 20 del mismo mes. 




Preámbulo. 

1.^ Disposición de las matrículas. 

2.<^ Consiguiente al punto antecedente, se dirige éste á arreglar 
el modo de gobernarse con cada uno de los extranjeros, según sus 
diferentes calidades de avecindados ó transeúntes; pues los avecinda- 
dos deberán ser católicos y hacer juramento de fidelidad á la Eeligión 
y á mi Soberanía ante la Justicia renunciando á todo fuero de ex- 
tranjería, y á toda relación, unión y dependencia del país en que ha- 
yan nacido y prometiendo no usar de la protección de él, ni de sus 
Embaxadores, Ministros ó Cónsules; todo baxo las penas de galeras, 
presidio ó expulsión absoluta de estos Beynos, y confiscación de sus 
bienes, según la calidad de las personas y de la contravención; y los 
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extranjeros transeantes serán notificados de no permanecer en la 
Corte sin licencia que deberán obtener por la Secretaría de Estado 
dentro del término que se les señale; lo que se hará según el motivo 
y calidad de las personas, aunque reduciéndolas á términos breves 
proporcionados á la necesidad y perentorios. También deberá notifi- 
carse á los que se declaren transeúntes que no pueden exercer las 
artes liberales ni oficios mecánicos en estos mis Beynos, sin avecin- 
darse; y por conseqüencia no pueden ser mercaderes de vara, ni ven- 
dedores de cosa alguna, sastres, modistas, peluqueros, zapateros, ni 
médicos, cirujanos, arquitectos, etc., á menos que preceda licencia ó 
mandato expreso mío; comprehendiéndose en esta prohibición la de 
ser criados y dependientes de vasallos y subditos míos en estos domi- 
nios. A las personas de tales oficios y destinos, se les darán quince 
días de término para salir de la Corte y dos meses para fuera de es- 
tos mis Seynos, ó habrán de renunciar en el mismo término de quin- 
ce días el fuero de extranjería, avecindarse y hacer el juramento que 
va explicado, con sujeción á las penas mencionadas. 

8.^ Sobre entrada de los extranjeros y los Tratados internacio- 
nales.! 

Después de esta Eeal disposición, en la que la única res- 
tricción que se encuentra es la imposición de ser católicos los 
extranjeros que quieran avecindarse en España; criterio que, 
como ya hemos dicho antes, prevaleció hasta la segunda mi- 
tal del siglo XIX, se dictaron las uBeglas que deberán observar 
las Justicias para lo dispuesto en la Ley precedente.» Posterior- 
mente se hizo la rectificación anual de las matriculas de ex- 
tranjeros en todos los pueblos del Eeino, en virtud de una 
Instrucción dictada por Don Carlos IV el 21 de Julio de 1791 
(Ley 9.*) y Beal resolución y Cédula del Consejo de 29 de No- 
viembre de 1791 (Ley 10). 

También en la Ley 1.*, tit. 'XXX, libro I, que trata de 
los romeros y los peregrinos, dice terminantemente: «Los ro- 
meros y peregrinos sean seguros en su venida á estos reynos y 
vuelta de ellos para sus romerías.» 

Citamos estas disposiciones y las dictadas después duran- 
te el siglo XIX, nó sólo para hacer ver la diferencia tan grande 
de criterio que ha informado é informa la legislación española 
sobre extranjeros, del que ha inspirado los de otras Naciones; 
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sino también porque como el art. 5."" de nuestro Código civil 
vigente, recuerda que: *La8 leyes se derogan por otras posterio- 
res y no prevalece contra su observancia el desuso ni la costum- 
bre 6 práctica en contrariedla creemos conveniente citarlas to- 
das para evitar se olviden las que, no derogadas expresa- 
mente, continúan en vigor. 

Albana ó Advbnu, (dbbboho db). — En España no se 
aplicó nunca al extranjero el derecho de Albana, mientras que 
en otras Naciones subsistió casi hasta nuestros días, como po- 
demos ver por los Tratados siguientes: 

El 11 de Mayo de 1827 celebró España un Convenio con 
Busia, aboliendo los derechos de Albana. 

En 3 de Mayo de 1831 con Sajonia, para el mismo fío. 

El 30 de Abril de 1832 con las ciudades libres de Bremen, 
Francfort^ Hamburgo y Lubeck, 

El 1.^ de Marzo de 1839 con Bélgica. 

El 22 de Marzo de 1840 con Dinamarca. 

El 23 de Febrero de 1841 con Suiza. 

El 26 de Abril de 1841 con Suecia y Noruega, 

El 24 de Marzo de 1853 con Wurtemberg. 

En Francia se abolió el derecho de Albana, por un Decre- 
to de la Asamblea de 6 de Agosto de 1790, como habíamos 
indicado ya. 

Aduanas. — Beal orden de Hacienda de 21 de Enero de 
1834, sobre los certificados expedidos por los Cónsules para el 
despacho en las Aduanas de géneros extranjeros. 

Seal orden de Hacienda de 28 de Noviembre de 1835, 
dictando reglas acerca de los atestados de procedencia de gé- 
neros, que deben expedir los Cónsules. 

Eeal orden de Hacienda de l.*> de Junio de 1858, decla- 
rando no gozar de franquicia alguna los Cónsules extranjeros. 

Orden ministerial de Hacienda de 16 de Noviembre de 
1871, con las disposiciones relativas á la fianza y modo de can- 
celar ésta, que deben prestar los extranjeros que vienen á 
España para responder de los derechos del mobiliario usado 
que introduzcan en el país. 

Eeal orden de Hacienda de 20 de Mayo de 1872, modifi- 

5 
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cando el Apéndice 13 de las Ordenanzas de Aduanas, relativo 
á mobiliarios usados. 

Orden ministerial de Hacienda de 22 de Marzo de 1873, 
estableciendo reglas para los productos españoles y franceses 
que pasan por el Bidasoa. 

Eeal orden de Hacienda de 23 de Marzo de 1892, dictan- 
do disposiciones para facilitar los certificados de tránsito rela- 
tivos á mercancías de países convenidos con España. 

Beal orden de Hacienda de 3 de Mayo de 1892, aclarando 
las disposiciones de la anterior. 

Eeal orden de Hacienda de 14 de Septiembre de 1896, 
aprobando las modificaciones que á propuesta de las legacio- 
nes de España y de Portugal, deben introducirse en el trán- 
sito de mercancías á través de los dos países. 

Beal orden de Hacienda de 29 de Noviembre de 1896, su- 
jetando al impuesto provisional del tráfico, con las excepcio- 
nes que se determinan en la ley de 30 de Agosto último las 
mercancías que se exporten ó importen por la frontera hispa- 
no-portuguesa. 

Fbanquicias de aduanas al cuebpo diplomático ex- 
IRANJERO. — Eeal orden de 6 de Noviembre de 1802, renovan- 
do la de 30 de Enero de 1787, sobre la franquicia concedida á 
los equipajes de los representantes extranjeros. 

Beal orden de 27 de Octubre de 1814, reiterando las dos 
anteriores. 

Beal orden de Hacienda de 17 de Junio de 1817, dictando 
reglas para el despacho en las Aduanas de los equipajes de 
Jos Embajadores y Ministros extranjeros. 

Beal orden de Hacienda de 14 de Febrero de 1826. Sobre 
lo mismo. 

Beal orden de Hacienda de 21 de Mayo de 1829, dictando 
las reglas que han de observarse en el reconocimiento de las 
maletas y paquetes que conduzcan los correos de los Embaja- 
dores y Ministros extranjeros. 

Beal orden de Hacienda de 12 de Enero de 1830, so- 
bre registro de equipajes del Cuerpo diplomático extran- 
jero. 



Beal orden de 19 de Octubre de 1832, sobre jfrangnicías á 
los diplomáticos extranjeros. 

Beal decreto de Hacienda de 1.^ de Noviembre de 1832, 
confirmando la anterior Beal disposición. 

Circular al Cuerpo diplomático extranjero de 22 de Enero 
de 1841, sobre las franquicias que le están concedidas. 

Beal orden de 5 de Abril de 1843, sobre franquicias diplo- 
máticas. 

Beal orden de Estado de 1.* de Marzo de 1846, aprobando 
el Beglamento para el despacho de los equipajes de los repre- 
sentantes extranjeros. 

Beal orden de Hacienda de 7 de Marzo de 1846, mandando 
que las Aduanas expidan á esta Corte, sellados y precintados, 
los efectos dirigidos á cualquier representante extranjero. 

Circular al Cuerpo diplomático extranjero de 2 de Agosto 
de 1859, sobre franquicias de Aduanas. 

Beal orden de Hacienda de 19 de Diciembre dé 1863, dis- 
poniendo que los Encargados de Negocios extranjeros que se 
encuentren al frente de las Legaciones por ausencia de los 
propietarios, disfruten de un mes de plazo después del regreso 
de aquéllos, para introducir con franquicia los efectos que hu- 
bieren pedido al extranjero. 

Orden ministerial de Hacienda de 3 de Marzo de 1869, de- 
terminando los casos en que el Cuerpo diplomático tiene de- 
recho á disfrutar de la franquicia señalada en los arts. 177 al 
188 de las Ordenanzas de Aduanas; y las consideraciones pre- 
fijadas en los 93 al 95, en el reconocimiento de efectos y equi- 
pajes. 

Beal orden de Hacienda de 10 de Julio de 1871, dictando 
reglas para el despacho en las Aduanas de los bultos dirigidos 
á los Bepresentantes extranjeros. 

Beal orden de Hacienda de 23 de Diciembre de 1871 al 
Sr. Ministro de Estado, para que haga entender á los Bepre- 
sentantes extranjeros que los administradores de Aduanas sólo 
tienen obligación de entregar precintados los bultos de la per- 
tenencia de aquéllos, sin cuidar de remitirlos á su destino. 

Beal orden de Hacienda de 20 de Mayo de 1872, modifi- 
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cando el apéndice 10 de las Ordenanzas de Aduanas , relativo 
á las franquicias del Cuerpo diplomático extranjero. 

Circular del Ministerio de Estado al Cuerpo diplomático 
extranjero de 1.® de Junio de 1872, imponiéndole de la ante- 
rior modificación. 

Actualmente estas franquicias están clara y perfectamente 
establecidas en las Ordenanzas de Aduanas vigentes. 

Aduanas. Certificados de obigbn. — Eeal orden de 
Hacienda de 2 de Noviembre de 1882, fijando las condi- 
ciones que deben reunir para ser válidos los certificados de 
origen. 

Beal orden de Hacienda de 4 de Diciembre de 1882, dispo- 
niendo que las Aduanas admitan los certificados de origen de 
Suecia y Noruega, cuyas declaraciones se hayan prestado ante 
los notarios públicos de dichos reinos. 

Circular de Hacienda de 28 de Agosto de 1886 , para que 
no se pongan obstáculos á la admisión de certificados de ori- 
gen, procedentes de país convenido, siempre que con refe- 
rencias clarsrs á la mercancía á que se haga relación, conste 
debidamente que procede de un país que tiene Tratado ó con- 
venio comercial con España. 

Beal orden de Hacienda de 2 de Septiembre de 1886, au- 
torizando la admisión de las mercancías inglesas con certifica- 
dos de origen expedidos por los funcionarios llamados Collector 
of Customs. 

Beal orden de Hacienda de 24 de Marzo de 1892, dictando 
disposiciones sobre los certificados de origen exigibles á las 
mercancías , según se trate de naciones convenidas ó no con- 
venidas. 

Beal orden de Hacienda de 8 de Mayo de 1892, aclarando 
algunas disposiciones sobre certificados de origen y sobre la 
exención de derechos arancelarios. 

Beal orden de Hacienda de 24 de Agosto de 1895 , dispo- 
niendo que los certificados de origen sigan admitiéndose en la 
forma actual hasta las fechas que se expresan. 

Beal orden de Hacienda de 25 de Septiembre de 1898, so- 
bre redacción de los certificados de origen. 



Beal orden de 26 de Noviembre de 1898, sobre interpreta- 
ción de la anterior. 

Beal orden de I."» de Marzo de 1899, dictando reglas sobre 
los certificados de origen. 

Beal decreto de 28 de Diciembre de 1899, con la reforma 
de los aranceles de Aduanas. 

En la disposición undécima de los aranceles de Aduanas, 
art. VI, letra A, se determina la redacción y demás requisi- 
tos que deben llevar los certificados de origen ; y se expresan 
las autoridades ya aceptadas, que pueden expedirlos, con la si- 
guiente clasificación: 

En Austria-Hungría, las autoridades locales (Mairies), 
Cámaras de Comercio y Oficinas de Aduanas. 

En Francia, las Cámaras de Comercio francesas, los alcal- 
des (maires et adjoints), los Comisarios de Policía y las ofici- 
nas de Aduanas. 

En la Gran Bretaña, las Cámaras de Comercio, los alcal- 
des, magistrados y oficinas de Aduanas. 

En Italia, las Cámaras de Comercio y las autoridades mu- 
nicipales y de Aduanas. 

En Portugal, las autoridades aduaneras, ó en su defecto 
las fiscales administrativas. 

En Dinamarca, los gobernadores de provincia y, en su de- 
fecto, los secretarios, los alcaldes y los notarios públicos. 

En Turquía, las Aduanas y autoridades otomanas. 

En el Imperio alemán , las autoridades administrativas de 
los Estados de Eisenach; Sajonia Weimar; Schwarburgo Bu- 
dolstad; y de las ciudades de Bremen y Hamburgo, las auto- 
ridades locales de Sajonia Altemburgo; las autoridades adua- 
neras de Mecklemburgo-Strelitz y Schwarzburgo Sundhers- 
bausen; las Cámaras de Comercio de Brunswick, las autorida- 
des administrativas y locales de Sajonia Coburgo Gotha, y 
Shamburgo Lippe; las autoridades administrativas y oficinas 
de Aduana de Anhalt; las autoridades locales y Cámaras de 
Comercio de Sajonia Meiningen; la Aduana y la Cámara de 
Comercio de Lübeck; las autoridades administrativas locales 
y Cámaras de Comercio de Prusia; Badén; Hesse y Beuss; las 
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autoridades locales aduaneras y Cámaras de Comercio de Ba- 
viera, Wartemberg y Alsacia y Lorena; y las autoridades ad- 
ministrativas locales, Aduanas y Cámaras de Comercio en el 
reino de Sajonia. 

En Busia, las autoridades locales y las Aduanas. 

En Costa Bica, los gobernadores de las provincias. 

En Colombia, las autoridades políticas del lagar de pro- 
ducción, debiendo venir los certificados visados por el gober- 
nador del departamento respectivo y confrontados por la 
Aduana de salida. 

En el Perú, los administradores de las Aduanas de Fayta, 
Eten Pimentel, Pacasmayo, Salaverry, Callao, Pisco, Mo- 
liendo é lio. 

Bespecto los demás países, se contÍDuarán las prácticas en 
uso hasta que se disponga otra cosa. 

Las Cámaras de Comercio españolas, legalmente consti- 
tuidas en el extranjero, asi como los Cónsules y Vicecónsules 
de España, de carrera, pueden también expedir certificados de 
origen. 

Los Cónsules, Vicecónsules y agentes consulares honora- 
rios de España, sólo podrán expedir dichos documentos si han 
obtenido previamente una autorización especial para cada 
productor, otorgada por el jefe de la demarcación consular. 

Aduanas. Navegación. — Beal orden de Hacienda de 
24 de Diciembre de 1824, disponiendo que cualquier buque 
extranjero que se vea obligado á arribar á puertos de España 
con géneros, se le deje luego seguir á su destino, afianzándolo 
el Cónsul de su nación. 

Beal orden de Marina de 5 de Diciembre de 1828, fijando 
los documentos necesarios para acreditar la nacionalidad de 
los buques mercantes. 

Beal orden de Fomento de 6 de Agosto de 1853 sobre des- 
carga y formalidades que ocurran en el caso de arribada for- 
zosa de un buque extranjero. 

Beal orden de Hacienda de 12 de Enero de 1856, dispo- 
niendo que los buques extranjeros que entren en los puertos 
españoles con el solo objeto de hacer cuarentena obligatoria, 
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no están sujetos á la exacción del impuesto de faros por con- 
siderárseles como de arribada forzosa. 

Beal orden de Hacienda de 21 de Agosto de 1856, man- 
dando que el adeudo de efectos de los buques extranjeros que 
se presenten al abanderamiento, se veriñque con sujeción á las 
reglas que se manifiestan á continuación. 

Orden ministerial de Hacienda de 23 de Agosto de 1870. 
Derogando las disposiciones que se citan y estableciendo va- 
rias reglas para el despacho y abanderamiento de los buques 
extranjeros náufragos que se rehabiliten para la navegación. 

Orden de Hacienda de 11 de Mayo de 1871 , aclarando las 
disposiciones sobre visitas de fondeo. 

Eeal orden de Hacienda de 18 de Octubre de 1871, al se- 
ñor Ministro de Estado para que haga entender á los Bepre- 
sentautes extranjeros la obligación en que están los capitanes 
de buques, de cumplir las prescripciones de las Ordenanzas de 
Aduanas, y, sobre todo, sus artículos 46 y 51. 

Derechos de Puertos, — Real orden de Hacienda de 
4 de Abril de 1846, concediendo permiso á los buques del 
Beal Club de Yachts del Támesis para entrar en .nuestros 
puertos con los privilegios y exenciones que se indican. 

Real orden de Hacienda de 4 de Abril de 1846, conce- 
diendo á los buques del Club de Yaicks, titulado Boyal Har- 
wich Yacht Club, las mismas exenciones que disfruta el Boyal 
Victoria Yacht Club. 

Real decreto de Hacienda de 3 de Enero de 1852, man- 
dando que, para la exacción de los derechos de navegación y 
puertos, se igualen con los españoles los de las Naciones que 
concedan á nuestra marina igual beneficio. 

Real orden de Hacienda de 19 de Febrero de 1852, dis- 
poniendo que los buques portugueses, holandeses y rusos, sa- 
tisfagan los mismos derechos de puerto y navegación que los 
españoles. 

Real orden de Hacienda de l.« de Marzo de 1852, conce- 
diendo igual beneficio á los buques sardos y belgas. 

Real orden de Hacienda de 5 de Marzo de 1852, otorgan- 
do igual trato á los buques hamburgueses. 
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Beal orden de Hacienda de 12 de Marzo de 1852, igualan - 
do los buques franceses á los españoles para el pago de los de- 
rechos de faro y de carga. 

Beal orden de Hacienda de 12 de Marzo de 1852, igualan - 
do á los baques españoles los suecos y noruegos para el pago 
de derechos de puerto y de navegación. 

Beal orden de Hacienda de 23 de Abril de 1852, otorgan- 
do igual beneficio á los buques toscanos. 

Beal orden de Hacienda de 29 de Abril de 1852, conce- 
diendo idéntico trato á los buques hremenses. 

Beal orden de Hacienda de I."" de Mayo de 1852, con 
idéntica concesión á los buques dinamarqueses y prusianos. 

Beales órdenes de Hacienda de 25 y de 27 de Mayo de 
1852, otorgando esta misma concesión á los buques sicilianos 
y á los de los Estados Pontificios. 

Beal orden de Estado de 2 de Julio de 1852, con igual be- 
neñcio concedido á los buques franceses. 

Beal orden de Fomento de 14 de Julio 1852, declarando 
que los buques de guerra extranjeros deben ser considerados 
para el pago de los derepbos de puerto como lo sean en sus 
respectivas Naciones los de la marina de guerra española. 

Beales órdenes de Hacienda de 22 de Julio, de 7 y de 16 
íle Agosto; de 7 y de 27 de Septiembre y de 3 de Noviembre 
ríe 1852, disponiendo que se equiparen á los baques españo- 
lee para el pago de los derechos de puerto y de navegación los 
buques brasileños; los del Ecuador; de Lübeck; de Hannover; 
de la Gran Bretaña; del Gran Ducado de Mechlemburgo- 
Sckwerin y loa de Oldemburgo. 

Beal orden de Fomento de 15 de Diciembre de 1852, 
para que no se exijan derechos de fondeadero á los buques de 
las sociedades Club Beal de Yachts de Londres y de San Pe^ 
ter¡;burgo; siempre que no verifiquen operaciones comerciales. 

Beal orden de Hacienda de 31 de Enero de 1853, man- 
dando que por reciprocidad sean considerados como españoles 
los buques helénicos^ en cuanto á los derechos de puerto y de 
navegación. 

Beal orden de Fomento de 27 de Febrero de 1853, de- 
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clarando exentos, á titulo de reciprocidad, del pago de dere- 
chos de paerto, á los baqaes de recreo extranjeros. 

Beal orden de Hacienda de 16 de Mayo de 1853, excep- 
tuando del pago de derechos de puerto á los buques de guerra 
holandeses, 

Beal orden de Hacienda de 11 de Junio de 1853, mandan- 
do que, á titulo de reciprocidad, los buques chilenos sean con- 
siderados como los españoles para el pago de los derechos de 
puerto y navegación. 

Beales órdenes »de Hacienda de 14 y de 27 de Junio de 
1854, concediendo igual beneficio á los buques anglo^ameri- 
canos y á los del Urugtiay, 

Beal orden de Hacienda de 28 de Octubre de 1855, ex- 
ceptuando también en el mismo sentido á los buques meji- 
canos. 

Decreto de Estado de 2 de Junio de 1869, reduciendo el 
derecho de toneladas fijado en el arancel consular. 

Ver el art. 12 del Tratado de Comercio con Bélgica, de 
12 de Febrero de 1870. 

ídem el art. 27 del Convenio con Portugal, de 21 de Fe- 
brero de aquel año. 

ídem el art. 2.^' del Tratado con Italia, de 22 del mismo 
mes y fecha. 

ídem el art. 24 del celebrado con Siam el 23 de Febrero 
de 1870. 

ídem los arts. 8 y 9 del firmado con Austria-Hungría el 
24 de Marzo también de 1870. 

ídem los arts. 5 y 7 del concertado con Dinamarca, el 
8 de Septiembre de 1872. 

ídem los artículos 1 , 8 y 9 del estipulado con Portugal el 
20 de Diciembre del mismo año. 

ídem el art. 1."^ del concluido con Grecia el 21 de Agosto 
de 1875. 

ídem el art. 5.^ del terminado con la misma Potencia el 
23 de Febrero de 1876. 

ídem el art. 13 del Tratado con Austria-Hungría, de 3 de 
Junio de 1880. 



ídem el art. 21 del celebrado con Francia el 6 de Febrero 
de 1882. 

ídem los arte. 2, 3 y 5 del concertado con Venezuela el 
20 de Mayo de igual año. 

ídem los arte. 2 y 3 del firmado con Suecia y Noruega el 
15 de Marzo de 1883. 

ídem el art. 17 del estipulado con Alemania el 12 de Julio 
de ese año. 

ídem el art. 15 del terminado con Portugal el 12 de Di- 
ciembre del mismo año. 

ídem los arts. 14 y 15 del celebrado con Italia el 2 de Ju- 
nio de 1884. 

ídem el art. 6.*» del convenido con Eusia el 3 de Junio 
de 1885. 

ídem el art. d."" del firmado con la misma Potencia el 2 de 
Julio de 1887. 

ídem los arts. 14 y 15 del Tratado con Italia, de 26 de 
Febrero de 1888. 

ídem los arts. 10 y 12 del Convenio con Dinamarca, de 
4 de Julio de 1893. 

ídem el art. 7.* del Tratado con el Japón^ de 2 de Enero 
de 1897, y la Declaración firmada el 18 de Noviembre de 1899 
con Grecia. 

Arqubos. — Beal orden de Hacienda de 31 de Agosto de 
1859, determinando el modo con que deben verificar su arqueo 
los buques extranjeros para el pago de derechos sanitarios. 

Canje de notas entre España y Suecia de 28 de Junio y 4 
de Agosto de 1875, estableciendo la reciprocidad en el reco- 
nocimiento de los certificados de arqueo. 

Beal orden de Marina de 20 de Octubre de 1875, dispo- 
niendo que, desde 1.** de Enero de 1876, los buques de Aus- 
tria Hungría que hayan sido arqueados en su Nación se con- 
sidere como si lo hubieren sido en España. 

Declaración entre España é Italia de 18 de Noviembre de 
1875, estableciendo el reconocimiento mutuo de los certifica- 
dos de arqueo de sus respectivos buques. 

Eeal orden de Marina de 14 de Diciembre de 1875, fijan- 



do las reglas que se han de aplicar á todo buque inglés que 
haya sido arqueado con arreglo al acta del Parlamento de 1854. 

Beal orden de Hacienda de 12 de Enero de 1876, sobre 
arqueo de buques nacionales y extranjeros. 

Beal orden de Marina de 27 de Junio de 1877, disponien- 
do que á los buques noruegos que se presenten provistos de 
certificados de arqueo expedidos en su país, después del 31 de 
Marzo del año último, se les reconozca el tonelaje que resul- 
te en dichos documentos. 

Beal orden de Marina de 15 de Septiembre de 1877, dis- 
poniendo que, en justa reciprocidad, se acepte á los buques 
franceses el tonelaje que manifiesten sus documentos, siem- 
pre que éstos sean posteriores al l.^" de Junio de 1873. 

Beal orden de Marina de 28 de Febrero de 1878, dispo- 
niendo sea aceptado á los buques de los Estados Unidos de 
América el tonelaje total que expresen sus certificados de re- 
gistro. 

Beal orden de Hacienda de 2 de Abril de 1878, modifican- 
do el párrafo á."" de la nota 32 del Arancel de Aduanas, que 
trata del arqueo de buques extranjeros que hayan de abande- 
rarse en España. 

Beal orden de Marina de 18 de Octubre de 1879, determi- 
nando cómo se ha de proceder al arqueo de buques alemanes. 

Ley de 25 de Junio de 1880, rectificando los derechos de 
arqueo establecidos en el Arancel de Aduanas para las embar- 
caciones extranjeras. 

Beal orden de Hacienda de 25 de Junio de 1880, dejando 
sin efecto el párrafo 4.® de la Nota 32 del Arancel de Aduanas 
y la B. O. de 1.° de Marzo de 1878, disponiendo que los bu- 
ques extranjeros que se abanderen, se arquearán con arreglo 
á lo dispuesto en el Beglamento de arqueos de 2 de Diciem- 
bre de 1874. 

Canje de notas entre España y Suecia de 16 de Enero y 
4 de Agosto de 1883, sobre reconocimiento reciproco de los 
certificados de arqueo. 

Beal orden de Marina de 23 de Julio de 1883, disponiendo 
se consideren sustituidas por las de esta fecha las reglas de la 



Kota anexa á la B. O. de 18 de Octubre de 1879, que estable- 
ció la reciprocidad de reconocimiento de los certificados de 
arqueo entre España y Alemania. 

Declaración entre los Gobiernos de España y Dinamarca 
de 15 de Noviembre de 1885 estableciendo el reconocimiento 
mntuo de los certificados de arqueo. 

Beal orden de Marina de 26 de Enero de 1890 mandando 
se reconozca por nuestras Autoridades la validez de los certi- 
ficados especiales de arqueo, expedidos por Alemania para el 
paso del canal de Suez. 

Beal orden de Marina de 11 de Enero de 1895 aceptando 
A titulo de reciprocidad los certificados de arqueo expedidos 
por Noruega. 

Beal orden de Marina de 7 de Mayo de 1893 referente al 
arqueo de buques españoles y suecos. 

Canje de Notas entre España y Alemania de 22 de Agosto 
y 25 de Septiembre de 1896 sobre reconocimiento reciproco de 
loB certificados de arqueo. 

Beal orden de Marina de 15 de Septiembre de 1896 resol- 
viendo que las disposiciones adoptadas por los Gobiernos de 
España y de Alemania sobre reconocimiento de los certifica- 
dos de arqueo, comiencen á regir en las fechas que se indican. 

Declaración firmada entre España y Busia el 11 de Marzo 
de 1897 para el mutuo reconocimiento de los certificados de 
arqueo. 

Asilo. — Decreto de las Cortes de 28 de Septiembre de 1820 
concediendo seguro asilo en España á los extranjeros. 

Beal orden de Gracia y Justicia, de 12 de Noviembre 
de 1847, mandando que los subditos portugueses presos en las 
cárceles de la Península que renuncien al derecho de asilo, 
sean entregados á sus autoridades legítimas. 

Ley de 4 de Diciembre de 1855 sobre el derecho de asilo, 
extradición, internación y expulsión de extranjeros. 

Art. 8.° del Convenio celebrado entre España y Cerdeña 
el 6 de Septiembre de 1857, determinando que no podrán ser 
condenados á muerte los reos entregados al Gobierno sardo, 
que hubiesen gozado del asilo eclesiástico. 
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Art. S."" del Tratado de extradición entre España y Mo- 
naco, de 16 de Junio de 1859, con la misma prevención. 

Ver el art. 18 del Tratado de amistad entre España y 
China, de 10 de Octubre de 1864 , así como el párrafo 3."* del 
art. 4.^ del Convenio consular con Busia, de 23 de Febrero 
de 1876. 

Asistencia db indigentes. — Btisos. Eeal orden de Go- 
bernación de 12 de Mayo de 1872 disponiendo que siempre que 
haya un subdito ruso en los establecimientos de Caridad, se 
dé conocimiento de ello al representante de Busia en Madrid 
por conducto del Ministerio de Estado. 

Italia. — Declaración firmada entre España é Italia el 11 de 
Enero de 1897 para la mutua asistencia de indigentes. 

Ni las leyes de extranjería, ni las de Beneficencia, ni nin- 
guna disposición conocida, prescriben que para ser socorrido 
en España por el Estado, se necesite ser español, pudiendo 
obtener socorros indistintamente los extranjeros y los espa- 
ñoles. 

Canje de actas del Estado civil. — Declaración entre 
España é Italia de 2 de Abril y 4 de Junio de 1868 para la re- 
ciproca comunicación de los óbitos de sus respectivos subditos. 

Con igual objeto hay firmadas declaraciones entre España 
y Bélgica el 27 de Enero de 1872; con la Bepública de Guate- 
mala, el 8 de Abril de 1897; con la de Chile, el 8 de Mayo 
de 1897; con la de Costa Bica, el 18 de Junio de 1897; con 
la Bepública Mayor de Centro América (Nicaragaa, Honduras 
y el Salvador), el 31 de Julio de igual año y con el Perú el 
23 de Julio de 1898. 

Contratos, (validez de los...). — Beal decreto de Gracia y 
Justicia de 17 de Octubre de 1851 declarando válidos y que 
surten efecto ante los Tribunnles del Beino los contratos y 
demás actos públicos notariales en cualquier país extranjero, 
con las condiciones que en el mismo se expresan. (Circular 
de 31 de Agosto de 1852. Colección legislativa. Tomo LIY). 

Cónsules extranjeros. — Beal Cédula de 1.*» de Febrero 
de 1765 determinando los fueros y prerrogativas que disfru- 
tarán en España los Cónsules extranjeros. 
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Beal orden circular de 20 de Jnnio de 1805 prohibiendo 
que los Cónsules extranjeros ejerzan actos de jurisdicción en 
materia de presas. 

Consulta del Consejo de Guerra de 29 de Junio de 1805 
sobre las facultades de los Cónsules extranjeros en materia de 
presas. 

Beales órdenes de 15 de Marzo, 18 Abril y 6 Octubre 
de 1816» encargando á los Capitanes generales no permitan 
que los Cónsules franceses ejerzan otras facultades que las 
consignadas en los Tratados con su Nación. 

Beal orden de 20 de Agosto de 1819 sobre uso de escudo 
de armas y bandera en los Consulados extranjeros. 

Circular de Hacienda de 8 de Mayo de 1827 sobre las fa- 
cultades de los Cónsules extranjeros. 

Beal orden de Estado (Circular) de 17 de Julio de 1847 
sobre las consideraciones que se deben á los Cónsules extran- 
jeros. (Ver el Apéndice). 

Beal orden de Estado de 5 de Enero de 1849 resolviendo 
que la Autoridad local de un puerto no debe considerarse com- 
petente para decidir un litigio suscitado entre los Cónsules 
extranjeros, cuando versa aquél sobre cuestiones esencialmente 
internacionales. 

Beal orden de Guerra de 8 de Diciembre de 1852 determi- 
nando el ceremonial que ha de observarse cuando asistan 
agentes consulares extranjeros á la Corte que reciben los Ca- 
pitanes y Comandantes generales. (Ver el Apéndice). 

Beal orden de Guerra de 20 de Abril de 1854, comuni- 
cando otra de Estado, fecha 11, determinando el tratamiento 
que han de dar las autoridades á los agentes consulares ex- 
tranjeros en sus relaciones oñciales. 

Beal orden de Hacienda de I."" de Junio de 1858 decla- 
rando que no gozan de franquicia alguna de Aduanas los Cón- 
sules extranjeros. 

Beal orden de Hacienda de 31 de Julio 1875 determinando 
que no puede eximirse á los Cónsules de la obligación de usar 
papel sellado, cuando acuden á las Aduanas en representación 
de los Capitanes de buques. 
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Beal orden de Hacienda de 24 de Marzo de 1887 decla- 
rando válidas y que surten efecto de actas notariales las certi- 
ficaciones de protesta de averias extendidas ante los Cónsules 
extranjeros. 

Beal orden de Estado de 19 de Julio de 1889, en la cual 
al contestar á la comunicación en que el Vicecónsul de Portu- 
gal en las Palmas (Canarias) participa haber quedado cons- 
tituido el Cuerpo Consular de las Palmas, y pide sea recono- 
cido por las Autoridades, se resuelve que, como todos los indi- 
viduos del Cuerpo Consular de dicha localidad están acredita- 
dos legalmente y con arreglo á las prescripciones vigentes y 
reconocidos individualmente por las Autoridades competentes 
para todos los actos inherentes á su ministerio, es completa- 
mente innecesario el nuevo reconocimiento que solicitan. 

Además, las atribuciones de los Cónsules extranjeros en 
España se determinan también en los siguientes Tratados y 
Convenios celebrados con el Gobierno español. 

Tratado de Paz con Costa Bica, de 10 de Mayo de 1850, 
arts. 3.® y siguientes del celebrado con la Bepública Domini- 
cana el 18 de Febrero de 1855. 

Convenio consular con el gran Ducado de Hesse, de 30 de 
Junio de 1658. 

ídem con Francia, de 7 de Enero de 1862 (1). 

ídem con el Brasil, de 9 de Febrero de 1863. 

ídem con Guatemala, de 29 de Mayo del mismo año. 

ídem con El Salvador, de 24 de Junio de 1865. 

ídem con Italia, de 21 de Julio de 1867. 

ídem con El Japón, de 12 de Noviembre de 1868. 

ídem con Persia, de 9 de Febrero de 1870. 

ídem con Portugal, de 21 de Febrero de igual año. 

ídem con la Confederación de la Alemania del Norte, de 
22 de Febrero del mismo año; 

ídem con Siam , de 23 de igual mes y año. 

Convenio con Bélgica, de 19 de Marzo de 1870, 
también. 

(1) Ver Beal orden de Qnerra, de 8 de Agosto de 1864, sobre onmpli- 
miento de las disposiciones de este Gonvenio. 
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Protocolo firmado con el Uruguay el 19 de Julio de idén- 
tico año. 

Convenio con los Países Bajos, de 18 de Noviembre 
de 1871. 

ídem con Alemania, de 12 de Enero de 1872. 

Adición al Convenio consular con los Países Bajos, de 
18 de Noviembre de 1871, firmado el 10 de Febrero de 1873. 

Tratado de Comercio con Orecia, de 21 de Agosto de 1875. 

Convenio consular con Busia, de 23 de Febrero de 1876 y 
Convenio de 26 de Junio del mismo año. 

ídem con el Brasil, de 15 de Junio de 1878. 

Tratado de Paz con el Paraguay, de 10 de Septiembre 
de 1880. 

ídem con Colombia, de 30 de Enero de 1881. 

ídem con Venezuela, de 20 de Mayo de 1882. 

ídem con el Japón, de 2 de Enero de 1897. 

Los ESPAÑOLES PUEDEN ACEPTAR CONSULADOS BXTBAN» 

JBBOS. — En virtud de la acordada de la Sala de gobierno del 
Consejo de Hacienda, aprobada por S. M. de fecha 18 de No- 
viembre de 1817, para que se autorice á los españoles á aceptar 
Consulados extranjeros. 

Diplomáticos. (Ctierpo diplomático extranjero) . — Tit. IX, 
lib. III de la Novísima Becopilación. 

Prohibición del tráfico. 

Ley segunda. Prohibió las despensas abiertas al tráfico ó 
comercio en- las casas de los Embajadores con penas rigurosas 
á los despenseros y á los compradores, ejecutándolas sin ex- 
cepción de personas todos los Alcaldes de sus cuarteles. (Fe- 
lipe IV, Carlos II y Felipe V). 

Ley tercera. Felipe IV, 1663, para que los criados de los 
Embajadores no embaracen á los Ministros de Justicia el 
ejercicio de ella. 

Ley 4 * Carlos II, 1692. No se practiquen diligencias judi- 
ciales con los criados de los Embajadores. 

Ley 5.* Felipe V, 1715, 1716. Declarando que la inmu- 
nidad de las casas de los Embajadores se entienda que es solo 
de «puertas adentros. 



— 81 — 

Ley 6.* Felipe V, 1737. Inmauidad de los Embajadores en 
cuanto á deudas. 

Ley 7.* Sobre arresto de los criados de los Embajadores y 
devolución de sus libreas. 

Ley 8.» Carlos III, 1787. Sobre ios equipajes de los Em- 
bajadores. 

Beal orden de 27 de Octubre de 1814, sobre equipajes. 

Beal orden de 7 de Marzo de 1838. Los juzgados y tribu- 
nales no admitirán demanda alguna civil, ni den entrada á 
instancias cuando se entablen contra Embajadores ó Minis- 
tros de otras Naciones. 

Decreto de 3 de Noviembre de 1841, mandando guardar 
las mayores consideraciones á los Bepresentantes extranjeros. 

Real orden de 4 de Abril de 1843, recordando la Ley de 30 
de Enero de 1787. 

Eeal orden de 1.*» de Marzo de 1846, también sobre los 
equipajes. (Ver Aduanas). 

Eeal decreto de 20 de Junio de 1852, sobre inmunidad de 
las casas de los jefes de misiones extranjeras; (art. 46). 

Orden de 3 de Marzo de 1869, sobre franquicia de Aduanas. 

Orden dé 12 de Julio de 1870. ídem, id. 

Confirmadas por el art. 113 de las Ordenanzas de Adua- 
nas de 15 de Julio de 1870. 

Beal orden de 20 de Mayo de 1872, sobre lo mismo. 

Orden ministerial de 21 de Julio de 1873, disponiendo que 
las autoridades judiciales respetarán las inmunidades de los 
agentes diplomáticos extranjeros y recordando la obligación 
en que están de cursar por el Ministerio de Estado cuanto do- 
cumento deba ser evacuado por dichos representantes. 

Ley de Enjuiciamiento criminal de 14 de Septiembre de 
1882. Capitulo 5.**, ea el que se exceptúa por el inciso 7.** del 
articulo 412 á los representantes extranjeros de concurrir al 
llamaimento del Juez; y por el art. 415, se invita á dichos re- 
presentantes á prestar su declaración por escrito por la via 
del Ministerio de Estado. Los arts. 559 y 560, tratan del mo- 
do dé pedir la venia de un representante extranjero para que 
pueda entrar el Juzgado en su casa. 

6 
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L^y orgánica del Poder jadicial, art. 334. Son incompe- 
tentes tos Tribunales del Reino, tratándose de Embajadores, 
Ministros, Encargados de Negocios y extranjeros empleados 
de pltinta en las Legaciones. 

Circular de Gracia y Justicia de 9 de Abril de 1884, man- 
dandíí ^ue toda comunicación que deban hacer los Tribunales 
de Justicia á los representantes extranjeros, se curse al Mi- 
nisterio de Gracia y Justicia, para que por conducto del de 
Estado pueda hacerse llegar á su destino correspondiente. 

Eeal orden de 14 de Junio de 1899, disponiendo que los 
Emlnijadores, Ministros y Encargados de Negocios acredita- 
dos en Madrid están exceptuados del pago del impuesto creado 
por el art. 7.** de la ley de 18 de Junio de 1898 sobre el con- 
Buu^o de luz eléctrica y luz de gas que realizan en sus domi- 
cilios y oficinas, siempre que los países que representen con- 
cedan á los diplomáticos españoles análoga franquicia en im- 
puestos que tengan el mismo carácter que el de que se trata. 
EmioraoióN', (disposiciones contra la emigración). — Keal 
orden de Gobernación de 21 de Mayo de 1847, mandando á 
loa jefes políticos hagan comprender á los españoles que tra- 
ten de emigrar á ciertas Eepáblicas de América los trabajos á 
que se verán sujetos. 

Eeal orden de Gobernación de 16 de Septiembre de 1853, 
dictando reglas para disminuir la emigración de los españoles 
á America. 

Reales órdenes de 10 de Noviembre de 1883, de 21 de 
Septiembre de 1894 y de 25 de Enero de 1897, dictando ins- 
ti-ucc:íones para dificultar la emigración á América de los espa- 
ñoles sujetos al servicio militar. 

Eeal orden de Gobernación de 14 de Enero de 1897, para 
que se impida el embarque en España de subditos portugue- 
ses y en Portugal el de subditos españoles que no tengan un 
certificado en regla de sus respectivos agentes consulares. 

Ejercicio de profesiones. — Orden de 20 de Enero 
de J843, marcando los requisitos que necesitan llenar los ex- 
tranjeros para ejercer en España la profesión de veteri- 
narios. 



- 88 ~ 

Beal orden de 28 de Febrero de 1851, sobre incorporación 
de títulos extranjeros de medicina. 

Eeal orden de 28 de Febrero de 1851, dictando reglas para 
la revalidación de títulos extranjeros de parteras. 

Beal orden de 9 de Mayo de 1851, ñjando las condiciones 
para la incorporación de grados académicos recibidos en el 
extranjero. 

Eeal orden de Gracia y Justicia de 14 de Febrero de 1853, 
aclarando las reglas fijadas por B. O. de 28 de Febrero de 1851, 
sobre incorporación de los títulos extranjeros de medicina. 

Beal orden de Gracia y Justicia de 26 de Julio de 1853, 
sobre la forma en que deberán solicitar los extranjeros la ha- 
bilitación temporal ó perpetua para ejercer sus profesiones en 
España. 

Beal orden de Fomento de 20 de Noviembre de 1862, so- 
bre revalidación de los títulos extranjeros de Ingenieros de 
montes. 

Decreto de Fomento de 6 de Febrero de 1869, declarando 
válidos en España los títulos profesionales y los certificados 
de estudios expedidos en los centros oficiales de Portugal. 

Beal orden de Fomento de 30 de Abril de 1881, dispo- 
niendo no se conceda autorixación para ejercer en España 
profesiones con títulos expedidos por establecimientos que 
figuraba dirigir en los Estados Unidos el llamado Doctor 
Buchanan y declarando nulos los que hayan podido concederse. 

Beal orden de Fomento de 22 de Febrero de 1888, resol- 
viendo que el título de doctor por la Universidad de París, 
no da derecho para concurrir á oposiciones de la Facultad de 
Medicina de España, sin llenar antes los requisitos que exige 
la legislación española respecto á la incorporación de grados 
obtenidos en el extranjero. 

Beal orden de Fomento de 6 de Mayo de 1888, disponien- 
do sean considerados como españoles, para ser admitidos á las 
oposiciones á cátedras de lenguas vivas, los naturales de países 
cuyo idioma propio sea el español, siempre que acrediten los 
cuatro años de residencia que se exige á los extranjeros. 

Beal orden de Fomento de 7 de Junio de 1894, disponien- 
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do se aplique á cada aatorízación solicitada por extranjeros 
para poder ejercer su profesión en España, el pago de dere- 
chos que resalten establecidos por títulos iguales ó análogos 
de los españoles. 

Beal orden de Fomento de 11 de Marzo de 1896, aclaran- 
do la anterior disposición. 

Beal orden de Marina de 17 de Abril de 1891, autorizando 
temporalmente el empleo de maquinistas extranjeros en los 
buques mercantes. 

Beal orden circular de Estado de 19 de Julio de 1894, 
modificando la anterior. 

Beal orden de Fomento de 12 de Marzo de 1896, aclaran- 
do la de 7 de Junio de 1894, y disponiendo que por las auto- 
rizaciones para el ejercicio de la medicina en España con tí- 
tulo extranjero se paguen quinientas pesetas á más de los de- 
rechos correspondientes de timbre y de expedición; y que 
siga rigiendo para las demás carreras lo dispuesto en la Beal 
orden ya citada de 7 de Junio de 1894. 

Ver ei art. 8."" del Tratado celebrado entre España y el 
Perú el 16 de Julio de 1897 adicional al de Paz y amistad. 

Beales órdenes de 3 de Agosto de 1898 y de 22 de Sep- 
tiembre de 1899, sobre títulos, diplomas y certificados extran- 
jeros para el ejercicio facultativo del ramo de minería. 

Estudios. — Beal orden de Gracia y Justicia de 24 de 
Enero de 1853, permitiendo á los extranjeros cursar en Espa- 
ña los estudios necesarios para obtener los títulos de las pro- 
fesiones científicas. 

Decreto de Fomento de 6 de Febrero de 1869, disponien- 
do que los extranjeros puedan incorporar en España toda cla- 
se de asignaturas. 

Beal orden de Guerra de 17 de Enero de 1888, mandando 
se admitan en las Academias militares españolas los ciudada- 
nos del Centro y Sur de América que lo soliciten? 

Beal orden de Fomento de 28 de Enero de 1891, sobre 
validez en España de las asignaturas cursadas en Universi- 
dades 6 Institutos extranjeros. 

Beal decreto de 12 de Marzo de 1897, autorizando á los 
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extranjeros para cursar toda oíase de estudios en las Univer- 
sidades y Escuelas especiales de España. 

Ver además, el art. 10 del Tratado con la República de 
Colombia, de 28 de Abril de 1894, adicional al de Paz de 1881 
y el art. 8.<» del celebrado con el Perú el 16 de Julio de 1897 
que es también adicional al de Paz de 1879. 

ExTBANJBBíA.— Beal orden de Estado de 27 de Agosto de 
1815, permitiendo la entrada en España á los franceses que 
no obtuvieron destino del usurpador. 

Beal orden de Estado de 17 de Julio de 1819, recordando 
á todas las autoridades el más exacto cumplimiento de las dis- 
posiciones relativas á los extranjeros. 

Decreto de las Cortes de 28 de Septiembre de 1820, con- 
cediendo á los extranjeros un asilo seguro en el territorio es- 
pañol para sus personas y sus propiedades. 

Decreto de las Cortes de 14 de Marzo de 1821, aboliendo 
el fuero militar de extranjería. 

Decreto de las Cortes de 22 de Mayo de 1821, disponiendo 
que los pleitos de extranjeros pendientes en el Tribunal de 
Guerra y Marina (1), se terminen en el mismo. 

Beal orden de Estado de 14 de Agosto de 1825, previnien- 
do que, para registrar por sospechas de contrabando la casa 
de un extranjero, se cuente con el Cónsul respectivo. 

Beal orden de Gobernación de 20 de Diciembre de 1836, 
mandando formar el censo de todos los extranjeros que via- 
jan y residen en la Península. 

Beal orden de Estado de 13 de Noviembre de 1841, enca- 
reciendo la necesidad de prestar la protección que correspon- 
da á los extranjeros residentes en España (2). 

Ley de 13 de Marzo de 1847, sobre extranjeros. 

Beal orden de Estado de 13 de Septiembre de 1847, li- 
mitando las facultades extraordinarias de la Ley de 13 de 
Marzo último, respecto á extranjeros, á hacerlos salir del Beino. 

(1) Este Tribanai era el que entendía en todo lo referente al faero de 
extranjería, vigente en España hasta 1821. 

(2) Se paede asegurar qae una orden semeiante no se ha diotado más 
qae en España. 
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Beal decreto de 17 de Octubre de 1851, sobre extranjería. 

Real orden de Fomento de 23 de Diciembre de 1851, de- 
clarando que la sola inscripción en los registros consulares de 
un país extraño, no es suñcieute titulo para gozar de la con- 
sideración de extranjeros. 

Real decreto de extranjería de 17 de Noviembre de 1852, 

Aunque mucbos de sus artículos han sido modificados ya 
por disposiciones posteriores, cop>iamos íntegro á continua- 
ción este importante Real decreto, vigente en. la mayoría de 
sus preceptos y disposiciones: 

CAPITULO I 
De los extranjeros y su clasificación en España. 

Articulo 1.° Son extranjeros: 

1.® Todas las personas nacidas de padres extranjeros fuera de ios 
dominios de España. 

2.* Los hijos de padre extranjero y madre española, nacidos fuera 
de estos dominios, si no reclaman la nacionalidad española. 

8.*^ Los que han nacido en territorio español, de padres extranjeros 
ó de padre extranjero y de madre española, si no hacen aquella recla- 
mación. 

4.° Los qae han nacido faera de España de padres que han per- 
dido la nacionalidad española. 

5.° La mujer española que contrae matrimonio con extranjero (1). 

Art. 2.* (Se refiere á la opción por la nacionalidad española). 

Art. 8.° Todos los demás (extranjeros) que residen en España 
sin haber adquirido carta de naturaleza ni ganado vecindad, son ex- 
tranjeros domiciliados 6 transeúntes, 

Art. 4.° Se entenderán domiciliados, para los efectos legales, 
aquellos qu6 se hallen establecidos con casa abierta ó residencia fija 
ó prolongada por tres años, y bienes propios ó industria y modo de 
Vivir conocido en territorio de la monarquía, con el permiso de la 
Autoridad superior civil de la provincia. 

Art. 5.^ Se consideran transeúntes los extranjeros que no tengan 
au residencia fija en el Beiao del modo que expresa el artículo an- 
terior. 

(1) Ver art. 22 del Código civil vigente. 
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CAPÍTULO II 

De las disposictones que han de observarse para el ingreso y residencia 
en España de los extranjeros, 

Art. 6.* Para ingresar en territorio español deberá todo extranjero 
presentar en el primer puerto ó pueblo fronterizo á donde llegue, el 
pasaporte, visado por el agente del Opbierno español á quien corres- 
ponda: la Autoridad local refrendará este pasaporte en los términos 
acostumbrados (1). 

Art. 7.* Ningún extranjero podrá viajar por el Beino con pasaporte 
de la Legación ó Consulado de su Nación, sino cuando ingrese en te- 
rritorio español ó salga del mismo. 

Art. 8.° El extranjero transeúnte que desee domiciliarse, deberá 
solicitar la correspondiente licencia de la Autoridad superior civil de 
la provincia, haciendo constar que reúne las circunstancias preveni- 
das en el art. 4.^ 

Art. 9.^ En los Gobiernos civiles de todas las provincias se for- 
marán y llevarán matriculas ó registros en que se asienten los nom- 
bres y circunstancias de los extranjeros que residiesen ó viniesen á 
residir en el Beino, con la separación de las dos clases de transeúntes 
y de domiciliados (2). 

Art. 10. En los Consulados de todas las Naciones extranjeras es- 
tablecidos en España se formarán y llevarán matrículas ó registros de 
los subditos de la nación respectiva. 

Estas matrículas han de confrontarse con las de los Gobiernos ci- 
viles , pties sólo tmando estén conformes con aquéllas y arregladas d las 

(1) Este artícalo, por regla general, ha caído en deenso; pero no está de- 
rogado y es faoaltativa en las Autoridades bu aplicación en determinadoB ca- 
sos. Sucede con esto, como con las leyes análogas en Francia, de !.<' de Fe- 
brero— 28 Marzo 1792 y 28 Vendimiario del año VI; cuya ejecución en dadas 
oportunidades, explica Weiss en este mismo sentido. Droit International 
privé. Tomo II, pág. 101. 

(2) El lamentable descuido con que en casi todas las provincias se han de- 
jado olvidadas las acertadas disposiciones de este artículo, así como las del 10 
y del 11, ha sido causa de grandes abusos, existiendo familias que han con- 
seguido hasta para los biznietos la exención del servicio militar , como ex- 
tranjeros, haciéndoles beneficiar, indebidamente, de una absurda prolonga- 
ción del ju8 sanguinis; sin que estos abusos harto conocidos y lamentados 
hoy sean los únicos que hay que corregir y evitar. Por otra parte, conviene 
comparar este artículo con el 110 de la Ley del Begistro oivil. 
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forma» pre$erüa$ m Efpaña podbán subtib isfeotos lboalss en Es - 
paña (1). 

Art. 11. Las matriculas de los Gobiernos civiles y las de los Oón- 
sales extranjeros $¿ confrontarán anualmente. 

Art. 12. No tendrán derecho á ser considerados como extranjeros en 
ningún concepto legal, aquellos que no se hallen inscritos en la clase 
de transeúntes ó de domiciliados en las matriculas de los Gobiernos 
de las provincias j de los Oónsules de sus respectivas naciones. Las 
inscripciones se renovarán en el caso de pasar el extranjero (2) de la 
clase de transeúnte á la de domiciliado (8). 

Art. 18. El extranjero que en contravención á las disposiciones 
que preceden, se introdujese en España sin presentar el pasaporte, 
podrá ser castigado, como desobediente á la Autoridad, con multa de 
100 á 1.000 reales (25 á 250 pesetas), y expulsado además del terri- 
torio español, si el Gobierno asi lo determinase, en vista de lo que la 
Autoridad civil informe por el Ministerio de la Gobernación y se 
acuerde en consecuencia por este mismo y po^ el Ministerio de Estado. 

Art. 14. Guando algún extranjero llegue á uq puerto ó pueblo de 
la frontera sin el correspondiente pasaporte, será detenido por las 
Autoridades españolas que deberán inmediatamente dar cuenta al Go- 
bierno por el Ministerio de la Gobernación , expresando las circuns- 
tancias del extranjero, y si es vago ó si busca auxilio contra los pro- 
cedimientos de sus Jueces naturales. El Gobierno con este conoci- 
miento y procediendo siempre de acuerdo con los Ministerios de Estado 
y de Gobernación , determinará la expulsión ó designará el punto de 
residencia ó dispondrá lo que juzgue más conveniente. 

Art. 15. Lo mismo se practicará cuando lleguen á España grupos 
ó cuerpos de emigrados, hasta que el Gobierno designe el punto de de- . 
pósito y lo demás que juzgue conveniente, sin perjuicio que desde 
luego entreguen las armas los que se .hubiesen presentado armados. 

Art. 16. El extranjero que desobedezca la orden para su expul- 
sión del Beino, quedará sujeto á la pena designada en el Oódigo, con- 
siderándose al efecto la desobediencia grave, y como asunto del ser- 
vicio público la orden de la expulsión, sin perjuicio de que ésta se 
lleve á efecto después de ejecutada la pena. 

(1) Este articulo es semejante al 9.° de la Ley de extranjería de ültra- 
tramar de 1870. 

(2) Ver Sentencia del Tribunal Supremo de 4 de Junio de 1866 acla- 
rando este párrafo. 

(8) Este artículo es análogo al 7.° de la Ley de extranjería de Ultramar 
de 1870. 
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CAPITULO III 

Be la condición civil de los eíetranjerog domieiliados y transeúntes. — Sm 
derechos y ohUgaciones. 

Art. 17. Todos los extranjeros, asi avecindados como transeúntes, 
tendrán derecho de entrar y salir libremente de los paortos y po- 
blaciones de España, y de transitar con igoal libertad en su territo- 
rio, sujetándose á las reglas establecidas por las leyes para los sub- 
ditos españoles, asi como á los reglamentos de puertos y policia. 

Art. 18. Pueden también adquirir y poseer bienes inmuebles, 
ejercer las industrias y tomar parte en todas las empresas que estén 
reservadas por las leyes y disposiciones vigentes á los subditos espa- 
ñoles. 

Art. 19. Los extranjeros domiciliados pueden ejercer el comercio 
por mayor y menor bajo las condiciones que para los españoles esta- 
blecen las leyes y reglamentos, y tendrán derecho á disfrutar de 
todos los aprovechamientos comunes del pueblo en donde tengan 
domicilio. 

Art. 20. Los transeúntes podrán hacer el comercio por mayor con 
sujeción á las leyes y disposiciones que rigen en el Beino. 

Art. 21. Asi los domiciliados como los transeúntes, están obliga- 
dos al pago de los impuestos y contribuciones de todas clases que 
corresponden á los bienes raices de su propiedad, y al comercio ó 
industria que ejercieren, con arreglo á las disposiciones y leyes ge- 
nerales del Beino. 

Art. 22. Los domiciliados estarán sujetos además, al pago de los 
préstamos, donativos y toda clase de contribución extraordinaria ó 
personal, de que estarán exceptuados los transeúntes, asi como á los 
impuestos municipales, vecinales y provinciales. 

Art. 28. Unos y otros estarán exentos de las cargas concejiles 
personales; pero los domiciliados que tengan casa abierta por si, es- 
tarán sujetos á las cargas de alojamiento y bagajes. 

Art. 24. Asi los domiciliados como los transeúntes y sus hijos, 
cuando no hayan optado por la nacionalidad española, estarán exen- 
tos del servicio militar. Esta excepción no alcanza á los nietos cuando 
sus padres han nacido ya en territorio español^ aunque conserven la 
nacionalidad extranjera. 

Art. 25. (Derogado por el art. 11 de la Gonstituoión de 1876). 
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Art. 26. No podrán tampooo participar de los derechos políticos 
pertenecientes á los españoles, ni obtener beneficios eclesiásticos de 
ninguna clase, ni pescar en las costas de España, ni hacer con sus 
baques el comercio de cabotaje. 

Art. 27. Tampoco podrán los extranjeros ejercer los derechos mu- 
nicipales, en las elecciones para los Ayuntamientos, ni obtener car- 
gos municipales, ni empleo en las diversas carreras del Estado, si no 
renuncian expresamente por sí y por sus hijos la exención del servi- 
cio militar y á toda protección extraña en lo relativo al servicio de 
sus cargos. 

Para hacer esta renuncia, que se verificará ante la autoridad su- 
perior civil de la provincia, y de la cual se harán anotaciones corres- 
pondientes en las matrículas respectivas, debe hallarse inscrito con 
antelación en clase de extranjero domiciliado. 

Art. 28. En los abintestatos de los extranjeros domiciliados y 
transeúntes, la autoridad local, de acuerdo con el cónsul de la nación 
del finado, formará el inventario de los bienes y efectos, y adoptará 
las disposiciones convenientes para que estén en segura custodia has- 
ta que se presente el heredero legítimo ó la persona que legalmente 
le represente. 

Así en este caso como en las sucesiones testamentarias, sólo co- 
nocerán los tribunales de las reclamaciones que ocurran sobre em- 
bargo de bienes de acreedores, y cualquiera otra que tenga por objeto 
el cumplimiento de las obligaciones ó responsabilidades contraídas 
en España ó á favor de subditos españoles. 

Art. 29. Los extranjeros domiciliados y transeúntes están sujetos 
á las leyes de España y á los tribunales españoles por los delitos que 
cometan en el territorio español y para el cumplimiento de las obli- 
gaciones que contraigan en España, siempre que sean á favor de 
subditos españoles (1). 

Art. 80. (Era provisional y está tácitamente derogado por su 
misma parte dispositiva, lo mismo que el art. 81, consecuencia del 
anterior). 

Art. 82. Los extranjeros domiciliados y transeúntes tienen dere* 
cho á que por los tribunales españoles se les administre justicia con 
arreglo á las leyes, en las demandas que entablen para^ el cumpli- 
miento de las obligaciones contraídas en España, ó que deban cnm- 

(1) Ver art. 8.® del Código civil: «Las leyes penales, las de policía y las 
de seguridad pública obligan á todos los que habiten en territorio es- 
pañol.! 
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plirse en España, ó cuando versea sobre bienes sitos en territorio 
español. 

Art. 88. En los negocios entre extranjeros ó contra extranjeros, 
aunque no procedan de acción real ni de acción personal, por obliga- 
ciones contraidas en España, serán, sin embargo, competentes los 
jaeces españoles cuando se trate de evitar un fraude ó adoptar medi- 
das urgentes y provisionales para detener á un deudor que intente 
ausentarse á fin de eludir el pago, ó para la venta de efectos expues- 
tos á perderse en almacenes, ó para proveer interinamente de un 
guardador á un demente ú otros análogos. 

Art/84. A los exhortos de los Jueces extranjeros se dará cumpli- 
miento en todo aquello que puede y debe ejecutarse en el reino con 
arreglo á las leyes, cuando vengan por el Ministerio de Estado, con 
las formalidades y requisitos de costumbre. Por el mismo Mipisterio 
se remitirán los exhortos para las Autoridades extranjeras. Estos 
exhortos, cuyo cumplimiento no ha de hacerse por los Cónsules espa- 
ñoles, se dirigirán precisamente á los Tribunales, Jueces y Autorida- 
des extranjeras que deban ejecutar las diligencias que se encarguen. 

Art. 85. Son válidos, y causan ante los Tribunales españoles los 
efectos que procedan en justicia, los contratos y demás actos públicos 
celebrados fuera del Reino, cuando concurran las circunstancias que 
expresa el Beal decreto de 17 de Octubre de 1851. 




CAPITULO IV 
De los huquéi extranjeros. 



Art. 86. Los buques pertenecientes á cualquiera de las naciones ó 
potencias extranjeras podrán acogerse á los puertos españoles. 

Guando lleguen por arribada forzosa serán auxiliados por las auto- 
ridades españolas, sin más restricciones que las necesarias para evitar 
el fraude ó contagio. 

No se privará á los buques de sus tripulaciones, antes bien, serán 
restituidos á su bordo los desertores cuando fuere posible su aprehen- 
sión. 

Art. 87. Los buques mercantes extranjeros no podrán servir de 

asilo á. los criminales españoles ; y cuando se refugiasen á bordo , las 

autoridades españolas , de acuerdo con el Cónsul respectivo , podrán 

proceder á la extradición. 

Art. 88. Bespecto del asilo tomado por los criminales españoles 
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en los buques de guerra extranjeros, se procederá á redamar la extra- 
dioión por la vía diplomátiea, oon sujeción á las leyes y tratados vi- 
gentes. 

Art. 89. Ouando á bordo de un buque mercante, anclado en puerto 
español, ocurra algún exceso que pueda perturbar la tranquilidad pú- 
blica ó atentar contra la seguridad interior ó exterior del Estado, la 
autoridad local competente tendrá derecho á intervenir y conocer 
para precaver y reprimir aquellos excesos. Si éstos atacan exclusiva- 
mente la disciplina interior del buque, su capitán procederá según es- 
time conveniente, y obtendrá auxilio de las autoridades españolas, si 
lo redama. 

Art. 40. En los casos de naufragio de un buque extranjero, las 
autoridades de Marina, sin que por ninguna otra deba suscitarse com- 
petencia y dar ocasión á entorpecimientos, daños y reclamaciones 
trascendentales, antes bien, recibiendo aquella autoridad el auxilio 
de todas las demás, proveerá á todo cuanto fuere necesario para el 
salvamento de las personas, del buque y de su carga, procediendo en 
todo de acuerdo con el Oapitán del buque y el Cónsul de la nación res- 
pectiva, si en aquel punto lo hubiere. A falta de Oónsul en el punto 
del naufragio, podrá el más inmediato enviar persona que con poder 
bastante lo represente. 

Los extranjeros están exentos, así como los subditos españoles en 
la actualidad, de pagar cantidad alguna por razón de costas ó derechos 
procesales en las actuaciones, expedientes ó procedimientos que se 
formen con motivo del naufragio y salvamento, deberán satisfacer 
únicamente, como los subditos españoles, los gastos que se causen por 
razón del salvamento mismo. 

En el caso de que se altere la legislación y disposiciones vigentes» 
ni en ningún otro , los extranjeros no tendrán obligación de pagar 
nunca por razón de salvamento , derechos más crecidos que aquellos 
que paguen los subditos españoles ; pero podrá detenerse la entrega 
de los efectos salvados hasta que se satisfagan los derechos correspon- 
dientes ó se asegure el reintegro por medio de fianza bastante. 

CAPÍTULO V 
Dispogidones generales. 

Art. 41, (Se contrae á las excepciones de aplicación de este decreto 
en Ultramar.) 
Art. 42. (No alteran tampoco las leyes respecto de los Embajado- 



res, Ministros plenipotenciarios y demás individuos dependientes de 
las Legaciones extranjeras). 

Art. 48. (Sóbrelos subditos orientales, ateniéndose á los Tratados). 

Art. 44. Los derechos de los extranjeros que adquieran Raciona- 
lidad española por obtener carta de naturaleza ó ganar vecindad, con 
arreglo á la Constitución, asi como las formalidades y condiciones para 
obtenerla, se fijará en una disposición especial. 

Art. 45. El extranjero que obtuviere naturalización en España, 
así como el español que la obtuviere en el territorio de otra potencia 
sin el conocimiento y autorización de su gobierno respectivo, no se li- 
bertará de las obligaciones que eran consiguientes á su nacionalidad 
primitiva, aunque el subdito de España pierda en otro concepto la ca- 
lidad de español, con arreglo á lo dispuesto en el párrafo 5.^ art. 1.* de 
la Gonstitución de la monarquía (1). 

En consecuencia de esta declaración, cuando un extranjero se baya 
naturalizado en España sin autorización de su gobierno, y pretenda 
por este medio eximirse de sus obligaciones del servicio militar ú 
otros que le corresponderían en su patria primitiva, el gobierno espa- 
ñol no sostendrá la exención , así como no la reconocerá en un espa- 
ñol que alegue cambio de nacionalidad sin haber obtenido la autori- 
zación expresada. 

Por Beal orden expedida por el ministerio de la Guerra el 
8 de Agosto de 1864, aclarando la validez del Beal decreto de 
extranjería de 17 de Noviembre de 1852, se preceptúa que di- 
cho decreto no puede modificar los tratados internacionales 
vigentes, puesto que para modificar éstos es indispensable el 
mutuo consentimiento de las altas partes contratantes. 

Circular al cuerpo diplomático extranjero de 8 de Junio 
de 1854, recomendando faciliten la armonía entre los regis- 
tros de sus consulados y los de extranjeros que existen en los 
Gobiernos de provincia. 

Real orden de Gobernación de 23 de Julio de 1857, sobre 
vigilancia de los emigrados. 

Beal orden de 26 de Junio de 1858, aclarando la anterior 
y comunicando reglas, sobre todo en sus arts. 3.^ 4.% 9,"*, 11 

(1) Párrafo II del art. l.« de la Gonstitación de 1876 y art. 20 del Oó- 
digo civil. 
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y 15, para hacer más eficaces las disposiciones de aquélla. 

Beal orden de Guerra de 29 de Junio de 1859, mandando 
que en los Juzgados de extranjería no se lleven costas ni de- 
recho» por su asistencia ó intervención y colocación de sellos 
y formación de inventarios en los abintestatos de los extran- 
jeros. 

Beal orden de Hacienda de 2 de Abril de 1872, recomen- 
dando á los franceses de la frontera española acudan á los 
Tribunales de España cuando se crean lastimados por apre- 
hensiones hechas por el resguardo español* 

Art. 2.^ de la Constitución de la Monarquía española de 
1876. 

«Los extranjeros podrán establecerse libremente en terri- 
torio español, ejercer en él su industria ó dedicarse á cual- 
quier profesión, para cuyo desempeño no exijan las leyes títu- 
los de aptitud expedidos por las autoridades españolas.» 

«Los que no estuviesen naturalizados no podrán ejercer en 
España cargo alguno que tenga anexa autoridad ó jurisdic- 
ción.» 

Los arts. á."" y 6."" de dicha Constitución, garantizan al ex- 
tranjero en España su libertad individual y la de su do- 
micilio. 

El art. 11 de la misma Constitución les garantiza la li- 
bertad de conciencia (1). 

Art. 561 de la Ley de Enjuiciamiento criminal de 1882. 

«Tampoco se podrá entrar y registrar en los buques mer- 
cantes extranjeros sin la autorización del Capitán ó sin la del 
Cónsul de su Nación si aquél la denegase.» 

El art. 410 de la misma Ley, obliga á los extranjeros re- 
sidentes en España, á acudir al llamamiento, de un juez, 
como es natural. 

Art. 27 del Código civil. «Los extranjeros gozan en 
España de los derechos que las leyes civiles conceden á los 

(1) La restriooión con que termina el párrafo 1.° del art. 2.° de la Cons- 
titución vigente, ya hemos visto, en las dieposiciones sobre «Ejercicio de 
profesiones», cnanto se ha atenuado con las órdenes tan benévolas que se han 
dictado en diferentes épocas posteriores. 
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españoles, salvo lo dispuesto en el art. 2.° de la Constitacióu 
del Estado ó en los Tratados internacionales. 

Conviene además ver: el Convenio con Suiza de 14 de No- 
viembre de 1879; el art. 4.° del Tratado con el Ecuador de 23 
de Mayo de 1888; el art. 5.° del celebrado con Colombia el 28 
de Abril de 1894, y los arts. 3.% 5.*» y 6.® del firmado con el 
Perú el 16 de Julio de 1897. 

FaTjTiECIMIENTGS. — Eeal orden de Gobernación de 29 de 
Mayo de 1849, mandando se dé cuenta, en el acto que ocurra^ 
del fallecimiento de algún subdito de Suecia y Noruega. El 
artículo 49, (tit. 4.**) de la Ley del Begistro civil, dispone que, 
la muerte de un extranjero que no hubiese dejado familia, de- 
berá ponerse dentro del mismo término (tres días) en conoci- 
miento del agente diplomático ó consular de su país, residen- 
te en el punto más próximo al en que deba efectuarse el en 
tierro. No habiéndolo se dirigirá el aviso al Ministerio de Es- 
tado para que lo transmita al Gobierno que corresponda. 

Tutela. —El art. 217 del Código civil, (capítulo, 7.®) al de- 
clarar los que no pueden ser tutores ni protutores, no excluye 
en el caso 13 del mismo, más que á los extranjeros que no re- 
sidan en el Beino; aplicándose de igual modo las disposicio- 
nes del art. 298, tít. 10, acerca de la formación del Consejo 
de familia. 

Impuestos.— Beal orden de Estado de 6 de Julio de 1815, 
mandando que los comerciantes extranjeros establecidos en 
España, deben pagar las contribuciones ordinarias y extraor- 
dinarias como los demás de la Nación. 

Circular de Hacienda de 30 de Octubre de 1815, aclaran 
do que la excepción del pago de contribuciones, no compren- 
de álos extranjeros domiciliados, sino sólo á los transeúntes, 

Beal orden de Hacienda de 10 de Marzo de 1832, decla- 
rando que los extranjeros domiciliados en España, deben pa 
gar las contribuciones de subsidio, de paja y de utensilios. 

Circular de 17 de Agosto de 1855, exceptuando á los ex- 
tranjeros domiciliados en España de la exacción forzosa de 
230 millones decretada por Ley de 14 de Julio último. 

Orden ministerial de Hacienda de 23 de Abril de 1871, 
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exceptaando á los extranjeros, no domiciliados eu España, del 
pago de cédulas personales. 

Orden ministerial de Hacienda de 21 de Noviembre de 
1873, acordando á los extranjeros la exención de contribnir al 
empréstito nacional. 

Beal orden de Hacienda de 6 de Febrero de 1876, dispo- 
niendo que, salvo lo determinado en los Tratados con cada 
Potencia, no se exceptúe del pago de cédulas personales, más 
que á los extranjeros transeúntes. 

Beal orden de Hacienda de 8 de Agosto de 1878, mandan- 
do que los subditos belgas, no estén exceptuados de usar en 
sus libros de comercio los sellos necesarios. 

Keal orden de Hacienda de 10 de Enero de 1879, aclaran- 
do la anterior y diciendo que los extranjeros, cuyo país tiene 
celebrado Tratados con España en los que se establece la 
exención de impuestos de guerra, no están obligados á poner 
en los libros el sello de 10 céntimos que estableció el Decreto 
de 2 de Octubre de 1873. 

Beal orden de Hacienda de 13 de Junio de 1883, decla- 
rando que los documentos otorgados en el extranjero están 
obligados al reintegro del timbre cuando hayan de surtir 
efecto en España. 

Beal orden de Hacienda de 1.** de Mayo de 1899, decla- 
rando que los extranjeros domiciliados en España estáu suje- 
tos al pago de los recargos de las contribuciones ordinarias. 

Conviene ver: el art. 6.® del Tratado de Paz con Méjico de 
28 de Diciembre de 1836; el 15 del de Paz, con el Ecuador, 
de 16 de Febrero de 1840; el 9.« del de Chile de 25 de Abril 
de 1844; el 14 del de Venezuela de 30 de Marzo de 1845; el 11 
del de Bolivia de 21 de Julio de 1847; el 11 del celebrado con 
Costa Bica el 10 de Mayo de 1850; el 11 del firmado con Ni- 
caragua el 25 de Julio del mismo año; el 10 del pactado con 
la Bepública Dominicana el 18 de Febrero de 1855; el 9.* del 
estipulado con la Bepública Argentina el 9 de Julio de 1859; 
el 8.'' del de Guatemala de 29 de Mayo de 1863; el 8.» del ce- 
lebrado con el Salvador el 24 de Junio de 1865; los arts. 4.^" y 
8.'' del Convenio con Italia de 21 de Julio de 1867; los articu- 
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los 1.» y 4.*^ del Tratado con Bélgica de 12 de Febrero de 1870; 
el art. 4.<* del Convenio con Portugal de 21 de Febrero de 1870; 
el 5/" del Tratado con Austría-Haugria de 24 de Marzo tam- 
bién de 1870; el art. 9."* del celebrado con el Urngnay el 19 
de Julio del mismo año; la declaración firmada con la Repú- 
blica Argentina el 29 de Enero de 1871; los arts. 2.'' y S.*" del 
Convenio con Busia de 23 de Febrero de 1896; el art. 5/ del 
Tratado con Austria-Hungría de 3 de Junio de 1880; el ar- 
ticulo 3.'' del firmado con Colombia el 30 de Enero de 1881; 
los arts.. 1.® y 4.* del Tratado con Francia de 6 de Febrero 
de 1882; el I."" del de Venezuela de 20 de Mayo del mismo 
año; el art. 6."* del firmado con Alemania el 12 de Julio de 
1883; el art. l.^" del de Portugal de 12 de Diciembre de igual 
año; el I."" del pactado con Italia el 2 de Junio de 1884; los 
artículos l.^y 4.^ del celebrado con Busia el 3 de Junio de 
1885; el art. 7.® del Reglamento de tránsito con Portugal de 
2 de Octubre del mismo año; el art. 5."" del Tratado con Bu- 
sia de 2 de Julio de 1887; el art. !.<> del de Italia de 26 de Fe- 
brero de 1888; el art. I."" del firipado con Portugal el 27 de 
Marzo de 2893 y el art. 2.^ del celebrado con el Japón el 2 de 
Enero de 1897. 

Pasapobtks.— Beal orden de Estado de 1.® de Agosto de 
1817, dictando reglas para exigir las formalidades á que han 
de sujetarse los extranjeros para su entrada en Espa^, á ex- 
cepción de los individuos del Cuerpo diplomático. 

Circular de Estado de 8 de Agosto de 1823, mandando 
que á ningún extranjero se le prive del pasaporte que presen- 
te, si es de las autoridades legítimas de su país. 

Beal orden de Gobernación de 3 de Mayo de 1838, sobre 
los docyimentos, cuya presentación se debe exigir a los ex- 
tranjeros que viajan por España. 

Beal orden de Gobernación de 15 de Octubre de 1853, 
disponiendo no se exija pasaporte español á los extranjeros 
residentes en España, más que cuando viajan por el interior 
del Beino, y que no se les recoja el expedido por su Legación 
ó Consulado nacional. 

Beal orden de Guerra de 17 de Octubre de 1859, respecto 

7 
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á expedición de pasaportes á los desertores de los ejércitos ex- 
tranjeros. 

Beal orden de Gobernación de 3 de Julio de 1875, dictan- 
do disposiciones para el cumplimiento de lo convenido entre 
España y Portugal respecto á pasaportes^ el 16 de Junio úl- 
timo. 

Procedimientos judiciales. — Notificación de sentencias. 
— La Ley de Enjuiciamiento civil de 3 de Febrero de 1881, 
se ocupa en su sección segunda, de las sentencias dictadas por 
Tribunales extranjeros, en sus arts. 951 á 958 inclusives. 

Ya por Keal orden de Gracia y Justicia de 30 de Junio de 
1846, trasladando la de 18 de Mayo de aquel año, del Minis- 
terio de Estado, se trató del modo de cumplimentar los autos 
judiciales de los Tribunales extranjeros, cuya ejecución se ha- 
ya de verificar en España, y en los Tratados con Busia, el 12 
y el 24 de Abril de 1888 (art. 17), en el de Venezuela de 22 
de Enero de 1894 (art. 22), en el de Liberia de 12 de Diciem- 
bre de 1894 (art. 17), en el celebrado con el Estado del Con- 
go el 20 de Julio de 1895 (art. 20), y en el de Suiza de 19 de 
Noviembre de 1896, se facilita la reciproca ejecu^ón de sen- 
tencias en materia civil ó comercial. 

Posteriormente se ha celebrado el Convenio de proce- 
dimientos de 14 de Noviembre de 1896 y 27 de Abril de 
1899 entre España, Bélgica, Francia, Italia, Luxemburgo, 
Países Bajos, Portugal, Suiza, Suecia y Noruega, Alema- 
nia, Austria-Hungría, Dinamarca, Bumanía y Busia; para 
la comunicación de actos judiciales ó extrajudiciales; exhor- 
tes, abolición de la caución ^Jtidicatum solviit, facultad de li- 
tigar por pobre, etc., (ver en el Apéndice el texto completo). 

Este Convenio ha venido pues á anular los que teníamos 
celebrados con Bélgica el 31 de Mayo de 1872; con Italia en 
20 de Julio de 1882 y con Francia el 14 de Mayo de 1884, 
para la defensa por pobre, puesto que estas Naciones se han 
adherido á este otro. 

Extradición. — ^Los arts. 824 á 833, ambos inclusives de 
la Ley de Enjuiciamiento criminal, determinan todo cuanto 
se refiere á la extradición, aboliendo lo que preceptuaba la 
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Ley de 4 de Diciembre de 1855, sobre extradición, propie- 
dad, etc. 

La repagnaucia de las Naciones á celebrar Tratados de 
extradición, por no qaerer abandonar ninguna prerrogativa 
de la propia soberanía, se ha ido venciendo poco a poco, me- 
nos en la Gran Bretaña, que cuando se ha decidido a celebrar 
estos Tratados, los ha revestido de tales formalidades, que los 
hacen completamente ilusorios, puesto que allí la extradición 
se sujeta á un procedimiento especial, en un determinado 
Tribunal del Beino Unido, reservándose el decidir por sus 
mismos jueces, no sólo la culpabilidad, sino también si el deli- 
to merece ó no que se imponga la extradición al reo. 

España tiene hoy celebrados Tratados de extradición con 
los siguientes Estados: 

Alemania, (26 de Junio de 1878 y 21 y 30 de Julio de 
1894). 

Argentina, 7 de Mayo de 1881). 

Austria-Hungría, (5 de Junio de 1861). 

Bélgica, (28 de Juüo de 1870 y 28 de Enero de 1876). 

Brasil, (8 de Junio de 1872). 

Colombia, (23 de Julio de 1892). 

Congo, (30 de Julio de 1895). 

Chile, (30 de Diciembre de 1895 y l.^de Agosto de 1896). 

Dinamarca, (12 de Octubre de 1889). 

Ecuador, (sólo para la entrega de marineros desertores, 
20 de Octubre de 1889). 

El Salvador, (22 de Noviembre de 1884). 

Francia, (14 de Diciembre de 1877 y 25 de Junio de 1878). 

Gran Bretaña (21 de Noviembre de 1878 y 19 de Fe- 
brero de 1889). 

Guatemala, (7 de Noviembre de 1895 y 22 de Febrero 
de 1897). 

Italia, (13 de Enero de 1869 y 6 y 25 de Mayo de 1891). 

Japón 2 de Enero de 1897, (art. 6.«). 

Liberia, (12 de Diciembre de 1894). 

Luxemburgo, (5 de Septiembre de 1879). 

Méjico, (17 de Noviembre de 1881). 
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Monaco, (23 de Enero de 1860 y 3 de Abril de 1882). 

Países Bajos, (6 de Marzo de 1879 y 29 de Octubre 
de 1894). 

Portugal, (14 de Enero de 1867, 27 de Mayo de 1868, 6 de 
Diciembre de 1875 y acuerdo de 10 y de 12 de Mayo de 1884). 

Eusia, (14 de Julio de 1877 y 24 de Abril de 1888). 

Suiza, (31 de Agosto de 1883). 

Suecia y Noruega, (15 de Mayo de 1885). 

Santo Domingo, (en el Tratado de paz de 14 de Octubre 
de 1874 hay cláusulas de extradición). 

Uruguay (23 de Noviembre de 1885 y 31 de Enero de 1896). 

Venezuela, (23 de Enero de 1894). 

No tenemos Tratado de extradición con Bolivia, Costa 
Bicá, Grecia, Paraguay y Perú, ni menos con los países don- 
de las potencias ejercitan su propia jurisdicción y tienen Tri- 
bunales Consulares, como China, Marruecos, Persia, Turquía 
y su Estado tributario el Egipto. 

Expulsión.— Ley 4.», tít. XI. Don Felipe V en Madrid, 
el 16 de Junio de 1703. Facultad de residir los extranjeros y 
expulsión de los mismos. 

Decreto de las Cortes de Cádiz de 8 de Abril de 1813 sobre 
extrañamiento de España de los franceses ó de subditos de 
otras Potencias dependientes ó amigas de Francia. 

Ley de 13 de Mayo de 1847 sobre extranjeros y conce- 
diendo facultades extraordinarias á las Autoridades contra los 
mismos. 

Beal orden de Estado de 13 de Septiembre de 1848 acla- 
rando la ley anterior, y limitando las facultades extraordina- 
rias que conferia aquélla en cuanto á los extranjeros, á su ex- 
pulsión. 

Ley de 4 de Diciembre de 1855 sobre expulsión , extradi- 
ción, internación, etc. 

Artículos 13, 14, 15 y 16 del R. D. de extranjería de 1852. 

Art. 5.® dé la ley sobre asilo de 1855. 

Art. 3.« de la R. O. de 26 de Junio de 1858. 
Circular de Estado á los representantes extranjeros acre- 
ditados en España, fecha 12 de Febrero de 1892 sobre el pro- 



pósito del Gobierno de S. M. de expaUar á todo extranjero 
que conspire ó trate de alterar el orden público. 

Es preciso conocer también las disposiciones del art. 16 
del Convenio con Portugal de 21 de Febrero de 1870; el ar- 
tículo 5.** del Tratado con el Ecuador de 23 de Mayo de 1880; 
el art. 7.*» del celebrado con Colombia el 28 de Abril de 1894; 
el arfc. 6.*» del estipulado con Honduras el 17 de Noviembre de 
1894 y el art. 7.** del concertado con el Perú el 16 de Julio 
de 1897. 

EXHOETOS.— Eeal orden de Estado de 21 deEuerode 1853; 
aclarando el art. 34 del B. D. de extranjería de 1852 referente 
á exhortos. 

Beal orden de Gracia y Justicia de 12 de Febrero de 1853, 
dictando reglas acerca del despacho de exhortes para el ex- 
tranjero. 

Beal orden de Guerra de 11 de Junio de 1853 determi- 
nando la forma de remisión á las Autoridades extranjeras de 
los exhortos procedentes de los Juzgados militares. 

Beal orden de Hacienda de 30 de Septiembre de 1854 
mandando se arreglen los exhortos y suplicatorios al extran- 
jero á lo que allí se determina. 

Beal orden de Guerra de 11 de Noviembre de 1854 dic- 
tando reglas acerca de los exhortos y suplicatorios que se ex- 
pidan por los Juzga^dos militares al extranjero. 

Beal orden de Gracia y Justicia de 11 de Noviembre de 1854 
mandando no se expidan exhortos á las Autoridades francesas 
para embargo ó secuestro de bienes de los subditos franceses 
procesados en España, y que no se dé cumplimiento á los que 
remitan de aquel Imperio con igual fin. 

Beal orden circular de Gracia y Justicia de 6 de Febrero 
de 1868 dictando los requisitos que deben tener los exhortos 
que se dirijan al Brasil. 

Beal orden de Gracia y Justicia de 8 de Febrero de 1871 

disponiendo que los exhortos que se libren por los Jueces de 

primera instancia á Portugal se cursen por la vía diplomática. 

Beal orden de Gracia y Justicia de 30 de Noviembre de 1881 

disponiendo que los exhortos que en asuntos civiles se dirijan 
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á Porttigal deben ir legalizados por los Cónsules ó Vicecón- 
sules de esa nación en España. 

Beal orden de Gracia y Justicia de 9 de Marzo de 1888 
previniendo no se cursen los suplicatorios y exhortos que se 
dirijan al extranjero sobre materia civil, sin que el interesado 
deposite la cantidad necesaria para cubrir sus gastos. 

Circular de Gracia y Justicia de 24 de Marzo de 1891 man- 
dando se recuerde á los Jueces de Instrucción los preceptos 
vigentes sobre extradición y exhortos. 

Los artículos 193 y 194 de la Ley de Enjuiciamiento Cri- 
minal de 14 de Septiembre de 1882 se ocupan también de la 
forma y de la manera de remitir los exhortos al extranjero 
que van boy todos por la vía diplomática.' 

Pbopibdad literaria y artística.— Convenio con Fran- 
cia de 15 de Noviembre de 1853 para garantizar los derechos 
de la propiedad intelectual (literaria y artística). 

Real orden de Fomento de 29 de Febrero de 1856 diotando 
disposiciones para los efectos del Convenio con Francia que 
antecede. 

Real orden de Estado de 29 de Marzo de 1856 estable- 
ciendo estas disposiciones. 

Convenio con la Gran Bretaña de 7 de Julio de 1856. 

Convenio con Bélgica de 30 de Abril de 1869. 

Convenio con Cerdeña de 9 de Febrero de 1860. 

Convenio con Portugal de 5 de Agosto de 1860. 

Convenio con los Países Bajos de 31 de Diciembre 
de 1862. 

Ley de propiedad intelectual de 10 de Enero de 1879. Los 
arts. 50 y 51, otorgan la protección del Gobierno á las obras 
de un extranjero, publicadas fuera de España, si el país á que 
pertenece la concede á las de los españoles, y esto sin necesi- 
dad de Tratados ni de gestión diplomática, mediante la acción 
privada deducida ante el Juez. 

Convenio con Bélgica de 26 de Junio de 1880. 

Convenio con Italia de 28 de Junio de 1880. 

Convenio con Portugal de 9 de Agosto de 1880. 

Convenio con la Gran Bretaña de 11 de Agosto de 1880. 
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Protocolo adicional al Convenio de Portugal» firmado 
el 4 de Julio de 1881. 

Convenio con la república del Salvador de 27 de Junio 
de 1884. 

Convenio con Guatemala de 25 de Mayo de 1893. 

Unión internacional para la protección de obras artísticas 
y literarias, hecha en Berna el 9 de Septiembre de 1886, entre 
España, Alemania, Bélgica, Francia, Gran Bretaña, Haiti, 
Italia, Luxemburgo, Monaco, Suiza y Túnez.' 

Convenio con Méjico de 10 de Junio de 1895. 

Protocolo de 20 de Junio de 1896, ampliando el Convenio 
con Costa Eica. 

Acta de 4 de Mayo de 1896, modificando é interpretando 
el Convenio internacional de Berna de 9 de Septiembre 
de 1886, sobre la propiedad literaria y artística. 

Eeal decreto, de Estado, de 10 de Abril de 1900, poniendo 
en vigor, entre España y la Eepública Argentina, las reglas 
acordadas en el Congreso de Montevideo sobre propiedad 
literaria y artística. 

Eeal decreto, de Estado, de 28 de Mayo de 1900, dispo- 
niendo se consideren vigentes entre España y la Eepública 
del Paraguay las reglas convenidas en el Congreso de Monte- 
video, sobre propiedad literaria y artística. 

Propiedad industrial y marcas de fábrica.— Orden 
ministerial de Fomento de 14 de Agosto de 1873, resolviendo 
que todo extranjero debe, al solicitar el uso de una marca de 
fábrica en territorio español, atenerse á las prescripciones que 
se consignan en esta orden. 

Declaración firmada con la Gran Bretaña el 14 de Diciem- 
bre de 1875, garantizando la protección de las marcas de fá- 
brica y de comercio. 

Declaración firmada con Francia el 30 de Junio de 1876, 
para la garantía recíproca de marcas de fábrica y de co- 
mercio. 

Convenio internacional firmado en París el 20 de Marzo 
de 1883^ para la protección de marcas de fábrica y de comer- 
ciO; entre España, Bélgica, Brasil, Francia, Guatemala, Italia, 
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Países Bajos, Portugal, El Salvador, Servia y Saiza, constita- 
yéndoae en Estado de anión para el indicado fín. 

Beal decreto de Fomento de 16 de Agosto de 1888, conce- 
diendo protección temporal á todo invento, marca de fábrica 
ó de comercio, dibajo ó modelos industriales que figuren en las 
Exposiciones internaóionales que se celebren oficialmente en 
España. 

Beal orden de Fomento de 29 de Agosto de 1888, dispo- 
niendo cómo ha de solicitarse y concederse la protección tem- 
poral de la propiedad industrial en las Exposiciones. 

Protocolo de Madrid, de 14 y de 15 de Abril de 1891, para 
la protección de la propiedad industrial é interpretación del 
Convenio de París de 1883. 

Acuerdo con Austria-Hungría, de 21 de Enero de 1897, 
para asegurar la protección recíproca de inventos^ marcas y 
modelos. 

Cambio de Notas con el Japón, de 21 y 25 de Junio 
de 1898, relativo á la reciproca protección de la propiedad 
industrial. 

Canje de Notas hecho en Tánger el 3 y 6 de Septiembre 
de 1899, con la adhesión de España al acuerdo entre Inglaterra 
y otras Naciones para la protección de marcas de fábrica en 
Marruecos. 

Privilegios de invención. — Ley de 30 de Julio de 1878, 
fijando reglas y condiciones bajo las cuales todo español ó ex- 
tranjero, que pretenda establecer una nueva industria en Espa- 
ña, tiene derecho á su explotación exclusiva durante cierto nú- 
mero de años. 

Sociedades. — La Ley de 20 de Julio de 1862, dispuso que 
las sociedades anónimas y demás asociaciones comerciales é 
industriales de Francia que estén sometidas á la autorización 
del Gobierno, y la hayan obtenido, puedan ejercitar sus accio- 
nes ante los Tribunales españoles. 

Por Beal decreto, expedido previa consulta del Consejo de 
Estado, puede aplicarse este beneficio á otras Naciones. 

Circular de Fomento de 26 de Abril de 1869, resolviendo 
que las Compañías de seguros establecidas en el extranjero 
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pueden verificar operaciones en España con sujeción á las 
condiciones que se expresan. 

Eeal orden de Fomento de 19 de Mayo de 1872, recono- 
ciendo á todas las asociaciones conuBrciales é industriales ó 
financieras establecidas en Bélgica la facultad de ejercer todos 
sus derechos y comparecer ante los Tribunales españoles. 

Orden Ministerial de 1.^ de Octubre de 1873, autorizando 
á una Compañía inglesa para que pudiera repartir prospectos; 
circular anuncios y verificar operaciones propias de su institu- 
to; con la obligación de publicar sus estatutos en los periódicos 
oficiales y de presentar todos los años al Gobierno sus inven- 
tarios y balances anuales, asi como que en todos los contratos 
que celebre, ha de poner la cláusula de que se ha de cumplir 
en España, para lo cual se sujeta á la jurisdicción de los Tri- 
bunales españoles. 

En el art. S."* del tratado de Bélgica de 4 de Mayo de 1878, 
y en el 4.<> del celebrado el 12 de Julio de 1883, con Alemania, 
se estipuló que: «Las Compañías y demás asociaciones comer- 
aciales, industriales ó financieras, constituidas y autorizadas 
»según las leyes particulares de cada uno de los dos países, tie- 
»nen la facultad de ejercer todos sus derechos y comparecer en 
«juicio ante los Tribunales, sea para entablar una acción, sea 
»para defenderse en toda la extensión de los Estados y pose- 
»siones de la otra Potencia, sin más condiciones que la de con- 
»formarse con las leyes de dichos Estados y posesiones. Que- 
»dando entendido que las disposiciones precedentes se aplican 
»tanto á las asociaciones ó 4f(0iipañías constituidas y autorizadas 
»antes de la firma del presente Tratado, como aquellas que lo 
»sean después.» 

Declaración de la Gran Bretaña, de 29 de Enero de 1883, 
disponiendo lo mismo que en el anterior convenio, en beneficio 
de españoles y de ingleses. Puesto en vigor por Eeal decreto 
de igual fecha. 

El art. 28 del Codicio civil vigente, declara que: «Las Cor- 
poraciones, Fundaciones y Asociaciones reconocidas por la 
Ley y domiciliadas en España gozarán de la nacionalidad 
española, siempre que tengan el concepto de personas ju- 
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«Las Asociaciones domiciliadas en el extranjero tendrán en 
España la consideración y los derechos que determinen los 
Tratados y las Leyes especiales.» 

El art. 15 (tit. I), del vigente Código de Comercio, dice: 
«Los extranjeros y las Compañías constituidas en el extran- 
jero podrán ejercer el Comercio en España con sujeción á las 
Leyes de su país, en lo que se refiera á su capacidad para con- 
tratar, y á las disposiciones de este Código en todo cuanto 
concierna á la creación de sus establecimientos dentro del te- 
rritorio español, á sus operaciones mercantiles y á la jurisdic- 
ción de los Tribunales de la Nación.» 

«Lo prescrito en este articulo se entenderá sin perjuicio de 
lo que en casos particulares pueda establecerse por los Trata- 
dos y Convenios con las demás Potencias.» 

Beal decreto, de Estado, de 29 de Enero de 1883 mandando 
cumplir la declaración de la misma fecha firmada con Ingla- 
terra sobre el mismo asunto. 

Declaración firmada con la Gran Bretaña el 29 de Enero 
de 1883 sobre lo mismo. 

Beal orden de Hacienda de 6 de Septiembre de 1883 dis- 
poniendo que las Acciones de Sociedades extranjeras sólo están 
obligadas kl timbre en el momento de colocarse ó negociarse. 

Beal orden de Fomento de 29 de Enero de 1887 conce- 
diendo á los comerciantes é industriales extranjeros que lo 
soliciten, el ingreso en las Cámaras de Comercio españolas. 

Tbaducoiones. — Beal ordea de Gobernación de 30 de 
Junio 1837 mandando que las Autoridades admitan las recla- 
maciones y escritos de los agentes extranjeros aunque se ha- 
llen escritos en su idioma. 

Beal orden dé Hacienda de 17 de Septiembre de 1846 
mandando que los escritos en idioma extranjero que se pre- 
senten en el Ministerio de Hacienda sean traducidos al caste- 
llano por la Interpretación de Lenguas del Ministerio de Es- 
tado. 

Beal orden de Guerra de 14 de Agosto de 1863 sobre tra- 
ducción de documentos en idioma extranjero. 
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Beal orden de Gobernación de 8 de Agosto de 1857 proht* 
biendo la admisión de documentos en idioma extranjero si no 
les acompaña una traducción hecha por la Interpretación de 
Lenguas del Ministerio de Estado. 

Eeal orden de Estado de 13 de Abril de 1872 disponiendo 
no causen efecto las traducciones que no sean hechas por la 
Interpretación de Lenguas del Ministerio de Estado ó por loe 
Cónsules españoles. 

Títulos nobiliarios extranjeros. — Real decreto de 
Gracia y Justicia de 24 de Octubre de 1851 declarando que 
los títulos concedidos por Monarcas ó Gobiernos extranjeros 
no atribuyen ninguno de los derechos y prerrogativas conce- 
didos á los de Castilla, ni pueden usarse sin la competente au- 
torización. 

Real orden de Gracia y Justicia de 7 de Noviembre de 186í3 
resolviendo que la denominación con que habrá de autori- 
zarse en Espsma el uso de los títulos concedidos por el Santo 
Padre á subditos españoles sea la del apellido del agraciado . 

Quintas. — Real orden de 18 de Abril de 1843 mandando 
no entren en quintas ni en la milicia nacional los hijos de ex- 
tranjeros nacidos en España, aunque sus padres hayan ganado 
la vecindad en el Reino, pues la vecindad no impone á la fuerza 
el derecho de naturalización y ciudadanía. 

Orden de 18 de Abril de 1843 para que no se incluya en 
quintas ni en la milicia nacional á los individuos que, aunque 
nacidos en España sean hijos de extranjeros. 

Real orden de Gobernación de 8 de Mayo de 1847 man- 
dando se proceda con la mayor actividad en las reclamaciones 
de nacionalidad extranjera para eximirse del servicio militar. 

Real orden de Gobernación de 26 de Mayo de 1849 man- 
dando ejecutar el dictamen emitido por las Secciones de Es- 
tado, Guerra, Comercio y Marina del Consejo Real, sobre las 
exenciones del servicio militar solicitadas por algunos mo^os 
en el concepto de extranjeros (1). 

(1) Dicho dictamen emitido el 81 de Agosto de 1846, decia asi : 
«Que por regla general deben considerarse como extranjeros y eximirao 
como tales del servicio militar de mar y tierra á los extranjeros matricula 
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Real orden de Gobernación de 27 de Junio de 1859 dispo- 
niendo la manera de resolver la reclamación de los mozos que 
se crean con derecho á ser excluidos del servicio militar en 
España en concepto de extranjeros. 

Real orden de Gobernación de 16 de Noviembre de 1859 
mandando que los Consejos provinciales presten fe á todos los 
documentos expedidos por las Legaciones extranjeras, refe- 
rentes á la exención de sus respectivos subditos del servicio 
militar en España. 

Real orden de Gobernación de 28 de Enero de 1860 resol- 
viendo el caso de un extranjero domiciliado, como sujeto al 
servicio militar en España (1). 

Real orden de Gobernación de 29 de Abril de 1863 dispo- 
niendo que los hijos de extranjero matriculados, si son meno- 
res y viven con sus padres, aunque se hayan inscrito en sus 
respectivos Consulados, después del sorteo, no por eso dejan 
de ser extranjeros (2). 

Real orden de Gobernación de 3 de Mayo de 1863 man- 
dando no se exceptúe del servicio militar á ningún mozo hijo 
de extranjero aunque esté matriculado, si siendo primitiva- 
mente español, no ha obtenido la competente autorización 
para adquirir su nueva nacionalidad (3). 

Declaración con Portugal, firmada el 16 de Junio y el 9 

dos en sus respectivos Gonsalados y & los hijos de éstos, aunque nacidos en 
España y faltos de aqael requisito, siempre que sean menores de edad y 
vivan bajo la patria potestad.» 

(Ver Colección Legislativa, tomo XLYII, pág. 111). 

(1) Dada cuenta á la Reina del expediente promovido por D. G. quinto 
por el cupo de Fermoselle, en el reemplazo del año último para el Ejército, 
reclamando contra el acuerdo por el que el Consejo provincial de Zamora, lo 
declaró bien incluido en el alistamiento de dicho pueblo. 

Visto el párrafo 4.<^, art. I."" de la Constitución. 

Visto el párrafo segundo del Real decreto de Noviembre de 1862. 

Vista la ley 8.*, tit. XI, lib. VI de la Novísima Recopilación, en la que se 
expresa entre los requisitos necesarios para ganar vecindad el de tener do- 
micilio fijo en un pueblo durante diez años. 

Visto el art. 12 del citado Real decreto de 1852. 

Vista la disposición primera de la Real orden de 26 de Mayo de 1849 
expedida por el Ministerio de la Gobernación , declara que el referido D. G. 
no debe ser considerado como extranjero. 

(2) Ver Gaceta de 10 de Mayo de 1868. 

(8) Disposición que debía recordarse á las Autoridades de Canarias y de 
Galicia especialmente. 
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de Julio de 1875 para evitar qae los respectivos subditos pue- 
dan eludir el servicio militar. 

Beal orden de Gobernación de 24 de Mayo de 1876 para 
evitar que los españoles y los portugueses puedan evadirse y 
eludir el servicio militar. 

Beal decreto de Gobernación de 21 de Agosto de 1892 , 
ampliando por dos años el plazo concedido á los franceses na- 
cidos en España, para justificar que han cumplido con la Ley 
de reclutamiento en su país, según declaración firmada en Ma- 
drid el 2 de Mayo de 1892 modificando el art. 5,** del convenio 
consular de 1862. 

Beal orden de Gobernación de 14 de Enero de 1897 dic- 
tando reglas para cumplir el acuerdo firmado con Portugal 
para impedir que los subditos de ambos países puedan em- 
barcarse en los puertos de la otra Nación con objeto de eludir 
el servicio militar ó responsabilidades penales. 

Nota. Este cúmalo de disposioiones oontradictorias y vagas, 
debe ooasiooar mil confasiones á las autoridades sabalternas, y de 
ahí también, el que se originen sobre este partioular numerosos abu- 
sos, alguno de los cuales nos ha sido señalado. Estamos oouformes 
con el espíritu de la Beal Orden de 8 de Mayo de 1868, no queriendo 
reconocer la naturalización hecha sin permiso del Gobierno español, 
y más al naturalizado que vuelve al Beino; pero respecto de lo demás 
desearíamos mayor claridad y precisión; y puesto que con arreglo á 
Derecho, á los Tratados y á nuestras leyes, el nacido en España, nie- 
to de extranjero establecido en el Beino, es español; decir de una vez 
claramente: •El mozo nacido en España^ de padre extranjero que á su 
vez ha nacido también en España, es por fiierza español y debe entrar 
forzosamente en qtuntas.* En apoyo de lo cual podemos citar ínte- 
gros los dos dictámenes del Consejo de Estado que son de suma im- 
portancia y no dejan lugar á ninguna duda y que insertamos á conti- 
nuación. 

Exención denegada á A. L. M. que pretendía ser subdito portu- 
gués, y era hijo de portugués que á su vez había nacido también en 
España. 

Beknitida á informe del Consejo de Estado, esta solicitud, con Beal 
Orden de Gobernación de 21 de Julio de 1881 dicho Alto Cuerpo emi- 
tió el 18 de Julio de 1888 el dictamen siguiente: 
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«España de conformidad oon el principio más generalmente admi- 
tido, redaoe los efectos de la extracción á una concesión limitada 
categóricamente á la primera generación; y que tal limitación es la 
mejor prueba de que dicha extracción y la condición legal heredada 
no pueden juridicamente determinar la naturaleza. Por otra parte, 
con arreglo á dicho principio el articulo 24, del Real Decreto de 17 de 
Noviembre de 1852 negó la excepción del servicio militar al nieto de 
extranjero y como quiera que en el Convenio Consular con Portugal 
de 1870 no se establece nada en contrario, hay que atenerse á lo que 
cada Nación tenga establecido sobre el particular, se declara español 
y apto para el servicio militar á A. L. M.» 

Dictamen del Consejo de Estado, emitido el 7 de Junio de 1888. 
Desestimando la solicitud presentada por J. J. M. V. natural del Perú, 
hijo de español y rendentes ambo» en España, reclamando contra su 
inclusión en quintas eix España, como extranjero, y declarado espa- 
ñol y apto para el servicio militar. 

«La Sección de Gobernación del Consejo de Estado ha emitido el 
siguiente dictamen en el expediente promovido por J. J. M. V. recla- 
mando contra el fallo por el que la Comisión provincial de Valladolid 
le declara soldado sorteable en el reemplazo del año último por el alis- 
tamiento de Medina del Campo. Esta Sección ha examinado el ad- 
junto expediente promovido á consecuencia del recurso de nulidad 
entablado por J. J. M. V., mozo del alistamiento de M^edina del Campo 
y reemplazo del año último , contra el fallo en que la Comisión pro- 
vincial de Valladolid, confirmando el del Ayuntamiento de dicho pue- 
blo le declara soldado sorteable. 

»De los antecedentes resulta : Que el expresado mozo ni en la for- 
mación del alistamiento ni en la rectificación del mismo, reclamó su 
exclusión como extranjero, hasta la sesión de certificación y cierre 
definitivo de las listas, en que reclamó el padre y fué desestimada la 
reclamación por no justificarse el extremo, constando que dicho padre 
es español: Que en el acto de clasificación ante el Ayuntamiento se 
reprodujo dicha reclamación, y por ser el padre español y no justificar 
la cualidad de ser extranjero, el hijo se le declaró soldado, sin perjui- 
cio de acreditarlo: Que reclamando el fallo ante la Comisión provincial, 
tampoco se acreditó dicha cualidad y fué confirmado el acuerdo dol 
Ayuntamiento, cuyo fallo se notificó en el acto: Que en 28 de Diciem- 
bre último se recurrió nuevamente por el mozo, alegando su naciona- 
lidad extranjera y acompañando certificado del Consulado del Perú de 
haber nacido en el departamento y pueblo de Tacna, y la Comisión 
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enseBÍóo de 11 de Enero próximo pasado desesiimó la reclamaoión* 

»VÍ8t08 los artioalos 86 y 108 de la Lej de reemplazos de 11 de 
Julio de 1885, disposiciones que, eomo quebrantadas, se señalan por 
el reonrrente: Vistos los artículos 77 y 182 de dicha Ley: Vistos los ar- 
tículos 12 y 24, párrafo segundo del B. D. de 17 de Noviembre de 185^2: 

•Considerando que no puede estimarse infringido el art. 108, pueito 
que contra lo qae asevera el reclamante, el fallo en que la OomMióo 
provincial confirmó el acuerdo del Ayuntamiento, se le notifíc<ken el 
acto : Oonsiderando que lejos de poder reputarse quebrantado el ar- 
ticulo 86 el fallo reclamado se halla ajustado á la? prescripciones de 
éste y del 182, según los que no se admite recurso alguno de excepción 
del servicio, después de verificado el sorteo é ingresado los mozos en 
Oaja, los cuales pasaron á depender de la Autoridad militar, concur^ 
riendo además en este caso la circunstancia de no haberse justificado en 
tiempo oportuno la excepción solicitada: Considerando que, aun pres- 
cindiendo de todo esto, la exención alegada no podría admitirse, ya 
porque siendo como es el padre español, el hijo menor de edad, sigue la 
eondieidn de tu padre, y ya también porque el certificado del Consulado 
del Perú que se acompaña no aparece registrado en la matrícula del 
Gobierno de la provincia, la Sección opina que procede desestimar el 
recurso. 

»Y habiendo tenido á bien el Bey (q. D. g.) y en su nombre la 
Reina Begente del Beiño resolver de conformidad con el preinsertg 
dictamen, de B. O. lo digo á V. S. para su conocimiento y efectos co- 
rrespondientes.» 

Comunicado al Ministerio de Estado por el de la Gobernación ísn 
Beal orden de 7 de Junio de 1888. 

En este dictamen se encuentra la falta del principal argumento^ y 
es que siendo el individuo español, como hijo de español, según la Cons- 
titución; residiendo padre é hijo en el Beino, y determinando el art. 2.*' 
de la Ley sobre nacionalidad de los hijos de españoles en América de 
20 de Junio de 1864 que el Gobierno cuidará de que tan pronto como 
varíen de residencia (máxime residiendo en el Beino) recobren su nth- 
cionalidad española, ese individuo, dentro de España, es español, m\ 
derecho á opción por otra nacionalidad mientras no salga del Beinu. 
Porque, en virtud de la citada Ley, los hijos de españoles nacido» un 
América, serán americanos en aquel continente; pero para el Gobierno 
español siguen siendo españoles, y como tales sometidos á nuestras le 
yes, sobre todo residiendo en España, como cuando residen en América, 
los tratan allí y consideran como americanos, según se ha dicho antee* 
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Este caso difiere del citado por Calvo (1) del joven Eduar- 
do Bomaguera y Alizar, nacido en la Argentina, hijo de espa- 
:no], reclamado para las quintas en España en 1873, por resi- 
dir sa padre desde 1863 en San Feliú de Guixols, establecién- 
dose allí con toda su familia; pero ante la reclamación de la 
L^ación Argentina, fundándose en los arts. 7 y 9 del Trata- 
do d^ 21 de Septiembre de 1863, que dice el primero en su 
párrafo 4.*^: i^La simple inscripción en la matrícula de naciona- 
les que deberá establecerse en las Legaciones y Consulados de 
uno y de otro Estado, será formalidad suficiente para ha- 
cer constar la nacionalidad respectiva, y comprobado este ex- 
tremo debidamente, por decisión del Ministerio de la Gober- 
nación de 25 de Enero de 1873, se le declaró extranjero á des* 
pecho de la Ley de 1864, de la Constitución y de la re- 
sidencia.» 

No termina con el hermoso cuerpo de doctrina franca- 
mente liberal, expuesta en las anteriores páginas, la generosa 
y hospitalaria legislación española sobre extranjeros, pues 
lleva su extremada benevolencia hasta consignar en el artícu- 
lo 140 del Código penal vigente (año de 1870), Libro II, tít. l.«, 
Delitos contra la seguridad exterior deV Estado. Capítulo I. — 
Delitos de traición. «El extranjero residente en territorio espa- 
ñol, que cometiese alguno de los delitos comprendidos en los 
artículos anterioros será castigado con Ib. ^ens, inmediatamente 
inferior á la señalada en éstos (2), salvo ló establecido por 
Tratados ó por el derecho de gentes acerca de los funciona- 
rios diplomáticos.» 

Este articulo, creemos, sea el único en los Códigos cono- 
cidos, puesto que no marca ya igualdad, sino un notable y 
nunca visto privilegio á favor del extranjero. 

Tales son las disposiciones de nuestra amplia, generosa y 
hospitalaria legislación (3) sobre los extranjeros, francamente 

(1) «L0 Droit International Théorique et P.ratique. París, Tomo II, 
página 48. 

(2) Es decir para los españoles. 

(8) Otra prueba de ello es la seotenoia pronunoiada por el Tribunal Su- 
premo el 11 de Diciembre de 1893 respecto de la testamentaría de Don 
N. S. G., determinando que: 
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inspirada eu el más decidido espíritu de atracción y asimila- 
ción» con notoria ventaja para el extranjero, sobre el nacio- 
nal (1). 

Expuesto cuanto antecede, basta un ligero estudio de lo 
que cada Nación concede á los extranjeros; comparar su le- 
gislación tan severa y restrictiva con su desarrollo material y 
su preponderancia, y en seguida comparar ésta con nuestra 
situación, para convencerse de la exactitud de lo que constan- 
temente afirmamos; esto es, que no son los países que se 
muestran más severos con los que no son ciudadanos suyos, 
los que son menos prósperos y los que tienen menos prepon- 
derancia en el mundo político y comercial, comprendiéndose 
fácilmente que en los Estados regidos por leyes ampliamente 
liberales para el extranjero, sin los deberes que tenga el regní- 
cola, lo que conviene es ser allí extraño y no del país. 

Ya en otro trabajo nuestro, publicado hace tiempo (2), ha- 
bíamos llamado la atención sobre esta importante cuestión, 
reproduciendo una notable circular del Ministro de Belacio- 
ues Exteriores de la Eepública de Guatemala á los jefes polí- 
ticos del país, publicada en el periódico oficial El GiLatemalte- 

Tiene el carácter de extranjero qaien, nacido en territorio español, que 
laego pasó al dominio de la Bepúbliea Americana, adquirió y proclamó sa 
condición de subdito de ella, aaaqae después se trasladase á Gaba. viviera 
allilcvrgo» años, desempeñase funeianes judidaleB y faese incluido en el 
censo electoral; actos qae no significan la abdicación de la nacionalidad 
americana, como seria necesario, para qae ésta padiera perderse con arre- 
glo á las leyes que regían antes (*) de las vigentes de extranjería y Registro 
cítÜ, y qae son aplicables al caso; y caando el interesado, además, estaba 
rejgioUurmente inscrito en el Oonsalado de sa Nación qae varias veces le ex- 
pidió pasaporte para viajar fuera de la Isla de Cuba, (ver Queeta de 
Madrid de 19 de £nero de 1894). 

(1) No hemos citado en este trabajo la Ley de extranjería de Ultramar 
de 1870, ni las disposiciones legales sobre los hoy perdidos territorios de 
América y del extremo Oriente; como tampoco hemos querido citar los Tra- 
tados con los Estados Unidos del Norte de América porque, terminados todos 
con la guerra, y estando en negociaciones para concertar otros, nos ha pare* 
cido más conveniente aguardar la publicación de los nuevos. 

(2) «Oondición de los hijos de extranjeros nacidos en Venezaela.» Ma- 
drid, 1894, pág. 6. 

(*) Afortunadamente ya no rigen leyes qae permitían tan monstmoBO oaso de 
doble nacionalidad y de refinada perfidia oontra la primitiva Patria; siendo de desear, 
sé evite que los fuooionarios y naturales de los territorios que acabamos de perder, y 
que han acatado hoy la nueva Soberania en aquéllos, y basta la estftn sirviendo volun- 
tarism ente, puedan volver & reproducir este triste caso en tierra española. 

8 
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co el 4 de Septiembre de 1889, que por su importancia y la 
aplicación que tiene al caso presente, creemos oportuno re- 
producir á continuación: 

«Secretaria de Belaciones Exteriores de Guatemala, 81 de Agos- 
to de 1889. — Señor Jefe político de.... Ha solido suceder que algunos 
guatemaltecos, (afortunadamente pocos en número), se han presentado 
á los Consulados establecidos en el país, y valiéndose de falsas decla- 
raciones ó de documentos también falsos, se han hecho inscribir en 
los Begistros de matrícula como extranjeros y obtienen cartas ó cer- 
tificaciones de las cuales hacen uso para evadir el cumplimiento de 
importantes deberes que nuestras leyes les imponen.» 

«Los que así proceden, no sólo se hacen responsables de un hecho 
punible por cuanto importa mutación del estado civil, sino que agra- 
vando notablemente su falta al renegar su nacionalidad, exponen á su 
Patria á conñictos ocasionados á desagradables contestaciones.» 

«Excusado decir que las autoridades deben poner en práctica los 
medios que la Ley concede para reprimir con toda severidad seme- 
jantes hechos; y que tienen la estricta obligación de dar parte al Go- 
bierno de todos aquellos guatemaltecos que, por medios obrepticios 
ó subrepticios, hubieran obtenido, y en lo sucesivo obtuviesen y 
conservasen, carta ó certificación de naturaleza ó ciudadanía ex- 
tranjera.» 

«Con especiales instrucciones del señor Presidente, y mientras se 
dictan más eficaces disposiciones, que próximamente serán emitidas, 
hago á usted las prevenciones siguientes:» 

«!.'' Siempre que ante cualquiera autoridad administrativa, judi- 
cial ó militar, se hiciese uso de las indicadas cartas ó certificaciones, 
se sacará copia de ellas (devolviéndose al interesado el original) y se 
procederá á instruir averiguación sobre si los individuos que las pre- 
sentasen son ó no extranjeros.» 

«2.*^ Del resultado de esa averiguación y de las diligencias practi- 
cadas, se dará cuenta al Ministerio de Eelaciones Exteriores, á fin de 
que se hagan las gestiones convenientes para borrar del Registro de 
matrícula extranjera á los guatemaltecos inscriptos.» 

8.*^ Es deber de las Jefaturas y Comandancias de armas estable- 
cidas en distritos ó plazas donde hubiese Consulados, dar parte de los 
Cónsules que, á su juicio, expidieren sin pleno examen y conocimien- 
to de causa, las referidas cartas ó certificaciones, á fin de que toma- 
dos los informes que la justicia ó la conveniencia exijan, se proceda. 
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si fuese oportano, á retirar el ExéqwUur concedido á las patentes de 
dichos Cónsules.» 

«4.* Para que llegue á conocimiento de todos haga usted que esta 
circular sea debidamente publicada en todas las poblaciones del De- * 
partamente y mande fijar un ejemplar de ella en los lugares de cos- 
tumbre.» 

«Soy de V. muy atento S, S., firmado. — Martínez Sobral.t 

Este docamentO) en su misnia leal franqueza y sencilla 
espontaneidad, prueba de una manera evidente, que el egoís- 
mo de abyectos calculadores y de espíritus díscolos, no vacila, 
despreciando todo sentimiento de patriotismo, en buscar el 
vivir en su propia Patria disfrutando la situación privilegiada 
del extranjero; y esto no sólo por rehuir las cargas que le 
corresponden como á todo nacional, sino también para poder 
esgrimir contra su país, la protección que sabe ha de hallar 
siempre en los agentes diplomáticos ó consulares de la Na- 
ción bajo cuya bandera se ha acogido con tan ruines propó- 
sitos. 

Las Eepúblicas americanas, sumamente celosas de todo 
cuanto se relaciona con su independencia y su soberanía, y 
por consiguiente muy interesadas y atentas en lo que se refiere 
á nacionalidad y naturalización, son las que se han ocupado 
más de esta importante cuestión, y las que han dado la voz 
de alarma, denunciando y condenando toda clase de naturali- 
zación dolosa; como lo prueba el texto de la Ley venezolana 
de 15 de Mayo de 1882, que veremos más adelante al tratar 
de la expatriación. 

Don Antonio Flores, antiguo Presidente de la Bepública 
del Ecuador, y Eepresentante de la mi^ma en Madrid, en la 
época del cuarto Centenario del descubrimiento de América, 
publicó en Nueva York, el año de 1881, un concienzudo tra- 
bajo sobre tan importante materia, titulado inEquivoeaciones 
relativas á la naturalización en los Estados Unidos», que pre- 
sentó al ^Congreso jurídico íbero- americano^» de 1892, donde 
pronunció entonces un razonado discurso en apoyo de su 
teoría, del cual copiamos las palabras siguientes: 

«Error es harto común en los Estados hispano-america- 
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DOS, creer que para sastraerse á las obligaciones de la ciada- 
dania nativa» y escudarse contra la propia Patria, tras el pa- 
bellón de la gran Bepública, basta una carta de naturaleza, 
' lícita 6 ILÍCITAMENTE obtenida en los Estados Unidos. De 
ahí el anhelo para alcanzar éstas» y de ahí el abuso de los pa- 
peles de naturalización, tan fáciles de lograrse en los Estados 
Unidos por medio del soborno y del perjurio (actas del Con- 
greso jurídico Ibero-americano, reunido en Madrid en 1892. 
Madrid, 1893, pág. 413). 

Después de esta expresiva y terminante declaración, que 
dice por si misma cuanto se podría argumentar en apoyo de 
lo expuesto anteriormente; podemos todavía citar el caso que 
expone el •Informe del ministro de Belaciones Exteriores al 
Congreso de Colombia de 1896». Pág. 24, cap. VIII, acer- 
ca de los hijos del fundador del periódico Star and Herald de 
Panamá; naturalizados ellos en los Estados Unidos y conver- 
tido su diario en empresa norte-americana, por medio de una 
cesión á un sindicato formado en aquel país; todo para poder 
contrarrestar las leyes colombianas, abusando, según se des- 
prende del referido informe, de las ventajas del fuero de ex- 
tranjería. 

También recordaremos aquí el caso del prusiano Hofer, 
que dio lugar á la famosa controversia entre Prusia y los Es- 
tados Unidos, que terminó por el Protocolo firmado el 22 de 
Febrero de 1868 entre ambas Naciones, tan criticado en toda 
Alemania; que á su vez tuvo por consecuencia la Ley de 9 de 
Septiembre de 1885, de que nos ocuparemos más adelante. 

Bespecto de solicitudes de ciudadanía, con verdadera in< 
tención dolosa, de fecha más reciente y que más nos intere- 
san, podemos citar el caso publicado en el •Libro a^narillo de 
los Estados Unidos de Venezuela , presentado al Congreso na- 
cional en sus sesiones de 1896, por el ciudadano. Ministro de 
Belaciones ExterioresT». Caracas, 1896, pág. 268, en el que 
aparece un oficio del Cónsul de Venezuela en la Habana fe- 
chado el 4 de Mayo de 1885, diciendo que un tal José Jacinto 
Derizaus, natural de la Habana, é hijo de un venezolano, se 
le ha presentado para inscribirse como tal venezolano en el 
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día de la fecha, á los cincaenta y ocho años de edad, sin haber 
estado jamás en Venezuela, porqae como la Ley española 
maniñesta qne es extranjero el hijo de extranjero, mientras 
no haya reclamado el derecho á ser español qne le confiere sn 
nacimiento; y él nó lo ha reclamado ni lo quiere (sic) desea 
optar (¡á los cincuenta y ocho años!) por la nacionalidad de su 
padre. 

El Gobierno de Venezuela, con una corrección y un espí- 
ritu de justicia y de equidad, de los que puede vanagloriarse 
con legitimo orgullo, y de los que no pueden alardear, por 
cierto, algunas grandes Naciones; examinados los textos de 
sus diversas Constituciones hasta el de la actual vigente, re- 
chazó tan absurda pretensión, en los términos siguientes: 

«Si el interesado se queda sin nacionalidad, eso es negocio 
suyo. Bespecto á Venezuela, ¿qué pierde en no contar entre 
sus ciudadanos á persona qtie de nada le sirve, y a quien le 
incumbiría proteger en caso necesario, si ella lo solicitara?» 
El mismo Gobierno, con igual corrección y justicia, denegó 
otra absurda y criminal pretensión de un Tomás González 
Peña, que intentó naturalizar en Venezuela á su hijo, Arquipo 
González y García, natural y residente á la sazón en Tenerife 
(Canarias), sin duda con el repugnante y antipatriótico propó- 
sito de sustraerlo así al servicio militar, ¡el más sagrado de los 
deberes del ciudadano! — (Ver Gaceta Oficial, Caracas. Lunes 
27 de Enero de 1896. N.o 6.620). 

Si quisiéramos seguir citando casos detalladamente, llega- 
ríamos á deducir tan amargas y tristes consecuencias que nos 
descorazonarían para continuar nuestro penoso trabajo; sin 
añadir la fuerza del número más vigor á lo expuesto ni más 
evidencia á esta fatal idea del extranjerismo en la propia 
Patria, que amenaza cada vez más á nuestras nacionalidades, 
y, por lo tanto, preferimos atenernos á los ya citados, harto 
significativos, por desgracia. 

Creemos, pues, haber indicado y probado con ejemplos y 
hechos irrefutables, que en cuanto la condición del extranjero 
pudo mejorar hasta igualarse con la del nacional, vino á crear- 
se el heimathlosat, (el hombre sin patria) y que después, tan 
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pronto como se alcanzaron al extranjero, privilegios sobre el 
regnícola, ba surgido el extranjerismo sin emigración, estoes, 
dentro de la propia nación; resaltado que no pado ser previsto, 
basta abora, porque como acabamos de ver, estas mejoras de 
condición y esta situación privilegiada, se ban obtenido rápi- 
damente, una tras otra, casi en nuestros tiempos, sin poder 
oponer ninguna clase de deberes que pudieran contrabalancear 
tan gran suma de derecbos, cuando se trabajaba en alcanzar 
éstos. 

Como complemento de este estudio, creemos conveniente 
analizar abora, los efectos de la naturalización; la libertad de 
expatriación; y la vuelta del naturalizado á su primitiva Patria, 
para conocer aun más en su aspecto legal, este monstruoso 
delito del afán del extranjerismo, en el país del nacimiento; á 
fín de facilitar la manera mejor, no sólo de combatirlo, sino 
de impedirlo y destruirlo por completo. 



La naturalización y sus efectos. 



Existe una casi ananimidad de pareceres para apreciar y 
reconocer, que la nataralización no se rige por las reglas del 
Derecho Internacional, sino por las del Derecho público inte- 
rior de cada Estado; y qae cada país reglamenta como le pa- 
rece más conveniente su inconcuso derecho de conferir la na- 
cionalidad como y á quien creyere bien otorgarla; pero esto no 
obsta para que encaje dentro de las prácticas del Derecho In- 
ternacional privado, que según Huber, Hert, Story, Waechter, 
Laurent, Wharton, y otros varios publicistas, no es más que 
la teoría de los conflictos de Ley. 

De esto se deduce el indiscutible principio; que todos los 
Estados independientes tienen derecho á naturalizar los ex- 
tranjeros y á conferirles los privilegios de su domicilio adqui- 
rido, sin tener que consultar al Gobierno de la Nación á que 
dicho extranjero ha pertenecido hasta entonces por su naci- 
miento. 

También se reconoce sin discusión, que la naturalización, 
no tiene efectos retroactivos; pero que su primer efecto es 
romper los lazos que unían al naturalizado con su país de 
origen, poniendo fín á los deberes que tenia para con él. 

La condición del extranjero naturalizado se determina por 
la Ley de su país de adopción; pero esto sólo desde el momen- 
to de la naturalización, que como se ha dicho no tiene efectos 
retroactivos, y por consiguiente, la condición anterior á dicha 
naturalización, los hechos consumados antes de verificarla, 
deben apreciarse por la Ley del país de origen. 
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Mientras el naturalizado permanece en su país de adopción 
ó en otro oaalqaiera que no fuese el suyo de origen, es indis- 
cutible que goza de los beneficios de su naturalización sin res- 
tricción alguna; pero si vuelve voluntariamente á su primitiva 
Patria, quedará sujeto á las disposiciones legales que allí exis- 
tan sobre su situación particular. 

Ahora, si la naturalización se ha adquirido con violación de 
las leyes del país de origen, (infraudem legis), los lazos mora- 
les (1) que lo ligaban á su antigua Patria, no quedan comple- 
tamente rotos. De modo que, á menos de estipulaciones con- 
vencionales expresas; el naturalizado cuando vuelva en 

CUALQUIER ÉPOCA Á SU PAÍS NATAL, VUELVE Á CAER BAJO LA 
ACCIÓN DE LA JURISDICCIÓN TERRITORIAL DEL MISMO QUE PUE- 
DE PEDIRLE CUENTAS DE LAS OBLIGACIONES Y CARGAS Á QUE SE 
HA QUERIDO SUSTRAER INDEBIDAMENTE POR SU NATURALIZA- 
CIÓN. 

Este principio, es también indiscutible, porque asi como 
toda Nación independiente tiene el derecho de conferir el titulo 
de ciudadano á cualquier extranjero; también posee un poder 
supremo para reglamentar los deberes de fidelidad de sus sub- 
ditos y permitir, impedir ó dictar disposiciones sobre la expa- 
triación. 

En apoyo de esto mismo, dice nuestro concienzudo publi- 
cista é ilustre diplomático, Sr. Cólogan (2), tratando de varios 
casos y ejemplos: iPuede presentarse otro caso que ha sido 
más controvertido; pero que no nos parece menos fácil de re- 
solver; y esto sucede cuando el individuo que ha roto el lazo 
que le unía á su Soberano, ha contraído un nuevo vasallaje y 
adquirido una nueva nacionalidad en país extranjero, vuelve á 
pisar territorio jurisdiccional de su primitiva patria, aquella en 
que impera su primer Soberano. Entonces las reflexiones que 
presentamos al analizar el otro caso no tienen ningún valor, 
pues no se trata ya de optar entre las aduciones de dos Esta- 
dos igualmente independientes y respetables para un tercero; 

(1) Calvo, Le Droit International Théorique et Pratiqtte,. Tomo II, 
pág. 142, § 649. 

(2) Eitudio» aobre Nacionalidad, eto. Madrid, 1878. 
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68 llegado el momento de aplicar las propias leyes territoria' 
les de qae no conocemos otro jaez qne nosotros mismos y que 
tenemos perfecto derecho á dictar. 

Para probar sa aserto, cita en la página 36 de sn referida 
obra, el caso de un español qae se expatrió, eiadiendo asi el 
servicio militar, como por desgracia hacen continaamente y 
en número bastante crecido hoy, machos natarales de Cana- 
rias, Galicia y Astarias. Se nataralizó en el extranjero y des- 
paés se faó á la Habana. Allí las aatoridades desconocieron 
esta nataralización y le obligaron a servir en el ejército, fan- 
dándose en el art. 45 del B. D. de 17 de Noviembre de 1852. 

Calvo también cita alganos casos (1); pero sin an criterio 
decidido; paes si bien alganos confirman la recta teoría ex- 
puesta y apoyada por Cólogan, en cambio en otros parece qae 
sólo se propone hacer resaltar los efectos del derecho que los 
alemanes llaman gráficamente Faustrecht, (razón ó derecho de 
la faerza). 

En efecto, si los casos de Kotztha, Knacke, Tolen y Depie- 
rre aparecen resueltos correctamente, el de Hofer, qae ha 
sentado al parecer, jurisprudencia en los Estados Unidos, no 
resalta lo mismo. Martin Kotztha, húngaro de nacimiento, 
se había refagiado en Turquía en 1848 y después en los Esta- 
dos Unidos, donde se naturalizó, y posteriormente en 1853 
volvió á Turquía y allí el Cónsul de Austria en Esmirna lo 
arrestó. 

Beclamaron los Estados Unidos y se le puso en libertad, 
porque Mr. Marcy, Secretario de Estado de la Bepública de 
las Estados Unidos, sostuvo la sana y recta teoría de que, 
«debía protegerse al naturalizado en el caso de que fuese apre- 
sado en alta mar ó en el territorio de una Potencia neutral, 
por su antiguo Soberano.» Con la misma corrección resolvió 
aquella Bepública las reclamaciones de Prusia, dé España y 
de Francia respectivamente, al apresar y desconocer la natu- 
ralización norte- americana de J. P. Knacke, Ignacio Tolen, 
y Depierre; que habiendo vuelto á su primitiva Patria cada 

(1) Traite de Droit International Théorique et Pratique. Tomo II, 
p&ginaB 142 á 145. 
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ano, cubierto con la protección de su nueva nacionalidad, se 
les obligó, sin embargo, á cumplir su servicio militar, al que 
se habían sustraído por la emigración. 

Mr. Webster, á la sazón Secretario de Estado de aquella 
Bepública, declaró entonces que: tía vuelta voluntaria á su 
primitiva Patria indicaba una sumisión á la jurisdicción de 
su antigua Soberano,» y en virtud de esta declaración^ los 
Estados Unidos denegaron su apoyo y protección á estos tres 
naturalizados. 

Este proceder fué lógico y correcto, por cuanto la ,natura- 
lización parece ser consecuencia de la inmigración, animo m^a- 
nendi, que de otro modo ni se explica ni puede comprenderse 
en absoluto. 

En cambio esta rectitud de criterio no prevaleció para re- 
solver el caso del austríaco Tousig en 1854, porque entonces 
Mr. Marcy denegó la demanda de protección fundándose en 
que este individuo no estaba naturalizado y era simplemente 
un domiciliado, y que el pasaporte que se le había expedido 
se le había despachado mal. 

Más tarde, Mr. Cass, cuando fué á su vez Secretario de 
Estado de la misma Bepública, adoptó un criterio más cerra- 
do y menos ajustado á las reglas del derecho, generalmente 
reconocidas, sosteniendo la reclamación del prusiano Hofer, 
naturalizado en los Estados Unidos, y que volvió á Prusia, 
donde se quiso obligarle á cumplir su servicio militar. 

Mr. Cass, olvidando ó prescindiendo de que la Gommon^ 
law, es siempre la base de la legislación norte-americana, á 
pesar de su origen feudal, sostuvo la teoría de que: «el vasa- 
llaje ó dependencia perpetua del país de origen es un resto de 
barbarie, y que el ciudadano naturalizado que vuelve á su 
país de origen, lo hace ya como americano.» Y no contento 
con desconocer así los principios de derecho respetado por 
Mr. Webster y por Mr. Marcy; cuando en 1860 tuvo que sos- 
tener esta misma teoría con ocasión de una controversia aná- 
loga con Francia, dijo que: «Para someter á un naturalizado 
americano á una dada responsabilidad, era preciso que hubie- 
ra habido deserción real, ó que hubiese rehusado servir en el 
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ejército después de haber sido llamado para ello por el Go- 
bierno á qaien debía obediencia, antes de naturalizarse en los 
Estados Unidos. 

Es decir, que ya el someterse de nuevo voluntariamente á 
la jurisdicción del antiguo Soberano, no era suficiente motivo 
para anular la naturalización; y además, la responsabilidad de 
un hecho anterior á la renuncia y cambio de ciudadanía, se 
discutía tomando por base la expatriación efectuada, sin 
advertir si dicha expatriación se hizo infringiendo deberes y 
á despecho de las leyes patrias. La teoría es tan dura, que 
sólo puede apoyarse como hemos dicho en el Faustrecht, (de- 
recho de la fuerza) y no en la razón ni en la justicia. 

Tampoco encontramos mucha claridad en la circular diri- 
gida el 5 de Mayo de 1869, por Mr. Hamilton Fish, á Mr. H. 
C. Hall, Cónsul general de los Estados Unidos en la Habana, 
que decía así: 

«Departamento de Estado. Washington, 5 de Mayo de 1869. A mis- 
ter H. G. Hall, Cónsul general de los Estados Unidos en la Habana. 
»Señor : Aoaso á Vd. recibo de su despacho núm. 80, en lel que me 
expone que: fEn varias ocasiones algunos cubanos de nacimiento, 
idespnés de haberse naturalizado como ciudadanos de los Estados 
nUnidos, habían regresado á la isla de Cuba, residiendo allí perma- 
»nentemente, sin haber comunicado su cambio de nacionalidad, y que 
»en algunos casos habían aceptado cUstinos que sólo podían ser desempe- 
tañados por subditos espanolesi^^ pidiendo Vd. instrucciones que le sirvan 
de norma si se solicitase su intervención oficial á favor de alguno de 
ellos. En su respuesta, debo manifestarle que es casi imposible esta- 
blecer reglas para todos los casos que puedan presentarse. Los ciu- 
dadanos naturalizados y los nacidos en el país tienen derecho á la 
misma protección de parte del Gobierno de los Estados Unidos, aun 
cuando se hallen en país extranjero; pero los unos y los otros en este 
último caso se hallan sujetos á obedecer y observar las leyes del país en 
que se enetientran, del mismo modo que lo efectúan los ciudadanos ó 
subditos del mismo. 

»Los que residen en un país extranjero y fijan allí su domicilio, 
quedan obligados á cumplir los deberes que el Gobierno de dicho país 
impone á sus propios naturales. 

iPuede también suceder que algún ciudadano naturalizado, al re- 
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gresar á su país natívOi resida en el mismo coq marcada intención de 
permanecer en él ó con la idea de aceptar allí destinos incompatibles 
con su adoptada ciudadanía ó que oculte, durante algún tiempo, el 
cambio de nacionalidad y pase él mismo como ciudadano de su país 
natal hasta que llegue el momento en que le convenga reclamar en favor 
de 8U$ intereses la mterveneión del representante de su patria de adopción: 
que demuestre^ en fin, una intención marcada de abandonar los nuevos 
derechos adquiridos y volver á sujetarse á su primitiva patria, hasta 
el punto de librar al Gobierno de la que adoptó después de la obligación 
de protegerle como á uno de sus subditos mientras permanezca en su 
país nativo. 

•En todos los casos que se le presenten, debe Vd. ejercer el mayor 
celo y cuidado y usar de una prudente discreción para averiguar y 
determinar si cada peticionario ha mantenido por completo y con la 
mejor buena fe su adhesión al Gobierno de los Estados Unidos, seguro 
entonces de que, este Departamento le apoyará á Vd. mientras se ciña 
por completo á las reglas dictadas en la presente instrucción. — Fir- 
mado. — Hamilton Fish,n 



Tales son los ambiguos términos de esta circular que emana 
del Gobierno del General Grant, y en la que ya se ve una ten- 
dencia que debía dar sus frutos más ta.rde. 

Contra esa tendencia pudieron tomar eficaces precauciones 
algunos Gobiernos bastantes fuertes, para hacer oir su voz y 
evitar los males que podían originarse de la exageración de 
estas teorías. 

Por otra parte, el Gobierno alemán en vista de sus dife- 
rencias con el del Norte de América y de las que ocasionaba 
el texto del art. 1.** de su Tratado con esta Bepública de 22 de 
Febrero de 1868, tan criticado en todo el Imperio, dispuso 
que su Ministro del Interior dictase el 9 de Septiembre de 1885, 
y de acuerdo con el Ministro de la Guerra, varias medidas re- 
glamentarias de policía, respecto á los prusianos que, habiendo 
emigrado á América, vuelvan á su país natal, cuando todavía 
por su edad estén sujetos al servicio militar. 

«Toda persona sometida á la Ley militar que vuelva á Pru- 
sia, como ciudadano de los Estados Unidos de América, no 
podrá permanecer en el territorio más que algunas semanas, 
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y será expulsado en cuanto por sus actos y alusiones á su po- 
sición excepcional se haga incómodo á los demás. 

»Será también expulsado si su emigración á América ha 
tenido por objeto, evidentemente, sustraerse al servicio mi- 
litar» (1). 

Tan enérgicas disposiciones han sido adoptadas en vista 
de que no se creyó bastante preciso, eficaz y terminante, las 
del art. á."" del referido Tratado de 1868, que dicen asi: fEl 
alemán naturalizado norte-americano que vuelva á Alemania 
y se establece, ánimo manendi, se considera que renuncia á su 
naturalización. 

»E1 establecimiento ánimo manendi, se presume, cuando el 
interesado reside dos años seguidos en su pais natal.» 

Posteriormente, el rigor respecto á este asunto, ha aumen- 
tado bastante en Alemania: la prensa de París de Noviembre 
de 1897 denunció al Gobierno francés el hecho siguiente: 
Mr. C. C, de 25 años, natural de Orou (Lorena alemana), y 
propietario en Moivron (Meurthe et Moselle), se dirigía á 
Metz acompañado de su mujer. Al llegar á la frontera fué 
detenido por el Comisario de policía alemán, que le notificó 
debía cumplir una condena de cuarenta días de prisión como 
prófugo, y después incorporarse á un Begimiento para cumplir 
su servicio militar. Mr. C. C. fué encarcelado provisional- 
mente en la prisión de Arras. 

El padre de C. C. había optado desde 1871 por la naciona- 
lidad francesa, y Mr. C. C, por su parte, había hecho su ser- 
vicio militar en uu Begimiento de infantería en Nancy. Sin 
embargo, fué detenido y arrestado por las Autoridades ale- 
manas (2). 

En el Tratado celebrado entre la Gran Bretaña y los Es- 
dos Unidos (le América el 13 de Mayo de 1870, se estipula en 
el art. 3.® la facultad gubernativa de anular toda naturaliza- 
ción de los que vuelvan á establecerse en su país de origen. 

«Si algún subdito británico, naturalizado en los Estados 
Unidos, volviese á residir en los dominios de S. M. Británica, 

(1) Ver Jottrnal de Droit International privé , 1886, pág. 584. 

(2) Ver entre otros Le GaüUns, París. Le 8 Novembre 1897. 
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podra el Gobierno de S. M. por si y bajo las condiciones que 
teuga por conveniente fijar, volver á admitirlo pon el carácter 
y privilegio de subdito británico, y en este casO; los Estados 
Unidos^ no lo reclamarán como ciudadano suyo, fundándose 
eu BU anterior naturalización.» 

Tau sabias y acertadas medidas, lo mismo las tomadas por 
Alemania que las pactadas por la Gran Bretaña, demuestran 
de uü modo evidente, con fuerza inmensa, la importancia que 
esos Gobiernos han prestado á la posibilidad del extranjerismo 
en el propio país natal, convencidos de los peligros que encie- 
rra el permitir al nacional que vuelve a su Patria revestido de 
una protección extraña. 

Estas disposiciones son además una nueva prueba de la 
conveniencia de limitar ó reglamentar la libertad de expatria- 
ción, que tan generosamente otorgan nuestras leyes (1) y que 
estamos viendo como se restringen en los principales países 
del mundo. 

(1) Ter el art. 26 del Código civil vigente. (Lib. I, tít. I). 



De la naturalización en España. 



Las Leyes españolas determinan que el extranjero puede 
naturalizarse en España y adquirir nuestra nacionalidad por 
vecindad ó por concesión expresa del Gobierno. 

La Ley VI, lib. I, tít. XIV de la Novísima Eecopilación, 
dispuso por Beal resolución de Don Felipe V de 26 de Agosto 
de 1715, que no se concedan naturalezas de estos Beinos, sin 
pedir el consentimiento de las ciudades y villas de voto en 
Cortes; pero después, por la adición que hizo el Bey el 7 de 
Septiembre de 1716, á la instrucción de 1558, se mandó que 
pudiesen despacharse sin previa consulta, las naturalizaciones 
que no fuesen para gozar renta eclesiástica, en cuyo caso si 
debia preceder la consulta. 

Posteriormente, por resolución á consulta del Consejo 
de 1.^ de Octubre de 1721, se declaró que en los Beinos de 
Aragón, Valencia, Cataluña y Mallorca, debe pedirse el con- 
sentimiento para la naturalización á las ciudades de voto en 
Cortes; y en los casos en que por conceder S. M. naturaleza 
limitada ó absoluta para todos los Beinos de España, se pidiese 
el consentimiento á las ciudades de voto en Cortes de los Bei- 
nos de Castilla, y que lo mismo deberá practicarse con los de 
la Corona de Aragón. 

Vecindad. — Ley III, lib. VI, tít. XI de la Novísima Be- 
copilación. 

«Don Felipe V, por resoluoión á consalta de la Junta de extranje- 
roB de 8 de Marzo de 1716. 

«GirouDstancias que deben conourrir en los extranjeros para consi- 
derarse por veoinos de estos Beinos. 

»Debe considerarse por vecino, en primer lugar, cualquier extran- 
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jero qud obtieD6 privilegio de nataraleza; el que nace en estos Beinos; 
el qne en ellos se convierte á nuestra santa Fe Católica; el que vi- 
viendo sobre sí establece su domicilio; el que pide y obtiene vecin- 
dad en algún pueblo; el que se casa con mujer natural de estos Beinos 
y habita domiciliado en ellos; y si es la mujer extranjera que casase 
con hombre natural, por el mismo hecho se hace del fuero y domicilio 
de su marido; el que se arraiga comprando y adquiriendo bienes raíces 
y posesiones (1); el qne siendo oficial viene á morar y á ejercer su ofi- 
cio; y del mismo modo, el que mora y ejerce oficios mecánicos ó 
tiene tienda en que venda por menor (2); el que tiene oficios de Con- 
cejo públicos, honoríficos ó cargos de cualquier género que sólo pue- 
den usar los naturales; el que goza de los pactos y comodidades que 
son propios de los vecinos; el que mora diez años con casa poblada en 
estos Beinos; y lo mismo en todos los demás casos en que conforme á 
derecho común, Beales órdenes y leyes adquiere naturaleza ó vecin- 
dad el extranjero, y que según ellas está obligado á las mismas cargas 
que los naturales, por la legal y fundamental razón de comunicar de 
sus utilidades (8); siendo todos estos legítimamente naturales, y estando 

(1) Por una orden de la Junta de Comercio y Moneda de 11 de Enero 
de 1771, se mandó por punto general que todos los malteses que se hallasen 
con casa y tienda fíxa en estos Beynos, y quisiesen continuar en ellos su 
oomeroio por menor, habían de renunciar en el término de ocho días su 
propio fuero y domicilio, avecindándose como vasallos de Su Majestad, con 
incorporación á su respectivo gremio, y sujeción á las leyes Beales, estatutos 
municipales y demás cargos concejiles, otorgando U correspondiente escritura 
de renuncia de fuero y sujeción á las penas impuestas por la ley de contra- 
ventor y obligación también de que los que estuviesen casados en Malta, ú 
otra parte fuera del Beyno, hubiesen de traer á España sus mujeres en el 
discurso de un año, que loa malteses que no quisiesen domiciliarse ni incluirse 
en gremio, sino tenerse por transeúntes, no pudiesen hacer el comercio por 
menor, sino por mayor y en grueso, como lo executan los mercaderes de 
Lonja cerrada y los demás extranjeros no domiciliados en estos Beynos; y 
con la condición de que asi los qne en adelante se domiciliasen como los 
transeúntes, hayan de traer géneros de buena calidad, lícito comercio y arre- 
glados á las leyes y estatutos del Beyno. 

(2) Por otra orden de la misma Junta de 18 de Mayo de 1774, se mandó, 
que los expresados malteses que quisieren avecindarse en España deben afian- 
zar su permanencia, respecto á estar prohibido por las leyes, que vasallo al- 
guno pueda salir de estos Beynos con su casa y familia sin licencia del Bey, 
pena de perdimiento de los bienes que dexasen en ellos; y si avecindados en 
el Beíno, mudaren domicilio dentro de él, hayan de repartir la fianza en todos 
los lugares en donde tomaren domicilio; y no sujetándose á las referidas 
providencias no se les permita hacer el comercio y se les cierren las tiendas. 

(8) Últimamente por vía de declaración de la orden antecedente de 18 de 
Mayo de 1774, resolvió la misma Junta en 17 de Octubre del propio año. que 
á los malteses se les admita por fianza la obligación reciproca y de mancomún, 
que otorguen los unos por los otros, de mantenerse domiciliados en el Beyno 
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obligados á contribuir como ellos, distiagoiéndose los transeúntes en 
la exoneración de oficios concejiles, depositarías, receptorías, tutelas, 
curadurías, custodia de panes, viñas, montes, huéspedes, leva, mili- 
cias (1) y otras de igual calidad. Y, finalmente, que de la contribución 
de alcabalas y cientos nadie está libre, y que solo los transeúntes lo 
estén de las demás cargas, fechos ú servicios personales con que se 
distinguen unos de otros, debiendo declararse por comprehendidos 
todos aquellos en quienes concurran cualquiera de las circunstancias 
que quedan expresadas. (Segunda parte del art. 22, tít. IV, lib. VI, B).b 

La Constitución de 1812, limitó la facultad de conceder 
las cartas de naturaleza á las mismas Cortes. 

Circular de 28 de Mayo de 1837, sobre naturalización. 

El art. 1.^ de la Constitución de 1845, preceptuaba que: 
«Una ley determinará los derechos que deberán gozar los ex- 
tranjeros que obtengan carta de naturaleza ó hayan ganado 
vecindad;» — ^pero esta ley no llegó, sin embargo, á promulgarse. 

El Beal decreto orgánico del Consejt) Beal, de 22 de Sep- 
tiembre de 1845, en su articulo 7.^ consignó como regla que 
el Gobierno consultaría á este cuerpo, entre otras cosas, sobre 
la naturalización de extranjeros. 

En el art. 48, de la Ley de 17 de Agosto de 1860, se con- 
signó lo mismo. 

En las Constituciones de 1869 y de 1876, no se reitera esta 

y de UQ salir de él sin legítimos pasa^rtes, dexando abiertas bus tiendas y 
pobladas sus casas durante bu ausenoía; entendiéndose haber de ser tres á 
lo menos y estos de los ya establecidos oon tienda y oomeroio, los que hayan 
de continuar la mencionada obligación; y quando la constituyan por alguno 
que yaya á establecerse en otro pueblo no sirva si no va acompañada de 
informe ó providencia de la Justicia por donde conste ser cierta, y otorgada 
con arreglo k lo mandado por la Junta, á donde se deben remitir dichas 
obligaciones para su aprobación, y sin cuya licencia no han de poder salir 
del Beyno los expresados malteses. T por lo que toca á traer sus mujeres, se 
mandó que, los que estaban establecidos al tiempo que se expidió la orden 
de 11 de Enero de 1771, y tuviesen legitimes impedimentos para traerlas, los 
justifíoasen dentro de tres meses, y no haciéndolo se les cerrasen las tiendas 
y se les tratase como transeúntes. 

(1) Por Beal cédula de 6 de Junio de 1778, declaratoria de la de 17 de 
Marzo del mismo año, concedió S. M. el privilegio de exenoión del sorteo y 
eervicio militar para el reemplazo del ejército á los hijos de extranjeros in- 
dustriosos nacidos en estos Beynos, sin embargo de que se consideran como 
naturales y vasallos, sujetos á las leyes y cargas públicas como sus padres, 
siendo de primer grado y con tal que vivan aplicados á los oficios de éstos ó 
que se ocupen verdaderamente en otra industria provechosa al Estado. 
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disposiciÓD; pero dicen también que son españoles, los extran- 
jeros que han obtenido oarta de naturaleza y los que sin ella 
hayan ganado vecindad. 

No queremos pasar más adelante, sin hacer constar una 
vez más, como ya lo hicimos en otro trabajo nuestro (1), que 
aunque es muy general, hasta entre nuestros jurisconsultos, 
incurrir en el grave error, al apreciar la legislación española 
sobre nacionalidad, vecindad y naturalización, de creer que 
todos sus preceptos son obligatorios; que por el contrario, la 
mayoría de ellos, y sobre todo los que están basados en el 
ju8 sanguinis, son completamente voluntarios. 

España aprecia el carácter jurídico de la nacionalidad, como 
un contrato sinalagmático, entre el Estado y el individuo; y 
de ahí deduce también el principio fundamental de que la 
nacionalidad no se impone, sin que esto quiera decir que no 
tenga derecho á limitar en determinados casos, el sentido vo- 
luntario de su nacionalidad, fijando ciertas reglas como las que 
prescribe el art. 24, del decreto de 17 de Noviembre de 1852; 
reglas que son de orden público internacional, en el sentido 
de que no admitiría que las prescripciones contrarias de una 
ley extranjera puedan prevalecer contra ellas. 

una prueba irrefutable de que el espíritu que informa 
nuestras leyes de nacionalidad, naturalización y vecindad, es 
la voluntad y no la imposición, resulta clara y evidente del 
texto de la Beal orden sobre el concepto de la vecindad, 
de 18 de Abril de 1843, mandando no entren en quintas ni en 
la milicia nacional los hijos de extranjeros nacidos en España, 
aunque sus padres hayan ganado la vecindad en el Beino, pues 
la vecindad no impone á la fuerza el derecho de naturalización 
y ciudadanía. 

Concepto más claramente explicado en la Circular de 28 de 
Mayo de 1837, que decía así: 

«Muy Señor mío: A su debido tiempo recibí la Nota que el Sr. Em- 
bajador de S. M. el Bey de los franceses, se sirvió dirigirme en 27 de 

(1) «OondioiÓD de los hijos de extranjero, nacidos en Yeneznela.! Ma- 
drid, 18M, pág. 1% 
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Abril último, haciendo varias reflexiones sobre la disposición conte- 
nida en los párrafos 1.* y 4."^ del art. I de la Constitución reformada, y 
pidiendo en su virtud, que la nacionalidad que allí se declara en £Avor 
de las personas que hayan nacido en España, se entiende ser volun- 
taria, y discrecional en los hijos de subditos extranjeros, asi como la 
que puede adquirirse ganando vecindad en cualquier pueblo de la mo- 
narquía. 

Aunque el Gobierno de S. M. estaba persuadido de que la intención 
de las Cortes Constituyentes era conforme á los deseos del Sr. Emba- 
jador, y que no podía haber sido el ánimo de la Eepresentación Na- 
cional imponer como una obligación forzosa, lo que consideraba como 
un privilegio y un honor distinguido, quiso no obstante S. M. la 
Beina Gobernadora que el Ministerio provocase en el seno de las 
Cortes, una aclaración explícita y positiva sobre el asunto; y en efecto 
en la Sesión de 11 de este mes, impresa en el Diario núm. 122, tuvo 
la satisfacción de ver explicados y desenvueltos sus propios prin- 
cipios por la Comisión entera del proyecto de Constitución y acogidos 
por las Cortes con asentimiento general. De que resulta que el decirse 
en los expresados párrafos que son españoles todas las personas que 
hayan nacido en España y los extranjeros que hayan ganado vecindad 
en cualqiner pueblo de la monarquía, es en sentido de conceder á unos 
y otros individuos una facultad y un derecho, no en el d^ imponerles 
una obligación ni forzarles á que sean españoles contra su voluntad, ú 
teniendo derecho de nacionalidad en otro país, la prefieren á la ad- 
quirida en España. 

Tal es la verdadera inteligencia de dichos párrafos que de la ma- 
nera más clara y terminante ha sido fijada por las mismas Cortes 
Constituyentes en su referida sesión, la cual parece al Gobierno 
de S. M., que basta para prevenir toda duda y satisfacer enteramente 
las que ha tenido y manifestado dicho Sr. Embajador en la citada Nota 
á que tengo el honor de contestar. Aprovecho: etc. 

El art. 101 de la vigente Ley del Eegistro civil, dispone 
que: «Las cartas de naturaleza no producen efecto hasta au 
inscripción en el Begistro civil». 

El art. 102 dice: íLos extranjeros que hayan ganado ve- 
cindad en un pueblo de España gozarán de la consideración y 
derechos de españoles, desde el instante en que se haga la co- 
rrespondiente inscripción en el Begistro civil. 

«Al efecto deberán presentar ante el Juez municipal de su 
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domicilio, jastiñcación bastante practicada con citación del 
Ministerio público, de los hechos en virtud de los cuales se 
gana dicha vecindad renunciando en el acto á la nacionalidad 
que antes tenían.» 

«De los hechos comprendidos en la justificación practicada 
y de esta renuncia deberá hacerse mención expresa en el 
asiento respectivo.» 

Beglamento para la ejecución de la Ley del Registro civil. 

Art. 66. (Capitulo VIII). 

«La inscripción se hará con sujeción á lo dispuesto en los 
arts. 20 y 100 de la Ley, y en los 21 y 25 de este Beglamento.» 

«También se observará, en los respecti^ros casos á que se 
refieren, lo prevenido en los arts. 101, 102, 104, 105, 106, 107, 
108, 109, 110, 111 y 112 de la Ley del Registro. 

El art. 20 de la Ley, detalla la forma de hacer las inscrip- 
ciones. 

El art. 97. Los documentos que se deben presentar. 

El art. 100. Lo que debe expresarse en cada inscripción. 

El art. 21 del Beglamento, explica el art. 20 de la Ley; en 
cuanto á forma de la inscripción. 

El art. 25 indica la naturaleza de los documentos que se 
han de presentar para cada inscripción. 



CARTAS DE NATURALEZA 

De modo que recopilando cuanto queda expuesto, dire- 
mos que: 

La Gonstitación de la Monarquía en su título 1.°, art. 1.*", par. d."", 
declara que son españoles los extranjeros que obtienen carta de natu- 
raleza. Con arreglo á nuestras antiguas leyes recopiladas, la carta de 
naturaleza se divide en cuatro clases. Las tres primeras clases se hallan 
en desuso por referirse á privilegios y beneficios que ya han caducado, 
y aun la denominada de 4.* clase, que es la que viene concediéndose, 
no concuerda tampoco con la legislación moderna. 

Según la Ley VI, libro 1 •'', título 14 de la Novísima recopilación, 
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la carta de nataraleza de 4.* oíase es: cpara lo secular y sólo para gozar 
de honras y oficios, como los natarales, exceptuando todo lo qae está 
prohibido por las condiciones de millonesi. Pero como la excepción 
qae establece no tiene hoy razón de ser, se entiende en la actaalidad 
por carta de naturaleza de cuarta clase ó única, de acuerdo con la 
Constitución, la que concede á los extranjeros cuafUos derechos asi civiles 
como políticos disfrutan los españoles. 

Sin embargo, esta carta de 4.* clase no parece que otorga 
la ciudadanía si no sólo la nacionalidad, puesto que ha ocu- 
rrido el caso de un individuo de origen inglés, que obtuvo en 
España carta de naturaleza de 4.'^ clase, sirvió en el ejército 
español, mereció se le otorgase por su conducta en África la 
cruz de San Fernando; casado con española, propietario en 
España, fué diputado provincial por Valencia; y á pesar de 
todo esto, cuando en 1878, dicha provincia lo eligió senador, 
la Comisión de actas del Senado, estimó que su naturalización 
no era bastante para recibir la investidura de senador^ j 
dicho individuo, no tomó asiento en aquella alta Cámara (1); 
observándose en esto la misma regla que observa Italia. 

La carta de naturaleza, se otorga por Beal decreto, previo 
informe del Consejo de Estado (2). Tampoco existe ninguna 
otra disposición que señale las condiciones necesarias para 
obtener esta gracia; la permanencia de algún tiempo en España^ 
y el propósito de continuar en el país, para ejercer una indus* 
tria ó un oficio útil, son las circunstancias que se consideran 
suficientes en la práctica para que el extranjero de buena con- 
ducta y mayor de edad, obtengan la carta de naturaleza 
con la obligación de prestar juramento de fidelidad á la Cons- 
titución de la Monarquía y obediencia á sus leyes, con renuncia 
de todo pabellón extranjero, é inscripción en el Eegistro civil. 

Jlf odo de adquirir la vecindad. — El párrafo 4.** del art. 1,* de 
la Constitución, considera también españoles á los extranje* 

(1) Emilio Bravo: ^Derecho Internacional Privadcrt Madrid, 1686^ 
pág. 66. 

(2) Esta consalta se hace en virtud de lo dispuesto en los arts. 7 del Beal 
decreto orgánico del Consejo Beal, de 22 de Septiembre de 1845, y el 4tt de 
la Ley de 17 de Agosto de 1860; siguiendo la tradición de todas nuestras 
leyes sobre el particular. 
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ros que, sin obtener carta de naturaleza, hayan ganado vecin- 
dad en cualquier pueblo de la Monarquía; lo cual se consigue 
con arreglo á la Ley 3.^ de la Novísima recopilación ya citada: 

«El nacido en estos Beinos, el que en ellos se convierte á la fe 
católica, el que viviendo sobre si establece su domicilio, «1 que pide 
y obtiene vecindad en algún pueblo, el que se casa con mujer natu- 
ral de estos Reinos y habita domiciliado en ellos, el que se arraiga 
comprando y adquiriendo bienes raíces y posesiones, el que siendo 
oficial viene á morar y ejercer su ofioio; el que mora y ejerce oficios 
mecánicos, ó tiene tienda en que venda por menor, el que tiene ofí • 
oíos de concejo públicos, .honoríficos ó cargos de cualquier género, 
que sólo puedan usar los naturales; el que goza de los pastos y como- 
didades que son propias de los vecinos; el que mora diez años con 
casa poblada en estos Reinos y el que se halla en cualquier otro caso 
favorecido por el derecho común.» 

En 1879 se presentó á las Cortes un proyecto de Ley de na- 
turalización de extranjeros (L), en el que su autor, después de 
una bien hecha reseña de las leyes españolas sobre la materia, 
hace algunas ligeras comparaciones con las de otros países, 
preocupado ante todo de que nuestra legislación vigente aún, 
por sus extrañas prevenciones carece ya de justificación, no 
armoniza sus disposiciones entre ellas mismas, ni éstas en- 
granan con los preceptos de nuestra Constitución; y con esta 
idea de innovar ante todo, olvidando que la Gran Bretaña no 
es menos grande ni próspera con sus derivaciones de la Carta 
Magna de Juan sin tierra, y que los Estados Unidos no han 
tocado á la Ley feudal que le legaron los ingleses y en la que 
informan gran parte de sus leyes; porque éstas no deben ser 
apreciadas por antiguas ó por modernas, sino por el bien que 
produzcan á la Patria; recopila las prescripciones legales ya 
existentes, sin más que prescindir de toda cuestión religiosa y 
añadir la condición, nueva, de poderse solicitar la naturaliza- 
ción por haber prestado servicios notables á la Nación. 

Este proyecto de Ley ha quedado archivado en la Cámara 

(1) Ver el Diario de SeHonea de Oortes.— Apéndice 6.» al núm. 78, año 
de 1879. 
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de Diputados; siendo de desear qae si algún día se ocupan 
nuestros legisladores de este asunto, sea para mantener todas 
las facilidades que nuestras viejas leyes dan á la naturalización 
por haber ganado vecindad, y se limite cuanto sea posible la 
condición del extranjero en el Beino. 

El menor no puede naturalizarse. — Es un principio reco- 
nocido por todas las legislaciones, que un menor no puede 
naturalizarse, necesitando que el padre ó la madre viuda, pi- 
dan su naturalización; entendiéndose generalmente, que el 
menor sigue la condición del padre (1). 

Respecto al menor emancipado, la cuestión es diferente, 
pues si con arreglo, á la ley de su país de origen, puede esta- 
blecer su domicilio donde le plazca, en ese caso podría esta- 
blecerlo en una Nación extranjera, y como hay muchas que 
conceden la naturalización ó el derecho de pedirla después de 
un cierto tiempo de residencia, toda vez que pudiera estable- 
cer allí su domicilio; podría también pedir su naturalización. 
Porque en materia de cambio de nacionalidad no son com- 
pletamente aplicables en todos los casos, los principios del de- 
recho común acerca de la capacidad jurídica para la validez 
de los actos, puesto que siendo la libertad de expatriarse (2) 
un derecho natural, y teniendo por fundamento esencial laa 
relaciones con la Patria, la voluntad del hombre, es preciso 
admitir en principio, que toda persona debe ser capaz de es- 
coger libremente la comunidad política ó civil á que quiere 
pertenecer. 

Mayoría de edad. — Sin embargo, la mayoría de edad, para 
poder naturalizarse, debe ser la que determine el país, cuya 
ciudadanía se desea adquirir; así es que un extranjero que 
tenga veintiún años cumplidos, y sea por esto mayor en su 
país de origen, para hiaturalizarse en España, donde la maya- 
ría de edad se fija en el art. 320 del Código civil vigente á los 
veintitrés años, debe esperar á cumplirlos para poder solicitar 
. y obtener su ciudadanía española. 

El Bey Carlos III, por Beal resolución á una consulta de 

(1) Articulo 18 del Código civil vigente. (Libro I, tít. I."»). 

(2) Fiore.— Derecho Internacional privado. Turin, 1888, pág. 883. 
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la Cámara de 19 de Junio de 1771. (Libro I, tit. 19, Ley 8.» 
de la Novísima Becopilación), fijó las cualidades para reputar- 
se por naturales de estos Beínos los hijos de padre español y 
madre extranjera, nacidos en dominios extraños. 
He aquí el texto exacto de dicha Beal resolución: 

«Por un natural de Zegania, en la provincia de Guipúzcoa, se me 
hizo presente, que hallándose empleado en mi Beal servicio de oñoia- 
les de la Secretaria del Ministerio en la Oorte de Boma, había con- 
traído matrimonio, precediendo la licencia de mi Ministro con una 
majer nacida en Boma, pero hija de español, de cuyo matrimonio te- 
nían cuatro hijos varones y una hembra; y me suplicó, que á todos 
los declarase por naturales de estos Beynos, para que pudiesen gozar 
como tales las exenciones que gozan los demás que son nacidos en 
ellos. Conformándome con el dictamen de la Cámara, he venido en 
concederle esta gracia para en los casos de que sus hijos se hallasen 
empleados, como lo está el padre, en mi Beal servicio, ó que viniesen 
á establecer su residencia en estos Beynos; pero no para el de qtiedarse 
en Boma ü otro país extraño sin estar empleados en mi servicio; y man- 
do que esto se entienda por punto general para todos aquellos á quie- 
nes tuviese por bien el conceder semejantes gracias en lo de adelante.» 

Dictamen de la Sección de Gobernación y Fomento del Consejo 
de Estado de 29 de Noviembre de 1898, acerca de la solicitud hecha 
por D.^ T. L., viuda de Don G. B., subditos alemanes, pidiendo la 
nacionalidad española para sus hijos Cristian y Guillermo, de dieciocho 
y dieciséis años respectivamente; el primero nacido en España y el 
segundo en Alemania. 

Resolución. — Considera al primero español, sin más requisito que 
cumplir lo dispuesto en el art. 18 del Código civil; y al segundo, ex- 
tranjero hasta que al cumplir los dieciocho años pueda solicitar la na- 
cionalidad española ó antes la adquiera su madre. 

La Sección de Gobernación y Fomento del Consejo de Estado, ha 
examinado el expediente relativo á la nacionalidad de Don C. y Don 
E. y L. Besulta que doñaL. y D., natural de Exnaville (Prusia), de 
cincuenta y dos años, viuda del Ingeniero de minas D. y S., domici- 
liado en la calle de Bésales, número piso en instancia de 1.^ de 

Agosto último reproducida en 8 y 22 del mismo mes, solicita para sus 
hijos legítimos G. y G., el primero de dieciocho años y el segundo de 
dieciséis la nacionalidad española, fandándose en que dicho C. nació 
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en Potes, provincia de Santander, el 20 de Septiembre de 1874, y si 
bien G. nació en Leppstadt, el 5 de Diciembre de 1876 y el padre era 

también alemán, falleció éste en la casa núm de la calle de Joan de 

Mena de esta Corte, el 28 de Agosto de 1886, profesando todos ellos 
la Religión Católica y llevando ana larga residencia de machos años 
en España, por lo caal tenían afecto á esta Nación, según lo acredi- 
tan las correspondientes certificaciones relativas al estado civil y la 
copia de la escritara otorgada por el Notario de esta capital Don 
N. B. en 28 de Jalio próximo pasado, en qae la solicitante otorgó sa 
consentimiento á sas dos hijos para optar por la nacionalidad espa- 
ñola« Vistas las disposiciones de los artículos 1.® déla Constitución de 
la Monarquía española; 1.^, 2.® y 8.^ del R. D, de 17 de Noviembre de 
1862, sobre extranjería; 108 y 106 y demás concordantes de la Ley y del 
Reglamento de Registro civil de Estado y 17, 18, 19, 167, 814, 317, 
818 y 820 del Código civil vigente; considerando qae al presente es 
may distinta la situación legal en que se encuentran Don O. y Don 
F. E. para optar por la nacionalidad española, puesto que el primero 
por haber nacido en nuestro territorio, puede y debe ser habido por 
español sin más requisito que el prevenido en el art. 18 del citado 
Código, ó sea que la madre opte á nombre de él por nuestra naciona- 
lidad y renuncie á toda otra, no ante Notario, sino ante el funciona- 
rio encargado del Begistro civil, en tanto que el segundo es extranje- 
ro por haber nacido en Alemania y ser hijo de padre y madre extran- 
jeros, sin que doña T. L., á cuya potestad y nacionalidad está sujeto, 
haya renunciado á su ciudadanía como pudo renunciarla luego que 
quedó viuda y con capacidad jurídica para haber solicitado el otorga- 
miento de la calidad española. 

Considerando, que no obstante lú expuesto, el expediente de que 
se trata puede utilizarse para los dos hijos de la recurrente, para don 
O, desde que se emplee dicho requisito y para Don G. desde el ins- 
tante en que cumplidos los dieciocho años de edad, consiga la natu- 
ralización con arreglo á lo establecido en los arts. 814, núm. 8.*, 816 
y 818 del mencionado Código, ó siga la condición de la madre, hacién- 
dose ésta española, ya por concesión de carta de naturaleza ó por decía* 
ración de haber ganado vecindad en nuestra Patria, opina la Sección 
que procede declarar español á Don O, E. y L., para que goce de los 
derechos inherentes á tal declaración, previa la observancia de lo pres- 
oripto en el art. 18 del Código civil, y que Don G. E. no se considere 
español ínterin que la madre no pueda y obtenga la nacionalidad, ó 
emancipado, la reclame él entonces.! 
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Naturalización de un menor por recuperación de naciona- 
lidad perdida. — Caso: Una viada solícita para su hijo, menor 
de edad, nacido en París (Francia), de padre español; pero 
naturalizado francés, que lleva (el hijo) quince años de resi- 
dencia en España, y se ha redimido del servicio militar en 
España, donde estudia. 

Besolución. No necesita carta de naturaleza y puede recu- 
perar su nacionalidad con arreglo al art. 14 del Código civil, 
cumpliendo con lo que exige el art. 19 del mismo. 

Dictamen del Consejo de Estado, Sección de Gobernación y Fomento 
de 27 de Junio de 1890. 

La condesa viuda de B. de B., solioita la gracia de nacionalidad 
española para su hijo Don A. B., qae nació en París en 1870, de pa- 
dre nacido español; pero naturalizado en Francia, con quince años 
de residencia en España (en Madrid), haciendo los estadios para el 
grado de Bachiller, y se ha redimido en España del servicio militar. 

La Sección, teniendo en cuenta estas circunstancias, opina que no 
ha menester carta de naturaleza, pues con arreglo al art. 24 del Código 
civil, podrá recuperar la nacionalidad española, cumpliendo los re- 
quisitos que exige el art. 19 del mismo Código (1). 

Naturalización por vecindad. — Caso: Hijo de franceses na- 
cido en Francia. 

Besolución. Por llevar quince años de residencia con pro- 
fesión, ha ganado vecindad. Ley 3.*, tít. 11, Libro VI de la 
Novísima Eecopilación. 

Es, por consiguiente, español; si renuncia su nacionalidad 

(1) Código eiyil, art. 24. El nacido en país extranjero de padre ó madre 
españoles, que haya perdido la nacionalidad de España, por haberla ^0r- 
dido sus padres, podrá recuperarla también llenando las condiciones que 
exige el art. 19. 

Art. 19. Los hijos de un extranjero nacidos en los dominios espa&oles 
deberán manifestar, dentro del año siguiente á su mayor edad ó emancipa- 
ción, si quieren gozar de la calidad de españoles que les concede el art. 17. 
Los que se hallen en el Beino, harán esta manifestación ante el encar- 
gado del Registro civil del pueblo en que residieren; los que residan en el 
extranjero, ante uno de los Agentes consulares ó diplomáticos del Gobierno 
español; y los que se encuentren en pais donde no exista Agente, dirigiéndose 
al Ministro de Estado de España. 
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y hace inscribir la nueva en el Registro civil español; art. 102 
del Registro y 66 del Reglamento para sn planteamiento. 

Dictamen del Consejo de Estado, Sección de Gobernación y Fomento 
de2ide Junio de 1890. 

La SeooiÓQ ha examlDado la instancia promovida por Don O. (3h., 
natural de Etapes, Depart. del Doubs (Francia), de cuarenta años, ca- 
sado 7 vecino de Port-Bou, provincia de Oerona, solicitando se le 
conceda la naturalización española. 

Resulta que nació en el punto indicado en 28 de Mayo de 1850, 
según aparece de la certificación del Begistro civil, traducido por U 
oficina de la Interpretación de Lenguas del Ministerio de Estado, y 
aparece de las certificaciones expedidas por el alcalde de Port-Bou , 
que Oh. reside allí sin interrupción desde 1875; ejerce la profesión de 
agente de Aduanas, según aparece en la matricula industrial, y ha 
observado buena conducta. El interesado añade, aunque no lo Jas* 
tifica, que está casado con española. Con arreglo á la Ley 8.*, tU, 11, 
libro Q.'* de la NovUima Recopilación; Gh., que lleva una residencia 
constante en España ejerciendo una profesión, ha ganado vecindad y 
en este concepto, con arreglo á lo que dispone el art, 102 de la Ley 
del Registro civil y el 66 del Reglamento para su ejecución y el Código 
civil vigente, goza de la consideración y derechos de español en ettan' 
to se haga la inscripción de su ciudadanía en dicho Registro renunciando 
á toda otra nacionalidad. 

Resumen. — La Sección opina que D. G. Oh. es español; pero que á 
fin de que surta efectos legales esta declaración debe ser inscripta del 
modo que se indica en el cuerpo de este informe. 

Naturalización por vecindad. — Caso: Hijo de padres fran- 
ceses nacido en Cuba (territorio español), solicita ser español, 
y que lo sean sn mujer y sus cuatro hijos. 

La mujer era francesa. 

Resolución. El padre y la madre, por haber ganado vecin- 
dad (Ley 3.*, art. 11, libro VI de la Nov. Recopilación), bou 
españoles si se inscriben en el Registro civil (art. 102 Ley dei 
Registro civil), renuncian la nacionalidad y juran la Consti- 
tución. 

Los hijos siguen la condición de los padres, sí son menores. 
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XHctamen del Consto de Estado^ Sección de Gobernación y Fomento 
de 7 de Noviembre de 1890 

El subdito francés P. T., solicita que se le conceda la nacionalidad 
española y se haga extensiva ésta á sa mujer y á sus hijos. Según re- 
sulta de los documentos presentados por el interesado, éste nació en 
Santiago de Cuba, de padres franceses, en 1888. Casó en 1858 con 
M. M., y tuvo cuatro hijos, que nacieron en 1860, 1862, 1865 y 1869. 
Vive en Barcelona, donde está empadronado desde 1880, y es farma- 
céutico, inscrito como tal en la matricula de subsidio industrial, y ob- 
serva buena conducta. 

La Sección, en vista de estos antecedentes y de la ley S.'^, artículo 11 
del libro 6.° de la Novísima Becopilación, que concede vecindad en Es- 
paña á los extranjeros que lleven diez años de residencia ^ habitando en 
casa poblada en estos Eeinos, opina que el subdito francés ha ganado 
dicha vecindad (sic), y puede con arreglo al art. 102 de la Ley del Re- 
gistro dvilf gozar de los honores y consideración de español, siempbe 
QüB se inscriba én tal concepto en el expresado Registro y bbnunoie 
A su ANTERioB NACIONALIDAD, jubando la Oonstitución de la Monarquía, 
en la forma que dicha Ley de Registros y el Código dvil previenen. 

Lo mismo puede decirse de su esposa que, como él, ha ganado ve- 
cindad en España. 

Y por lo que respecta á sus hijos, entiende la Sección que no ha 
lugar á hacer la declaración que solicita , porque los hijos no emanci- 
pados, deben formular por sí las peticiones de cambio de nacionalidad 
y no por medio de sus padres que carecen, en ese caso, de personalidad 
para representarlos. 

Opina la Sección, por consiguiente: 1.^ Que P. T. y su esposaban 
ganado vecindad en España y pueden gozar de la consideración de 
españoles, inscribiéndose en el Eegistro civil en la forma establecida 
por la Ley. Y 2.^ Que no ha lugar á resolver la instancia de aquél en 
cuanto pide que se haga extensiva á los hijos la gracia que solicita. 

La mujer divorciada no puede naturalizarse. — Aunque 
la mujer divorciada pueda tener la facultad de escoger do- 
micilio y basta de fijarlo también en el extranjero, no por eso 
podrá naturalizarse (1), adquiriendo una nacionalidad diversa 
de la del marido, porque no puede mudar por sí sola las rela- 

(1) Fiore. Derecho Internacional privado. Tarín, 1888, pág. 885. 



— 141 — 

clones personales con aquél, derivadas del vinculo matrimo- 
nial, que deben ser consideradas permanentes mientras sub- 
sista este vinculo. 

Hay, sin embargo, Naciones que admitiendo el divorcio 
absoluto con libertad de poder contraer nuevos viáculos, reco- 
nocen á la mujer divorciada la facultad de naturalizarse, y de 
esto se produjo el ruidoso pleito y viva controversia suscitada 
por el matrimonio de Madame Henriette Valentine de Biquet, 
Condesa de Caraman-Chimay (casada en primeras nupcias con 
el Príncipe de Bauffremont) , con el Príncipe Jorge Bibesco; 
para lo cual se naturalizó en el Ducado de Sajonia-AItemburgo 
(el 3 de Mayo de 1875), y como los Estados alemanes consi- 
deran como divorciados totalmente á los católicos separados 
judicialmente, el 24 de Octubre de 1875 esta señora pudo ca- 
sarse en Berlin, civilmente, con el Principe Bibesco ya citado. 

Entonces se suscitaron dos cuestiones: l.*^ La naturaliza- 
ción de la Condesa de Oaraman-Ohimay, ¿era válida? 2^ Su 
segundo matrimonio, ¿era legal? El dictamen del eminente 
Profesor Labbé le era contrario; pero el no menos ilustre ju- 
risconsulto, FoUeville, se mostró favorable en sus conclusio- 
nes. El concienzudo Dr. Bluntschli, en un folleto publicado 
en 1876 (1), fundado en que la naturalización es un acto sobe- 
rano del Estado que la concede; y que, por lo tanto, la vali- 
dez de esta naturalización no pueden apreciarla más que las 
Autoridades del Ducado de Sajonia-Altemburgo; que en virtud 
del derecho alemán esta naturalización es legal é indiscutible; 
que las condiciones requeridas para la validez de esta natu- 
ralización se han cumplido; que el Derecho Internacional re- 
conoce que cada Nación es competente para decidir cuándo 
sus subditos han perdido su nacionalidad, y que en Francia la 
Ley dispone que el francés que se naturalice en el extranjero 
pierde la nacionalidad francesa; y que, por lo tanto, si el Có- 
digo francés no admitía (entonces) el divorcio absoluto, las 
Leyes alemanas lo reconocen en cambio; y que como la Con- 
desa dejó de ser francesa por ser ya alemana, es la ley de Ale^ 

(1) Blantsohli. De la naturaUsation en Allemagne^ d*une femrtbe sepa- 
rée de corpa en France et des effets de cette natv/ralisation. París, 1876. 
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manía y no la de Prancia la que rige para esta señora, y que 
los tres sistemas consagrados en el Derecho Internacional: el 
americano, que aplica la Ley del lugar donde se ha celebrado el 
matrimonio; el antiguo sistema alemán, que aplicaba la Ley 
del domicilfo; y el moderno seguido en Francia y Alemania, 
que se decide por la Ley de la nacionalidad; los tres reconocen 
la validez del segundo matrimonio; opina que la naturaliza- 
ción es legal y el segundo matrimonio válido. 

Esta lógica argumentación de Bluntschli, apoya la nega- 
tiva que hemos opuesto á la posibilidad de que se naturalice 
en España una mujer divorciada, porque como en España no 
se reconoce el divorcio total, y para naturalizarse hay que ate- 
nerse á la Ley del lugar, la excepción explicada por Fiore, de 
acuerdo con la ley italiana también, se aplica perfectamente 
á la legislación española. 

La mujer divorciada y casada por segunda vez con un na- 
turalizado español no se considera como española. 

En apoyo de lo que acabamos de sostener, podemos citar 
el caso de una J. D., viuda de D. G. A. L., natural de Ham- 
burgO) que en 1855 se estableció en Santander, donde contrajo 
matrimonio con la española María del P. M., abjurando la re- 
ligión protestante, y haciéndose católico; volviendo á Hamburgo 
en 1876, al fallecer su mujer, y conociendo entonces á la referi- 
da J. D., divorciada ya de su marido L. M., del cual tuvo una 
niña llamada C, que reconoció y legitimó en Diciembre de 1884, 
después que en Octubre de este mismo año 84 contrajo matri- 
monio civil. 

En ese mismo año 1884, D. G. A. L. solicitó y obtuvo la 
nacionalidad española por B. D. de 24 de Marzo. 

Al fallecer el Sr. G. A. L. se cumplieron todas las forma- 
lidades consiguientes, entregando á la señora J. D. cuanto le 
pertenecía; pero á consecuencia de la vida irregular que, al 
parecer, hacía, conviviendo con un Doctor llamado H., los 
parientes del difunto G. A. L. acudieron á los Tribunales, que 
la separaron de su hija y pusieron á ésta en un colegio. 

Contra las sentencias de los Tribunales y estos procedi- 
mientos, pidió amparo D.*^ J. D. al Cónsul general de España 
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en Hamburgo, como española, por ser viada de un alemán 
naturalizado español. 

El Cónsul de España en Hamburgo denegó la protección, 
fundándose en que comoD. G. A. L. eracatólico, no podía ca- 
sarse con una divorciada, y por lo tanto, D.* J. D. no podía 
haberse casado con él y ser española^ no pudiendo tampoco 
surtir efecto este matrimonio civil, contraído por un católico 
español, para quien es obligatorio el matrimonio religioso. 
El Gobierno de S. M. aprobó la conducta del Sr. Cónsul ge- 
neral, añadiendo que el tal matrimonio no era válido tratán- 
dose de un español, aunque no fuese católico, por lo precep- 
tuado en el art. 41 de la Ley del Matrimonio civil de 1870» 
que para la validez de un matrimonio entre un español y una 
extranjera, exige que á más de ser obligatorio el observar laa 
leyes del país donde se celebre el casamiento, tepgan los con- 
trayentes la aptitud legal para celebrarlo, con arreglo á las h- 
yes españolas; y como en el párrafo primero del art. 5.® de 
dicha ley se prohibe el matrimonio á los que se hallen ligados 
por vínculo matrimonial, no disuelto legalmente, y esta diso- 
lución debe entenderse con arreglo á las leyes españolas, claro 
es que la reclamante D.* J. D. no podía considerarse en Es- 
paña como esposa legitima del español naturalizado D. G. A. L, 
ni ser reconocida como española. 

En idéntico sentido se resolvió ya en 1888 por la Dirección 
general de los Begistros, una consulta hecha por el Ministro 
Plenipotenciario de S. M. en Washington, á propósito de un 
matrimonio civil contraído en aquella capital en análogas con- 
diciones que el anterior, negándose su inscripción (1). 

Naturalizaciones colectivas por cesión de territorios. — La 
cesión y la anexión de un territorio, producen ipso f acto y la 
naturalización real, general y colectiva; de todos los que for- 
maban la población. Sin embargo, un principio de equidad 
aconseja, se deje cierta facultad de opción, durante un plazo 
dado, para los que quieran obtener otra ciudadanía. 

(1) Ver, además: Laarent. Principes de Droit civil. Tomo I, pág. 171. 
Sentencia anulando el matrimonio de ana francesa con an fraile exclaustra^ 
do español. 
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Para salvar los graves inconvenientes á que da lugar este 
cambio de soberanía, suelen estipularse las condiciones de sus 
consecuencias, en las actas 6 Tratados correspondientes. 

La inaudita dureza de las condiciones impuestas por los 
delegados nort^-americanos á los comisionados españoles para 
la paz entre ambas Naciones, reunidos en París en 1898, llegó 
hasta no dejar ninguna facultad de opción á los naturales de 
los países anexionados residentes en ellos; y, además, impuso 
la necesidad de la opción á los naturales de España que estu- 
vieran allí establecidos, extremando así á fines del siglo xix la 
razón de la fuerza sobre todo derecho y todo precedente. 

Ver en cambio los Tratados de la cesión de Niza y de Sa- 
boya á Francia en 1860; el Tratado de Francfort de 1871, con 
la cesión de la Alsacia y la Lorena; y el de San Estéfano 
de 1878. 

Naturalización por nacimiento. -^Gbso: Hija dé franceses, 
nacida en Madrid (España), no ha residido diez años seguidos 
en España, tiene 41 años. 

Besolución. Es española con arreglo á la Constitución de 
la monarquía, y es mayor de edad, y sólo necesita inscribir su 
ciudadanía en el Registro civil, con arreglo al art 102 de la 
Ley estableciéndolo, y el 66 del Beglamento para su ejecución. 

Dictamen del Consejo de Estado, Sección de Gobernación 
y Fomento de 4 de Julio de 1890. 

Doña P. O., de 41 años, natural j vecina de esta Corte, en la calle 
de solicita la nacionalidad española. 

De los documentos presentados resulta que nació en Madrid, calle 
de Carretas, el 28 de Septiembre de 1849, siendo sus padres franceses, 
que fué bautizada en la parroquia de Santa Cruz, que está inscrita en 
el padrón del año 1888, no figura en el 1884, y vuelve á aparecer en los 
de 1885 á 1887. En el de 1889, consta empadronada con seis años de 

residencia en la calle de ha observado buena conducta. Ingresó en 

el Manicomio de Ciempozuelos, como demente, en 26 de Jalio de 1884, 
y en 29 de Octubre de 1885, fué dada de alta y entregada á su her- 
mano D. E. 

Aunque no ha ganado vecindad en España, pues no ha acreditado 
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que üeve nn intérrupeión los diez años de residencia que exige la Ley 8.*, 
tittUo 11,. libro 6.® de la Novísima Becopilaeión, debe ser conceptuada 
como española, con arreglo á la Constitución de la monarquía , j siendo 
mayor de edad, además, tan sólo necesita se inscriba su ciudadanía 
en el Registro civil para que surta efecto esta declaración, con arreglo al 
art. 102 dé la Ley, estableciéndolo, y el 66 del Reglamento para su eje- 
cución. 

Por lo expuesto, la Sección opina que Doña P. O. debe ser estimada 
española, luego que se tome nota ¿le la resolución que recaiga en el Be- 
gistro civil correspondiente, ante cayo encargado deberá renunciar á 
toda otra nacionalidad. 

Naturalización por casamiento y residencia. — Caso: Hijo 
de francés y de española, nacido en Madrid, de 50 años de 
edad^ propietario, casado con española. 

Besolución. No por ser hijo de madre qae fué española, 
ni por haber nacido en Madrid, sino por estar casado con es- 
pañola, medio de ganar vecindad, según la Ley 3.^, título 11, 
libro 6.^ de la Novísima Becopilación, es español y le basta que 
se inscriba esta declaración en el Begistro civil, según dispone 
el art. 102 de la Ley y 66 del Eeglamento, renuncie a toda 
otra nacionalidad y jure la Constitución. 

Dictamen del Consejo de Estado, Sección de Oobemación 
y Fomento de 4 de Febrero de 1890. 

La Sección ha examinado el expediente en que D. P. F., de 50 años, 
propietario, natural de Madrid, domiciliado calle de Genova, núm. 3, 
solicita la nacionalidad española. . 

Resulta que el interesado es hijo de francés y de española, y que 
contrajo matrimonio con Doña F. S. G., natural de Madrid. De in« 
formación judicial y de testigos resulta que el nombre de Pedro con 
que es conocido en sus relaciones sociales, es el mismo suyo, de Mar- 
tín Pedro, que indican sus partidas de bautismo, y de casamiento, y 
que no usa el primero, por ser el de su padre. Aparece empadronado 
en Madrid desde 1886, y observa buena conducta. Con arreglo á lo que 
prescribe el caso 4.* del art. 1.* de la Constitución de la monarquía y el 
art. 17 del Código civil^ son españoles entre otras, las personas nacidas 
en territorio español y los extranjeros que hayan ganado vecindad. 
Gomo entre los medios de obtenerla en estos Reinos, conforme dispone 

10 
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la Ley 8.* art 11, libro 6.° de la NovUima Becopilación, se halla ü 
haber contraído matrimonio con mujer eepañola, como acontece á F., es 
claro qae éste es español, y- que, por lo tanto, no nseenta obtener carta 
de naturaleza^ bastándole con hacer que se inscriba esta declaración en el 
Registro civiL 

Resumen, — La Sección opina que D. M. P. F., conocido por P. F., 
es español, debiendo inscribirse esta declaración en el Begistro civil 
con arreglo á lo qae disponen el art, 102 de la Ley y 66 del Reglamento, 
j siendo necesario que según ordena el art, 25 del Código renuncie á 
toda otra nacionalidad y jure la Constitución del Estado, 

Naturalización por la vecindad,— Cb,bo: Alemán domicilia- 
do en España, al frente de una industria más de dos años. 

BesolaciÓD. Ha ganado vecindad, según la Ley 3.% titulo 11, 
libro 6.® de la Novísima Becopilación, y le basta inscribirse 
en el Begistro (art. 102 de la ley del Begistro civil) sin que 
necesite carta de naturaleza. 

Dictamen del Consejo de Estado, Sección de Gobernación 
y Fomento, de Marzo de 1892. 

El subdito alemán F. M. B., solicita la gracia de nacionalidad es- 
pañola, acreditando documentalmente que nació en Mannhein, Gran 
Ducado de Badén, el 5 de Marzo de 1861; que en 1.° de Septiembre 
de 1890, llevaba más de dos años de residencia en Palafrugell (Gerona), 
donde tenía establecida una industria de tapones de corcho; y que du- 
rante el tiempo de su residencia observó buena conducta. Con estos 
precedentes, la Sección expondrá que según el art. 1.^ de la Constitu- 
ción de la mouarquia española y el 17 del Código civil, son españoles 
también los extranjeros que sin haber obtenido carta de naturaleza 
hayan ganado vecindad en cualquier pueblo de la monarquía, que la 
Ley 8.*, título 11, libro 6.® de la Novísima Becopilación, que fija las 
circunstancias que deben concurrir en los extranjeros para ser tenidos 
por vecinos de estos reinos, dispone que se tenga por tal vecino, 
tal que viviendo sobre sí establece en ellos su domicilióla; y que el art. 102 
de la ley del Begistro civil, tque los extranjeros que hayan ganado ve- 
cindad en un pueblo de España, gozarán de la consideración y derechos 
de españoles desde el instante que se haga la correspondiente inscripción 
en el Registróla, 

Supuestas estas disposiciones legales, entiende la Sección que 
Don F. M. B. ha ganado vecindad en España^ puesto que ha establecido 
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su domioilio en un pueblo de la monarquía, y vive á sus expensas al 
frente de una industria; que una vez adquirida dicha vecindad que es 
ya español sin necesidad de carta de naturaleza y que, como conse- 
cuencia de lo expuesto, para gozar los derechos de ciudadano español 
le basta obtener la oportuna indcripción en el Begistro renunciando á 
su nacionalidad anterior y jurando la Constitución de la monarquía. 

Naturalización por vecindad. 
(Varios casos). 

Los ingleses Alejandro, Juan y Jaime B. M., protestantes que ae 
bautizaron en Barcelona, el 17 de Mayo de 1889, obtuvieron la nacio- 
nalidad española por haber ganado vecindad, según informe d«l Con- 
sejo de Estado, Sección de Oobernaoión y Fomento, de 11 de Abril 
de 1890. 

El italiano L. M. y E., hijo de italiano y de española, nacido en 
España, fué inscrito siendo menor, en el Begistro civil italiano. Lleva 
dieciséis años de residencia y se ha casado con mujer de estos Beinos, 
por esta^ dos razones, (y no por ser hijo de española) aunque no cum* 
plió con lo preceptuado en el art. 108 de la ley del Begistro de 1870 
y con el art. 19 del Código civil, como la Ley 8.', título 11, del libro 6.^ 
de la Novísima Becopilación, determina que ha ganado vecindad^ no 
necesita carta de naturaleza y basta que se inscriba con las formali- 
dades establecidas, en el Begistro civil. 

Dictamen del Consejo de Estado de 18 de Mayo de 1890. 

Naturalización por vecindad; reparado un defecto en la 
inscripción hecha. — Caso: Francés que por haber ganado ve- 
cindad se hace inscribir en el Begistro civil como español, 
pero sin cumplir con lo prevenido en el art. 102 de la ley del 
Registro civil, y pide después carta de naturaleza. 

Eesolución: Que la ioscripcióo está mal hecha por no ha- 
ber cumplido lo que dispone el art. 102 de la ley del Kegistro 
civil; pero como la inscripción hay que respetarla, mientras 
subsista, no se puede expedir carta de naturaleza por eatar ya 
inscripto como español; y que se pase copia de la inscripción 
al Ministerio de Gracia y Justicia para loa efectos que pro- 
cedan. 
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BUtanun del Consejo de Estado^ Sección de Gobernación y Fomento^ 
de M de Mayo de 1892. 

Don A. F., residente en el Monasterio de Nuestra Señora de los 
Angeles, término de Tiñosillos, provincia de Avila, expone en instan- 
cia de 14 de Diciembre último, que con dos meses de anterioridad 
había solicitado carta de naturaleza en España, é insiste en pedir esta 
gracia. Entre los documentos presentados figura una partida de naci- 
miento de F. A. C, nacido en Francia en 1842 y un certificado del 
Juez municipal de Tiñosillos, que como encargado del Begistro civil 
transoribe una partida del cuaderno de inscripciones de ciudadanía, 
en el que se hace constar que el día 2 de Enero compareció ante el 
Juzgado F. A. O., natural de Francia, presbítero, habitante en el ci- 
tado Monasterio, solicitando se inscribiese en el Begistro la naciona- 
lidad española que ha obtenido ganando vecindad en el pueblo de Ti- 
ñosillos; que al efecto preseiitó la correspondiente certificación de su 
nacimiento y manifestó que renunciaba en forma su antigua naciona- 
lidad francesa y estaba dispuesto á jurar la Constitución, proponién- 
dose domiciliarse en aquel Monasterio; y que en vista de dicho docu- 
mento y manifestación y de haber prestado en el acto el correspon- 
diente juramento, dispuso el Juez que se hiciese la correspondiente 
inscripción del citado Don F. A. O., haciéndose constar por declara- 
ción del mismo las circunstancias que concurren en él. 

Oon estos precedentes, la Sección expondrá á V. E. que desde 
luego llama la atención el hecho de que, presentada la solicitud de 
nacionalidad á nombre de Don A. F., se refieran los documentos pre- 
sentados á Don F. A. G., diferencia que no permite tener por sufi- 
cientemente acreditada la personalidad del reclamante, aun en el su- 
puesto de que sea el mismo que solicita la gracia al que se refieren 
los documentos presentados; y es de extrañar que por una parte soli- 
cite carta de naturaleza y por otra que se le inscriba como español 
por haber ganado vecindad en el Begistro civil. Gomó quiera que el 
extranjero que ha obtenido vecindad puede pedir la oportuna inscrip- 
ción en el Begistro civil sin que para disfrutar de la nacionalidad es- 
pañola haya menester carta de naturaleza, parece lo más lógico que 
el interesado, enterado de esta circunstancia, haya pedido la inscrip- 
ción por haber ganado vecindad sin esperar á la concesión de la carta 
que había solicitado; pero no deja, sin embargo, de ser extraño que se 
haya remitido para unirse á la instancia en que esa carta de natura- 
leza se pedía el documento referente á la inscripción en el Begistro 
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como español. De todas suertes, desde el momento en que el intere- 
sado, siempre en el supuesto ya expresado, ha obtenido su insctripción 
como español en el Begistro civil, obvio es que huelga por completo 
la concesión de una carta de naturaleza, puesto que ha adquirido U 
condición de español por uno de los medios que la Oonstitucíóa y el 
Código civil establecen. Observa, sin embargo, la Sección, que está 
prevenido por el art. 102 de la ley del Registro civil, qm para inscjíhir 
como españoles á los extranjeros que hayan ganado vecindad en un puebla 
de España, deberán presentar ante el Juez municipal de su domicilio jus- 
tificación bastante practicada con citación del Ministerio Público de los 
hechos, en cuya virtud se gana dicha vecindad, y que esto, no obstante del 
documento referente á la inscripción del interesado, no resulta que se 
practicase esta información, ni el Ministerio Público intervinieae en 
modo alguno, no expresándose tampoco claramente el hecho ó hechos 
en cuya virtud se pidió y se obtuvo la inscripción; pues sólo oonata 
que F. A. Q. la reclamó, fundándose en que había ganado vecindad 
en Tiñosillos, y él mismo manifestó las circunstancias que concurrían 
en él. Semejante irregularidad, si bien no obsta á lo informado por 
ia Sección, porque una vez que la inscripción se ha verificado ^ es pre^ 
ciso reconocerle efectos legales ínterin se halle subsistente, es, sin em- 
bargo, bastante para que se dé conocimiento del hecho al Sr. Ministro 
de Gracia y Justicia para que, en su vista, proceda á lo que estime 
haber lugar. La Sección, por consiguiente, opina: 

Resolución, — 1.^ Que no ha lugar á conceder carta de naturaleza 
á D. A. F., por haber sido inscrito como español en el Begistro civil; 
y 2.°, que debe pasarse al Sr. Ministro de Qracia y Justicia á los efeo^ 
tos que estime oportunos el documento relativo á la inscripción, como 
español, de F. A. G. 

Naturalización por carta. — Caso: Francés que solicita la 
nacionalidad, no habiendo residido más que unos ocho años 
én España. 

Resolución. Expedida carta de oataralización de 4.^ clase^ 
y prevenido que cumpla con lo preceptuado en la ley de Re- 
gistro y en el Código civil, para que los extranjeros que hayan 
obtenido carta de naturaleza puedan gozar de la nacionalidad 
española. 
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Dictamin del Consejo de Éetado. Sección de Oobernadón y Fomento 
dé 21 de Junio de 1890. 

Bl subdito francés B. L. solicita la nacionalidad española. 

De los documentos que presenta, resulta que nació en Ohatelle- 
rault, Departamento de la Vienne (Francia) el año 1862, que es pres* 
bítero, y que reside en Miranda de Ebro desde hace más de ocho años 
(sic), observando excelente conducta. 

Resumen.'-lak Sección, teniendo en cuenta las circunstancias que 
concurren en el peticionario, opina que no hay inconveniente en acce- 
der á lo que solicita y concederle carta de naturalización de cuarta 
clase, debiendo cumplir él, por su parte, con lo que preceptúan la ley 
de Eegiitros y Código civil (1), para que los extranjeros que hayan ob- 
tenido carta de naturaleza puedan gozar la nacionalidad española. 

La naturalización española obtenida por vecindad 6 por 
carta, no se renuncia: 

Ha ocurrido recienteniente un caso carioso de extranjero 
naturalizado español, que después ha pretendido renunciar la 
nacionalidad española que había obtenido á su instancia. 

Un tal N. M., natural de Escocia, de cincuenta y dos años de 
edad, solicitó en 9 de Julio de 1890, se le concediera la nacionalidad 
española, alegando su permanencia con casa abierta desde 1860, en las 
islas Filipinas, é invocando su gratitud á España. 

La Dirección general de los Begistros, estimando que el interesa- 
do había ganado vecindad en una colonia española, por residir en ella 
más de veinte años, viviendo sobre sí, dedicado al comercio; resolvió 
que no era necesaria declaración especial para que gozase la conside- 
ración de español, bastando para hacerla efectiva, que se practicase 
la correspondiente inscripción en el Begistro civil, renunciando su 
nacionalidad británica y jurando la Constitución de la monarquía á 
los efectos del art. 25 del Código civil y señalándole un plazo para 
presentar su partida de nacimiento y la de su matrimonio. 

El mismo día, 15 de Julio de 1890, en que se dictó la expresada 

(1) Código civil. Art. 25. Para que los extranjeros que hayan obtenido 
carta de naturaleza 6 ganado vecindad en cualquier pueblo de la Monarquía 
gocen de la nacionalidad española, han de renunciar previamente á su nacio- 
nalidad anterior, jurar la Constitución é inscribirse como españoles en el 
Begistro civil. 
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resolución, jaro el N. M. la Oonstituoión, renunciando á su naciona- 
lidad británica y se inscribió su nueva condición de español en el Re- 
gistro del mencionado Centro directivo, al que más tarde se presen- 
taron los documentos exigidos, si bien no dentro del plazo señalado, 
puesto que las respectivas legalizaciones llevan las fechas de 21 de 
Noviembre de 1890 y de 28 de Marzo de 1892. 

El 28 de Julio de 1899, perdida ya la soberanía de España en el 
Archipiélago filipino, este individuo compareció ante el Cónsul Oene- 
ral de España en Manila, manifestando que deseaba renunciar y tú- 
nuneiaba la nacionalidad española, deseando se hiciese constar asi por 
medio de acta* 

Se consignó esta manifestación en un certificado que de su ins- 
cripción en el Begistro se le había expedido, y esta certificación ha 
sido presentada en la Dirección general de los Registros por D. F. P. 

El Negociado correspondiente de dicha Dirección opinó, que si 
bien ni en la ley del Begistro civil ni en su Beglamento, se dispone 
absolutamente nada respecto á la renuncia de la nacionalidad; como 
tampoco el Código civil se ocupa de ella; por el mero hecho de pre- 
sentarse este caso es fuerza resolverlo, teniendo en cuenta que no se 
trata de persona nacida en España, ni de padres españoles en el ex- 
tranjero, sino de un extranjero naturalizado por residencia en terri- 
torio que pertenecía á España y en el cual ha cesado nuestra sobe- 
ranía; que no consta que el interesado, mayor de sesenta años, trate 
de eludir los deberes del servicio militar, ni otras obligaciones á que 
esté sujeto con relación al Estado espsmol; que ya está hecha la ma- 
nifestación de renuncia, y que no se le puede obligar á que perma^ 
nezca en la nacionalidad española; y por lo tanto, que pudiera ano- 
tarse dicha manifestación al margen de la inscripción de ciudadanía. 

La Dirección general de los Registros, expuso su parecer contra- 
rio á consignar en los libros del Begistro civil semejante declaración , 
fundándose en que la calidad de español, como todas las que detec- 
minan el estado civil de las personas, sólo puede perderse por lae 
causas determinadas expresamente en las leyes del Beino, y entre 
ellas no se encuentra la de hacer renuncia de la misma; y que por 
consiguiente, mientras Don N. M. no acredite haber adquirido otra 
nacionalidad, el acto que ha realizado ante el Cónsul General de 
España en Manila, no puede producir ningún efecto jurídico. 

El Consejo de Estado en pleno, fué de parecer, que determinadas 
taxativamente en nuestras leyes las circunstancias que han de coo- 
currir para que un español pierda esta cualidad, es indudable que 
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los casos no comprendidos en ellas, y por tanto el de la simple re- 
nuncia, no pueden tener tal eficacia. Además, existiendo entre la 
Nación y el ciudadano que á ella pertenece, un verdadero vinculo, que 
es fuente de mutuos deberes y de recíprocos derechos, no puede bastar 
para romperlos la mera voluntad del ciudadano, del mismo modo que 
tampoco la Nación lo rompe por su parte, mientras no concurra algu- 
na de las circuntancias que fijan sus leyes. 

No desconoce el Consejo que en el presente caso, mejor que en 
otro alguno pudiera admitirse tal renuncia, puesto que el Don N. M. 
por su edad, no puede prestar servicio alguno, ni civil ni militar, ni 
cabe esperar que en lo sucesivo los preste quien después de haber so- 
licitado con tanto empeño la condición de español, la renuncia de 
este modo; mas como aparte del. escaso interés que pueda inspirar la 
conservación de este ciudadano, se trata de la interpretación de pre- 
ceptos legales y de un hecho que podía sentar un precedente gravísi- 
mo, el Consejo es de parecer que de modo alguno, es decir, ni aún á 
título de condescendencia, puede reconocerse eficacia á la manifesta- 
ción hecha por Don N. M. 

El Sr. Ministro de Qracia y Justicia, en vista del informe emitido 
por el Consejo de Estado en pleno, ha tenido á bien resolver por 
Beal orden de 15 de Marzo de 1900: 

«1.® Que la renuncia pura y simple de la cualidad de español sin 
haber adquirido nacionalidad distinta, no es causa bastante con arre- 
glo á nuestra legislación, para producir desde luego la pérdida de 
dicha cualidad. 

2.° Que no debe inscribirse la renuncia de la nacionalidad de Don 
N. M. en los libros del Registro civil.» (1) 

Naturalizaciones, — Keal decreto conoediendo carta de na- 
turaleza española, (24 de Febrero de 1891). 

tConformándome con lo propuesto por el Ministro de la Goberna- 
ción y de acuerdo con el dictamen de la Sección de Gobernación y 
Fomento del Consejo de Estado, en nombre de Mi Augusto Hijo el 
Bey Don Alfonso XIII, y como Beina Begente del Beino, vengo en 
decretar lo siguiente . 

•Artículo l.« Se concede á D. A. S. P. y H., subdito de S. M. Bri- 
tánica la nacionalidad española que tiene solicitada. 

(1) Publicada en la Gaceta áeS de Abril de 1900 y en el BoUtin del 
Ministerio de Estado de Abril de 1900. Tomo X. 
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»Art. 2.*^ La expresada oonoesión no producirá efeoto alguno, hasta 
tanto que el interesado preste juramento á la Constitución del Estado 
y obediencia á las leyes, con renuncia de todo pabellón extranjero y 
sea inscrito en el Registro civil.» 

Otro. tMadrid, 14 de Enero de 1892. 

•Conformándome con lo propuesto por el Ministro de la Gober^ 
nación y de acuerdo con el dictamen de la Sección de Oobernacíón y 
Fomento del Consejo de Estado, en nombre de Mi Augusto Hijo ei 
Bey Don Alfonso XIII y como Eeina Begente del Beino, vengo en 
decretar lo siguiente : 

•Articulo I."* Se concede á D. F. B. y M., subdito extranjero, la 
nacionalidad española que tiene solicitada, entendiéndose que ésta ha 
de ser de las llamadas de cuarta clase con arreglo á las leyes. 

»Art. 2.° La expresada concesión no producirá efecto alguno»; etc. 
(Ver el otro decreto). 

Naturalización de subditos marroquíes, 

Gouvenio internacional sobre el derecho de protecciÓD en 
Marraecos. 

«Madrid 8 de Julio de 1888. 

•Art. 15. — Párrafo primero. Todo subdito marroquí naturali- 
zado en el extranjero que regrese á Marruecos, después de un período 
de residencia igual al que hubiese necesitado para naturalizarse regu- 
larmente, deberá optar entre la sumisión completa á las leyes del 
Imperio, ó la salida del país, á menos que pruebe haberse naturalizado 
ea el extranjero con consentimiento del Gobierno marroquí. 

•Párrafo segundo. Los subditos marroquíes naturalizados hasta 
ahora como extranjeros con arreglo á las disposiciones establecidas 
por las leyes de cada país, conservarán su naturalización para todos 
sus efectos sin restricción alguna.» 

Cuando se trata de la oataralizacióo de un subdito marro- 
quí en España, el Ministerio de Estado hace presente al de 
Gobernación el párrafo 1.^ del art. 15 de este Convenio. 

Las cuestiones relativas al estado civil y nacional no pue- 
den llevarse á la vía Contencioso- administrativa, — Asi lo ba 
resuelto el Consejo de Estado, declarando (1) que no procedía 

(1) En Beal orden de 30 de Abril de 1884, publicac\|ft en la Gaceta d^ 
Madrid de 26 de Junio del mismo año. 
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admitir una demanda contra la Beal orden, por la que se re- 
solvió que D. J. P., que tenia solicitada carta de naturaleza 
en España, era ciudadano español sin necesidad de obtenerla, 
decisión que impugnó una señora, alegando que en virtud de 
ella el referido P. tendría capacidad para ser tutor y curador 
de un huérfano, á lo que ella se oponía ante los Tribunales. 

El Consejo de Estado al rechazsu: la demanda, dijo que la 
Eeal orden no obsta para que los Tribunales ordinarios apre- 
cien la capacidad legal del Sr. P. y pronuncisu: acerca de los 
extremos en que se apoye su adversario. 

Hemos visto que lo que se concede siempre al extranjero 
es una carta de naturaleza ó el derecho de naturalizarse por 
vecindad; y no una carta de ciudadanía ni el derecho de ciu- 
dadano, como dicen muchos que desconocen la diferencia en- 
tre la nacionalidad y la ciudadanía; como ignoran también la 
diferencia entre Estado y Nación. El ciudadano es el que goza 
plenamente de todos los derechos y privilegios de la ciudadanía. 
Se puede ser nacional, esto es, natural del país, sin ser ciuda- 
dano, que tenga los derechos referidos. El nacional es el na- 
cido en el país; las mujeres y los menores, son nacionales; el 
padre, si goza de los derechos inherentes á la ciudadanía es 
además de nacional ciudadano. 

Aunque en el Código civil, se reiteran las disposiciones que 
las leyes recopiladas, la Constitución y varias leyes auxiliares 
fijan para las reglas que deben observarse respecto de la na- 
cionalidad y extranjería, siempre la determinación de todo 
conñicto, se ha hecho en España por el Poder Ejecutivo y no 
por los Tribunales, como ocurre en Francia. 

A su vez el Ejecutivo, como acabamos de ver, consulta 
siempre previamente y en todos los casos, al Consejo de Es- 
tado, sin cuyo dictamen no resuelve jamás ningún punto rela- 
cionado con la nacionalidad, la extranjería y la naturalización. 

Tales son las disposiciones legales vigentes en España so- 
bre tan importante materia, con toda la mayor suma de ante- 
cedentes que hemos podido reunir. 

Estudiada de este modo la naturalización, convendría ha- 
cer un ligero examen acerca de la libertad de expatriación; de 
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la pérdida de la propia nacionalidad; de la doble nacionalidad; 
derecho de limitsu: la inmigración; derecho de expulsión, y de- 
recho de protección; teniendo cuidado de comparar con nues- 
tras disposiciones legales, no sólo las teorías del derecho, sino 
lo que prácticamente observan respecto de estos pantos las 
principales Naciones. 

De este modo quedará más completo nuestro trabajo y de- 
mostrado de un modo irrefutable el principio que hemos ex- 
puesto acerca del peligro de la existencia del extranjerismo 
dentro de la patria; los males que ha causado y que ha de cau- 
sar aún, y por consiguiente la necesidad ineludible de atajar- 
lo, destruirlo é impedirlo á toda costa. 



De la libertad de expatriación. 



Los jurisconsultos y publicistas de las escuelas más avan* 
zadas, consideran la libertad de . expatriarse, como uno de los 
derechos internacionales del hombre, entre los cuales la facul- 
tad de pertenecer libremente á la nacionalidad que se preSera, 
es de los más importantes. 

Esta libertad la reconocen Grocio, Pnfendorff, Heinecio, 
Vattel, Merlín, J. J. Rousseau, Bluntschli, TraversTwia, Fio- 
re, Cogordan y Cólogan, con otros varios, y en general, el Dere- 
cho Internacional atribuye, en efecto, á todo individuo la fa- 
cultad de expatriarse y de acogerse á otra cualquiera naciona- 
lidad, entre otras razones por creer que no seria digno para 
un Estado, ni conveniente para sus intereses, el retener con- 
tra su voluntad á un indígena que desea emigrar. 

Sin embargo, no todos los Estados reconocen esta libertad 
á sus subditos, en virtud del incuestionable derecho que, en uso 
de su propia soberaria tienen también, de fijar reglas qae limi- 
ten esta facultad en sus nacionales. 

El mismo Bluntschli lo confiesa asi, diciendo: «Puede 3u* 
ceder que el Estado A., conceda la naturalización á un subdito 
del Estado B., que no consiente la liberación de sus subditos 
por la naturalización extranjera; y que por lo tanto á pesar de 
la naturalización de este individuo en el Estado A., coutiuúe 
B., considerándole como sujeto á sus leyes.» 

«Es también posible que el Estado C, despoje á un subdito 
de su condición de ciudadano suyo y lo expulse del país; y que 
el Estado D., al cual recurra éste pidiéndole la naturalización, 
se la rehuse (1).» 

(1) muela naturalisation en AlUmagne d*une femme Beparée ds corp» 
en France.n París, 1876, pág. 7. 
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En ambos casos/ ningano de los dos Estados tiene por qué 
preocuparse de la situación respectiva, á menos que en el pri- 
mero, el naturalizado vuelva á su país de origen. 

La Constitución francesa de 1791 proclamó la libertad de 
emigrar, entre otras, y esto no impidió á aquel Gobierno pro- 
mulgar los famosos y durísimos decretos contra los emigrados 
que todo el mundo conoce. 

Busia establece en su Código penal, (art. 225) que: «El que 
se ausente de la Patria, entre al servicio de un país extranjero, 
sin permiso del Gobierno y se naturalice en otro Estado ^ será 
condenado por violar el deber y el juramento de fidelidad, á la 
privación de todos sus derechos civiles y expulsado perpetua- 
mente del Imperio; y si volviese á Busia, seria deportado á 
Siberia.» Además, el art. 226 del mismo Código, dice que: «El 
que se ausente de la Patria y no vuelva, al ser llamado por el 
Gobierno, será condenado á la pérdida de sus derechos civiles 
y expulsado del Imperio.» 

Dinamarca retira la nacionalidad á aus naturales que emi- 
gran sme animo revertendi, dando á su emigración carácter de 
animo mxinendi, 

Suiza en su ley de 3 de Julio de 1876 consignó idéntico 
castigo para sus nacionales. 

Austria-Hungría permite á sus nacionales la emigración, 
mediante un permiso especial; pero si su estancia en el extran- 
jero se prolongase de cinco á diez años, según que haya emi- 
grado con familia ó sin ella, ó llevándose todos sus bienes, se 
le declara excluido de la nacionalidad austro-húngara. 

En Alemania, la ley de 5 de Junio de 1870, impone la pér- 
dida de la nacionalidad alemana al obtener un certificado de 
expatriación, llamado Eutlassum^schein, que no puede rehu- 
sarse á los que tienen menos de dieciséis años ó más de vein- 
ticinco. El Gobierno alemán se reserva el derecho, si el que 
ha obtenido este certificado de expatriación vuelve al Imperio 
sin haberse naturalizado en el extranjero, de anularlo y rein- 
tegrar al individuo en su nacionalidad alemana, y en cambio 
si vuelve naturalizado, procederá en seguida á su expulsión. 

También se pierde la nacionalidad alemana por residir 
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diez años en el extranjero sin pasaporte y sin matricularse en 
ningún Consulado de la Nación. 

De estos anoedentes, resulta que no todos los países reco- 
nocen á sus subditos la libertad de expatriarse, que con tanto 
calor proclaman algunos tratadistas. No siendo estas las úni- 
cas dificultades opuestas á la expatriación y á la naturalización, 
puesto que en muchas naciones no se reconoce que el nacional 
pierda su nacionalidad por naturalizarse en el extranjero, con- 
servando la antigua teoría del vasallaje perpetuo. 

De acuerdo con este principio está el espíritu y la letra de 
los artículos 225 y 226 del Código penal de Biisia que acaba- 
mos de transcribir. El art. 4.^ de la ley de 1865 de la Bepública 
Argentina f determinando que tíos naturalizados en el extran- 
jero pierden los derechos políticos, pero no los de nacional 
lidad.* 

Los Estados Unidos, qae han declarado que el vasallaje 
perpetuo es un resto de barbarie, lo conservan, sin embargo, 
en su legislación, á pesar de cuanto le han combatido los 
Attorney -generales y Mr. Cushing y Mr. Black y del bilí de 1868 
sobre la protección de americanos en el extranjero; pues vemos 
que en el Mensaje dirigido á la Asamblea el 7 de Diciembre 
de 1870, se invitaba al Congreso á determmar por medio de 
condiciones legales de qué manera se verifica la expatriación y 
se realiza el cambio de nacionalidad. 

Los Estados Unidos de Venezuela, aunque en la Constitu- 
ción de 1893 suprimieron lo dispuesto en el art. 7.® de la ante- 
rior, al no expresar que se pierde la nacionalidad venezolana 
por ningún concepto, mantienen su criterio contrario al reco- 
nocimiento de los efectos de la naturalización. 

Además, sigue siempre vigente en aquella Bepública la 
ley de 15 de Mayo de 1882, que desconoce la naturalización 
de los venezolanos que, adquirida una ciudadanía extranjera, 
vuelven á la Bepública (1). 

(1) «El Congreso de los Estados Unidos de Venezaela. Decreta. Articulo 
único: El articulo 6.* de la Constitución federal sefifún el cual: «no pierden el 
carácter de venezolanoSt los que fijen su domicilio y adqwieran n<icionali- 
dad en país extranjero*, no niega el derecho de expatriación, sino sólo declara 
un principio aplicable al caso en que los ciudadanos de que trata, vuelvan á 
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En Suiza, segÚQ la ley de 3 de Jalio de 1876, no se pierde 
la nacionalidad sino cuando la ley del país en que residan les 
otorgue el goce de la capacidad jurídica, ó si la condición de 
nacional adquirida en el país en que se halla naturalizado, se 
transmite también á su mujer y á sus hijos. 

El Código civil francés (antes de su reforma) disponía en 
su art. 17 que la nacionalidad francesa se perdía por el estable- 
cimiento en el extranjero sin intención de volver á la Patria 
(«emigración sine animo revertendü). 

Hoy mismo, dice el art. 17 del Código civil vigente en 
Francia, lib. I, tít. I, cap. II: •De la privation des droits ci- 
vils». — Section Premiére. — «Di la privation des droits civils 
par la perte de la qualité defranqaisi^, art. 17: Perdent la qua- 
lité de frangais: I.® Le frangais naturalisé a Vétranger ou ce- 
lui qui acquiertf sur sa demande^ la nationalité étrangere par 
Veffet de la loi. S'il est encoré soumis aux obligations du service 
militaire pour Varmée active, la naturalisation a Vétranger ne 
feraperdre la qualité defrangais que si elle a été autoriséepar 
le gouvernement franjáis. 

Esta es además también la respetable opinión del conocido 
publicista y eminente diplomático Mr. de Cogordan (1). 

En Prusia se pierde la nacionalidad por una ausencia de 
más de diez años, como hemos visto ya; en Busia, Suecia y 
Austria, se pierde por emigrar sin autorización. En la Bepú- 

la Bepúblioa, la cual los ooneidera entonces como si en ella hubiesen perma- 
necido constantemente. (Caracas, 5 de Mayo de 1682). 

La afirmación de que no se niega con esta Ley el derecho de expatriación, 
es lo más extraño qne en ella se contiene, paeeto qae en realidad dicha Ley 
no tiene otro objeto, á menos qtte se considere concedida esta libertad do- 
rante la estancia en territorio extranjero, donde lo mismo ésta, que las res- 
tricciones de la Ley de referencia son perfectamente inútiles y además ine- 
ficaces. 

Por otra parte, Venezuela, como todas las Repúblicas americanas, siem- 
pre ha considerado el vasallaje como perpetuo, reflejándose en todas sus le- 
yes este principio; tanto en las derogadas, como en las vigentes; asi vemos 
que imprime un carácter indeleble hasta á la misma naturalización, puesto 
que el articulo 6.° de la citada Ley de 28 de Mayo de 1882, previene que: 
•las personan qtte hayan adoptaclo la nacionalidad de la Bepública, no 
tienen derecho á despojarse de ella, devolviendo la carta de naturaleza ó 
haciéndose inscribir en matriculan de extranjeros*, 

(1) «La Nationalité aupoint de vue des rapports internationauxi^t pág. 
110 y 111. 
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blica de Chile, según el párrafo S."" del art. 11 de su Constita- 
ción, se pierde la ciudadanía por residir en el extranjero más 
de diez años sin permiso del Presidente. 

El Código civil italiano y en su art. 11, preceptúa que: «La 
ciudadanía se pierde por adquirir otra extranjera». 

Sin embargo^ en Italia no se ha admitido nunca como ab- 
soluto este precepto de su Código, pues por tradición y por 
Ley no se reconoce que un italiano ha renunciado á su ciuda- 
danía, más que cuando hace expresa renuncia de ella ante el 
oficial del Estado civil; y además, no se considera que la na- 
turalización en el extranjero pueda ser válida mientras no se 
haya cumplido con los deberes del servicio militar italiano (1). 

En Inglaterra, hasta la promulgación del Act^Ae 12 de 
Mayo de 1870, se perdía la ciudadanía británica por el esta- 
blecimiento en el extranjero mnimo manendit. 

El Gobierno inglés, contestando á una consulta del Encar- 
gado de Negocios de la Gran Bretaña, en Bogotá, sostuvo la 
teoría de que: «Toda Nación puede conferir los privilegios de 
su nacionalidad, á los nacidos fuera de su territorio; pero que 
no puede conferirlos contra el país del nacimiento, ctiando los 
alaciados regresen voluntariamente al mismo y residan allí; 
y que por consiguiente, el señor M. naturalizado inglés que 
había vuelto á su Patria de origen, mientras residiese en ella 
debía ser considerado como colombiano (2). 

Y del mismo modo se resolvió por Inglaterra, el caso de un 
siciliano que se naturalizó inglés, y volvió á Italia en 1866 
pretendiendo que le amparase allí el pabellón británico (3). 

Queda, pues, bien demostrado que, á pesar de cuanto dicen 
Bluntschli y otros escritores, que dan por generalizado el prin- 
cipio de que el hombre tiene la libertad de cambiar de Patria 

(1) Fiore. MDiritto Intemazionale privatoi^, Torino, 1888. Yol. I, pági- 
nas 375-876. 

(2) Esta es la sana, recta y verdadera teoría y en ella se inspira la nota- 
ble Ley del 8r. Paoheoo de 1864, sobre la condición de los hijos de español 
nacidos en América, tan poco apreciada y hasta criticada en España, que 
después han copiado Inglaterra y los Estados Unidos de América. 

(3) Estos son otros dos casos de extranjerismo dentro de la propia Pa- 
tria, que no todas las Naciones resuelven con la alteza de miras, la nobleza 
y la rectitud, con que la Gran Bretaña resolvió, entonces, las dos ouestionefl. 

11 
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como mejor le convenga; esta libertad, está sajeta á machas 
reglas y restricciones en varios países que no son los de menor 
importancia. 

Fioreiqaeno puede ser sospechoso como poco avanzado en 
sus ideas y teorías, reconoce que, no habiéndose establecido 
aún entre todos los Estados an derecho uniforme respecto á la 
naturalización, no puede admitirse la legitimidad de ésta más 
que en el caso de comprobarse la perfecta capacidad legal, se- 
gún la legislación del país de origen, para adquirir una natu- 
raleza extranjera. 

En España la pérdida de la nacionalidad se rige hoy por 
el art. 20 del Código civil, que dispone se pierde ésta por 
adquirir naturaleza extranjera ó por admitir cargos ó empleos 
de un Gobierno extranjero, sin permiso del Bey. 

Estas disposiciones confirman las del párrafo 2.^ del inci- 
so 4.*> del art. 1.® de la Constitución de 1876, hoy vigente, sobre 
este particular. 

El art. 21 del referido Código civil, dispone que para recu- 
perar la nacionalidad española, es preciso ^volver al Beinoit y 
hacer las declaraciones, de conformidad con lo que preceptúan 
los arts. 106 y 107 de la Ley del Begistro civil, esto es, que se 
declare ante el encargado del Begistro civil el domicilio que 
se elija, el deseo de recuperar la nacionalidad española, renun- 
ciando á la protección del pabellón extranjero. 

El art. 23 exige además se obtenga antes la Beal rehabili- 
tación para poder recuperar la nacionalidad española, cuando 
se ha perdido ésta por admitir empleos sin licencia del Bey. 

El art. 26 dice que: cuando los españoles trasladen su do- 
micilio á un país extranjero, donde por el mero hecho de resi- 
dir en él, se adquiera la ciudadanía, podrán conservar la espa- 
ñola (1) sin más que declarar su voluntad de no renunciar á 
ella ante el cónsul de España. 

Nada habría que decir de estas disposiciones, si á renglón se- 
guido se dictasen algunas medidas restrictivas para los que emi- 
gran sin haber cumplido todos sus deberes para con la Patria, y 

(1) Este artioolo de nuestro Código, admite pues, la doble naoionalidad, 
sin preoeaparse lo mis mínimo de sos resaltados ó de sus difíoaltades. 
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para aquellos que una vez naturalizados, vuetren después al 
Eeino. 

Nosotros no somos enemigos de la completa libertad de 
emigración; pero entendemos que España uo debe reconocer 
ninguna naturalización en él extranjero de oingiÍD español 
que después vuelva voluntariamente al Eeino; y que por al 
contrario, debía señalarse un plazo máximo de dos meses para 
los que asi lo hagan, á ñn de que dentro de eso3 sesenta diae 
tengan la obligación ineludible de renunciar publica y solem- 
nemente sú nacionalidad adquirida; ó salir al cumplir dicho 
plazo, del Eeino, por grado ó por fuerza; según vemos que de* 
terminan las leyes de muchas Naciones, en este caso. 

Ya sabemos que á esto se nos opondrá la dificultad de que 
asi pueden crearse dobles nacionalidades; pero como esto, í 
despecho de las teorías de derecho que puedan citarse en con- 
trario, existe hace mucho tiempo, y no se ha vacilado en sus- 
citar este conflicto al dictar nuestro art. 26 del Código civil ^ 
nada debe importar al Estado, además de que este conflicto 
no sería muy grande, si el individuo que tiene dos nacionali- 
dades, cumple sus deberes como tal nacional al residir en el te* 
rritorio de una de las dos Naciones respectivamente. 

Después de todo cuanto hemos visto, (1) resulta incuestio' 
nable que, en lo que se muestra gran unanimidad en la mayoría 
de las legislaciones de todos los países, es en considerar que la 
naturalización extranjera no puede reconocerse á niogún na- 
turalizado que vuelva voluntariamente á su Patria de origen; 
ó en caso de creer que se debe respetar el hecho conaumado, 
proceder con mayor ó menor premura, según las circunstan- 
cias, á decretar la expulsión inmediata de este individuo, 

(1) Para determinar los casos de nacionalidad de ¡m hijoe de españoles 
nacidos en América que vengan á España, conviene, despüée de tener preeente 
las disposiciones generales de la ley de 20 de Jnnio de 1664^ sobre el partí- 
calar, ver además los arts. 12 y 18 del Tratado de Paz oon el Ecaador 
de 1840, el 7.° del firmado con Chile en 1844, el 9.° del pactado con Bolivia 
en 1847, el 9.<> del concluido con Costa Bioa en 1850, el 9.^ del esbipaUdo con 
Nicaragua en el mismo año, el 7.<* del hecho con Santo Domingo en 185d, 
el 7.<> del concertado con la Bepública Argentina en 1859, modiñcado por 
el 6.° del de 1897, el 7.° del pactado con el Uruguay en 1870. el 2.*» del ter- 
minado con Santo Domingo en 1874, el 19 del convenido con el Brasil en 1678, 
el del Salvador, de 1885, el 2.» del de Colombia de 1B94 y el 7," del Protocolo 
firmado con el Japón en 1897. 



Expulsión del extraiijero. 



Ya hemos visto en las páginas 40, 42, 49, 52, 60, 85 y 88, 
cnanto se relaciona con el derecho de expulsión, del caal nos 
hemos ocupado con mayor detenimiento en otro trabajo naes- 
tro (1) publicado no hace mucho . 

Gomo todo individuo, como todo ser organizado, el Estado 
tiene el derecho de velar por su propia conservEición. Puede 
por lo tanto rechazar á todo extranjero cuya presencia en el 
país constituya un peligro; y que este peligro pueda consistir 
en los actos que deban temerse del mismo, ó en las reclamacio- 
nes que pudiera suscitar de las Naciones extrarijerasj poco 
importa; porque no se trata aquí de generosidad ni de senti- 
mientos, sino del derecho estricto que pertenece al país que 
sirve de refugio. Y este país tiene incontestablemente el dere- 
cho de rechazar un huésped peligroso. La expulsión ó la ex- 
tradición, en este caso, son leyes de propia defensa (2). 

Casi nadie discute hoy á los Estados Soberanos el derecho 
de prohibir la estancia en su territorio á los extranjeros cuyas 
intrigas ó conducta sean causa de perturbación ú objeto de 
escándalos. El extranjero no está en su casa, no tiene derecho 
á la residencia como el nacional; es un huésped, y este titulo 
le coloca bajo la estrecha vigilancia de las autoridades loca^ 
les (3). 

Al Estado que lo recibe y lo tolera, corresponde impedir 
que comprometa los intereses nacionales y que viole las leyes 

(1) lEl derecho de expulsión,! Madrid, 1895. 

(2) A. Billot, We VextradiHonw, FarU^ 1874, pág. 16. 

(8) Arthar DeGJardins, *Uexpul8Íon des étrangera». B«vne deA deox 
Mondes, 1882. 
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de let hospitalidad; porque si ésta impone deberes al que la da, 
tos impone mayores al que la recibe. El que se sirve de la hos- 
pitalidad para sorprender y engañar más seguramente á su 
bienhechor, sobre todo cuando éste ha sido en este punto poco 
previsor, pierde el derecho á la dicha hospitalidad. 

Asi lo ha entendido la República francesa, aplicando las 
disposiciones del art. 7.*» de la Ley de 3 de Diciembre de 1849, 
ya citada; por la que se regulan los procedimientos seguidos 
en Francia respecto de los extranjeros residentes en su terri- 
torio (1) á la expulsión del agitador Principe Pedro Kropotki- 
ne, que al llegar de Londres para tratar con un editor francés 
la publicación de su obra: «El apoyo mutuo en el mundo animal 
y á través de las diferentes fases de la civilización humana», 
fué arrestado en Dieppe, donde se le notificó la, orden minis- 
terial de 10 de Febrero de 1896, expulsándolo de Francia, 
lo que ee verificó á las veinticuatro horas de su llegada, duran- 
te las cuales estuvo además detenido. 

Lo mismo se hizo con Mr. Mac-Pherson, corresponsal pari- 
sién del periódico de Londres uLabourdLeaderí^, expulsado por 
orden del 1.® de Mayo de 1896; y también con el escritor italiano, 
Pedro Monfalcone, que durante quince años había redactado 
y publicado en Francia, (uLa Presse Européenneí>, uLe Journal 
des Jotimaux^f ^LlEcho du Monde éleganU, <iLe Myosotis», y 
^UHfdel Illustréi», y fué conducido a la frontera en Junio de 
1896, sin darle el menor plazo para salir del territorio francés. 

También en Francia se han adoptado medidas de rigor con 
los periódicos extranjeros, suprimiendo en Abril de 1896 el 
periódico turco, el ^MechvereU, y secuestrando por dos veces el 
periódico alemán aLustige Blüetten en 1896 y en 1897. 

Otro tanto hizo Italia, expulsando en 1895, de Milán, á 
Mlle. Sordvillet, limitándose á contestar el Sr. Crispi á la inter- 
pelación que sobre este asunto le dirigió en el Parlamento el di- 
putado Sr. de Cristóforis; nque todos los Gobiernos tienen derecho 
d expulsar d un extranjero por cuestiones de orden público» (2). 

(1) J* Darand, uLes Etrangers devant la loi fran^aiae; París, 1890, 
pág. 07. 

(2) Ver uLe OauloÍ8*t París, 5 Diciembre de 1895. 
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Lo mismo ha hecho siempre Alemania, y recientementie 
adoptó este procedimiento con el fabricante francés Mr. Bies, 
al que se le dieron veinticuatro horas de término al día si- 
guiente de su llegada á Boulay, (Metz) para salir del territorio 
alemán, previniéndole que si volvía, sería encerrado durante 
dos meses en una fortaleza (1): con Mr. Bariset, naturalizado 
francés, que fué preso al llegar á la frontera, en Septiembre 
de 1897, y con Mr. Bourzon en Noviembre del mismo año (2). 

Hemos querido señalar estos casos, para prob^ur que la ex- 
pulsión se aplica con gran frecuencia y no por vía de medida ex- 
cepcional, en aquellos mismos países que se citan, no sólo como 
marchando á la cabeza de la civilización y del progreso, sino 
también como los inspirados en las más amplias ideas de Ij* 
bertad. 

Por otra parte, el mismo Instituto de Derecho Interna- 
cional, en su reunión de Ginebra el año de 1892, adoptó un 
reglamento para la admisión y expulsión de los extranjeros, 
cuyas principales disposiciones extractamos á continuación. 

En el art. 4.^ párrafo 1.^ se declaró: que la entrada libre de 
extranjeros en el territorio de un Estado, no puede prohibirse 
por protección al trabajo nacional, sino solamente por ra- 
zón de una diferencia fundamental de costumbres ó de civi- 
lización ó por temor á una acumulación peligrosa de extran* 
jeros que se presentasen en masa. 

Todo Estado se reserva el restringir ó prohibir temporal- 
mente la entrada de extranjeros en tiempo de guerra, pertur* 
baciones intestinas ó de epidemia. 

El art. 5.® párrafo 1.*» proclama que: la expulsión no debe 
decretarse por interés privado, por impedir una competencia ó 
detener el curso de la justicia. La expulsión no se hace más 
que por interés del Estado que expulsa, 6 el de otro Estado á 
quien amenazase la conducta del expulsado. 

Él art. 7, párrafo 1.*» dice: Pueden ser expulsados indivi- 
dualmente: 

(1) Ver €Le Qaulaia*, París, 14 Agosto 1896. 

(2) Ver uLe Oauloia*, París, 7 Septiembre 1897, y «Le Figaro*t Paría, 4 
Noviembre 1897. 
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1.^ Los extranjeros qae fraadalentamente y violando los 
reglamentos de admisión hayan entrado en el territorio; pero 
si no existe otra razón para expulsarlo y llevasen más de seis 
meses de residencia en el país, no se le paede expulsar. 

2.^ Los extranjeros que violando una prohibición formal , 
establezcan su domicilio en los limites del territorio. 

3.^ Los extranjeros que tengan enfermedades que puedan 
comprometer la salud pública. 

4.® Los extranjeros en estado de mendicidad ó vagabundos. 

5.® Los extranjeros condenados por los Tribunales á causa 
de infracciones graves. 

6.^ Los extranjeros condenados ó perseguidos en otros 
países por infracciones que podrían dar lugar á su extradición. 

7.® Los extranjeros que sean culpables de excitación á la 
perpetración de infracciones graves contra la seguridad públi- 
ca, aunque tales excitaciones no sean castigadas por la Ley te- 
rritorial y que esas infracciones deban consumarse en el ex- 
tranjero. 

8.® Los extranjeros que en el territorio del Estado se hagan 
culpables, ó muy sospechosos, de ataques, incluyendo en éstos 
los actos preparatorios, sea por la prensa, ó de otra manera, 
contra un Estado ó un Soberano extranjero, ó contra las ins- 
tituciones de otro país, si estas acciones pueden ser castigadas 
por la Ley del Q-obierno que decreta la expulsión, y si come- 
tidas en el extranjero por indígenas, se dirigían contra el mis- 
mo Gobierno. 

9.® Los extranjeros que durante su residencia sean culpa- 
bles de ataques y de ultrajes publicados por la prensa extran- 
jera, contra el Estado, la Nación ó el Soberano. 

10.® Los extranjeros que en tiempo de guerra, ó de peligro 
inminente de ella, comprometan con su conducta la seguridad 
del Estado. 

(Ver Anuario del Instituto de Derecho Internacional, 
1892-94. Tomo XII). 

Por nuestra parte, en las páginas 85 y 88, hemos citado las 
disposiciones legales vigentes en España, sobre la expulsión de 
extranjeros; no tan reglamentadas y terminantes como las que 
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acabalaos de estudiar, pero basadas siempre en que, la seguri- 
dad y la tranquilidad del Estado, no sólo dan derecho, sino que 
hasta imponen el deber de expulsar; y si esto es una regla ge- 
neral para todo extranjero; ¿cómo es posible que no se aplique 
siempre y en todo caso, al propio subdito que vuelve á la Patria 
cubierto con una protección extraña, merced á su naturaliza- 
ción en un país extranjero? 

¿Qué puede suceder? ¿Que el individuo expulsado quede sin 
nacionalidad propia cayendo en el heimathlosat? Pues eso será 
cuenta suya, como decía el Gobierno de Venezuela, á propósito 
del caso de J. J. D. (pág. 116). 

Precisamente el Fígaro de París, de 16 de Agosto de 1896, 
refería el caso especial de un tal Pedro MuUer, de veintiocho 
años de edad, natural de Nueva Orleans, que expulsado de los 
Estados Unidos, lo ha sido también de Italia, Suiza, Alema- 
nia, Inglaterra, Bélgica y Francia, sin que ninguno de estos 
países se haya preocupado de otra cosa más que de desemba- 
razarse de un huésped que consideraban molesto (1). 

El pretender resolver las cuestiones de naturalización y de 
expulsión por el temor del heimathlosat, ú otro sentimentalis- 
mo análogo ó por la amenaza de caer en el extremo de adoptar 
leyes reaccionarias, es hoy simplemente antipatriótico. 

(1) Oasaalmente estando ya en prensa este trabajo, vemos en el iNowoe- 
llMtew de Bárdeos, de 8 y de 6 de Septiembre de 1900, y en el ikjournal deg 
Debata», de París, qae el Gobierno francés, oon motivo de las huelgas de 
Marsella, ha decretado la expulsión del diputado italiano Sr. Morgari, de la 
segunda circunscripción de Turin y director del periódico de Boma nAvantiw^ 
y que le ha hecho acompañar por la policía hasta la frontera, á pesar de su 
carácter de diputado de una nación amiga. 



De la doble nacionalidad. 



Por los principios y por los textoa legales qne acabamos de 
exponer, queda claramente demostrado que, prácticamente 
resalta destruido el sentido absoluto de dos de laa tres cono- 
cidas máximas de Derecho que afirman: i^que tiadíe debe ca- 
recer de nacionalidad;^ «que nadie puede tener más de una^^ y 
que fidebe poderse cambiar libremente ésta.t* 

Las expresadas teorías que hau sido solemnemente consa- 
gradas, al haberlas reconocido y aceptado ellostituto de Dere- 
cho Internacional, incluyéndolas, en 1895, en sus resoluciones 
primera y segunda acerca de los conÜictos de nacionalidad, 
están en abierta contradicción, las dos primeras, con el crecido 
número de individuos que hay actualmente en el mundo, en la 
situación del heimathlosat, de que nos hemos ocupado recien- 
temente; así como también contra los casos que provocan laa 
dificultades legales sobre naturalización y nacionalidad, que 
estamos analizando; y además, contra los numerosos ejemplos 
de doble naturaleza que podemos señalar. 

En efecto, aun prescindiendo del caso del famoso Príncipe 
de Ligne (autor de unas celebradas Memorias), que por au 
nacimiento era flamenco, subdito austríaco y Duque francés, 
y como tal, recibido y agasajado en Versalles, hasta en la inti- 
midad de Luis XVI y de María Antonieta; que después se na- 
turalizó en Polonia, donde pretendió ser elegido Bey, pasando 
luego á Busia á ofrecer sus servicios á [a Emperatriz Catalina, 
conservando, sin embargo, hasta que falleció eu Yiena, durante 
el célebre Congreso, su condición de flamenco, como aún 
hoy la conservan todos sus descendientes: el de la familia fran- 
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cesa de los Latour d* Auvergne^ qaeeran al mismo tiempo Da- 
qaes Soberanos de Bouillon, en el Laxemburgo; ó el caso ex- 
cepcional del General italiano Garibaldi, elegido Diputado á la 
Asamblea francesa el 8 de Febrero de 1871, sin protesta ni difi- 
cultad de ninguna clase, pues voluntariamente y con la mayor 
espontaneidad renunció á ella el 13 del mismo mes; podríamos 
citar y citaríamos otros muchos, limitándonos ahora á seña- 
lar, como uno de los ejemplos más notables y completamente 
de nuestros días, el del noble procer Napoleón Luis de Talley- 
rand-Périgord, Duque de Valen(¡ay y Príncipe de Sagan (en 
Silesia), que nació en París en Marzo de 1811 y falleció en la 
misma capital en Marzo de 1898, el cual, por su familia paterna 
y por su nacimiento, era francés, y como tal y en su calidad ie 
Diique de Val6n9ay, fué condecorado en 1838 con el collar de 
la Insigne Orden del Toisón de Oro de España; pero que como 
Príncipe de Sagan (Principado alemán, mediatizado desde 1804, 
que heredó de su madre, hija del Duque de Curlandia, Senis- 
gall y Sagan), á pesar de su condición de francés, tenía por de- 
recho propio, como Señor alemán, su asiento en la Alta Cá- 
mara de Prusia, y en ella se hacía representar siempre por 
un Notario; guardándosele allí tantas consideraciones, que 
desde 1870 se le dispensó de votar. 

De modo, que si en Francia hubiera subsistido la Monar- 
quía, se habría dado el caso de que un Senador alemán hubiera 
tomado asiento también, como Duque de Valengay en el Se- 
nado francés, sin que conste que esta doble nacionalidad, os- 
tentada por tan ilustre procer durante los 87 años de su vida 
haya dado lugar, ni aun durante la guerra de 1870-1871 al 
menor rozamiento entre Alemania y Francia. 

Y este caso ha subsistido, á pesar de la Nota dirigida por 
Mr. Crémieux en 1848 á Lord Brougham, citada por Cogor- 
dan (1), diciéndole que Francia no admitía que un ciudadano 
francés fuese al mismo tiempo ciudadano de otro país. 

Tampoco en Dinamarca es contraria la legislación á una do- 
ble nacionalidad, según se desprende de la Nota dirigida por 

(1) La nationatité au point de vue des rapports internationaux, Pa- 
rís, 1890, pág. 66. 
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el Ministro de Negocios Extranjeros de Copenhague el 28 de 
Mayo de 1863 al Ministro de S. M. Británica, con motivo de 
haber prestado juramento de burguesía en una ciudad de Zelan- 
dia un subdito inglés, diciendo que las leyes del país no se opo- 
nían á la coexistencia de dos nacionalidades (1). 

Existen ademiis otros muchos casos, de los cuales explica 
uno Fiore (2) diciendo: «Supongamos que un italiano emi- 
grado en una de las Eepúblicas del Centro 6 del Sur de Amé- 
rica tiene allí un hijo, y que, por lo tanto, según aquellas leyes, 
este hijo, por el mero hecho de haber nacido en ella es ciuda- 
dano de la Eepública, mientras que en virtud de las de Italia 
es también ciudadano italiano (3). Si fuese necesario tener que 
determinar la tutela de este individuo, tendría que hacerse 
por la Ley italiana; pero como al mismo tiempo en su resi- 
dencia se le considera como nacional, no habría ningún medio 
legal hábil para impedir que las Autoridades competentes de 
aquella República instituyeran la tutela por la Ley del país en 
que reside el interesado y en el que se le considera como natural, 
sin derecho á optar por otra nacionalidad. Y lo mismo sucede- 
ría con los bienes que este hijo de italiano (4) nacido en una 
Bepáblica americana tuviera en dicho país, así como con todas 

(1) Meport of royal commüsionerg on naturalisation and alie- 
giance, 1869, pág. 66. 

(2) Diritto intemazionale privato. Tomo I, pág. 482. * 

(d) España resolvió oon gran acierto y oportunidad estos ood nietos, dio- 
tando la famosa ley de 20 de Jnnio de 1864, llamada Ley Pacheco, estable- 
ciendo reglas fijas para que se respetase en las Bepúblioas americanas, cuya 
legislación de ciudadanía se inspirase en el principio del jus aoli, el que se 
impusiera á los nacidos allí de padres españoles la nacionalidad local, pero 
reservando á estos hijos de español sus derechos á la naturaleza española que 
les conceden nuestras leyes, para que tan pronto como varíe la ley en alguno 
de aquellos países, ó estos individuos salgan de aquel territorio, puedan recu- 
perar la nacionalidad española. (Ver dictamen del Consejo de Estado de 22 
de Noviembre de 1893, respecto á una consulta elevada sobre este particular, 
por el Sr. Ministro Plenipotenciario de S. M. en el Perú). 

Esta Ley tan injustamente comentada en España, la ha copiado Ingla- 
terra en el articulo G."" de su Áct de 12 de Mayo de 1870, y los Estados 
unidos en el articulo 173 de sus Reglamentos consulares. 

(4) Lo que Fiore no recuerda, es que en Italia sucede absolutamente lo 
mismo, por la aplicación del art. 8.° de su Código civil, que dice: «es italiano 
el nacido en Italia de padre extranjero que lleve residiendo en el Beino 
diez años sin interrupción!, y por lo tanto, la tutela y cuanto se refiere á la 
nacionalidad del hijo menor de un extranjero nacido en Italia, en esas con- 
diciones, se rige allí también por la ley italiana. 



— 174 - 

las resoluciones que caalqnier representante de Italia quisiera 
adoptar con arreglo á las disposiciones de la Ley italiana (1) 
por ser evidente que los conflictos de ley que se pueden sus- 
citar entre dos Estados por la doble nacionalidad de uno de 
sus subditos, se tiene que resolver por las leyes de aquél en 
que reside el individuo origen del conflicto, ó donde estén los 
bienes del litigio: de modo, que mientras continúa residiendo 
en la Nación donde ha nacido y le imponen, en atención á in- 
formarse aquellas leyes en el principio del jus soli, su propia 
nacionalidad, tiene por fuerza que sujetarse á ellas para cuanto 
se relaciona, con su persona y los bienes que tenga allí; pero 
cuando voluntariamente vaya á residir al país de su padre, 
cuya legislación, en virtud de admitir el principio del jus san^ 
guinis le considera también subdito suyo, y parece al mis- 
mo tiempo que él se somete voluntariamente á esta jurisdic- 
ción, queda sujeto á ella y á ella tiene que someterse, tanto 
para su persona, como para los bienes que pueda tener en el 
país. 

Además, en los países como en la Gran Bretaña, que no 
admite que la mujer británica pierda su nacionalidad por ca- 
sarse con un extranjero, toda inglesa que se case con un espa- 
ñol, francés ó italiano, cuyas legislaciones la admiten por su 
matrimonio, como francesa, española ó italiana, la constitu- 
yen una doble nacionalidad á todas luces innegable. 

Nuestro jurisconsulto D. Emilio Bravo, no admitía que la 
mujer española perdiese su nacionalidad por casarse con ex- 
tranjero (2), manifestando que para ello era preciso que la re- 
nunciase solemnemente; pero como en ninguna Ley española 
se habla de esta renuncia de la mujer que se casa con extran- 
jero, no podemos ser de la opinión de este jurisconsulto, se- 
gún la regla Ubi lex non distinguit, nec nos distinguere debemus. 

(1) Precisamente no hace mucho tiempo qae como Ministro de España 
en los Estados Unidos de Venezuela, tuvimos que resolver el caso de. esta- 
blecer la tutela de un menor nacido en aquella República de padre español, 
y de acuerdo con este criterio, que es también el nuestro y el de nuestra ley 
de 1864, procedimos en todo conformándonos con lo hecho por las Autori- 
dades del país, á las que negamos poco tiempo después, en cambio, la inter- 
vención en otro caso de tutela, de una menor española, nacida en España. 

(2) Derecho Internacional primado, Madrid, 1886, pág. 48. 
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Existen además machos casos de naturalizaciones dolo- 
sas, (infraudem legis) por ser contrarias á la ley del Estado; 
pero como éstas pueden atenuarse todas y anularse por su de- 
fecto de validez legal, son poco peligrosas para el país. 

De todo lo cual resulta, que á las diferencias suscitadas 
por la disparidad de criterio entre los principios jtire sanguinis 
j jure soliy han venido á sumarse las dificultades que pueden 
derivarse de la indiscutible facultad de conceder la naturali- 
zación á un extranjero sin preocuparse de los deberes ó res- 
ponsabilidades que éste tenga pendientes en su Patria de ori- 
gen y el incuestionable derecho de ésta de reconocer ó no á 
sus subditos la libertad de naturalizarse en el extranjero, y 
hasta de renunciar legalmente su propia nacionalidad. 

Porque si bien hay Naciones, según hemos visto que, 
como España, Bélgica, el Brasil, Colombia, Italia, el Luxem- 
burgo, Monaco, Países Bajos, Suecia, Austria-Hungria (1), el 
Uruguay, y, finalmente, desde 1870 la Gran Bretaña (2) de- 
claran que se pierde la propia nacionalidad por adquirir otra 
en el extranjero, en cambio Eusia, Francia, los Estados Uni- 
dos de América, la República Argentina y los Estados Unidos 
de Venezuela, consideran en cierto modo como vasallaje per- 
petuo el de sus respectivos subditos, ó por lo menos sujeto á 
condiciones dentro de las cuales puede decirse que lo es; y de 
esta divergencia de sistemas y de principios han de resultar 
necesariamente muchos conflictos, como ocurrió con la discu- 
sión entre las Naciones de Europa y las de América, con mo- 
tivo de la adopción del jtis soli contra el jus sanguinis^ y sobre 
todo, por la creación de la doble nacionalidad, que ha servido 
de base también al extranjerismo dentro de la propia patria; 
y como parece sumamente difícil el que se llegue algún día á 
un acuerdo general respecto de la ciudadanía y de la natura- 

(1) AuBtria-Hungria admite que se puede perder en ciertos casos la na- 
cionalidad aostro-húngara, por adquirir naturaleza en un país extranjero y 
por entrar en una Orden religiosa extranjera. 

(2) El Estatuto 27 de Jorge I prohibía á los ingleses llevar su industria 
y sus manufiusturas á países extranjeros, bajo pena de perder la ciudadania, 
y quedar por lo tanto incapacitados para heredar, á menos que volviesen al 
Bmuo dentro de los seis meses de recibir el aviso consiguiente por medio de 
los Gónsulee británicos. 
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lización, conviene que cada Estado, siguiendo el ejemplo de 
Alemania, trate de evitar con sus propias leyes, el que la 
emigración no sea an pretexto para eludir las cargas y debe- 
res del nacional y volver á la patria libre de unas y de otros 
y con los privilegios y apoyos inherentes á una ciudadanía 
extranjera. 



Del abuso de protección. 



En nuestro concepto, el abismo que separa la condición 
actual del extranjero, verdaderamente privilegiada, de la an- 
gustiosa y desdichada que tenia primitivamente y qae pone 
bien de relieve aquella orguUosa leyenda de una de las pirámides 
de Egipto: ^Ningún hombre nacido en Egipto, ha trabajado e?i 
ellaí^, es lo único que puede explicar la existencia del keí- 
mathlosat, como imprevisto resultado de la supresión de todas 
las persecuciones de que era antes víctima un ex4¡ranjero; pero 
el origen del extranjerismo dentro de la Nación en que se ha 
nacido, ese hay que buscarlo en el exceso de protección que al- 
gunos Gobiernos han tenido á gala dispensar á sus nacionales 
en el extranjero, con ó sin razón, rodeándoles así de ima in- 
munidad, muy parecida á lo que constituye la extraterritoriali- 
dad de los cristianos en los países de capitulaciones , donde 
precisamente también el inmoderado afán de proteger á todo 
trance al nacional, ya cercenando la jurisdicción consular como 
ha sucedido en Egipto, ó siendo causa de su abolición com- 
pleta como ha pasado ya en el Japón. 

Esta tendencia á exagerar la protección, recibió extraordi- 
nario impulso después de publicado el Bill de 1868, acerca de 
la que se debía prestar á los ciudadanos norte- americau os en 
el extranjero; y desde entonces los Bepresentantes de ciertas 
Potencias, y también algunos Gobiernos, no han vacilado en 
imponerse á las Naciones débiles, y agobiarlas con la exacción 
áe indemnizaciones, algunas de ellas verdaderamente fantás- 
ticas; y con imposiciones, cuya explicación en Derecho, es 
totalmente imposible el hacer; pero en cambio el resultado^ 

n 
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verdaderamente comercial ó utilitario, no se ha hecho esperar, 
y ha surgido el afán de naturalizarse en esos países, tan temi- 
dos como detestados, para volver á la patria y humillarla con la 
amenaza constante de una poderosa protección en favor de 
los pequeños intereses personales, de un subdito traidor. 

No negamos, ni por un momento, que todo Estado tiene 
el derecho de proteger y el deber de sostener á sus respectivos 
subditos en el extranjero, contra todo acto arbitrario ejecutado 
con perjuicio de sus personas, de sus bienes ó de sus intereses; 
pero como las leyes obligan al extranjero desde que entra en 
el territorio de la Nación á que emigra, no puede dejar de res- 
petarlas, sean ó no de su agrado; y como todo extranjero que 
reside en un país, es subdito temporal del mismo, (subditi tem- 
porarii) y está sometido á su justicia y á todas las disposiciones 
obligatorias para los indígenas y para los extraños; creemos 
que la protección que le dispensa su Gobierno, sólo puede ejer- 
citarse en su favor, contra la violación de las leyes del país en su 
daño y contra la arbitrariedad manifiesta, ó la denegación de 
acceso á los Tribunales y á las vías de defensa á que pueda 
tener que recurrir, en demanda de apoyo para sus intereses. 

Bespecto á lo que en Derecho se llama una denegación de 
justicia, hacemos las más expresas reservas, tanto por la am- 
bigüedad de todas las definiciones que conocemos de la dicha 
denegación de justicia ó injusticia notoria, como porque tam- 
poco nos satisface que baste para admitirla, el parecer de va- 
rios jurisconsultos del país, encontrando sumamente peligroso 
el aceptar la definición de lo que se llama una injusticia noto- 
ria, para basar en ella una acción diplomática, puesto que, toda 
sentencia ó decisión contraria, suele parecer, lo mismo al que 
la sufre que á los que le apoyaban, una manifiesta denegación 
de justicia. 

Por esta razón, los recursos de «segunda suplicacióm y de 
injusticia notoria», de nuestra antigua legislación, que se in- 
terponían ante el Consejo Eeal, contra los fallos de los Tribu- 
nales superiores, han sido suprimidos. 

Una de las condiciones que exigía la Ley recopilada para 
admitir la segunda suplicación era que se tratase de causa 
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ardua y difícil, concepto sumamente vago, qae no podía menoa 
de producir muchas y grandes confusiones. 

Igual defecto se notaba en el de injusticia notoria, pues 
mientras unos doctores opinaban que para interponerlo era 
preciso que la injusticia apareciese de la pura inspección ma- 
terial de los autos; otros sostenían que procedía también, aun- 
que la calificación de la injusticia requiriese un examen más 
profundo (1). 

Estas dudas y las controversias a que daban lugar, hicieron 
que por Eeal decreto de 4 de Noviembre de 1838, se supri- 
miesen estos dos recursos estableciendo el de nulidad, que 
en su esencia es el de casación, planteado definitivamente 
por la ley de Enjuiciamiento civil de 1855, y la reformada 
de 1881, y últimamente extendido á las causas criminales, 
por la ley de Enjuiciamiento criminal de 1882, habiendo 
prevalecido el nombre de casación sobre el de nulidad, por 
ser aquél más expresivo y estar más adoptado en la mayor 
parte de las Naciones. Suprimido el Consejo Beal, se en- 
comendó la decisión de los recursos de casación, al Tribunal 
Supremo de Justicia, clasificándolos en: recurso de casación 
por infracción de ley ó doctrina legal, (ó recurso de fondo) y 
recurso por quebrantamiento de forma, (ó recurso de form>a) . 

Ahora bien, ¿si estas complicaciones y estas dudas han in- 
fluido en un cambio completo del procedimiento civil y crimi- 
nal de un país; es admisible que los [Representantes diplomá- 
ticos, decidan por sí mismos, si la sentencia de un Tribunal 
extranjero pueda calificarse, de plano, de injusticia notoria ó 
denegación de justicia? Creemos la materia harto delicada para 
que se nos dé una respuesta absoluta; y, por lo tanto, insisti- 
mos en las reservas que acabamos de formular. 

A veces, se ha invocado la protección de un Estado, para 
proteger empresas comerciales y particularmente, cuando un 
Gobierno ha suspendido el pago de los intereses de una deuda 
contraída con extranjeros; solicitando no sólo la intervención 
diplomática sino hasta el empleo de la fuerza, como sucedió 

(1) Alvarez. «Derecho Beal de Castilla y de Indiast, pág. 273. 
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cnando Portugal rehusó pagar ladeada de D. Miguel, en 1832^ 
y á propósito de la suspensión de pagos de Turquía y de 
Egipto. 

Hall (1) cita el famoso despacho de Lord Palmerston, de 
Enero de 1848, diciendo que: «si los ingleses han entregado sus 
capitales á un Estado extranjero, ha sido con la esperanza de 
realizar grandes beneficios y que han debido contar con los ries- 
gos que eran inevitables. Si no han previsto esta eventuali- 
dad, deben sufrir la suerte de todo especulador que se ha enga- 
ñado en sus cálculos». 

Geffcken, en sus comentarios á Heffter (pág. 138) dice 
también: «En general, las personas que arriesgan su dinero 
en aventuradas empresas, no pueden quejarse si sus asuntos 
se tuercen y periclitan. Por consiguiente la protección acorda- 
da por un Gobierno, á sus subditos, como acreedores, respecto 
de un Estado extranjero, es una cuestión discrecional, que 
depende de la buena voluntad de aquél y de las circuns- 
tancias, no existiendo ninguna obligación jurídica para defen- 
der esos intereses, á menos de violencia, mala fe de parte del 
Gobierno deudor, ó evidente denegación de justicia» (2). 

«Si es difícil, en principio, el admitir que los Gobiernos ten- 
gan fundados motivos para conceder el apoyo de su autoridad 
y de su intervención directa, (3) á aquellos de sus nacionales 
que consienten libremente en prestar su dinero á Gobiernos 
extranjeros; al menos la razón y la equidad, exigen que cuando 
semejantes ingerencias en unos contratos privados deban de 
tener lugar, se examinen detenidamente los antecedentes del 
asunto, y no se obre de ligero y sin conocimiento de causa.» 

F. Martens (4), sostiene el deber del Estado de «proteger 

(1) International Law^ pág. 286. 

(2) Los distingos de Geffcken, son tan obscuros y tan ambiguos, como la 
apelación á la denegación de justicia en un caso de suspensión de pagos de 
una deuda pública, donde la comunidad de intereses liga lo mismo á los na- 
cionales que á los extranjeros que sean tenedores de la deuda perjudicada. 
Esta cita de la denegación de justicia, en este asunto, viene á corroborar las 
dudas que sobre su exacta definición acabamos de exponer. 

(3) O. Calvo. Le Droit international, etc. Tomo I, pág. 340 y tomo II, 
pág. 848. 

(4) Traite de Droit internationalt traduit par Leo. Parid, tomo I, pá- 
ginas 444 á 446. 
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á sus subditos en el extranjero, reconociendo qae no hay re- 
glas ni leyes precisas para determinar la protección, que cada 
Gobierno debe ejercer según su tacto, sus ideas y su propia 
dignidad;» pero en seguida recuerda la circular de Lord Pal- 
merston que acabamos de transcribir. Añade este ilustre y au- 
torizado tratadista, que: «respecto á los ferrocarriles, manufac- 
turas y otras empresas, los Gobiernos no deben intervenir 
más que si los intereses de sus nacionales han sido lesionados 
con relación á las leyes del país». 

En este punto, es decir, en el respeto absoluto á la juris- 
dicción local, coinciden todos, absolutamente todos los trata- 
distas modernos, ya que los antiguos, por la dura condición 
impuesta entonces al extranjero no pudieron ni soñar, que 
éste podría invocar, como lo hace hoy, para cuanto se relacio- 
na con su conveniencia particular, la protección de su Sobe- 
rano contra la potestad de aquel de cuya hospitalidad disfruta. 
«Si hay un principio casi universalmente reconocido, dice Car- 
los Calvo (1), es seguramente el que reconoce á la jurisdicción 
local el derecho de conocer todas las cuestiones relativas á los 
derechos reales y personales residentes en el país, á titulo 
permanente ó provisional, aunque tales cuestiones hayan te- 
nido principio en otras naciones». 

«Todo Gobierno tiene el derecho de proteger á sus nacio- 
nales en el extranjero, afirma Piore; pero tan sólo cuando se tra- 
te de procedimientos arbitrarios y nunca contra las leyes del 
país; porque, un Gobierno no puede ingerirse en la recta aplica- 
ción de la ley (2) con pretexto de proteger los intereses nacio- 
nales, ni los magistrados abstenerse de aplicar la ley aunque 
estén convencidos de que es gravosa; porque á ellos no les 
toca apreciarla, sino decidir con arreglo á ella el punto someti- 
do á su juicio y decisión.» 

«Además, añade Fiore, hay que hacer una diferencia im- 
portantísima entre los ciudadanos domiciliados en país extran- 
jero, ó que residen allí por razones comerciales, con los tran- 
seúntes.» 

(1) Le Droit international, etc. Tomo II, pág. 248. 

(2) Flore. Diritto internaMionale. Tomo I, pág. 331. 
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«LoB primeros, tienen la posición de sábdítos temporales^ 
y si éstos reclaman la protección de sus Gobiernos respecti- 
vos, pueden dar lagar á ana protección ilegal; lo qae no suce- 
de con los últimos.t 

«La acción diplomática para proteger los subditos en el 
extranjero, debe ser ejercitada con mucba reserva, sobre todo 
con los que tengan establecimientos comerciales ó domicilio 
legal en el extranjero^ que con^o subditos voluntarios deben 
observar más escrupulosamente las leyes del país donde residen.» 

«Es ilícita é injustificable, la protección que tenga por ob- 
jeto alcanzar para los subditos una posición privilegiada en el 
extranjero.» 

«Si además el ciudadano perjudicado ú ofendido tuviera 
medios legales para hacer valer sus derechos, la protección de 
su Gobierno seria injustificada, como por ejemplo: si un ciu- 
dadano que ha hecho un contrato con un Gobierno extranjero, 
se dijese perjudicado en sus derechos y reclamase la protec- 
ción de su nación, en vez de plantear la acción judicial corres- 
pondiente.f 

El London News del 15 de Febrero de 1862, decía: «Las 
personas que por razón de intereses mercantiles vayan á otro 
país, deben al ir allá, prepararse á hacer frente, como los in- 
dígenas, á todos los peligros á que se exponen por desórdenes 
políticos y disensiones interiores.» 

Bluntschli, no es tampoco de los que establecen menos 
distingos y ejemplos para aceptar la intervención diplomática 
en favor personal del extranjero, y con gran prudencia dice: (1) 
que «el Estado tiene el derecho y el deber de proteger á sus 
nacionales en el extranjero, por todos los medios concedidos 
por el Derecho internacional:» 

•(a) Cuando el Estado extranjero ha procedido contra ellos 
violando los principios de este Derecho.» 

•(b) Cuando el Estado extranjero no ha hecho nada para 
oponerse á los malos tratamientos ó á los daños y perjuicios 
causados, aunque no sea él quien hizo el daño.» 

(1) Le Droit internaUonal codifié, pág. ^0, reglas 879. 880 y 880 bii. 
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«En esos casos, se puede pedir la reparación de la injusticia; 
el reembolso del perjuicio causado, y exigir, según las circuna- 
tancias, que se den garantías para evitar la repetición de he- 
chos semejantes.» 

Añadiendo á continuación como ejemplos los caaos si- 
guientes: 

«Incurre en responsabilidad el Estado extranjero que sin 
motivo, detiene á los viajeros, los reduce á la esclavitud, loa 
obliga á abjurar su religión, los despoja de sus bienes, los tra- 
ta con crueldad, viola en sus personas los Tratados de Comer- 
cio ó de libre establecimiento, y no respeta los derechos de 
las Naciones de sostener relaciones entre ellas. Los Estados 
son, es verdad, las solas personas en Derecho internacional; 
pero los ciudadanos, por la mediación de los Estados, están 
bajo la protección de ese Derecho.» 

«Es preciso, dice siempre Bluntschli, evitar dos extremos, 
esto es: dejar sin protección á sus nacionales contra las itiju- 
rias ó los perjuicios de la Nación en que residen, ó mezclarse 
en la administración de justicia de los países extranjeros, acu- 
diendo en seguida á la vía diplomática, antes de buscar que se 
haga justicia por los medios ordinarios.» (Tendencia de que se 
ha acusado siempre á Inglaterra, que pretende adoptarla é im- 
ponerla). 

«Suponiendo siempre la buena fe, cuando los tribunales, 
respetando las formas, se hacen culpables de un modo eviden- 
te de denegación de justicia, rechazando la demanda del ex- 
tranjero^ á causa de su nacionalidad; ó bien atendiéndole en 
la apariencia; pero dejándole sin protección en el fondo, se 
puede intervenir diplomáticamente en su favor. El extranjero 
no tiene, sin embargo, derecho á la protección de su Gobier- 
no, más que en el caso en que el Derecho internacional haya 
sido pisoteado, (sic) en el asunto que le concierne; pero no si 
ha perdido un pleito, que según su opinión debía ganar, ó bien 
cuando la sentencia ha sido declarada injusta por los juris- 
consultos del país.» 

«Cuando un Estado rehusa á sus acreedores la protección 
de los Tribunales, comete un atentado contra el Derecho in- 
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ternacional, y puede exigírsele responsabilidad. Pero el solo 
hecho de que el deudor, por ser insolvente no pueda pagar, 
no tiene más que el carácter de un asunto de derecho privado.t 

<(En cambio los Estados no pueden ser obligados á pagar 
indemnizaciones por las pérdidas y daños sufridos por los ex- 
tranjeros, lo mismo que por los nacionales, á consecuencia de 
disturbios civiles, ó de revoluciones interiores,» (regla 380 bis). 

<^La reclamación de Inglaterra por la revolución de Ñapóles, 
faé combatida por Austria y por Eusia, (ver notas del Principe 
Schwarzenberg de 21 de Abril de 1850, y del Principe de Nes- 
selrode del 2 de Mayo de 1850), ó Inglaterra la retiró.» 

üLiOS Estados Unidos adoptaron este principio durante su 
guerra de 1861-1865.» (1) 

ííDecisión de la conferencia (15 de Abril de 1869, Paris) por 
ei conflicto turco-heleno.» 

«Los casos contrarios son abusos, que nunca pueden cons- 
tituir ejemplos ni jurisprudencia.» 

Aunque algo habría que decir á esta teoría de que los demás 
casoB no pueden ni constituir ejemplo ni mucho menos juris- 
priulBQcia, como nuestro propósito es estudiar serenamente 
tudoe estos interesantes é importantes problemas relacionados 
con la condición de la extranjería desde el punto de vista 
Ugíú, y no renovar rencores ni animosidades, nos limitamos á 
insinuar aquí una ligera protesta de esa frase final para conti- 
nuar nuestra ardua y difícil tarea. 

Nuestro concienzudo tratadista, Biquelme, (2) dice por su 
parte, que: «nunca deben permitirse los diplomáticos, protestar 
contra los procedimientos legales de un Tribunal competente; 
porque tales protestas envuelven una acusación de injusticia 
que seria esencialmente ofensiva á la autoridad del país». 

F , Heinrich Geffcken, opina que «la protección del Ministro 
público á sus nacionales tiene que subordinarse á ciertas con- 
diciones; porque el Ministro no puede mezclarse en la jurisdic- 

(1) For BupaeBto que después, olvidaron caidadosamente este principio, 
para exigir indemnizaciones, en su favor, á los demás países que han sufri- 
do disturbios ó guerras interiores. 

fi) Elementos de Derecho público internacional^ Madrid, 1849. 
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ción local y no paede intervenir más que contra las denegacio- 
nes de justicia, injusticias manifiestas y violación de Tratadost . 

Lo mismo opina Calvo, diciendo que: «la intervención di- 
plomática no piiede justificarse, más que en el caso de que se 
haya infringido el Derecho internacional, ó cuando una sen- 
tencia sea declarada inicua por los jurisconsultos del país (1)». 

F. Martens es más explícito aún, cuando afirma (2) que 
«aunque las leyes y disposiciones sean poco ventajosas y hasta 
vejatorias; diferentes de las de la mayoría de los demás Estados, 
y hasta contrarias á una sana política ó á una buena adminis- 
tración, si no se oponen á las estipulaciones de los Tratados 
obligan á los extranjeros á someterse á ellas, tanto más cuanto 
que el extranjero debe darse cuenta por anticipado de la si- 
tuación jurídica del país en que desea habitar, y es libre de 
quedarse ó de marcharse del mismo, si no le conviniera». 

Después de estas lineas generales, que á pesar de los dis- 
tingos y de las reservas empleadas por estos ilustrados, juicio- 
sos y autorizados tratadistas que acabamos de citar, bastan 
para hacerse cargo de cuan difícil y delicado es fundar en de- 
recho una reclamación diplomática, hoy tan en boga y tan 
abusivamente prodigadas; podemos examinar las opiniones de 
los autores más modernos, respecto de la reclamación indivi- 
dual, de que también se abusa en extremo, apoyándolas todas 
en el respeto de la fuerza y en la intimidación, salvo raras 
y contadas excepciones. 

Fiore dice: «De ningún modo se puede exigir que los inte- 
reses privados^ sean protegidos de manera que se comprometan 
los del Estado, y puedan romperse las relaciones amistosas 
entre dos Gobiernos.» «Creemos que no sea buena política, y 
contrario á la prudencia de un buen Gobierno, el hacer de la 
causa de un particular la causa de su Nación; exponiéndose 
al peligro de convertir esta cuestión en asunto nacional; ex- 
cepto en los casos en que el hecho implique peligro para la 
seguridad, ú ofensa á la honra nacional». (3) 

(1) Le Droit internationalj eto. Tomo II, pág. 848. 

(2) Traite de Droit internationalt París, 1883, pág. 448. 

(3) Diritto internazionale. Tomo I, págs. 412 y 41'3. 
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Esta recta teoría, la apoyan también Heffter (1) y Pbilimo- 
le, lo mismo gne Hartmann, más dicidido aún si cabe al ma- 
nifestar (2) qae: «El Ministro público debe recordar que no 
representa exclusivamente á su Soberano, como tal personali- 
dad, sino también al Jefe del Estado, y, por lo tanto, que debe 
atender á los intereses de los subditos del mismo, sus compa- 
triotas; pero esto no significa que deba convertirse en su pro- 
curador ^ ni en agente de los negocios particulares y que sólo 
debe intervenir cuando al lesionarles, se falte á los principios 
del Derecho internacional y á las eternas reglas de la justicias. 
Más explícito aún el ilustre diplomático y autorizado tra- 
tadista, Cogordan, sostiene que: «la protección diplomática es 
una medida de gracia y de orden administrativo; y que se pue- 
de rehusar sin que el interesado pueda fundarse en su nacionali- 
dad para obtenerla» (3). 

La Comisión reunida el año de 1858, en el Ministerio de 
negocios extranjeros, en París, emitió un dictamen, recono- 
ciendo que el Eepresentante de Francia, era libre de aceptar 
ó denegar su protección según los casos; pero aconsejaba se 
invitase á los referidos Bepresentantes de Francia en el extran- 
jero, á no proteger á los nacionales que no estuviesen matri- 
culados en el respectivo Begistro de ciudadanos franceses; y á 
que se dictasen algunas reglas para que fuese fácil apreciar la 
oportunidad de una acción diplomática en favor de los parti- 
culares; y respecto á la América del Sur, especialmente, que 
los Bepresentantes diplomáticos y los Cónsules franceses, 
debían rechazar las demandas de protección de sus nacionales 
prófugos; de los que se hubieran casado con mujer americana, 
y de los que poseyeran inmuebles en el país (4). 

Estas reglas se ajustaban perfectamente á la legislación 
francesa, entonces vigente. La l.*^ condición es lógica y natu* 
ral, porque al individuo que abandona su Patria, no contribu- 
ye más á sus cargas y en cambio solicita su protección, ¿qué 

(1) Droü international^ § 68. 

(2) Devoirs des Agenta diplomatiqíiee en paya étranger»^ pág. 119. 

(8) De la iiationalité an point de vue dee rapporte internationaux, 
París, 1890, pág. 112. 
(4) Cogordan. Obra citada, pág. 50. 
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menos puede exigirsele que el hacer acto de acatamiento al 
Ministro diplomático de su pais^ que en el extranjero es su 
autoridad (1) y que CQntribuya con una modesta suma, á las 
necesidades de su patria en el extranjero, único sacrificio qtie 
se le pide en cambio de la protección de su Gobierno? La mis- 
ma disposición, aunque con escasos y tristes resultados, ha 
adoptado hace tiempo el Gobierno español (2). 

El rechazar al nacional casado con una indígena ó que 
tenga bienes inmuebles en el país, se comprende, porque la le- 
gislación francesa entonces atribuía la pérdida de la ciudada- 
nía, al francés que emigraba msine animo revertendü y claro es 
que el casamiento, como la adquisición de bienes raíces hacen 
suponer fundadamente, la expatriación mnimo manendü. 

En cuanto á rehusar la protección á los prófugos, nada más 

(1) En él extranjero, la autoridad es el Representante diplomático. 
Palabras del Sr. Ministro de la GobernaoiÓD, D. Frauoisoo Silvela, en la se- 
sión del Congreso de los Diputados de 8 de Julio de 1891. 

(2) En ana Legación de España en América, hemos visto inscribirse en 
el Begistro de nacionalidad, con motivo de una revelación qae estalló en .el 
país, en 1892 á 1.608 españoles. Pacificada la nación, en 1894, se inscri- 
bieron 591 solamente. 

Indiferencia ó desvio qae no han podido combatir las repetidas disposi- 
ciones legales dictadas, en todo tiempo, para la inscripción de nuestros na- 
cionales en los registros correspondientes de las Legaciones y Consulados de 
España. 

La Beal orden de Gobernación, de 17 de Marzo de 1851; el Beal decreto 
de Estado, de 5 de Septiembre de 1871, aprobando el Reglamento para plan- 
tear el registro de nacionalidad, de acuerdo con la entonces reciente ley del 
Begistro civil; las repetidas Beales órdenes circulares, sobre este asunto, la 
última de las cuales lleva la fecha de 29 de Marzo de 1896; todo ha sido 
inútil hasta el día. 

Es más, no sólo rehuyen los nacionales nuestros pagar las pequeñas 
sumas de los derechos establecidos para el registro; los más módicos y gra- 
duados equitativamente, de todos los países europeos; si no que hasta pre- 
fieren soUcitar sus Pasaportes de Autoridades extranjeras, aun á cambio de 
imponerse mayores desembolsos; habiéndose visto obligado el Gobierno es- 
pañol á dictar la Beal orden-circular de 11 de Junio de 1898, disponiendo 
que los Bepresentantes diplomáticos y consulares de España en el extranjero, 
nieguen la inscripción en los correspondientes registros de nacionalidad y 
rehusen también su protección, á los subditos españoles que se les presenten 
con Pasaportes expedidos por autoridades extranjeras, en los puntos donde 
existan autoridades españolas ó Bepresentación Diplomática ó Consular 
de la Nación» 

Por lo demás, el tipo del español residente en América, muy parecido al 
ñrancés y al italiano, está gráfica y magistralmente descrito por nuestro in- 
signe escritor y antiguo é ilustre diplomático, D. Juan Valora, en la última 
p^na de su célebre novela: Juanita la Larga» 
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natural, porque es absurdo prestar servicio á quien nos niega el 
suyo. El dictamen de esta Comisión no llegó á imponerse á los 
Bepresentantes franceses, que sólo par^ asegurar la aplicación 
de la Ley militar de 27 de Julio de 1872, recibieron la circular 
de 16 de Junio de 1873, hoy en desuso por el art. 49 de la ley 
posterior sobre el servicio militar. 

Bespecto de las reclamaciones por faltas cometidas por los 
agentes subalternos, dice Calvo, con sobrada razón: «Cuando 
los agentes ó delegados de la Autoridad faltan á sus deberes (1), 
abusan de sus atribuciones ó violan las leyes, según las circuns- 
tancias, queda al perjudicado el recurso de acudir por la vía 
administrativa ó judicial en busca del amparo legal que nece- 
sita; pero respecto al Gobierno que los ba instituido, su res- 
ponsabilidad es puramente moral, y no podría ser directa y 
efectiva más que en caso de complicidad ó de maniñesta de- 
negación de justicias. 

Insistimos en que no queremos citar detalladamente abu- 
sos de autoridad ó de fuerza, por no ser nuestro propósito 
ni suscitar rencores ni mucho menos polémicas de ninguna 
especie; pero después de las reglas y opiniones que acabamos 
de exponer, se comprende la odiosidad que el extranjero em- 
pieza á despertar en muchos países, y por eso lamentamos más 
que nuestro ilustrado tratadista el Marqués de Olivart, diga (2) 
al tratar de los deberes del Eepresentante diplomático que: «para 
sus compatriotas es su obligación hacerles comprender, que 
representa la autoridad de su Soberano, que es su deber prote- 
gerles en los derechos que como á extranjeros y nacionales de 
su país, les conceden el Derecho internacional y lois Tratados, 
y mucho más en los países en que las leyes internas los confir- 
man y ratiñcan (3). Caso frecuente para su intervención le ofre- 
cerán las denegaciones de justicia y arbitrariedades adminis- 

(1) Droit intervationál. Tomo III, pág. 120. - 

(2) Tratado y Notas de Derecho internacional público. Madrid, 1887. 
Tomo I, pág. S90. 

(3) Salvando todos los respetos que nos merece el ilastre y oonoienzado 
tratadista, 'Sr. Marqués de Olivart, no podemos menos de oponer á estas 
exageradas reglas; primero, la opinión contraria de los respetados y autoriza- 
dos jurisconsultos que acabamos de citar, entre ellos Biqdelme; y después las 
observaciones que sus teorías nos sugieren, porque hablar de defender los de- 
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trativas. Debe vigilar á sas nacionales en sus maquinaciones^ 
tanto contra la seguridad del Estado que representa, como de 
aquel cerca del cual está acreditados, porque estas reglas que no 
son, como supone nuestro reputado autor, ni tan absolutas 
ni tan fijas, inducen en error acerca de deberes y de derechos, 
que es difícil desvanecer después en los interesados y que aca- 
rrean más daño que provecho, pues prestándose algunos Be- 
presentantes diplomáticos á plantear y sostener las más absur- 
das reclamaciones, que sólo pueden sacarse adelante por la 
intimidación, se fomenta el odio al extrapjero (1), y en vez de 
trabajar para allanar fíronteras y buscar fraternidad en las re- 
laciones de los pueblos, se están resucitando dormidos rencores 
y calmados antagonismos, que obligarán á los Gobiernos á la 
adopción de medidas restrictivas respecto la admisión y resi- 
dencia de los extranjeros en su territorio respectivo. 

Y como decíamos antes, este exceso de protección ha dado 
lugar á ese criminal afán de ser extranjero dentro de su patria; 
de modo que no se emigra para buscar mejor clima, suelo más 
productor, mayor facilidad de encontrar trabajo y que éste sea 
mejor renumerado, sino para naturalizarse y volver á su propio 
país, libre de ciertas cargas y con una protección que le con* 
vierta en un ser privilegiado respecto de sus compatriotas, y 
esto es lo que insistimos en repetir que no puede ni debe tole- 
rarse de ninguna manera. 

rechos qae concedan al extranjero, como tal extranjero y además como nacio- 
nal del país que sea, tanto el Derecho internacional como los Tratados, don- 
de las leyes internas los confirmen y ratifíqaen, es natural; pero asegurar 
después que las frecuentes denegaciones de justicia y arbitrariedades admi- 
nistrativas darán mucho que hacer al diplomático, es tener una triste idea, 
preconcebida, de la administración de justicia y de la civil, que hay en todos 
los países del mundo, puesto que esta afirmación la hace en general y sin sal- 
vedad de ninguna especie; asi como también el suponer que el Representan- 
te diplomático puede vigilar mejor á sus nacionales que la policía del país 
cuando completen algo contra éste, nos parecen meros deseos de forjarse 
grandes ilusiones acerca de los medios de que pueden disponer la generali- 
dad de los diplomáticos, y deprimir mucho la organización de la policía en 
todos los países; con lo cual se crea la dificultad de inducir en error, á los 
que tomen al pie de la letra gran parte de estas reglas tan absolutas como 
poco meditadas é infundadas. 

(1) Ver lo que dice Calvo, sobre las violencias cometidas con algunas Bepú- 
blioas de América por ciertas Potencias, en su obra, Le Droit International 
théorique et pratique. Tomo III, pág. 147, en apoyo de cuanto decimos. 



Derecho de protección en los países mnsnlmanes. 



Las Potencias europeas ejercen en los países musulmanes 
el llamado derecho de protección, expidiendo cartas ó paten- 
tes dé protegidos á algunos cristianos indígenas y también, 
aunque én menor número, á los mahometanos; inscribiéndolos 
en sus respectivas Legaciones ó Consulados en un Registro 
especial, análogo al de nacionales, con lo cual son considera- 
dos como subditos de la Potencia que los protege, para los 
efectos de la jurisdicción consular y la casi exención de la del 
territorio. 

Sin embargo, entre la protección y la naturalización hay 
una diferencia notable: La naturalización, como hemos visto, 
rompe los lazos que unían al naturalizado con su país de 
origen, haciéndole independiente de las Autoridades y de las 
Leyes de que dependía antes, salvo las responsabilidades que 
por haber faltado á aquéllas, antes de su naturalización ó por 
no haber cumplido aún todos sus deberes de ciudadano, pu- 
dieran corresponderle. Mientras que la protección es absolu- 
tamente personal, pues deja, en cierto modo, subsistir la na- 
. cionalidad de origen,. por cuanto que el interesado continúa bajo 
la acción de su estatuto personal, y se limita en sus efectos á 
la vida del protegido, toda vez que á su muerte, su sucesión 
debe regularse por la Ley de su Patria de origen. 

El Begiamento de Consulados extranjeros del Imperio 
turco, de 23 Safar 1280 (9 de Agosto de 1863), establece bien 
la diferencia entre los protegidos cristianos y los musulmanes 
y determina los puntos principales de los efectos de la protec- 
ción para los unos y los otros. 
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El art. 1.® marca el número. de dragomanes y yassakyís 
que corresponden á cada Consulado extranjero. Cuatro drago- 
manes y cuatro yassakyís, á los Consulados generales y á los 
Consulados independientes; tres y tres á los Consulados de- 
pendientes, y dos y dos á los Yiceconsulados. 

El arfc. 2,^ permite que unos y otros tengan más dragoma- 
nes y más yassakyis; pero éstos no gozarán de la situación de 
privilegiados como los reglamentarios; salvo acuerdo particu- 
lar coa la Sublime Puerta. 

El art. 3.® determina que para efectuar estos nombramien- 
tos se solicite previamente por conducto de la Embajada ó 
Legación respectiva en Constantinopla el permiso y la acep- 
tación de la persona. 

El art. 4."* establece reglas análogas para el nombramiento 
que puedan querer hacer los Cónsules generales. 

El art. 5.** previene que: «Los protegidos temporalmente 
gozarán de Los mismos derechos que los protegidos ordinarios 
y se guardarán las mismas formas para los unos como para los 
otros en caso de seguírseles causas criminales, sin que las 
Autoridades provinciales puedan separarse de estas reglas tu- 
telares observadas en la capital del Imperio; de modo que en 
todo caso unos y otros puedan ser sostenidos y ayudados por 
la Autoridad de que dependant. 

«La protección de los empleados privilegiados de los Con- 
sulados, es ináividual y anexa á sus funciones, y cesará en 
caso de fallecimiento ó de término de sus funciones. Esta pro- 
tección no se podrá extender mientras vivan, sobre sus parien- 
tes ó hijos, ó sobre sus herederos después de su muerte*. 

«Los empleados privilegiados gozarán de todas las inmu- 
nidades que les conceden las capitulaciones; pero sus propie- 
dades pagarán la contribución territorial; y no podrán excep- 
tuarse del servicio militar ó del derecho de reemplazarse en el 
mismo». 

«Sin embargo, todavía, durante ,cinco años, el servicio en 
un Consulado se les contará como servicio militar; y en el 
porvenir los que se encuentren inscritos en los cuadros del 
Bedif y estén al servicio de un Consulado, no podrán, en 
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jeros ejerzan ningana protección en favor de las tiendas y de 
BUS amos, subditos del Sultán, bajo ningún pretexto. 

El art. 11 dice: «Que se tenga por entendido que la pro- 
tección de que gozan los empleados privilegiados, es, como se 
ba dicbo en los artículos precedentes, completamente perso- 
nal; y afecta únicamente al servicio efectivo; y que por lo 
tanto no se podrá conceder en ningún caso á titulo bonorifíco 
ni extenderse sobre las personas que ya no estén empleadas 
en el Consulado, ni mucbo menos sobre sus parientes, aunque 
deben considerarse, á pesar de esto, completamente al abrigo 
de toda persecución, que fuera originada por los servicios que 
hubieran hecho á los Consulados. Las autoridades locales vi- 
gilarán para que los impuestos territoriales que puedan deber 
estos protegidos, se paguen puntualmente, para no exponerlos 
á tener que ser encausados cuando cesen en su servicio, por 
deudas al Tesoro. Bien entendido, que los protegidos, mientf as 
lo son, no deben pagar más que la contribución territorial ó- 
las cargas que corresponda también satisfacer á los extran- 
jeros.» 

El art. 12 establece que los criados indígenas de los Con- 
sules, que no pertenecen á la categoría de empleados, no tienen 
derecho á la protección; pero que, sin embargo, no se proce- 
derá contra ellos sino con las consideraciones debidas á loa 
Cónsules; no pudiendo detenérseles hasta haber prevenido con 
tiempo al Cónsul á quien sirvan. 

El acta adicional á este Eeglamento, de 20 de Diciembre 
de 1865, especifica: que cuando una misma persona acumule 
los cargos de Cónsul general, Cónsul y Vicecónsul de varias 
Potencias, no tendrá derecho á más número de empleados pri- 
vilegiados que los que por su categoría más alta le correspon- 
dan, en virtud del art. l.<» del Eeglamento de 1863. 

bargo, Sa Santidad, en carta dirif^ída al Cardenal Langenieux, Arzobispo de 
Beime, el 20 de Agosto de 1898, volvió á afirmar que Francia tiene en 
Oriente ana misión aparte, que la providencia le ha confiado y que ha sido 
consagrada, no solamente por una práctica secular, sino también por los Tra- 
tados internacionales, como lo ha reconocido la Propaganda Fide, en su 
declaración de 22 de Mayo de 1888; y esta misión, es el protectorado de los 
intereses católicos en Oriente. 
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Este derecho de protección, lo mismo en Turquía que en 
Egipto y en Marruecos, ha dado lugar á numerosos abusos 
que á su vez han producido justas quejas y al fin razonadas 
restricciones á la facultad de poder otorgarlo. 

El 7 de Julio de 1869, la Sublime Puerta dirigió una Cir- 
cular á las Potencias, manifestando que: «Los privilegios con- 
feridos por las Capitulaciones se entendía que eran solamente 
á los extranjeros como subditos de dichas Potencias, pues aqué- 
llas no las autorizan á extender su protección hasta los subdi- 
tos mahometanos, sino cuando éstos dependen directamente, 
por prestar sus servicios como dragomanes ó yassakyis, de los 
Consulados establecidos en el Imperio; fuera de éstos, la Su- 
blime Puerta no puede reconocer otros protegidos.» 

Por su parte España publicó su Beglamento para el ejer- 
cicio del derecho de protección en Oriente, el 5 de Septiembre 
de 1871 (1). 

Y el Beglamento relativo al ejercicio de este derecho en 
Marruecos, que no se publicó en España, aparece en la Nota 
pasada el 20 de Agosto de 1863, por el Ministro Plenipoten- 
ciario de España en Tánger, al Plenipotenciario del Sul- 
tán (2). 

Las protecciones en Marruecos, por efecto de los recelos 
de varias Potencias en todo lo que se refiere á este codiciado 
Imperio, llegaron á suscitar cuestiones de seria gravedad, hasta 
que por fin se reunió en Madrid, el año de 1880, una Confe- 
rencia internacional, en la que tomaron parte: España, Ale- 
mania, Austria-Hungría, Bélgica, Dinamarca, Francia, In- 
glaterra, Italia, Marruecos, Países-Bajos, Portugal y Suecia, 
firmando un Convenio, al que más tarde se adhirió Busia, es* 

(1) Ver la obra de E. Toda, Derecho Consular de España, Madrid, 1888, 
pág. 282, que lo pnblioa en extenso. 

(2) Ver también la obra citada, p&g. 288, oon el texto integro de esta 
Nota. 

En esta obra, desde la página 243, se enonentra cnanto se relaciona oon 
las jurisdicciones especiales en el extranjero, que por no ser pertinentes al 
tema que tratamos, no publicamos aquí, haciendo la publicación del Begla- 
mento consular turco por su aplicación & los casos de protección y querer 
explicar bien éstos, por su diferencia con la naturalización y con la protec- 
ción usual. 
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tableciendo reglas para el ejercicio de este derecho, que se limitó 
muchísimo; y (ver los principales artículos en la obra del señor 
Toda, ya citada, página 290) en el que se declaró que no se 
reconocía más protección hereditaria que la concedida á la fa- 
milia Benchimol. 

Tal es el fin ordinario, más ó menos pronto, de toda clase 
de abusos, sea quien quiera el que los cometa. 



CONCLUSIONES 



Después de todo lo que acabamos de exponer, nos lisonjea- 
mos con la esperanza de que, el meditado análisis de los textos 
legales que hemos reunido aquí, y de los ejemplos prácticos 
que citamos, sea suficiente para adquirir el completo convenci- 
miento de la irrecusable exactitud de las teorías que deseamoa 
prevalezcan, en cuanto se refiere á la legislación sobre extran- 
jería y naturalización, como más convenientes para España. 

Hemos expuesto y probado, sin hacer gala de giros retóricoí^ 
ni de brillantes argumentaciones, sino ciñéndonos con la mayoL' 
severidad á copiar simple y llanamente ciertos textos de ley ^ 
que los Estados más poderosos, cualquiera que sea la forma de 
Gobierno que los rija, prescinden por completo de todo prejui- 
cio y de todo convencionalismo de escuela, para adoptar lejen 
de defensa que protejan su propia nacionalidad y sus propios 
intereses, sin ocuparse lo más mínimo de las de atracción y 
menos aún de las de sentimiento. 

Muchas son las restricciones impuestas á la condición de 
los extranjeros en Francia, y sin embargo, esto no impide que 
afluya allí su mayor número y que continuamente vayan á 
gastarse á París las fortunas más grandes del mundo. Peores 
son aún las trabas que encuentra el extranjero en los Estados 
Unidos, y á pesar de eso, los emigrantes llegan en tropel y 
cuando estas trabas les molestan, se naturalizan norte* ameri- 
canos para hacerlas desaparecer y dan así un nacional más á 
su patria de adopción. En cambio, en los países que como Es- 
paña é Italia, ofrecen con sus hospitalarias leyes de asimilación 
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y de atracción, toda clase de libertades y de facilidades al ex- 
tranjero^ ven marcharse sus hijos en busca de problemática 
fortuna ó de fantástica suerte, y de seguros y grandes sufri-r 
mientos; y quedarse al extranjero, siempre extranjero, disfru- 
tando en ambas naciones de mejores condiciones y de situación 
verdaderamente privilegiada, sobre el español ó el italiano. 

Oreemos, pues, que es urgente limitar algo las facilidades 
que nuestras leyes y costumbres conceden hoy al extranjero; y 
aunque somos partidarios de la libertad de emigración, opina- 
mos que cuando ésta toma el carácter de definitiva, por ejem- 
plo, después de quince años de ausencia no interrumpida de la 
patria, también debía declararse fuera de la protección de Es- 
paña al que no solicitase en forma un permiso especial, para 
prorrogar su estancia en tierra extraña. 

La modificación completa del art. 140 del Código penal 
vigente, se impone en absoluto, asi como la adopción por los 
Tribunales de la teoría contraria, según se practica en todas 
partes, de agravar la pena al delincuente extranjero á fin de 
que no venga á ser criminal entre nosotros. 

También desearíamos se negase en absoluto, con excepción 
del Ducado de Ciudad Bodrigo, el derecho á suceder en los 
Títulos del Beino, al que no sea español. Ija importancia de 
esta negativa es incalculable, porque muchas familias que por 
efecto de la liberal tolerancia de nuestras leyes, ostentan hoy 
títulos españoles, muchos legítimos y otros no, guardando su 
condición de extranjeros, tendrían entonces que optar por una 
ú otra cosa, para no perder estos títulos, ni su derecho á la 
sucesión de los mismos, que podría aprovechar, en ese caso, á 
la rama de la familia española, que conservase esta nacionali- 
dad, si existiese. 

Limitar la capacidad de adquirir y de poseer, no conce- 
diéndola más que por reciprocidad (1); obligar á las grandes em- 
presas constructoras y explotadoras á que no empleen en sus 

(1) No nos explicamos cómo es que los Aynntamientos, preocupados 
siempre de aumentar los recursos y arbitrios municipales para atender á las 
crecientes necesidades de una buena urbanización, no imponen algunas con- 
tribuciones, no muy subidas, á los letreros de las tiendas y de las empresas 
industriales de la localidad, escritos en lenguas extranjeras. En Canarias y en 
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trabajos obreros extranjeros sin demostrar antes que no tienen 
españoles de que disponer, y que en todo caso, lo menee la 
mitad de los que empleen, dentro de la condición anterior, han 
de ser españoles; no concediendo el ejercicio de profesión sino 
por reciprocidad; y facultando á las autoridades gubernativaB, 
para que procedan en el acto á la expulsión de todo extranjero 
que ostensiblemente se mezcle en la política del país, ó que 
por medio de la prensa, dentro ó fuera del Eeino, favorezca los 
intereses contrarios á los del Estado, dando cuenta documen* 
tada de la expulsión, al Ministerio de Estado;. creemos sea lo 
más práctico y seguro para conseguir pronto grandes resulta- 
dos beneficiosos para la Nación. 

No queremos extendernos sobre la necesidad de enviar á 
las poblaciones cercanas á Gibraltar, funcionarios que conoz- 
can á fondo las cuestiones de nacionalidad y que estén en cou- 
tinua comunicación con nuestro Cónsul en aquella plaza fuer- 
te, para vigilar el ejercicio de doble nacionalidad que se hace 
por allí, lo mismo que en Galicia y en Canarias; porque después 
de lo que hemos dicho ya, creemos sea inútil insistir sobre de- 
terminados peligros, tan conocidos, ó por lo menos presentidos, 
por temor á incurrir en exageraciones. 

Finalmente, consideramos tan indispensable como urgen- 
te adoptar una disposición legal terminante, en virtud de la 
cual, todo español naturalizado en el extranjero que vuelva al 
Beino y se establezca en los dominios de España, con ánimo 
de permanecer algún tiempo en ellos, se le notifique por la 
autoridad gubernativa que si á los dos años justos de su lle- 
gada, no ha renunciado solemnemente á la protección de aquel 
pabellón y se ha rehabilitado en su anterior nacionalidad es- 
pañola, con arreglo á las leyes, será expulsado sin prórroga de 
ninguna clase. Igual procedimiento podría aplicarse á los hijos 
de español nacidos en Estados, donde por el hecho de su naci- 

mnohas poblaciones de la Penínsala, como Madrid, Baroelona, Bilbao, Co- 
rana, etc., estos impuestos prodaoirían bnenos rendimientos ó anmentariein 
la necesaria adhesión al idioma patrio. 

En las poblaciones de la Gran Bretaña, pueden contarse los letreros qae 
no están en inglés y esto no las impide, y con razón, pasar por muy adelan- 
tadas. 
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miento son naturales del país, que vengan á España solos 6 
con sus familias, á fin de que desde el primer momento bagan 
constar por cuál de las dos nacionalidades desean optar, y no 
puedan disfrutar, á la sombra de los beneficios de que gozarían 
como españoles, nacionalidad de que carecen, de los privile- 
gios también, concedidos á los extranjeros. 

Por modesta que sea nuestra personalidad, é insigniñcante 
nuestro juicio, no vacilamos en alzar nuestra voz, dirigiéndo- 
nos á todos en general y en particular á las personalidades de 
nuestro mundo político, que dirigen los destinos del país; so- 
metiendo á la elevada consideración de los pensadores bombres 
de Estado, nuestra ñrme persuasión de que es urgente y nece- 
sario adoptar estas disposiciones, promulgando leyes que basa- 
das en el sagrado principio: inSalus populi suprema lex etc.^y 
eviten abusos que ya ban causado á la Patria grandes males, 
y que pueden aún causarnos otros mucho mayores, puesto que 
vendrán á hacernos sufrir, sumados á los padecidos ya. 

Para resguardar nuestra nacionalidad, base de la indepen- 
dencia, conviene tener presente que por encima de la ñlosofía 
del Derecho; por encima de los principios de escuela; y sobro 
todos los axiomas científicos de academia, debemos adoptar el 
firme deseo de lograr, cueste lo que cueste, la defensa de la 
ciudadanía española, teniendo por único objetivo de nuestros 
trabajos la íntima y entusiasta convicción de que la salvación 
de la Patria es lo primero. 

Madrid, Enero y Septiembre de 1900. 



APÉNDICE 



Para faoilitar y completar el estudio de este trabajo, hemos creída 
conveniente publicar este Apéndice, en el que figuran por este orden: 



1.0 ÜDa estatlÍRtica, publicada en la Gaceta de Madrid de 25 de Febre^ 
ro de 1899, relativa á la entrada de extranjeros en España, par 
la vía marítima, que revela los puntos á que se dirigen oon mayor 
preferencia los que vienen á visitarnos ó á establecerse en España. 

2.0 Beal orden de Estado de 17 de Julio de 1847, sobre los Cónsules ex 
tranjeros. 

8.0 Una Real orden de Guerra de 8 de Diciembre de 1852, sobre el cere- 
monial que se debe observar en las Capitanías generales y en las 
Comandancias generales cuando se recibe Corte y asisten Cónsules 
extranjeros. 

4.0 El notable Tratado adicional al de Paz, entre España y Colombia, 
de 1894. 

5.0 El Convenio de Procedimiento civil, entre España, Bélgica, Francia, 
Italia, Luxemburgo, Países Bajos, Portugal, Suiza, 8uecia y No- 
ruega, Alemania, Austria-Hungría, Dinamarca, Bumatiía y Bii^ 
Bia, de 1896-1897. 

6.0 El Reglamento de Sanidad exterior, de 27 de Octubre de 1899. 



Estadística de pasajeros llegados á España 

en 1896. 

De la estadística de pasajeros llegados por mar á España, en 1896, 
publicada por el Ministerio de Fomento, Dirección general del Ins- 
tituto Geográfico y Estadístico, en la Gaceta de Madrid de 25 de Fe- 
brero de 1899, resulta que llegaron á nuestras provincias marítimas: 
á Alicante, 8, alemanes; 1, argentino; 1, austriaco; 89, franceses; 3, 
ingleses; 10, italianos; 2, portugueses, y 5, turcoS; ó sean 119 extrau- 
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jeros; áAlmertüy 1, austríaco; 2, belgas; 79, franceseís; 7, ingleses; 64, 
italianos; 1, portugués; 1, ruso; 1, turco, y 1 sin clasificar; total, 147; 
á Baleares, 15, franceses; 2, italianos; total, 17; á Barcelona^ 65, ale- 
manes; 27, argentinos; 10, austríacos; 8, belgas; 18, brasileños; 4, co- 
lombianos; 7, chilenos; 197, franceses; 6, griegos; 48, ingleses; 568, 
italianos; 18, mejicanos; 1, norteamericano; 18, portugueses; 8, rusos; 
8, suecos; 7, suízoéi; 165, turcos; 5, uruguayos; 2, venezolanos, y 2 
sin clasificar; total, 1.167; á Cádiz, 18, alemanes; 2, austríacos; 8, di- 
namarqueses; 148, franceses; 471 ingleses; 19, italianos; 88, marro- 
quíes; 20, norteamericanos; 13, portugueses; 1, ruso; 875 sin clasifi- 
car; total, 1.108; á Canarias, 107, alemanes; 18, argentinos; 11, aus- 
tríacos; 7, belgas; 1, brasileño; 2, colombianos; 85, franceses; 9, grie- 
gos; 1, holandés; 1.669, ingleses; 285, italianos; 75, marroquíes; 9, 
norteamericanos; 189, portugueses; 1, ruso; 5, suizos; 2, turcos; 8, 
uruguayos; 18, venezolanos, y 76 sin clasificar; total, 2.461; á Caste* 
ilón, 1, inglés; á la Corana, 12, alemanes; 14, argentinos; 8, austria- 
cos; 2, belgas; 4, chilenos; 15, franceses; 51, ingleses; 1, italiano; 8, 
mejicanos; 1, norteamericano; 4, portugueses; 2, suizos; 2, turcos: 12, 
uruguayos, y 1, venezolano; total, 182; a Gerona, ninguno; d Grana* 
da, tampoco llegó ninguno; á Guipúzcoa, 5, argentinos; 2, belgas; 9 
franceses; 8, ingleses, y 2, suecos; total, 21; á Huelva, 8, alemanes; 
4, franceses; 98, ingleses; 4, italianos, y 14, portugueses; total, 118; 
d Lugo, ninguno; á Málaga, 11, alemanes; 2, belgas; 8, dinamarque- 
ses; 6, franceses; 102, ingleses; 5, italianos; 6, marroquíes; 8, norte- 
americanos; 10» portugueses; 2, rusos, y 8, suecos; total, 158; á Mar- 
da, 9, alemanes; 148, franceses; 28, ingleses; 6, italianos; 6, rusos; 
1, sueco, y 4, suizos; total, 197; á Oviedo, 1, alemán; 1, austriaco; 5, 
franceses; 18, ingleses, y 4, suecos; total, 24; á Pontevedruy 7, alema- 
nes; 75, argentinos; 15, brasileños; 11, franceses; 149, ingleses; 6, ita- 
lianos; 2, paraguayos; 98, portugueses; 7, uruguayos, y 11 sin clasi- 
ficar; total, 881; á Santander, 8, alemanes; 7, colombianos; 58, fran- 
ceses; 4, griegos; 1, guatemalteco;. 53, ingleses; 6, italianos; 2, ma- 
rroquíes; 81, mejicanos; 18, turcos; 7, venezolanos, y 1 sin clasificar; 
total, 191; d Sevilla, 5, alemanes; 8, franceses; 1, inglés; 1, italiano; 
1, portugués, y 2, suecos; total, 18; á Tarragona, 5, franceses; 2, in- 
gleses, y 7, italianos; total, 14; á Valencia, 8, alemanes; 1, austriaco; 
61, franceses; 7, ingleses; 2, italianos; 8, turcos, y 2 sin clasificar; 
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total, 79; á Vizcaya^ 18, alemanes; 1, argentino; 8, belgas; 22 france- 
ses; 6, holandeses; 68, ingleses; 2, italianos; 1, portugués; 8, suecos, 
y 2, suizos; total, 121. 

De modo que en conjunto, entraron por las provincias marítimas 
de España en 1896: 275, alemanes; 186, argentinos; 85, austriacos; 
21, belgas; 29, brasileños; 18, colombianos; 11, chilenos; 6, dinamar- 
queses; 950, franceses; 19, griegos; 1, guatemalteco; 7i holandeses; 
2.759, ingleses; 928, italianos; 121, marroquíes; 52, mejicanos; 84, 
norteamericanos; 2, paraguayos; 294, portugueses; 14, rusos; 28, 
suecos; 20, suizos; 191, turcos; 27, uruguayos; 28, venezolanos, y 468 
sin clasificar; total, 6.459 extranjeros, sólo por la vía marítima. 

Una simple ojeada á las estadísticas como la presente, puede faci- 
litar muchísimo el conocimiento de los puntos en que conviene se fije 
más la atención de las Autoridades, acerca del movimiento y estancia 
de viajeros extranjeros, y de la posible significación de este movimien- 
to; notando, por ejemplo, que de 2.759 ingleses que llegan á España 
por mar, van á Canarias 1.669. 
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El total de los extranjeros Uegados por mar á España en 1896, 
de tránsito para otros países^ es el siguiente: 



países de destino 


TOTA-X. 


Varones. 


Hembras. 


TOTAL 


I Alemania 


43 

33 

608 

32-2 

1 302 

629 

5 

68 

17 

3 


22 
11 

187 

182 

690 

189 

2 

11 

4 

» 


65 


iBólgioa 

1 Francia ••••.••. 


44 
795 


iGibraltar 


454 


y Gran Bretaña 


1.992 


Enropá. \ Italia 


818 


] Países Bajos 


7 


J Portugal 


79 


I Sneoia y Noraega 

[ Otros países 


21 
8 


Totales 


3.030 


1.248 


4.278 






Asia y Occeanía. . I . . . 


2 


» 


2 


1 Argelia 


30 
111 
495 
48 
126 


110 
64 

143 
11 
29 


416 


] Madera 


175 


África. ......... \ Marruecos 


638 


1 Sierra Leona 


59 


[Otros países 


165 


Totales 


1.086 


357 


1 443 


(Argentina 

1 Brasil . 


1Ü8 

(J8 



3 

1 

43 

» 

43 

61 

5 


56 

18 

1 

4 

» 

24 

» 

29 

21 

2 


164 
86 


1 Colombia 


7 


lOhile 


7 


América / Estados Unidos 

\ Méjico... 


1 
67 


jPerú 


» 


1 Urueuav 


72 


[ Venezuela 


72 


\ Otros países 


7 


Totales 


328 


155 


483 


Totales del extranjero 


4.446 


1.760 


6.206 


ICuba 


166 

19 

9 

2 

» 


45 

11 

2 

» 


210 


VPuerto Bico 


30 


TTif f amoK 1 Filipinas 


11 


] Fernando Poo 


2 


/río de Oro.*,......... 


» 


Totales 


195 


58 


263 


Totales generales 


4.641 


1.818 


6.469 
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Real orden- circular expedida por el Ministerio de Estado , sobre las con^ 
sideraciones que deben guardarse á ¡os Cónsules extranjeros, — Madrid 
17 de Julio de 18á7. 

Habiendo llegado á conocimiento de la Beina Nuestra Señora que 
algunas autoridades de sus dominios dispensan una exagerada distin- 
ción á los Cónsules extranjeros, residentes en los mismos, al paso que 
á otras ocurren frecuentes dudas y embarazos cuando tienen que re- 
solver sobre los hechos y cuestiones que se rozan con el carácter y 
prerrogativas de dichos Agentes, de lo cual se originan repetidas y 
pesadas consultas ó desacertadas disposiciones; y penetrada S. M. de 
la necesidad de fijar de una manera clara y terminante algunas re- 
glas que, descansando en la legislación vigente, eviten con razón y con 
justicia esa serie de abusos y defectos tan contrarios al orden legal 
del Estado, ha tenido á bien determinar las siguientes: 

1.^ Que privados en España los Cónsules extranjeros de toda re- 
presentación diplomática, son considerados por nuestras leyes com 
simples Agentes comerciales de su Nación, y sólo en este sentido tie- 
nen derecho á mantener relaciones con las Autoridades de S. M. e 
sus respectivos distritos. 

2/ Que el completo goce del fuero y privilegios acordados en la 
Beal cédula de 1.® de Febrero de 1765 y de las distinciones capitula- 
das posteriormente en los Tratados con ías Potencias extranjeras, sólo 
tiene lugar cuando los Cónsules son subditos del Estado que los nom- 
bra (1) y cuando éste los sostiene con medios independientes del país 
en que residen; porque si ejercen el comercio ú otra clase de profesión 
ó industria, están sujetos, respecto á aquél y á éstas, á las mismas car- 
gas y obligaciones que los demás subditos extranjeros que se hallen 
en igual caso. 

8/ Que los subditos españoles á quienes S. M. permite ejercer 
las funciones de Cónsules y Vicecónsules de otras Naciones, hállense 
ó no dedicados al comercio ó á otra profesión ó industria, sólo se les 
conceden las ventajas que á los demás de su clase cuando son ex- 
tranjeros, en los casos y cosas pertenecientes al desempeño de sus 
empleos, y á los negocioi en que interviniesen por razón de ellos, 
quedando en todos los demás suyos propios, así civiles como crimina- 

(1) Cónsules de carrera, llamados Cónsules enviados ó Cónsules misei. 
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les, sujetos á la jorísdicoión ordinaria y á las cargas públicas nacio- 
nales y municipales, como cualquier vecino del pueblo en que resi- 
dieren, sin distinción alguna, según así se expresa en los TUgium 
Exequátur^ que se les expide. 

Al adoptar S. M. esta determinación, se ha servido disponer se 
prevenga á V., como de su orden lo ejecuto, la más puntual y rigu- 
rosa observancia de lo que en ella se prescribe, en todos los casos y 
circunstancias en que tenga lugar su aplicación. — Dios guarde á V.» 
etcétera. 

lUál orden expedida por el Ministerio de la Querrá, el 8 de Diciembre 
de 1852, con el ceremonial que se ha ds observar cuando concurran 
Cónsules á las Cortes que reciban los Capitanes y los Comandantes ge- 
nerales. 

Excmo. Señor: Oon motivo de varias consultas hechas á este Mi- 
nisterio por algunos Capitanes generales reclamando una aclaración 
que determine el ceremonial que debe observarse cuando asistan los 
Agentes consulares extranjeros á la Oorte que reciben los Capitanes y 
Comandantes generales, tuvo á bien S. M. oír el parecer del señor 
Ministro de Estado, que lo ha evacuado en los términos siguientes: 
«En contestación á la consulta que se ha recordado por ese Ministerio 
de su digno cargo á este de Estado con fecha de ayer, acerca del ce- 
remonial que debe observarse cuando asistan los Agentes consulares 
extranjeros á la Corte que reciben los Capitanes y Comandantes gene- 
rales, debo poner en conocimiento de V. E. de orden de S. M., que si 
bien los Cónsules no tienen el carácter representativo que equivoca- 
damente les conceden algunas veces las autoridades locales, no están 
demás las atenciones y actos de cortesía con los funcionarios extran- 
jeros por lo que contribuyen á fomentar las buenas relaciones con sus 
naciones respectivas, y porque de lo contrario se promoverían cues- 
tiones desagradables oon sus Gobiernos. Eespecto de las invitaciones 
para concurrir á los actos solemnes que las autoridades militares se 
vean en el caso de celebrar, de no pasarlas á cada uno de los indivi- 
duos del Cuerpo consular, como es natural que lo deseen estos Agen- 
tes, el mejor medio es el de dirigirse á su Decano,, según lo propone el 
Comandante general de Málaga. Últimamente, en cuanto al puesto 
que les corresponde en las ceremonias públicas, no siendo oportuno 
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darles uno preferente respecto de las autoridades locales, es lo más 
conveniente señalarles siempre el que sin faltar á la consideración de- 
bida á todo fanoionario extranjero más se aparte de los puestos des- 
tinados á aquéllas, y que por su aislamiento menos margen pueda 
dar á controversias sobre precedencia.» 

Y conforme S. M. con lo manifestado por dicho señor Ministro de 
Estado, lo traslado á V. E. de su Beal orden para su conocimiento y 
cumplimiento; abvirtiéndole que es su Beal voluntad recomiende 
V. E. su observancia á los Comandantes generales y Gobernadores de 
Plaza á quienes competa, debiendo tener entendido que la colocación 
de los referidos Cónsules en las solemnidades de que se trata, sea con- 
forme á las atenciones que deben dispensarse á todo convidado y sin 
que se les infiera respecto de los demás el menor desaire. Dios guar- 
de á Y. E. muchos años. — Madrid, 8 de Diciembre de 1852. — (firma- 
do) Urbina. 

Tratado adicional al Je Paz y Amistad entre España y Colombia, 

S. M. la Eeina Eegente de España, en nombre de su Augusto 
Hijo D. Alfonso XIII, de una parte, y S. E. el Vicepresidente de la 
República de Colombia, encargado del Poder ejecutivo, de otra, de- 
seando estrechar cada día más las relaciones de cordial amistad y 
buena correspondencia, felizmente existentes entre las dos Naciones, 
y alejar para lo futuro todo motivo de discordia y desavenencia, han 
convenido en dar mayor amplitud al Tratado de Paz y Amistad fir- 
mado en París á 80 de Enero de 1881, modificando además su ar- 
tículo 4.*; y al efecto han nombrado como Plenipotenciarios, á saber: 

S. M. la Beina Begente de España á D. Bernardo J. de Cologan, 
su Ministro residente en Colombia; y 

S. E. el Vicepresidente de la Bepública á D. Marco Fidel Suárez, 
Ministro de Belaciones exteriores. 

Quienes, después de haberse comunicado sus respectivos plenos 
poderes, y hallándolos en buena y debida forma, han estipulado los 
artículos siguientes: 

Art. 1.° Toda controversia ó diferencias que ocurrieren entre Es- 
paña y Colombia acerca de la interpretación de los Tratados vigen- 
tes, ó que en lo sucesivo lo estén, serán resueltas por el inapelable 
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fulio de un arbitro, propuesto y aceptado de común acuerdo. Las des- 
avenencias que pudieren surgir sobre puntos no previstos en dichos 
Tratados ó pactos, serán igualmente sometidas al arbitraje; pero si 
no hubiere conformidad en cuanto á ]a adopción de este procedimien- 
to, por tratarse de asuntos que afecten la soberanía nacional ó que de 
otro modo sean por su naturaleza incompatibles con el arbitraje, am- 
bos Gobiernos estarán obligados, en todo caso, á aceptar la media- 
ción ó buenos oficios de un Gobierno amigo, para la solución amisto- 
sa de toda diferencia. Cuando se someta á juicio de un arbitro una di- 
ferencia entre España y Colombia, las Altas Partes contratantes es* 
tablecerán, de común acuercío, los trámites, términos y formalidades 
que el Juez y las partes deberán observar en el curso y terminación 
del juicio arbitral. 

Art. 2.^ La condición nacional de españoles ó colombianos se de- 
terminará, en cada uno de los respectivos Países y para los efectos 
jurisdiccionales del mismo, por la propia legislación, salvo que am- 
bos Gobiernos celebren en lo sucesivo convenios especiales sobre estas 
materias de nacionalidad y naturalización con el carácter de recipro- 
cidad. Igual criterio se observará respecto de las personas morales ó 
jurídicas, trátese de Sociedades mercantiles ú otras, reconocidas por 
la ley en cada uno de los dos Países y domiciliadas ó establecidas en 
el mismo. El carácter nacional de las personas morales es indepen- 
diente de la nacionalidad particular de sus socios. 

Art. B.** En el caso de que un colombiano en España, ó un espa- 
ñol en Colombia, tomare parte en las cuestiones interiores ó en las 
luchas civiles de cualquiera de los dos Estados, será tratado, juzgado, 
y, si para ello hubiere motivo, condenado por los mismos procedi- 
mientos, trámites ó Tribunales que lo sean los nacionales que se 
hallen en las mismas circunstancias. 

Art. 4.*^ Los dos Gobiernos no podrán recíprocamente exigirse 
responsabilidad por los daños, vejámenes ó exacciones que los nacio- 
nales de uno de los dos Estados sufrieren en el territorio del otro por 
parte de los sublevados en tiempo de insurrección ó guerra civil ó en 
sediciones y motines, ó por parte de tribus ú hordas salvajes sustraí- 
das á la obediencia del Gobierno, á menos que resultare culpa ó falta 
de vigilancia por parte de las Autoridades del País, declarada por los 
Tribunales del mismo. Los Gobiernos de España y Colombia no 
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«eran, por tanto, recíproesmente responsables sino de sus propios 
actos ó de los qae hayan ejeoatado sus agentes en ejercicio de sus 
fanoiones. Queda entendido, sin embargo, que tanto los españoles 
como los colombianos gozarán de las equitativas compensaciones ó 
más favorables remuneraciones que los respectivos Gobiernos puedan 
<3onceder en dichas circunstancias á sus propios nacionales ó á otros 
extranjeros. 

Art. 5.* Si un colombiano en España, ó un español en Colombia, 
tomare parte en sedición, rebelión ó guerra civil; si usurpare dere- 
<shos políticos, ó si desempeñare cargo, empleo ó función que tengan 
anexa autoridad política ó jurisdicción, pierde'el derecho á las exen-' 
tsiones y á todo fuero de extranjería que los Tratados ó el Derecho de 
Oentes puedan reconecerle, y quedará equiparado á los nacionales en 
lo concerniente á la responsabilidad de sus actos. 

Art. 6.® Los colombianos en España y los españoles en Colombia 
go2Earán de los mismos derechos civiles que los ciudadanos ó naciona- 
les, y las leyes penales de policía ó seguridad los obligarán, por igual. 
En uno y otro caso, sus bienes, derechos, responsabilidades penales y 
Acciones civiles serán amparados, reconocidos ó calificados por las 
mismas Autoridades judiciales y administrativas competentes que 
lamparen, reconozcan ó califiquen los de los nacionales. Las senten- 
cias, decretos ó resoluciones legales dictadd;s sobre las solicitudes, 
quejas ó demandas de aquéllos, y que adquieran carácter definitivo, 
con areglo á los recursos, instancias y trámites que ofrezca la legisla- 
ción local, surtirán efecto y se ejecutarán del propio modo que respec- 
to de los ciudadanos de cada país. Los colombianos en España y los 
españoles en Colombia no tendrán derecho á la intervención diplomá- 
tica^ sino en el caso de manifiesta denegación de justicia, ó sea repul- 
sa ó negligencia en la Administración de justicia. 

Art. I."" Las Altas Partes contratantes se reservan el derecho de 
no admitir y el de expulsar del territorio, con arreglo á las leyes res- 
pectivas, á los individuos que por su mala vida ó por su conducta 
fueren considerados perniciosos. Las medidas de expulsión que dicte 
uno de los Gobiernos serán por él comunicadas al Bepresentante 
acreditado por el otro en el País. 

Art. 8.^ Las Altas Partes contratantes se garantizan recíproca- 
mente el trato de la Nación más favorecida en cuanto se refiere al es- 

14 
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tableoimiento de sus respeotivos nacionales en uno de los dos Países,, 
así como en materia de navegación y tránsito. 

Art. 9.® Se exceptúan del trato de la Nación más favorecida la& 
franquicias ó &vores especiales otorgados á los países limítrofes. 

Art. 10. Los certificados de estudios y títulos universitarios 6 
profesionales, expedidos en uno de los dos Países á favor de españo- 
les ó colombianos, serán recíprocamente reconocidos como válidos en 
el otro, mediante la comprobación de la autenticidad de los mismos y 
la identidad de las personas. 

La autenticidad se bará constar mediante las oportunas legaliza- 
ciones en la forma de estilo, y la identidad de la persona se compro- 
bará con un certificado expedido por la Legación respectiva, y en su 
defecto por alguna Autoridad consular residentes en el País en que 
el título fué expedido, igualmente sujeto á dichas legalizaciones. 

Mediante estos requisitos, y sin perjuicio de que ambos Gobier- 
nos se comuniquen recíprocamente los programas de estudios, ó se 
entiendan respecto á cualesquiera otros detalles administrativos, po- 
drán ser incorporados los estudios en los Colegios, Universidades 6 
Escuelas especiales de uno ú otro País, ó ejercerse las profesiones á^ 
que se refieran los títulos, entendiéndose que los interesados quedan 
sometidos á todos los reglamentos, impuestos y deberes que rigen 
para los propios nacionales. 

Art. 11. El presente Tratado será ratificado con arreglo á las res* 
pectivas legislaciones, y las ratificaciones se canjearán en Bogotá la 
más pronto posible. Permanecerá en vigor hasta un año después del 
día en que una de las Altas Partes lo denuncie en todo ó en parte. 

En fe de lo cual, los infrascritos lo hemos firmado en doble ejem- 
piar, en Bogotá á veintiocho de Abril de mil ochocientos noventa y 
cuatro. 

(L. S.)=Bernabdo J. de Colooam. 

(L. S.)=Mabco F. SuÁREz. 

El presente Tratado fué debidamente ratificado, y las ratificacio- 
nes canjeadas en Bogotá el 23 de Agosto de 1895. 



Convenio de procedimiento oíyíI 

EMTBfi ESPAÑA, BÉLGICA, FRANOIA, ITALIA, LUXBMBURGO, PAÍSES BAJOS, 

PORTUGAL, SUIZA, SÜEOIA T NORUEGA, ALEMANIA, AUSTRU-HUNGRÍA, 

DINAMARCA, RUMANÍA Y RUSIA 

Y 

Protocolo adicional 

firmados en un solo texto francés en El Haya 
áU de Noviembre de 1896 y 22 de Mayo de 1897, resfeetivamente, 

TRADUCCIÓN 

S. M. el Bey de España, y en su nombre 8. M. la Eeina Eegente 
del Beino; 8. M. el Bey de los Belgas; el Presidente de la Bepública 
Francesa; 8. M. el Bey de Italia; 8. A. B. el Gran Duque de Luxem- 
burgo. Duque de Nassau; 8. M. la Beina de los Países Bajos, y en su 
nombre la Beina Begente del Beino; 8. M. el Bey de Portugal y de 
los Algarbes, etc., etc., y el Consejo Federal 8uízo; 

Deseando establecer reglas comunes sobre varias materias de De- 
recho internacional privado en lo referente al procedimiento civil, 
han resuelto celebrar un Convenio, y han nombrado al efecto por sus 
Plenipotenciarios,, á saber: 

8. M. el Bey de España, y en su nombre 8. M. la Beina Begente 
del Beino, á D. Arturo de Bagner, 8u Enviado Extraordinario y Mi- 
nistro Plenipptenciario cerca de 8. M. la Beina de los Países Bajos. 

8. M. el Bey de los Belgas, al Conde Degrelle-Bogier, 8u Envia- 
do Extraordinario y Ministro Plenipotenciario cerca de 8. M. la Beina 
de los Países Bajos. 

El: Presidente de la Bepública francesa, al Conde de 8égur d' Agües- 
seau. Encargado de Negocios de Francia en El Haya, y á M. Luis 
Benault, Catedrático de Derecho de gentes de la Universidnd de Pa- 
rís, Letrado consultor en el Departamente de Negocios Extranjeros. 
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S. M. el Bey de Italia, al Marqaés Pablo de Gregorio, Sa Encar- 
gado de Negocios en El Haya. 

S. A. B. el Gran Duque de Luxemburgo, Daqne de Nassau, al 
Conde Villers, Su Encargado de Negocios en Berlín. 

8. M. la Beipa Begenté de los Países Bajos, á los Sres. Jonkheer 
J. Bóel, Ministro de Negocios Extranjeros; Van der Eaay, Ministro 
de Justicia, y T. M. 0. Asser, Consejero de Estado, Presidente de las 
Conferencias de Derecho internacional privado celebradas en El Ha- 
ya en los años 1898 y 1894. 

8. M. el Bey de Portugal y de los Algarbes, etc., etc., al Conde de 
Selir, 8u Enviado Extraordinario y Ministro Plenipotenciario cerca 
de 8u Majestad la Beina de los Países Bajos. 

El Consejo Federal 8uizo, á M. Fernando Eoch, Cónsul general 
de la Confederación suiza en Botterdam. 

Los cuales, después de haberse comunicado sus plenos poderes, ha- 
llados en buena y debida forma, han convenido en las disposiciones 
siguientes: 

A. — Comunicación dé documentos judiciales ó extrajudiciaUs, 

Artículo Primero. En material civil ó comercial, las notificacio- 
nes de documentos que hayan de practicarse en el extranjero, se ha- 
rán en los Estados contratantes, á instancia de los funcionarios del 
Ministerio público ó de los Tribunales de uno de los Estados, dirigi- 
da á la Autoridad competente de otro de dichos Estados. 

La petición se cursará por la vía diplomática á menos que esté 
admitida la comunicación directa entre las autoridades de los dos 
Estados. 

Art. 2.^ La práctica de la notificación quedará á cargo de la auto- 
ridad requerida, y sólo podrá ser denegada cuando el Estado en cuyo 
territorio haya de ejecutarse crea que puede atentar á su soberanía ó 
á su seguridad. 

Art. 8.* Para probar la notificación bastará un recibo fechado y 
legalizado ó una certificación de la Autoridad requerida, que acredite 
el hecho y la fecha de la notificación. 

El recibo ó la certificación se extenderá ó unirá á uno de los du- 
plicados del documento que se ha de notificar, cuyo duplicado se ha^ 
brá remitido con este objeto. 
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Art. á.^ Lo dispuesto en los artículos que preceden no se opone: 
l.*^ A que se puedan enviar documentos directamente por. el co- 
rreo á los interesados que se hallen en el extranjero. 
. 2.* A que los interesados puedan mandar hacer notificaciones di- 
rectamente por medios de empleados ministeriales ó de funcionarios 
competentes del país en que se practiquen. 

3.^ A que cada Estado pueda mandar hacer las notificaciones des- 
tinadas al extranjero por medio de sus Agentes diplomáticos y con- 
sulares. 

En cada uno de estos casos sólo será válida la notificación cuan- 
do la autoricen las leyes de los Estados interesados ó los Convenios 
celebrados entre ellos. 

B,-- Exhortas, 

Art. 5.^ En materia civil ó comercial, la Autoridad judicial de un 
Estado contratante podrá, conforme á lo dispuesto en su legislación, 
dirigirse por medio de exhorto á la Autoridad competente de otro Es- 
tado contratante, pidiéndole que extienda dentro de su jurisdicción, 
bien sea una diligencia de instrucción, bien cualquiera otro docu- 
mento judicial. 

Art. 6.^ Los exhortos se cursarán por la vía diplomática, á me- 
nos que esté admitida la comunicación directa entre las Autoridades 
de los Estados. 

Si el exhorto no estuviere redactado en el idioma de la Autoridad 
requerida, deberá, salvo acuerdo en contrario, ir acompañado de una 
traducción certificada hecha en la lengua convenida entre los dos Es- 
tados interesados. 

Art. 7.^ La Autoridad judicial á quien se dirija el exhorto estará 
obligada á cumplimentarle; sin embargo podrá negarse á darle curso. 

l.<* Guando no conste la autenticidad del documento. 

2.° Cuando en el Estado requerido no entre en las atribuciones 
del poder judicial el cumplimiento del exhorto. 

También podrá denegarse dicho cumplimiento cuando el Estado 
en cuyo territorio haya de efectuarse crea que puede atentar á su so- 
beranía ó á su seguridad. 

Art. 8.° En caso de incompetencia de la Autoridad requerida, el 
exhorto se trasmitirá de oficio á la Autoridad judicial competente del 
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miemo Estado, según las reglas establecidas por la legislación de éste. 

Art. 9/^ Siempre que la Autoridad requerida no dé cumplimiento 
á un exhorto, lo participará inmediatamente á la Autoridad requiren- 
te, indicando, en el caso del art. T.**, las razones por las cuales se ha 
rehusado el cumplimiento del exhorto, y en el caso del art. 8.*, la Au- 
toridad á quien se ha trasmitido el exhorto. 

Art. 10. La Autoridad judicial que proceda al cumplimiento de un 
exhorto aplicará las leyes de su país en lo concerniente á la forma en 
que haya de seguirse. 

Sin embargo, cuando la Autoridad requirente solicite que se pro- 
ceda con arreglo á una forma especial, se deferirá á su demanda, 
aunque dicha forma no se halle prevista en la legislación del Estado 
requerido, con tal que no la prohiba. 

C. — Fianza *jttdicatum solvi*, 

Art. 11. No podrá exigirse fianza ni depósito alguno, bajo cual- 
quiera denominación que sea, por razón, bien de su cualidad de ex- 
tranjero, bien de la falta de domicilio ó de residencia en el país, á los 
nacionales de uno de los Estados contratantes que tengan su domici- 
lio en alguno de estos Estados y que fueren demandantes ó compa- 
recieran ante los Tribunales de otro de dichos Estados. 

Art. 12. La condena en costas y gastos de juicio diotadas en uno 
de los Estados contratantes contra un litigante dispensado de la fian- 
za ó del depósito, en virtud, bien del art. 11, bien de la ley del Esta- 
do en donde se ha intentado la acción, se llevará á ejecución en cada 
uno de los otros Estados contratantes por la Autoridad competente, y 
según la ley del país. 

Art. 13. La autoridad competente se limitará á examinar: 

1.* Si según la ley del país en que se ha pronunciado la condena, 
la copia de la sentencia reúne las condiciones necesarias para su au- 
tenticidad; y 

2.* Si según la misma ley tiene la sentencia fuerza de cosa 
juzgada. 

D, — Administración de justicia gratuita, 

Art. 14. Los subditos de cada uno de los Estados contratantes 
disfrutarán en los demás también contratantes, del beneficio de la 
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defensa por pobre en igualdad de oondiciones que los nacionales, j 
conformándose oon la legislación del Estado donde se reclame. 

Art. 15. El certificado ó la declaración de pobreza deberá librar- 
se ó admitirse, en todos los casos, por las Autoridades de la residen- 
cia habitual del extranjero, ó en defecto de éstas, por las de su resi- 
dencia actual. 

Si el requirente no reside en el país en donde se ha formulado la 
demanda, el certificado ó la declaración de pobreza será legalizado 
gratuitamente por un Agente diplomático ó consular del país en don- 
de deba presentarse el documento. 

Art. 16. Para librar el certificado ó admitir la declaración de po- 
breza, la Autoridad competente podrá tomar informes de las Autori- 
dades de los demás Estados contratantes respecto á la situación de 
fortuna del interesado. 

La Autoridad encargada de resolver sobre la petición de defensa 
por pobre, conserva, dentro del límite de sus atribuciones el derecho 
de comprobar los certificados, declaraciones é informes que se le fa- 
ciliten. 

E. — Apremio personal. 

Art. 17. En materia civil ó comercial, el apremio personal, sea 
como medio de ejecución, sea simplemente como medida preven- 
tiva, no podrá aplicarse á los extranjeros pertenecientes á uno de los 
Estados contratantes, en el caso de que no fuera aplicable á los ciuda- 
danos del país. 

Disposicionee finales» 

I. El presente Convenio será ratificado, y las ratificaciones se de- 
positarán en El Haya lo antes posible. 

II. Tendrá cinco años de duración, á contar desde la fecha del 
depósito de las ratificaciones. 

III. Quedará renovado tácticamente de cinco en cinco años, salvo 
denuncia en el término de seis meses antes de expirar este plazo, por 
una de las Altas Partes contratantes. 

La denuncia no producirá su efecto más que respecto del país ó de 
los países que la hubieren notificado, permaneciendo en vigor el con- 
venio para los demás Estados. 

IV. El Protocolo de adhesión al presente Convenio para las Po- 
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tenoias que han tomado parte en la Oonferenoia de El Haya, de Ju- 
nio y Julio de 1894, quedará abierta hasta el 1.^ de Enero de 1898. 

En fe de lo oual, los Plenipotenciarios respeetivos han firmado 
el presente Convenio y le han autorizado oon sus sellos. 

Hecho en El Haya el 14 de Noviembre de 1896 en un solo ejem- 
plar, que quedará depositado en el Archivo tlel Gobierno de los Paí- 
ses Bajos, y del cual se remitirán por la vía diplomática copias certi- 
ficadas á los Estados que le han firmado ó que se adhieran á él. 

(L. S.) — Abtubo de Bagubb. 

(L. S.)— Conde de Gkelle Bogieb. 

(L. S.) — Segub d*Agu£Ssbau. 

(L. S.)— L. Renault. 

(L. S.)—P. DE Obbgobio. 

(L. S.)— Conde de Yillees. 

(L. S.) — J- ROELL. 

(L. 8.)— Van deb Kaay. 
(L. S.)— T. M. C. AssEB. 
(L. S.) — Conde de Sblib. 
(L. S.)— F. KocH. 

Protocolo de adhesión. 

Por Sueoia y Noruega (firmado). Aug. Gyldeüstolplb. — 1.® de 
Febrero de 1897. 

Por el Imperio alemán (firmado): Bbincken.^9 de Noviembre de 
1897. 

Por la Monarquía Austro-Húngara (firmado): Okoliosanyi.— 9 de 
Noviembre de 1898. 

Por Dinamarca (firmado): C« M. Vibuli. — 18 de Diciembre de 
1897, 

Por Rumania (firmado): G. Bengesoo.— 19/81 de Diciembre de 
1897. 

Por Rusia (firmado): Axel de Bebends. — 19/31 de Diciembre de 

1897. 

Protocolo adidonaL 

Los Gobiernos de España, Bélgica, Francia, Italia, Luxemburgo, 
Países Bajos, Portugal y Suiza, Estados signatarios del convenio de 
Derecho internacional privado de 14 de Noviembre de 1896, y los de 
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Sueoia y Noruega, Estados que se adhieren al mismo, habiendo juz- 
gado oportuno completar dicho convenio, los infrascritos, después de 
haberse comunicado sus plenos poderes, hallados en buena y debida 
forma, han convenido en las disposiciones siguientes: 

Al articulo 11* 

Queda bien entendido que los nacionales de uno de los Estados 
contratantes que hubiere celebrado con otros de dichos Estados un 
Oonvenio especial, según el cual no se exija la condición del domici- 
lio, expresada en el art. 11, serán dispensados en los casos previs- 
tos por este Oonvenio especial en el Estado con el cual se haya cele- 
brado, de la fianza ó del depósito mencionados en el art. 11, aunque 
no tengan su domicilio en uno de los Estados contratantes. 

A los artículos I y II de las cUspostciones finales. 

El depósito de las ratificaciones podrá tener lugar desde el mo- 
mento en que la mayoría de las Altas Partes contratantes esté en si- 
tuación de hacerlo, y se levantará un acta, de la que se enviarán por 
la vía diplomática copias certificadas á todos los Estados contratantes. 

El presente Oonvenio empezará á regir cuatro semanas después de 
la fecha de dicha acta. 

El plazo de cinco años fijado en el art. II empezará á contarse 
desde esta fecha, aun para las potencias que hubieren hecho el depó- 
sito después de la misma. 

. Al artículo III de las disposiciones finales. 

Las palabras fsalvo denuncia en el término de seis meses antes de 
expirar», etc., se entenderán en el sentido de que la denuncia deberá 
tener lugar, á lo menos seis meses antes de que expire aquél. 

El presente Protocolo adicional formará parte integrante del Oon- 
venio y será ratificado al mismo tiempo que él. 

En fe de lo cual, los Plenipotenciarios respectivos lo han firmado 
y puesto en él sus sellos. 

Hecho en El Haya á 22 de Mayo de 1897, en un solo ejemplar, 
que quedará depositado en el Archivo del Gobierno de los Países Ba- 
jos, y del que se remitirá, por la vía diplomática, copia certificada á 
los Estados signatarios ó que se adhieran. 
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Por España. (L. 8.)— Abtubo de Bagubb. 
Por Bélgica. (L. S.)*-Ooni>b Djsgrslle Boaisa. 
Por Francia. (L. 8.) — Ssoub d'Aguessbau. 
Por Italia. (L. 8.)— P. db Gbbgobio. 
Por Luxemburgo. (L. 8.) — Oondb de Villbbs. 
Por los Países Bajos. (L. 8.)— J. Robll.— (L. 8.)— Van dbe Kaay. 
-(L. S.)-T. M. C. AssER. 

Por Portugal. (L. 8.) — Oonde de 8blib. 

Por 8aiza. (L. 8.)— P. Koch. 

Por 8aec¡ay Noruega. (L. 8.)— Auo. G. QyLDBüST0Pt«B. 

Protocolo dé adhegión. 

Por el Imperio alemán (firmado): Brinokbn. — 9 de Noviembre de 
1897. 

Por la Monarquía Austro-Húngara (firmado): Okoligsanyi. — 9 de 
Noviembre de 1897. 

Por Dinamarca (firmado): 0. M. Yxbuli. — 18 de Diciembre de 
1897. 

Por Bumanía (firmado): 6. Bsnoesoo. — 19/81 de Diciembre de 
1897. 

Por Busia (firmado): Axel de Bebends. — 19/31 de Diciembre de 
1897. 

Este Convenio ba sido debidamenie ratificado y las ratificaciones 
depositadas en el Ministerio de Negocios Extranjeros de El Haya el 
día 27 de Abril de 1899. 

8egún lo convenido en el Protocolo adicional respecto á que este 
Convenio entrará en vigor cuatro semanas después de efectuado el 
depósito de las ratificaciones, comenzará á regir el 25 de Mayo de 
1899. 

(Publicado en la Gaceta de Madrid el 14 de Mayo de 1899.) 



Reglamento de Sanidad exterior 

para poner en vigor los acuerdos adoptados en la Conferencia sanitaria 
de Venecia, Aprobado por Real decreto del Ministerio de la Gobema- 
eión. Firmado en Madrid á 28 de Octubre de 1899. 



SEAL DBOBBTO 

J^o^oMcíón.— Señora: La necesidad de una refonna radical en 
nuestra legislación sanitaria viene reconociéndose de modo explícito 
é inequívoco por varios Gobiernos de los que se han sucedido en los 
Oonsejos de V. M., y en diferentes ocasiones se ha tratado también 
de responder á ella con mejoras más ó menos fundamentales y exten- 
sas, cuando decretando organizaciones reglamentarias de los servi- 
cios, cuando proponiendo á los Cuerpos Oolegisladores reformas le- 
gislativas que pudieran servir de base á una transformación comple- 
ta de todos los servicios afectos á este ramo importante de la Admi- 
nistración pública. 

Muestra palmaria de la preocupación que desde luego ha produci- 
do en su ánimo el confuso é imperfecto conjunto de nuestras disposi- 
ciones vigentes dio el Gobierno de V. M. presentando, apenas abier- 
tas las Oámaras, una ley de bases de Sanidad, en que se procura el 
fundamento primordial de una organización metódica y completa 
que responda en lo posible á las aspiraciones de la ciencia actual y á 
las exigencias de la vida moderna en los pueblos cultos. La forzosa 
lentitud que otras atenciones de orden preferente han impuesto al 
curso del referido proyecto, ha venido á crear para el Ministro que 
suscribe una verdadera dificultad al llevar á cumplimiento los deseo a 
nacidos de su convencimiento, al propio tiempo que le impulsaba á 
su realización uno que bien puede llamarse compromiso interna ^ 
cional. 

Persuadidos los Gobiernos de las naciones más cultas y poderosas 
del beneficio que á los intereses de la salud pública y del comercio 
ha de reportar el acuerdo de la acción de cada una de ellas, en la re- 
solución del problema de la defensa colectiva contra las epidemias 
mortíferas, se han congregado en repetidas ocasiones en Conferencias 
internacionales, y en ellas con éxito desigual, se ha procurado el fin 
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propuesto, hasta que las últimamente eelebradas en Veneoia, París y 
Dresde, han conducido á los higienistas y diplomáticos, en ellas reu- 
nidos, á la aceptación de una serie de principios y conclusiones cuya 
eficacia y oportunidad ya nadie discute. 

A estos acuerdos prestó solemne adhesión nuestro país, firmando 
el último protocolo de Venecia, con cuyo acto adquirió el compromi- 
so de poner nuestra legislación sanitaria, especialmente en su aspec- 
to de Sanidad exterior ó internacional, en relación con las conclu- 
siones concertadas y admitidas. 

Semejante adaptación no era posible sin modificar preceptos que 
con carácter legal, se encuentran vigentes en nuestro país, y por esto 
y ante la premura del plazo propuesto y aceptado por las demás na- 
ciones, se anticipó el Gobierno á anunciar á las Oortes el intento de 
esta reforma parcial, en tanto que la total legislativa alcanzaba su 
aprobación, y ofreció someter la primera á la sanción parlamentaria 
en la forma en que ha de hacerlo apenas reanudadas las sesiones. 

Si todas estas razones no hubiesen bastado á decidir al Ministro 
que suscribe para abordar el difícil problema de esta organización, 
hubiérale impulsado á ello, por una parte la palmaria indemnidad 
que supone la concesión por las Cortes del crédito destinado á dotar 
de material los nuevos servicios, y por otra la necesidad urgente de 
acudir con premura á la defensa de la salud nacional, amenazada por 
una temible epidemia desde puertos diversos del Asia y del África y 
desde el inmediato Beino de Portugal. 

Por estas consideraciones, el Ministro que suscribe tiene el honor 
de someter á la aprobación de V. M., de acuerdo con el Oonsejo de 
Ministros y de conformidad con lo informado por el Oonsejo de Es- 
tado en pleno, el adjunto proyecto de decreto aprobando el reglamen- 
to de Sanidad exterior; de cuya resolución se propone dar cuenta á 
las Cortes solicitando le presten su aprobación. 

Madrid, 27 de Octubre de 1899.— Señora: A L. B. P. de Y. M., 
Eduardo Bato, 

ABAIi DEOBSTO 

A propuesta del Ministro de la Oobernación, de acuerdo con el 
Consejo de Ministros y de conformidad con lo informado por el Oon- 
sejo de Estado en pleno; 
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En nombre de Mí Augusto Hijo el Bey D. Alfonso XIII, y como 
Beina Begente del Beino, 

Yeogo en decretar lo siguiente: 
Articulo 1.° Queda aprobado el adjunto reglamento de Sanidad 
exterior. 

Art. 2.<* El Oobierno dará cuenta á las Cortes dal presente Beal 
decreto. 

Dado en Palacio, á veintiocbo de Octubre de mil ochocientos no- 
venta y nueve. — María Gbistina. — El Ministro de la Gobernación, 
Eduardo Dato, 



Reglamento de Sanidad exterior. 
TÍTULO PBELIMINAB 

CAPITULO PRIMERO 

Sanidad civil, — Objeto de la Sanidad exUri-or. 
Declaraeionee y principios generales. 

Artículo 1.° La Administración Sanitaria civil está eonatitnida por 
los servicios y el personal dedicados, en virtud de disposiciones legis- 
lativas ó reglamentarias, á procurar la conservactóa de la aalnd pú- 
blica nacional. 

Se divide en dos secciones denominadas: la primara, de Sanidad 
exterior, y la segunda, de Sanidad interior. 

Art. 2.*^ Constituyen la materia de la primera seOGión á qae se re- 
fieren las prescripciones de este reglamento las medidas que se adop* 
ten, los servicios que se organicen y el personal que se dedique, por 
virtud de leyes ó disposiciones administrativas, á impedir la impor- 
tación en la Península é islas adyacentes d^ las enfermedades conta- 
giosas, y con especialidad de las epidemias pestileocíaleB y de las epi- 
zootias. 

Art. 8.^ Para los fines de este reglamento se consideran enferme- 
dades pestilenciales las tres grandes infecciones exóticas: cólera ^ fiebre 
amarilla y peste levantina 6 Imbónica. 

En las infecciones contagiosas comunes se comprenden: la viruéia, 
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la ésearlatínat el sarampión, la difteria y el tifui exantemático 6 pete- 
quialf pero no la fiebre tifoidea 6 tifus abdotninaL 

La palabra barco designará ooleotivamente todo género de embar- 
caciones, grandes ó chicas, dedicadas á la pesca, comercio, transporte 
de viajeros ó á la guerra. 

Oon la de buque se expresa sólo la nave de alto bordo, esté dedica- 
da á la navegación de altura, á travesías ó al cabotaje. 

Por Estación sanitaria se entiende el lugar dedicado en costas y 
fronteras al desarrollo del servicio sanitario exterior y el personal á 
éste afecto. Estas estaciones podrán ser permanentes ó accidentales^ 
según se disponga. 

El término Autoridad sanitaria^ designa al Jefe de la estación sa- 
nitaria de puerto ó frontera ó quien haga sus veces, y ^ot Autorida- 
des de puerto se entienden las que tienen la dirección y responsabili- 
dad en éste de la navegación y del comercio, según las disposiciones 
vigentes. 

Por cabotaje ó pequeño cabotaje se entiende el tráfico marítimo en- 
tre los puertos españoles de la Península, islas Baleares y Norte de 
África. También se incluye dentro de esta denominación el tráfico 
entre los puertos de las islas Canarias, y entre éstos y las posesiones 
españolas del golfo de Guinea y de la costa occidental de África. 

Por gran cabotaje ó cabotaje internacional, el tráfico marítimo 
entre los puertos españoles de la Península, islas Baleares y Norte 
de África, y los puertos europeos, los de Argelia francesa y los de 
Túnez. 

También se considerará como gran cabotaje el tráfico entre Ca- 
narias y los puertos europeos, los de Argelia francesa y los de Túnez, 
como asimismo el tráfico entre los puertos españoles de la Península, 
islas Baleares y Norte de África, con los de Canarias y posesiones es- 
pañolas del golfo de Guinea y Occidente de África. 

Y por navegación de altura, el tráfico entre todos los demás puer- 
tos no incluidos en los párrafos anteriores. 

Art. 4.* Las medidas sanitarias de prevención dictadas ó que se 
dicten con carácter general se aplicarán siempre en nuestros puertos 
ó fronteras contra las enfermedades pestilenciales y las epizootias. 

Excepoionalmente, y previa orden de la Dirección general de Sa- 
nidad, podrán también aplicarse contra otras enfermedades oon ca- 



ráoter epidémico, y asimismo ser objeto de ellas los barcos de condi- 
ciones peligrosas evidentes, á propuesta de las Autoridades sani- 
tarias. 

Art. 5.* Se entiende comprendida en el servicio de Sanidad ma- 
rítima la vigilancia de la higiene de los puertos y de los barcos an- 
clados en ellos, y la inspección indispensable para adquirir el conven 
cimiento de que se cumplen las reglas y disposiciones á que han de 
someterse los que arriben á nuestras costas, al objeto de impedir la 
importación de enfermedades infecciosas por la vía de mar. 

Para estos servicios podrán utilizarse, además de los funcionarios 
especiales de Sanidad, las Autoridades y empleados en los puertos y 
Aduanas, cuyo auxilio se reclamará como corresponda, y en general 
el de todos los que dependan de la Administración central, provincial 
y municipal. 

Art. 6.^ En cada dependencia de Sanidad de puertos ó fronteras 
deberá fijarse en sitio visible un resumen de los artículos de este 
Eeglamento que puedan afectar á los derechos de los pasajeros y de 
los introductores de mercancías, facilitándose siempre á la persona 
que lo deseare la lectura de un ejemplar autorizado del mismo. 

Art. 7.^ Las redamaciones y los recursos interpuestos en tiempo 
y forma contra las decisiones de las Autoridades sanitarias de cual- 
quier grado, por aplicación abusiva de medidas sanitarias ó transgre- 
sión de los preceptos del Beglamento y demás disposiciones vigentes, 
se someterán en última instancia á la resolución del Ministro de la 
Gobernación, previos los informes de la Dirección general y del Con- 
sejo de Sanidad. 

Si la medida ó acuerdo tuviese carácter ejecutivo, se realizará 
desde luego, pero quedando obligada la Autoridad que la adoptó á la 
responsabilidad que corresponda, si se declarase notoriamente injus- 
tificada. 

CAPITULO n 

Dirección y organización de la Sanidad exterior, 

Art. 8.*^ Al Ministro de la Gobernación, y bajo sus órdenes á la 
Dirección general de Sanidad, corresponde la defensa de la salud pú- 
blica, dictando al efecto las disposiciones que consideren necesarias 
para impedir la importación en los territorios nacionales de infeccio- 
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nes pestilenoiales y epizootias, organizando los servicios sanitarios y 
nombrando según sus atribaciones generales administrativas, el per- 
sonal que ha de realizar estos servicios, bajo la denominación de 
Cuerpo de Sanidad exterior. 

Serán Ouerpos consultivos especiales del Ministro: el Beal Oonse- 
jo de Sanidad y la Beal Academia de Medicina. 

Art. 9.® Corresponde á la Dirección general de Sanidad, además 
de las atribuciones generales propias del cargo: 

1.^ Investigar de una manera regalar y metódica, utilizando al 
efecto los servicios de nuestros Cónsules y funcionarios de Sanidad, el 
estado de la salud pública en el extranjero y en los puertos nacio- 
nales. 

2.° Fiscalizar por medio de las Inspecciones que considere preci- 
sas los lazaretos, estaciones sanitarias y laboratorios, girándose al 
efecto visitas periódicas en tiempos normales, y extraordinarias en los 
de epidemia ó peligro de ella. 

8.^ Nombrar, dentro de los límites que á los Directores generales, 
con relación á lotf Ministros, fijan las disposiciones vigentes, el per- 
sonal extraordinario y temporero que se haga indispensable por el 
peligro próximo de importación de una epidemia ó epizootia. 

4.^ Organizar y llevar una estadística completa del estado sanita- 
rio en los puertos y fronteras, detallándose el número, clase y condi- 
ciones de los barcos que entren en aquéllos, sobre todo de los proce- 
dentes de las localidades donde se consideren como endémicas las pes- 
tilencias. La estadística comprenderá también los datos relativos al 
trato sanitario á que hayan sido sometidos los viajeros, tripulantes, 
ganados y mercancías. 

Estos antecedentes podrán ser suministrados por el Director ge- 
neral de Sanidad á los Delegados sanitarios extranjeros cuando lo 
considere oportuno, con arreglo á las disposiciones de las Conferen- 
cias sanitarias internacionales. 

Art. 10. Los Gobernadores civiles cuidarán de que se cumplan en 
sus respectivas provinóias las prescripciones de este Reglamento y las 
demás vigentes en materia de Sanidad. Darán razón á la Dirección ge- 
neral de este ramo de las deficiencias que en los servicios sanitarios 
observen y de las faltas de los empleados y funcionarios de Sanidad 
en la provincia, y cursarán las reclamaciones que formulasen los pa- 
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sajeros, capitanes, consigDatarios, armadores de barcos ó cualqaiera 
otra persona que se creyere perjudicada por alguna medida de la Au- 
toridad sanitaria. 

Art. 11. Los Gobernadores apoyarán, dentro de sus atribucinneer 
los actos sanitarios de los empleados del ramo; convocarán la Junta 
ó Consejo provincial de Sanidad cuando lo creyesen necesario ó á pro- 
puesta de la Autoridad sanitaria, y resolverán las dudas que, por su 
urgencia, no consintieren aplazamiento ni aun para resolución tele- 
gráfica de la Dirección general. 

Art. 12. A las inmediatas órdenes del Director general habrá un 
Jefe de Sanidad exterior con las atribuciones y deberes que el Regla- 
mento del Ministerio concede á los Jefes de Sección, y á quien, ade- 
más, le incumbirá: recibir la documentación del ramo; informar al 
Director en todos los expedientes de su respectiva resolución; Uevar 
con escrupulosidad los expedientes personales y los escalafones del 
Cuerpo, y desempeñar todos los servicios que le delegue el Director 
general. 

Art. 18. Constituirán el Cuerpo de Sanidad exterior los emplea- 
dos técnicos de la Secretaría del Beal Consejo de Sanidad, el Jefe y 
los empleados de igual carácter facultativo de la Sección de Sanidad 
exterior ó marítima de la Dirección general del ramo, los de las de- 
pendencias de Sanidad marítima de puertos y lazaretos y los emplea^ 
dos con funciones sanitarias permanentes en las fronteras. 

Se dividirán en cuatro Secciones; con su correspondiente planti- 
lla de personal cada una, constituidas: la primera, por los empleados 
de la Secretaría del Beal Consejo de Sanidad; la segunda, por el Jefe 
de Sección y empleados de la misma en la Dirección general de que 
se deja hecho mérito; tercera, por los de las dependencias de Sanidad 
marítima, y cuarta, por los empleados con funciones sanitarias per- 
manentes en las fronteras. 

Art. 14. Todo el personal del Cuerpo activo será comprendido en 
un escalafón, dividido, para la necesaria independencia, en las cuatro 
Secciones expresadas. 

Este escalafón se formará por categorías y clases, ordenándose la 
numeración en cada una de ellas por rigurosa antigüedad respecti- 
vamente. 

Cuando un individuo se halle sirviendo en comisión por haber 

15 
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desempeñado destino superior 7 pase á ocupar vacante de mayor cla- 
se ó categoría, se le colocará en la que corresponda en el lugar que su 
mayor suma de servicios exija. 

Art. 15. Los escalafones se rectificarán en el mes de Enero de ca- 
da año. 

Art. 16. Be entiende por personal técnico, para los fines del ar- 
tículo 18, el formado por Doctores ó Licenciados en Derecho, Medi- 
cina, Farmacia, Ciencias, y los Profesores Veterinarios, sea cual fuere 
la categoría y clase del destino que desempeñen. 

Art. 17. Se considera como personal auxiliar de la Sanidad exte- 
rior el constituido por los empleados que no tengan ninguno de los tí- 
tulos facultativos expresados. 

Estos empleados deberán reunir las condiciones de aptitud que 
consideren necesarias el Director general de Sanidad, probadas me- 
diante examen, y no serán separados sin causa justificada, con audien- 
cia de los interesados é informe del Beal Consejo de Sanidad. 

Art. 18. El personal para el Cuerpo en sus diferentes Secciones 
será el incluido en los vigentes presupuestos y el que se declare nece- 
sario por medio de una disposición especial. Los sueldos de dicho 
personal serán los fijados en los respectivos presupuestos y los que se 
determinen en adelante. 

Art. 19.' El Cuerpo de Sanidad exterior se constituirá en la for- 
ma que expresan los artículos adicionales á este capítulo. 

Las vacantes en cada Sección del Cuerpo técnico, se proveerán por 
rigurosa antigüedad en el orden de categorías y clases de la vacante 
Hson los individuos de la misma plantilla, corriéndose los números de 
su escalafón. En el personal auxiliar se seguirá la misma regla, siem- 
pre que no imponga condiciones especiales para cubrir la vacante al- 
gán artículo de este lleglamento. 

Art. 20. Las plazas que resulten vacantes después de la combina- 
ción expresada en el artículo anterior, se cubrirán por concurso entre 
los empleados excedentes de las correspondientes Secciones del Cuer- 
po que las soliciten. 

Art. 21. Serán preferidos en los concursos para los excedentes los 
que lleven más tiempo de servicios en la categoría y clase á que co- 
rresponda la vacante, ó en su caso la inferior inmediata, siempre que 
no tenga nota desfavorable en su hoja de servicios. 
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Art. 22. Las resaltas del oonourso de que trata el art. 20 se pro* 
veerán, la mitad por ooncarso de entrada, y la otra mitad por oposi- 
oión pública. / 

El concurso de entrada, en el que podrán tomar partea todos Jos 
que, poseyendo alguno de los títulos facultativos expresados en ^ ar- 
tículo 16, lo solicitaren, se resolverá por el Ministro de la Goberna- 
ción ó el Director general, libremente, según á quien correíiponda 
cubrir la vacante por la categoría y clase de la plaza. / 

Las oposiciones se verificarán en la forma que determine una dis- 
posición especial que<se dictará. 

Art. 23. Todos los concursos y oposiciones se resolverán á pro- 
puesta del Consejo de Sanidad, salvo el de entrada. 

Art. 24. Las permutas y traslados de una á otra Sección, no po- 
drán efectuarse sin informe favorable del Consejo de Sanidad» 

Art. 25. Los empleados de este Cuerpo, por su carácter técnico fa- 
cultativo, tendrán los mismos derechos que las disposiciones vigentes 
conceden á los empleados facultativos de otros ramos. 

Art. 26. El personal técnico nombrado con arreglo á las disposi- 
ciones de este reglamento no podrá ser separado sin previa formación 
de expediente, audiencia del interesado é informes de las Autoridades 
correspondientes y Consejo de Sanidad. 

En los concursos y ascensos se harán públicas en la Gaceta las 
hojas de servicios de los funcionarios nombrados. 

Disposiciones adicionales al capítulo II del título preliminar. 

1." El Cuerpo de Sanidad exterior quedará constituido con los ac 
tuales empleados que lo sean en virtud de oposición, examen ó con- 
cursos legales, y con los que, reuniendo cualquiera de los títulos facul- 
tativos que menciona el art. 16, presten desde hace cinco años servi- 
cios en las respectivas dependencias que han de constituir la Sanidad 
exterior. 

2.'' Dichos empleados presentarán los documentos que acrediten 
sus condiciones y su hoja de servicios, para el efecto de obtener el lugat 
que les corresponda en la sección respectiva del escalafón del Cuerpo. 

8.*^ Las plazas que resulten vacantes por carecer de título facul- 
tativo de las condiciones expresadas los que en la actualidad las des- 
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empeñan, se oubrirán oon los oesi^ntes qae, poseyendo título faoal- 
tativo, hayan servido, un tiempo análogo al marcado, en la depen- 
dencia donde soliciten ingreso, convocándose para este efecto un 
concurso, en el que serán preferidos los que hayan desempeñado plazas 
de mayor categoría en la misma, y, en su defecto, ó en igualdad de 
condiciones, los que acrediten mayor tiempo de servicio en ella. 

4/ Todos los cesantes de destinos de las dependencias que vienen 
á formar la Sanidad exterior y que tengan título facultativo, según el 
art. 16, tendrán derecho á solicitar, dentro del plazo que fija la con- 
vocatoria que hará la Dirección general del ramo, su ingreso en el 
Ouerpo por la clase de excedentes, con la que se hará un escalafón en 
igual forma que para los empleados activos. 

5/ El escalafón de excedentes se formará por dependencias, cate- 
gorías y clase de los destinos servidos en aquéllas, y dentro de cada 
categoría y clase, por el mayor número de años de servicio en Sanidad. 

6/ Los escalafones, así de activos como de excedentes, los hará, 
previo examen de los expedientes personales, una comisión de indi - 
viduos del Eeal Consejo de Sanidad, nombrada por el Presidente del 
mismo. 

Del mismo modo deberán ser revisados los expedientes de oposi- 
ciones de todos los cargos que en esta forma fueran provistos. 

TITULO PEIMERO 
Sanidad marítima ó de costas. 

CAPITULO FBIMEBO 

Distritos sanitarios f lazaretos ^ estaciones sanitarias y puertos habilitados, 

Art. 27. Para el cumplimiento de las disposiciones y aplicación de 
las prescripciones y medidas que se refieren al movimiento comercial 
marítimo, se dividen las costas en varios distritos sanitarios, en cada 
uno de los cuales habrá una estación sanitaria de primera clase, varias 
de segunda, y el número de puertos habilitados que se marcan en el 
Apéndice primero á este reglamento 

Habrá, además, cinco lazaretos: uno en las islas Baleares, otro en 
Canarias y tres en la Península, cada uno de los cuales se considera 
como anejo á la estación de primera ó á la que se determine, y sirve 
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indistintamente de complemento á todas las ^estaciones y puertos ha- 
bilitados de su distrito. 

Art. 28. En los lazaretos habrá el personal , material y construc- 
ciones necesarias para las operaciones de desinfección de barcos y mer- 
cancías, observación y aislamiento de personas y ganados, alojamiento 
y curación de enfetmos, en la forma que en este reglamento se dispone. 

Las estaciones sanitarias de primera clase estarán dotadas del per- 
sonal y material necesarios para las desinfecciones de mercancías y 
barcos, y para la observación de las personas. 

Las estaciones sanitarias de segunda clase tendrán los medios su- 
ficientes para la observación y reconocimiento de los viajeros, y para 
la desinfección de ropas sucias y objetos de mano y equipajes. 

En los puertos habilitados no deberá hacerse con carácter oficial 
ninguna operación de las antes mencionadas. 

Art. 29. Todos los años, la Dirección general rectificará, si con- 
viene, las plantillas de las estaciones sanitarias de primera y segunda 
clase, así como en los lazaretos, ateniéndose á las exigencias y nece* 
sidades que se deduzcan del movimiento de la navegación, especiales 
relaciones de los puertos y variaciones en la cantidad y calidad de su 
comercio. 

Para la formación de este cuadro se pedirán informes á los Direc- 
tores de las estaciones y á los Gobernadores civiles. 

Art. 80. Las estaciones de primera clase tendrán un Médico- 
Director y el número de Médicos de bahía que sean necesarios^ un 
Secretario intérprete, uno ó más auxiliares y escribientes, y el número 
de vigilantes, sanitarios, marineros y dependientes que el buen ser- 
vicio haga necesarios. 

Los lazaretos anejos á las respectivas estaciones estarán bajo la 
dirección del Médico- Jefe de las mismas, y tendrán un Médico per- 
manente, un Oonserje, un Farmacéutico, un Capellán y el número de 
vigilantes y dependientes que se consideren necesarios en cada ocasión. 
Art. 31. Las estaciones sanitarias de segunda clase tendrán un 
Médico -Director, un Secretario intérprete, un auxiliar administra- 
tivo, uno ó más escribientes y el personal secundario que 'para cada 
una especialmente se designe. 

En todos los puertos abiertos al comercio, tengan ó no estación 
sanitaria, habrá uno ó más Médicos habilitados de un modo perma- 
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nenie, á propuesta de los Gobernadores de las provincias respectivas, 
y con aprobación de la Dirección general, para el desempeño de los 
servicios que se les exijan, para servicios temporales ó suplencias de 
los numerarios, en armonía con lo que dispone el art. 40. 

Berán preferidos con este objeto los pertenecientes al Cuerpo de 
Sanidad marítima en condición de excedentes, y los que hayan de- 
jado de pertenecer á él sin formación de expediente ni nota desfa- 
vorable. 

Estos Médicos habilitados percibirán por sus servicios, como ho- 
norarios, los emolumentos que se marcan. 

Art. 82. En los lazaretos habrá una ó más estufas de desinfección 
por vapor á presión, una cámara para fumigaciones y desinfecciones 
gaseosas, cubas y aparatos de inmersión, pulverizadores y cuantos 
utensilios acreditados por la experiencia se juzguen necesarios. 

Las estaciones sanitarias de primera clase tendrán una estufa de 
desinfección por el vapor á presión , cubas de inmersión, cámara ó 
aparato cerrado para desinfección gaseosa, pulverizadores, una lancha 
de motor eléctrico ó de fuego, y los demás medios que se consideren 
necesarios. 

En las estaciones de segunda clase habrá cámara ó aparato de de- 
sinfección gaseosa, pulverizadores, un bote y los utensilios precisos 
para las operaciones que allí puedan practicarse. 

En las estaciones de primera con lazareto anejo, habrá, á ser po- 
sible, una estufa flotante que pueda abordar á los barcos para la prác- 
tica de las desinfecciones antes del desembarco de los enfermos. 

En todas las estaciones habrá un botiquín bien provisto, enco- 
mendando su custodia y reposición á un Farmacéutico de la localidad. 

En los lazaretos habrá una farmacia, en la que deberá permanecer 
un Farmacéutico nombrado por la Dirección general de Sanidad en 
la forma que estime oportuno, cuando lo exija el servicio, pero sin 
sueldo personal, según lo que previenen los artículos 47 y 48. 

Art. 88. Habrá en las estaciones de primera y segunda clase Vete- 
rinarios habilitados para los reconocimientos y funciones que en este 
reglamento se mencionan. Percibirán sus honorarios, mediante tarifa, 
de las personas interesadas en el reconocimiento de los ganados. 

Art. 84. La aceptación de aparatos nuevos, las modiñcaciones en 
la distribución de los adoptados, las fórmulas dé las desinfecciones y 
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los agentes químicos empleados en ella, no podrán disponerse ni mo- 
dificarse sin previa aprobación del Beal Consejo de Sanidad. 

OAFITULO II 

Directores'Médicog y funcionarios d$ eétación sanitaria marítima, 

§1 

Directores-llédieos. 

Art. 35. Corresponde á los Directores-Médicos de estaciones sani- 
tarias de primera y segunda clase: 

1.^ Conceder ó negar libre plática, con arreglo á este reglamento, 
á los barcos á quienes les corresponda, y disponer la aplicación de las 
prescripciones del mismo á los barcos, cargamento, equipajes, tripu- 
laciones y pasajeros. 

2.® Disponer las operaciones de desinfección correspondientes á 
cada caso. 

8.** Vigilar el desembarco ó embarque de los cadáveres, á ña de 
que se haga siempre con arreglo á las disposiciones vigentes en la ma- 
teria y en forma de que no pueda constituir un peligro para la salud. 

4.^ Ordenar, mediante disposición escrita y firmada por él, la sa- 
lida para el lazareto de las embarcaciones á quienes corresponda y de 
las personas que conduzcan, detallando las condiciones del barco, de 
su tripulación y pasaje y motivo de la determinación. 

Los Directores-Médicos de estación sanitaria de segunda clase ex- 
tenderán un documento análogo al despachar los barcos ó buques á 
las estaciones de primera clase. 

5.^ Cuidarán de que se mantenga la incomunicación más rigurosa 
entre los barcos no reconocidos ó en trato sanitario y los demás bar- 
cos y tierra. También vigilarán el desembarco de personas y cosas en 
el lazareto, cuidando de su escrupulosa incomunicación. 

6.° Examinarán personalmente, ó por delegación en los Médicos á 
sus órdenes, los pasajeros, tripulantes y mercancías de á bordo, de- 
terminando el trato á que han de ser sometidos en los casos en que 
haya lugar á esta visita, con arreglo al cap. 5.* 
f 7.® Determinarán si los enfermos graves de á bordo pueden ser 
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desembarcados en el lazareto, 7 en caso negativo, dispondrán su tra- 
tamiento en el barco, aislando el personal asistente. 

8.^ Distribuirán el servicio diario del personal de su inspección, 
fijando las horas en que han de hacerse las operaciones de descarga y 
desinfección. 

9.® Designarán el vigilante ó guarda de salud que ha de quedar á 
bordo durante las desinfecciones y aislamientos, 

10. Vigilarán de noche ó harán celar los barcos no admitidos á 
libre plática. 

11. Requerirán el auxilio de las Autoridades y fuerzas de mar y 
tierra en caso necesario para hacer cumplir las prescripciones de este 
reglamento. 

12. Propondrán á los Alcaldes y á los Oobernadores la imposición 
de multas con arreglo á las leyes por las faltas y transgresiones que 
se cometan en orden de la policía sanitaria, debiendo unirse á los res- 
pectivos expedientes en las Direcciones de Sanidad la mitad inferior 
del papel de multas, entregando los Directores á los interesados la 
otra mitad debidamente diligenciada. 

Art. 86. Los Médicos Directores de estaciones de primera clase, 
además de la Jefatura de su estación y del lazareto anejo, en las que 
le hubiere, asumen la inspección del distrito sanitario marítimo co- 
rrespondiente, y comunicarán á la Dirección general las novedades, 
defunciones y faltas en el servicio que llegaran á su noticia ó que por 
sí mismos advirtieran. 

Art. 87. Pueden imponer las correcciones disciplinarias, consis- 
tentes en amonestación y suspensión de sueldo y de empleo durante 
ocho días, á los auxiliares vigilantes y dependientes subalternos. 
Guando la falta mereciese mayor castigo ó recayera en los empleados 
de otra categoría, lo pondrán en conocimiento del Gobernador de la 
provincia y de la Dirección general de Sanidad. 

Art. 88. Los Médicos de bahía, en las estaciones en que los hu- 
biere, ejercerán las funciones de reconocimientos, visitas, vigilancia 
de desinfecciones y asistencia de enfermos que se les encomiende por 
el Médico Director, y suplirán á éste en sus ausencias y enfermeda- 
des, en consonancia con el párrafo II de este capítulo. 

Art. 89. Los Médicos Directores de estaciones de segunda dase 
enviarán nota mensual de las novedades ocurridas en la salud pública 
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del puerto y zona de sa residencia, y podrán imponer á los empleados 
subalternos las mismas correcciones disciplinarias para que se autori- 
za á los Directores de primera clase, dando cuenta de todo ello al del 
distrito correspondiente. 

Art. 40. Los Médicos habilitados con arreglo á lo dispuesto en el 
art. 81, entrarán en funciones cuando á ello les requiera la Autoridad 
del puerto de su residencia, ateniéndose para el reconocimiento y de- 
terminación de la libre plática ó del envío de los barcos á las estacio- 
nes de segunda ó de primera, ó á los lazaretos, á las reglas que se 
dan á los Directores de las estaciones marítimas en los artículos pre- 
cedentes. 

Estos facultativos, cuando por el estado del barco por ellos reco- 
nocido hayan de quedar aislados en él, percibirán una indemnización 
diaria, según la tarifa, á cargo del barco. 

Art. 41. Los Directores de estaciones de primera clase con lazare- 
to anejo, ejercerán las funciones á que se reñere el art. 85 en el laza- 
reto y en la estación sanitaria, delegando en el Médico del lazareto ó 
en los de bahía á sus órdenes aquellas que crean necesarias para el 
buen servicio, llegando hasta el aislamiento de estos Médicos con los 
enfermos ó pasajeros sospechosos, cuando sea preciso. 

Art. 42. Además de estas funciones técnicas , corresponde á los 
Médicos Directores el mantenimiento del orden en las dependencias 
de su cargo, debiendo dar aviso á las Autoridades gubernativas y ju- 
diciales, cuando lo crean necesario, de las faltas ó delitos que ocurrie- 
ran en las estaciones y lazaretos. 

Formarán parte como Vocales natos de las Juntas provinciales y 
municipales de Sanidad y de las de obras de puertos de su respectivo 
territorio. 

§n 

Médicos de bahía. 

Art. 48. Los Médicos de bahía adscriptos á las estaciones de pri- 
mera ó segunda clase, prestarán los servicios de visita de naves, re- 
conocimiento de pasajeros y vigilancia en la desinfección de efectos 
que le sean ordenados por el Director de las mismas. 

Art. 44. Guando con motivo de las prescripciones de este regla- 
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mento permanezcan aislados en los barcos, lazaretos á otros recintos, 
asumirán en ellos la representación de ios Directores. 

Art. 45. Suplirán á éstos en todas sus funciones y atribuciones en 
ausencias, enfermedades ó vacantes, por orden de rigurosa antigüedad, 
dentro de la misma estación. 

§ III 
fi^erricio farmaeéutieo. 

Art. 46. En las estaciones sanitarias de primera y segunda clase 
habrá un Farmacéutico habilitado, con quien se contratará, previa 
subasta, el suministro de medicamentos, asi como de desinfectantes 
químicos. 

En caso de no presentarse postores ó de quedar desierta la subas- 
ta á la segunda convocatoria dentro del pliego de condiciones, podrá 
la Dirección general autorizar al Director de la estación para adquirir 
las substancias desinfectantes, dentro de los tipos de la misma subas- 
ta, siendo entonces obligatorio el que tengan un botiquín con los me- 
dicamentos de urgencia. 

Art. 47. Cada lazareto dispondrá de servicio farmacéutico, que se 
contratará en subasta pública y por el plazo de cinco años. Cuando al 
segundo anuncio no se presente proposiciones aceptables, se cubrirá 
el servicio con arreglo al artículo anterior. 

Art. 48. El departamento en que se establezca dicho servicio, que 
será en la parte libre del lazareto, constará de tres piezas: una que 
será la habitación del Farmacéutico en las épocas cuarentenarias por 
lo menos; otra, con la correspondiente estantería y cajonería capaz 
para contener todos los medicamentos y sus respectivos envases, y 
otra, que constituirá el laboratorio, provista de fogón con dos horni- 
llos, uno grande y otro mediano y campana de chimenea, para dar 
salida á los humos y gases. 

Art. 49. Los medicamentos y los aparatos y utensilios que habrán 
de tenerse serán los que exige el petitorio oficial publicado por Beal 
orden de 80 de Mayo de 1885, con más los que se detallen en el plie- 
go de condiciones para la subasta. 

Art. 50. El servicio será desempeñado por un Farmacéutico, por 
cuenta del rematante. 
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§ IV 
Seeretarlos intérpretes. 

Art. 51. Los Secretarios intérpretes habrán de ingresar, previo 
examen en que demuestren, con arreglo al programa que la Dirección 
general de Sanidad publique, sus conocimientos en administración 
sanitaria, geografía comercial, contabilidad, y especialmente hablar 
con corrección y en conversación seguida el francés y otro idioma de 
los cuatro siguientes: inglés, alemán, italiano y portugués. 

Con estos Secretarios intérpretes se formará un escalafón cerrado, 
en el cual, antes que á la antigüedad, se atenderá para el ascenso y 
para la preferencia en los traslados, al número de idiomas que hable 
el concurrente. Para ser destinado á una estación de primera clase 
será condición precisa que el Secretario hable, además del castellano 
y del francés, otro idioma, y para las estaciones que tienen lazareto 
anejo, el francés, el inglés y otro idioma de los antes mencionados. 

Art. 52. Los Secretarios intérpretes dirigen el servicio adminis- 
trativo, la documentación y distribución de los servicios, previa con* 
sulta con el Director de cada estación. Deben revisar la documenta- 
ción de los barcos que pretendan la libre plática ó el trato sanitario 
que con arreglo á este reglamento les corresponda, y para ello se diri- 
girán á bordo con el Médico Director ó el de bahía para efectuar los 
reconocimientos de los barcos, cuya patente ó antecedentes hagan 
necesaria esta investigación. 

§ V 

Personal administratlYO. 

Art. 58. Los Auxiliares administrativos y escribientes desempe- 
ñarán las funciones que les señale el Secretario intérprete, con 
anuencia del Director de cada estación. 

Art. 54. Llevarán la estadística y documentación relativa al puer- 
to en que se encuentren destinados, y en las estaciones de primera 
clase, la del distrito sanitario correspondiente, con arreglo á los datos 
que les suministren las Autoridades de los puertos habilitados y las 
Autoridades sanitarias en donde las hubiere. 
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Deberán dar cuenta al Director de la estación de primera clase de 
los datos que no le faeren remitidos, con arreglo á los modelos apro- 
bados, y en caso de depender de él la deficiencia de los datos, podrán 
con este solo objeto dirigirse en queja á la Dirección general. 

§ VI 
Personal subalterno de puertos* estaciones y laaaretos. 

Art. 55. En cada puerto habilitado, estación sanitaria ó lazareto 
habrá el número de celadores, mozos de servicio, enfermeros, descar- 
gadores y guardas de salud que marque la respectiva plantilla. Estos 
empleados tendrán retribución fija, ó percibirán emolumentos transi- 
torios, según los casos que en el reglamento se previenen. 

Los guardas de salud que han de vigilar los aislamientos y desin- 
fecciones serán retribuidos por la Dirección sanitaria del puerto, la 
que se reintegrará directamente de los navieros, armadores, consigna- 
tarios ó capitanes. 

§ vn 

El personal de puertos y lazaretos vestirá en todos los actos de 
servicio el uniforme con arreglo al modelo que apruebe la Dirección 
general. 

GAPÍTULO III 

Personal sanitario ¿le barcos, 

Art. 56. Todo buque español destinado al transporte de viajeros 
que esté autorizado para llevar más de 100 de éstos y que emplee en 
sus travesías más de cuarenta y ocho horas, incluyendo en este tiem- 
po las escalas, deberá llevar á bordo un Facultativo del Cuerpo Médi- 
co de la Marina civil, con sujeción á lo que disponen los arts. 59 y si- 
guientes. 

Cuando exceda el pasaje de 1.200, llevará otro médico, que podrá 
ó no pertenecer al mismo Cuerpo, pero las atribuciones y responsabi- 
lidades que se desprenden de los artículos siguientes, serán del pri- 
mero. 

Art. 57. Los barcos españoles destinados al transporte de mercan- 
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cías de más de 1.500 toneladas, y cuya tripulación conste de más de 
20 hombres, y que en sus travesías toquen en puertos donde existan 
como endémicas la peste, el cólera ó la fiebre amarilla, ó en otros 
contaminados con dichas enfermedades, deberán llevar á bordo un 
Facultativo del Cuerpo médico de la Marina civil. 

Art. 58. Los navieros y armadores podrán elegir para estos cargos 
al individuo ó individuos del referido Ouerpo que no estén ya coloca- 
dos, para cuyo efecto la lista completa de todos ellos se publicará 
cada seis meses en la Gaceta de Madrid, y estará siempre á disposi- 
ción de los interesados en la Dirección general de Sanidad. 

Art. 59. A partir de 1.° de Marzo de 1900, no se expedirá patente 
de Sanidad ni documento alguno á los buques comprendidos en los 
artículos anteriores si no llevan á bordo un Médico aprobado para ello 
por el Ministerio de la Gobernación. 

Art. 60. Para ingresar en el Ouerpo médico de la Marina civil es 
indispensable ser español; estar en posesión de todos sus derechos ci- 
viles y políticos, no haber sufrido castigos por faltas graves cometidas 
contra la policía sanitaria marítima; ser Licenciado ó Doctor en Me- 
dicina, aprobado por una de las Universidades del Beino, y demostrar 
su suficiencia ante un Tribunal nombrado por el Ministro de la Qo- 
bernación, de las materias siguientes: 

Geografía comercial y marítima. 

Leyes y reglamentos de policía sanitaria, marítima internacional, 
y muy en particular de la legislación española. 

Epidemiología en general y con la extensión necesaria por lo que 
respecta á la profilaxis del cólera , fiebre amarilla y de la peste, y en las 
aplicaciones prácticas de los reglamentos contra estos azotes. 

Bacteriología; idioma francés. 

Servirá de recomendación especial el conocimiento del inglés, del 
italiano, del alemán ó de otros idiomas, y el poseer diploma ó certifi- 
cado de haber practicado con provecho en los Institutos bacteriológi- 
cos y Laboratorios del Estado. 

Art. 61. Podrán ingresar en el Ouerpo médico de la Marina civil, 
sin previo examen, siempre que lo soliciten en un plazo de dos meses, 
á contar desde 1.° de Noviembre de 1899. 

Los empleados Médicos activos ó excedentes del Ouerpo de Sani- 
dad marítima, los médicos de la Marina mercante que lleven seis años 
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tas por infracciones sanitarias. 

Los que llevando 'más de dos años y menos de seis de estos servi- 
cios los hubiesen prestado relevantes con motivo de las últimas gue- 
rras coloniales. 

Los Médicos excedentes del Cuerpo de Sanidad de la Marina de 
guerra á quienes autorice para ello el Ministro del ramo. 

Art. 62. Todo individuo del Ouerpo médico de la Marina civil re- 
cibirá su nombramiento especial del Ministro de la Gobernación, sin 
cuyo documento no podrá tomar posesión de su destino. 

Art. 68. En el caso en que el número de individuos del Ouerpo 
sea insuficiente para atender á las necesidades del servicio, el Ministro 
déla Qobernacíón nombrará, con el carácter de interinos, á cuantos 
fuesen precisos, á propuesta de la Dirección general de Sanidad. 

Art. 64. El individuo del Cuerpo médico de la Marina civil es á 
bordo del buque en que sirva Delegado de la Dirección general de Sa- 
nidad; prestará asistencia gratuita á la tripulación y pasajeros, y aparte 
de la obediencia que debe al Capitán del barco y á los armadores en 
todo aquello que no se oponga á la ley, es el responsable principal de 
todas las infracciones sanitarias que se cometan á bordo, siempre que 
no haya hecho constar de un modo terminante su protesta y que no dé 
cuenta de ellas á la Autoridad correspondiente á la llegada al puerto. 

Llevará un libro, en el que anotará diariamente cuantas novedades 
sanitarias ocurran á bordo, consignando todas las medidas adoptadas 
para conservar la salud de la tripulación y del pasaje. 

Art. 65. Los Médicos de Marina civil deben vigilar especialmente 
la calidad del agua potable y la forma y cantidad de su destilación, que 
deberá ser por lo menos de cinco litros por persona al día; vigilará si 
los víveres distribuidos á los pasajeros están bien conservados y co- 
rresponden en cantidad y calidad á los contratos de las empresas. 
Cuando el agua ofrezca sospecha de contaminación, dispondrá que sea 
hervida ú obtenida por destilación hasta la llegada al punto donde 
deba renovarse. 

No permitirá el embarque de ninguna persona que presente sín- 
tomas de enfermedad sospechosa , ni la carga de efectos ó mercancías 
que á su juicio puedan provocar enfermedades á los tripulantes, ó ser 
conductoras de gérmenes morbosos á los puertos de su destino, vigi- 



lando especialmente la perseouoión y destracción de los roedores y 
animales qua puedan ser origen de propagación de pestilencia. 

Si se presentase á bordo un caso de enfermedad contagiosa, dis- 
pondrá el aislamiento del enfermo, la desinfección del buque y la des- 
trucción de las ropas y efectos que pudieran haberse contaminado. 

Al presentarse una epidemia pedirá toda clase de auxilios al Ca- 
pitán de la nave, y encaso de que le fueran negados, protestará debida- 
mente, haciéndole observar que el buque queda desde aquel momento 
fuera de la ley, siendo el Jefe del barco el responsable de todo cuanto 
pueda suceder. 

De estas novedades procurará dar aviso telegráfico al Gobierno 
desde el primer punto de escala. 

A la llegada al puerto presentará por escrito una nota breve y 
concisa, en que consigne bajo juramento si le consta que en el puerto 
de salida ó en las escalas existía ó no alguna epidemia; si ha tenido 
durante el viaje algún caso sospechoso; si se ha podido ó no aislarle; 
si se ha hecho una buena desinfección de la nave, viajeros ó tripu- 
lantes, que deben pasar á lazareto aislado para su observación ó asis- 
tencia médica, y los que puedan ser sometidos sencillamente á ins- 
pección, para que en vista de su informe las Autoridades de Sanidad 
de los puertos resuelvan lo más procedente. 

Cada año dirigirá una Memoria concreta con cuantas observa- 
ciones le sugiera su buen juicio ala Dirección general, y comunicará 
á la misma, valiéndose del telégrafo en caso necesario, cuantas noticias 
de importancia puedan afectar á la salud pública. 

Art. 66. Las infracciones en los reglamentos y disposiciones de la 
policía sanitaria serán castigadas con arreglo á las disposiciones vi- 
gentes, y además llevarán consigo la suspensión temporal ó definitiva 
en el Cuerpo médico de Sanidad civil. 

Art. 67. En caso de enfermedad infecciosa á bordo, la falta de 
denuncia ó el abandono en la asistencia de los enfermos y en las prác- 
ticas de desinfección serán objeto de expediente y de responsabilidad 
ante los Tribunales. 

Art. 68. El individuo del Cuerpo que por abandono ú omisión 
diera lugar á que uno ó más enfermos contagiosos desembarcaran en 
un puerto español ó extranjero sin prevenirlo á las Autoridades, su- 
frirá la pena correspondiente. 



— 240 — 

Art. 69. ^LoB armadores y Oapitanea de loa baques deben conside- 
rar al Médico como Delegado de la Dirección general de Sanidad, y 
le obedecerán en todo lo que á higiene y sanidad se refiera. Si el Mé- 
dico les exigiera algo que á juicio de los mismos fuera improcedente, 
se le pedirá que baga la demanda por escrito, y si ésta no estuviese 
justificada, el Médico será personal y subsidiariamente responsable de 
los perjuicios ocasionados, previo expediente por la Dirección general 
de Sanidad é informe del Beal Oodsejo de Sanidad en pleno. 

El Capitán del baque no estará obligado á obedecer aquello que 
ponga en gran compromiso el buque ó la vida de sus tripulantes. 

Todas las reclamaciones se dirigirán al Director general de Sani- 
dad, que es Jefe del Cuerpo médico de la Marina civil, por delegación 
del Ministro de la Qobernación. 

Art. 70. El Médico de Marina civil muerto á bordo por contagio 
de pestilencia declarada en el barco, será considerado como muerto en 
el desempeño voluntario de su profesión en lugar epidemiado, para 
todas las ventajas é interpretaciones que puedan resultar favorables 
á su familia y herederos. 

CAPÍTULO IV 

Agentes comtUares* — Funciones sanitarias, 

Art. 71. Los Agentes consulares españoles procurarán investigar 
constantemente el estado sanitario de las circunscripciones de su re- 
sidencia, no sólo en lo que se refiere á las pestilencias (cólera, fiebre 
amarilla, peste), sino también á las enfermedades infecciosas y epidé- 
micas comunes, (viruela, difteria, tifus exantemático), y comunicarán 
las novedades que en este sentido consideren importantes á la Direc- 
ción general de Sanidad, acompañándolas de los datos, informaciones 
y estadísticas médicas y demográficas oficiales que puedan allegar. 

También darán cuenta á dicho Centro de las variaciones que en la 
legislación sobre Sanidad é higiene acuerden las Autoridades del país 
de su residencia. 

Art. 72. Informarán al Gobierno de las cuarentenas, prevenciones 
y medidas sanitarias que en su residencia y circunscripción se adopten 
respecto á las procedencias de los demás países, y por el procedimiento 
más inmediato que le sea posible, avisarán la presentación de cual- 
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quier caso de enfermedad pestilencial en tierra ó á bordo de los ba- 
ques fondeados en los puertos de la localidad, expresando en todo caso 
las relaciones más frecuentes del país con otros vecinos ó remotos. 
También darán cuenta de la desaparición de la epidemia á los veinte 
días de ocurrido el último caso en la peste, á los quince en la fiebre 
amarilla, y á los diez en el cólera. 

Telegrafiarán al Gobierno por el medio más rápido posible, y á los 
Jefes de estaciones sanitarias á los que se dirijan los barcos, cuando, 
después de salir éstos con patente limpia, hubiese ocurrido algún caso 
de epidemia ó epizootia antes de la llegada probable de aquéllos. 

Igualmente contestará telegráficamente las preguntas que con este 
objeto se le dirijan por el Ministro de la Gobernación, el Director 
general de Sanidad y las Autoridades de puertos españoles. 

Art. 74. Llevarán, en caso de presentación de una epidemia en 
su distrito, una estadística informativa, con el mayor número posible 
de datos, para ilustrar las indagaciones del Gobierno español. 

Art. 75. Extenderán los certificados á que se refieren los artículos 
93 y 95, cuidando que las informaciones por ellos exigidas sean 
verídicas y lo más completas posible. También visitarán las patentes 
en los casos en que se les exija. 

Art. 76. En los barcos que se dirijan á España y exijan su inter- 
vención, deberán pedir y obtener la presentación de los documentos 
correspondientes, los diplomas de los médicos de á bordo y los certi- 
ficados de los enfermos que aleguen no padecer enfermedades infec- 
ciosas. 

A los viajeros que vengan á España por tierra, como así bien á 
los conductores de ganado, cuando lo reclamen, expedirán certificados 
que acrediten el estado de su salud, previo el pago de los correspon- 
dientes derechos según tarifa. 

Art. 77. Enviarán á bordo, previa petición de los Capitanes y 
por cuenta de ellos. Médicos que certifiquen del estado de salud de 
los pasajeros en los casos dudosos. 

Art. 78. Informarán á los Capitanes de barco de las disposiciones 
sanitarias vigentes en España que puedan interesarles. 

Art. 79. Intervendrán la documentación de los expedientes rela- 
tivos á la traslación á España de los cadáveres que procedan del 
país de su residencia, legalizando las certificaciones referentes á la 
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causa que produjo la muerte, fecha en que tuvo lugar y operaciones 
de embalsamiento ó cremación á que se sometió el cadáver en otro 
caso; material del ataúd, su estado y cuantos datos estime necesarios 
y convenientes para apreciar mejor los peligros que pueda tener la 
traslación. 

Art. 80. Informarán al Gobierno de los servicios extraordinarios 
que les hayan prestado las Autoridades locales en el esclarecimiento 
de las cuestiones sanitarias. 

Art. 81. En los puertos de nuestras posesiones de África desem- 
peñarán las funciones encomendadas á nuestros Agentes consulares 
las Autoridades locales, de acuerdo con los funcionarios sanitarios 
donde los hubiera. 

A falta de Agentes consulares, desempeñarán las funciones que á 
éstos corresponden los de las naciones amigas, y en su defecto, las 
Autoridades gubernativas locales, previa invitación que en debida 
forma se les haga. 

CAPITULO V 

Patentes. — Certificados consulares de Sanidad, — Visados, 

Art. 82. Las patentes,' cartas y certificados de Sanidad son docu- 
mentos destinados á consignar el estado de salud del puerto y la 
circunscripción sanitaria de donde sale un barco, expedición ó convoy. 
Para los fines de este reglamento se da el nombre de patentes á 
las expedidas en los puertos nacionales para los barcos que, partiendo 
de ellos, emprenden viajes ó expediciones y no se hallen exceptuados 
en el art. 89. 

También se entiende para estos fines como patente las cartas de 
salud y certificados traídos por barcos procedentes de puerto extranje- 
ro, y en los que se certifique acerca de los puntos que luego se 
mencionan. 

Art. 88. En las patentes debe consignarse, según modelo aproba- 
do por el Ministerio de la Gobernación: 

a) El estado de salud del puerto de salida en el día de ésta. 

b) El de la tripulación y los pasajeros del buque. 

c) El de los ganados y animales que conduzca. 
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d) La naturaleza de la carga y el lastre. 

e) Las condioiones higíénioas del buque, expresando si se halla 
dotado de Médicos, de personal sanitario j de aparatos y medios de 
desinfección. 

Los detalles de estos conceptos principales se designarán en los 
epígrafes del modelo referido. 

Asimismo podrán insertarse las observaciones especiales que 
crean oportunas la Autoridad sanitaria del puerto, el Médico de á 
bordo, el Capitán y los Cónsules interesados en la expedición. 

Art. 84. Las patentes hacen referencia especial á las relaciones 
mercantiles y expediciones marítimas particularmente desde el punto 
de vista de las enfermedades epidémicas pestilenciales, entendiéndose 
por tales el cólera, la fiebre amarilla y la peste bubónica 6 Uva/ntma, 
según queda dicho en el art. 8.° Las demás enfermedades epidémicas, 
así como epizootias, se consignarán en las observaciones, pero no 
afectarán al calificativo de la clasificación de la patente. 

Art. 85. Habrá dos clases de patentes la limpia y la sucia. La 
patente limpia certifica que en el puerto de origen y su circunscrip- 
ción sanitaria no existen ni han existido quince días antes casos de 
cólera, veinte días antes casos de fiebre amarilla y treinta días antes 
casos de peste levantina. La patente sucia significa que en los térmi- 
nos antedichos han existido ó existen en el día de la salida casos de 
las referidas pestilencias. El calificativo de sucia deberá ir seguido 
del nombre de la enfermedad que le justifique, diciéndose claramente 
patente sucia por cólera asiático, por fiebre amarilla ó por peste levantina. 

Art. 86. Se tratará como patente sucia, para los fines de este 
reglamento: primero, la limpia extendida más de cuarenta y ocho 
horas antes de la salida de la nave; segundo, la limpia de origen que 
haya pasado por puertos que se encuentren en las condiciones asigna* 
das á las sucias; tercero, toda otra que presente irregularidades, 
deficiencias ó vaguedades que la hagan sospechosa á juicio de la 
Autoridad sanitaria del puerto. 

El barco desprovisto indebidamente de patente, también recibirá 
el trato de patente sucia, exigiendo responsabilidad al Capitán. 

Art. 87. Se expiden las patentes en los puertos nacionales por la 
Autoridad sanitaria ó por el Alcalde donde aquélla no existiese, con 
arreglo al modelo aprobado, en letra clara, sin abreviaturas, correo- 
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oiones ni raspaduras, y llevarán la firma y sello de la Autoridad que 
la expide y la del Cónsul ó Cónsules que lo reclamen. 

Las patentes de los buques extranjeros con destino á España 
deben ser visadas por nuestro Cónsul, y en su defecto, por el de una 
nación amiga designado de antemano, aunque estén extendidas por 
la Autoridad local. 

El capitán que no presente la patente en el acto de la visita sani- 
taria, será multado con arreglo al art. 216, entregando un recibo del 
importe de la multa al capitán interesado. 

Art. 88. Análogas condiciones deben exigirse á las patentes 
extranjeras, y si no las reunieran, recibirán el trato de sucias. 

Art. 89. Todos los barcos nacionales y extranjeros de guerra ó 
mercantes, deberán llevar una patente, excepto los guardacostas, las 
chalupas de Hacienda, los remolcadores, las embarcaciones de recreo, 
los barcos pescadores y los buques de pequeño cabotaje. Estas tres 
. últimas clases de barcos podrán ser obligados á llevarlas en casos 
excepcionales de epidemia, previa disposición de las Autoridades 
sanitarias, oído el Consejo de Sanidad. También podrán exceptuar de 
las patentes los convenios internacionales aprobados por las Cortes, 
y las disposiciones del Ministerio de la Gobernación, oído el Consejo 
de Sanidad. 

Art. 90. Cuando no se necesite la patente, deberán inscribirse 
sus principales datos en el libro de navegación, tomándolos que sean 
precisos para formar el juicio sanitario del buque, del referido Diario 
de navegación, del de cargamento, del de cuenta y razón y del cua- 
derno de bitácora. 

Art. 91. La obtención de la patente será potestativa y gratuita 
para los barcos de guerra de todos los países. Las demás embarcacio- 
nes satisfarán los derechos que les marca la tarifa correspondiente. 

Sólo será válida para un viaje, adquirida en el puerto en que 
comienza la carga, y conserva su validez mientras ésta queda á 
bordo. 

Art. 92. Si la carga se hiciera sucesivamente en varios puertos 
nacionales, se adquirirá en el primero, y será visada gratuitamente 
en los demás. Lo mismo se entiende [para las arribadas de vacío ó de 
descanso. 

Art. 98. Los comandantes ó capitanes de barco conservarán en su 
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poder la patente desde el paerto de salida al de llegada, oaidando en 
los de escala de obtener el visado de los Cónsules españoles, ó en su 
defecto, de los de una nación amiga, y en último caso, de la Autoridad 
local que pueda certificar del estado sanitario de su comarca. 

Podrán exceptuarse de estos visados por la Autoridad sanitaria ó 
consular, y en circunstancias normales, los buques que hacen servi- 
cio regular más ó menos periódico en los mares de Europa, en nues- 
tras posesiones de África, en la Argelia francesa, Túnez y puertos del 
Imperio marroquí. 

El Gobierno español puede anular esta concesión en casos de 
epidemia, ó cuando los puertos á que se refiere no tomasen medidas 
suficientes respecto á otros contaminados. 

Todas las procedencias no europeas, las del litoral del Mar Negro, 
las de Turquía europea, el mar de Mármara y el Archipiélago heléni- 
co, deberán presentar siempre patente. 

Art. 94. Los Directores de puertos ó estaciones sanitarias sólo 
podrán expedir patentes sucias, previa autorización del Gobierno, 
por comprobación oficial de la existencia de una epidemia, cuidando 
en los casos dudosos de cumplir las obligaciones que le señalan los 
arts. 86 y 39. 

Art. 95. Los Cónsules españoles darán certiñcados conmiares de 
Sanidad á los barcos que comiencen viaje con destino á nuestros 
puertos. En estos documentos, extendidos con arreglo á modelo ofi- 
cial, se consignarán los datos referentes al estado de la salud pública 
en el puerto y circunscripción de su residencia, y á las novedades que 
declaren el capitán y médico de á bordo como sufridas desde el puerto 
de salida por los pasajeros, tripulación, ganados ó carga del buque. 

También mencionarán los tratos sanitarios sufridos y si el barco 
abandona el puerto antes de recibir la libre plática. 

Art. 96. No se expedirá ninguna patente sin tener el convenci- 
miento de que el barco se encuentra en buen estado higiénico y en 
las condiciones reglamentarias determinadas por las disposiciones 
vigentes. 

Art. 97. En caso de someterse un barco á medidas sanitarias , no 
se le expedirán los documentos ni visarán las patentes sin que haya 
satisfecho los derechos que en las tarifas respectivas se consignan. 
Art. 98. Las patentes extendidas en circunstancias anormales de 
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epidemia en paerto.naoioQal á las embarcaciones ordinariamente exen- 
tas de ella (pesca, pequeño cabotaje, reoreo), serán gratuitas. 

Art. 99. La exigencia de patente para las procedencias de los 
puertos y demás exceptuados por el art 89, estará motivada por la pre- 
sencia en ellos de epidemia pestilencial; podrá hacerse extensiva á los 
países próximos ó en relaciones directas con ellos por Beal orden del 
Ministerio de la Gobernación publicada en la Gaceta» 

' OAPtTXJLO VI 

Higiene y sanidad de los barcos. 

Art. 100. No podrá ser matriculado para el servicio de navegación, 
ni dedicarse á ésta, ningún barco construido, en astilleros, puertos ó 
talleres del Estado ó particulares, ó adquirido por aquél ó éstos en el 
extranjero, sin que sean conocidas sus condiciones higiénicas. 

Para hacerlas constar, se efectuará por el Director de Sanidad del 
distrito de la residencia del armador ó del en que haya de verificarse 
la matrícula del barco, un reconocimiento de éste, levantándose acta 
por duplicado, que firmarán la Autoridad sanitaria dicha y el armador 
ó quien le represente en forma legal; y cuando se trate de barcos del 
Estado, El Director de Sanidad y la Autoridad del puerto donde se 
practique el reconocimiento. Un ejemplar del acta se archivará en la 
Dirección de Sanidad, y el otro se entregará á la Autoridad del puerto 
ó al armador, según el caso. 

Art. 101. El reconocimiento exigido por el artículo anterior se li- 
mitará á lo preciso para obtener los datos necesarios y certificar res- 
pecto á las condiciones higiénicas del barco, capacidad de sus cama- 
rotes para pasajeros y tripulantes y la de los locales destinados á la 
carga. También se describirán sumariamente las condiciones genera- 
les de capacidad y ventilación de los comedores, retretes y dependen- 
cias destinadas á las personas, y la de los departamentos donde hayan 
de deducirse ganados y subsistencias de cualquier clase. 

Art. 102. Las Autoridades sanitarias de puertos y lazaretos podrán 
someter á análogo reconocimiento á los barcos mercantes que estén 
ya en servicio; cuando al arribar á aquéllos ofrezcan condiciones sani- 
tarias dudosas. 

Art. 108. Todon los barcos destinados á largas travesías ó gran ca- 
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botaje, deberán estar provistos de botiquín, desinfectantes é instru- 
mentos quirúrgicos de urgencia. 

Art. 104. Los barcos de transporte para gran número de pasajeros 
llevarán un aparato de destilación capaz de producir por lo menos 
cinco litros de agua al día por persona que conduzca. 

También llevará un aparato de desinfección por el vapor, compro- 
bado por la Autoridad sanitaria; pulverizadores y recipientes para la 
desinfección de ropas y objetos. 

Destinarán asimismo un local para duchas y lavado de hombres y 
otro para mujeres. 

Art. 105. Estos grandes barcos dispondrán de un local para enfer- 
mería de hombres y otro para la de mujeres, situándolas en el lugar 
más apartado posible de los camarotes. 

Estas enfermerías habrán de estar bien acondicionadas y ventila- 
das, y tener la capacidad bastante para alojar el 4 por 100 de la po- 
blación del buque, destinando á cada persona por lo menos 8 metros 
60 centímetros superficiales. A ser posible, estas enfermerías dispon- 
drán también de sala comedor de convalecientes y otra de operaciones, 
cuarto de baño y letrina. 

Art. 106. Los barcos que reúnan todas las condiciones enumeradas 
en los artículos precedentes de este capítulo tendrán derecho á llevar, 
en el sitio que estime más conveniente el Capitán, una placa que diga: 
«En perfecto estado higiénico». 

El que carezca de alguna de las mencionadas condiciones, pero no 
de estufa de desinfección, podrá ostentar otra placa que consigne: fEn 
bu^n estado higiénico». 

La autorización para colocar las expresadas placas se podrá obte- 
ner como resultado de la visita de reconocimiento al matricularse el 
buque, ó cuando por reformas en el mismo lo soliciten sus armadores 
ó dueños. 

Se concederá por la dirección general de Sanidad, á instancia de 
parte ó propuesta de la Autoridad sanitaria, siempre en vista del acta 
de reconocimiento é informes que se consideren precisos, y se expen- 
derá, según modelo aprobado por la expresada Dirección general, con 
el sello de la Autoridad sanitaria del puerto en que se haya practicado 
el reconocimiento, previo pago de su importe según la tari£a corres- 
pondiente. 
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oAPÍTUiiO vn 
Dé la higiene de bahía. 

Art. 107. Corresponde á los Directores de estaciones sanitarias 
cuidar con la mayor solicitud de que en todos los puertos de su distri- 
to se observe la mayor higiene. 

A este fin: 

Designarán, de acuerdo con las Autoridades civiles y militares 
correspondientes, el espacio en donde han de fondear los barcos para 
recibir la visita sanitaria, y el destinado á cumplir el trato que se les 
imponga. 

Prohibirán que las aguas ú otras substancias que para su sanea- 
miento arrojen los barcos á la llegada, se viertan en los puntos más 
convenientes de la bahía, puerto ó fuera de él. 

Ouidarán de que en los muelles, descargaderos y almacenes haya 
siempre la mayor limpieza, y en los últimos la debida ventilación. 

Practicarán las gestiones necesarias para que las alcantarillas de 
la localidad desemboquen á conveniente distancia de la bahía, y á no 
ser posible, en los puntos convenientes, á fin que no puedan infectarla 
las aguas de aquéllas. 

De no conseguir estos resultados, pondrán el hecho en conoci- 
miento de la Dirección general de Sanidad, con los informes que res- 
pecto del asunto consideren más convenientes. 

Ouidarán de que no se arrojen en aguas de la bahía materias or- 
gánicas; y 

Vigilarán por el exacto cumplimiento de las disposiciones admi- 
nistrativas que regulan la policía sanitaria de los puertos. 

CAPITULO VIII 

MeéUdai sanitarias referentes á los barcos á la salida de los puertos, 

Art. 108. Los Capitanes de barcos españoles ó extranjeros que se 
dispongan á salir de un puerto español, darán aviso á la Autoridad 
sanitaria, ó en su defecto, á la del puerto respectivo, antes de que se 
efectúe la carga y embarque de pasajeros. 
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Art. 109. Si el Director del paerto lo juzga neoesario, puede re- 
ooDOcer el barco, según se consigna en el art. 114, y pedir los datos 
que estime oportunos acerca de la naturaleza de la carga y de las con- 
diciones de la tripulación, de sus ropas y objetos de uso, calidad del 
agua embarcada, de los alimentos y medios de conservar aquélla y és- 
tos, y en general de las condiciones higiénicas del personal y material 
embarcados. En las patentes deberán mencionarse estos extremos de 
un modo breve, pero siempre se expresará concretamente si el barco 
tiene ó no Médico, estufa y aparatos de desinfección y substancias de- 
sinfectantes. 

Art. 110. Evitando en lo posible aplazamientos y retrasos, puede 
el funcionario médico que efectúe la visita disponer la desinfección de 
la ropa sucia en tierra ó á bordo, si hay medios suficientes. 

Art. 111. Puede la Autoridad sanitaria oponerse al embarque de 
las personas y objetos capaces de propagar enfermedades pestilenciales ^ 
y hacer constar en las observaciones de la patente las condiciones pe- 
ligrosas referentes á otros contagios que por personas ú objetos pudie- 
ran temerse. 

Art. 112. No podrá expedirse por las Aduanas y Capitanías de 
puerto la autorización de salida sin que se hayan cumplido los reco- 
nocimientos y adquirido la patente de Sanidad, 

Art. 118. De todas las anteriores prescripciones se considerarán 
excluidos en circunstancias normales los barcos exentos por el art. 89 
de la necesidad de patente. 

Art. 114. Podrán, sin embargo, ser visitados estos barcos cuando 
la Autoridad sanitaria tenga motivos para creer que no se encuentran 
en buenas condiciones higiénicas, y deberán serlo precisamente cuando 
lo reclamen individuos de la tripulación ó del pasaje y siempre que lo 
disponga la Superioridad. 

Art. 115. Los barcos de guerra están exceptuados de las anteriores 
prescripciones al no solicitar su cumplimiento los Comandantes res- 
pectivos. 

Art. 116. En los barcos destinados á largas expediciones ó tra- 
vesías deberán reconocerse precisamente: la cantidad y calidad del 
agua, víveres, bebidas y condiciones higiénicas de los lugares donde 
se hallen; la provisión de medicamentos y desinfectantes; la buena 
condición sanitaria de las personas embarcadas; la policía y limpieza 
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cie laB ropas blancas, mantas^ lechos y locales de alojamientos y ser- 
vicios; proporción entre el número de personas admitidas y la capa- 
cidad reglamentaria del barco; ventilación de lo3 locales; condiciones 
del lavado y limpieza de las letrinas. 

Art. 117. Los Capitanes y Patrones de barcos españoles se pres- 
tarán á estos reconocimientos. En caso de negarse ó resistirse algún 
extranjero, se hará constar en sa patente y se dará parte al Oónsal 
respectivo. 

Art. 118. Si en el pasaje hubiere enfermos de padecimientos co* 
manes, deberá el Capitán exigirles certificado de un médico de la loca- 
lidad, visado por el de á bordo si lo hubiere, y por el Director de Sa- 
nidad ó el Médico habilitado. 

Art. 119. En ningún caeo se consentirá el embarque de enfermos 
pestilenciales ni con infecciones comunes contagiosas. 

CAPÍTULO IX 

Medidas sanitarias durante la travesía, 

Art. 120. La ropa blanca de los pasajeros y de la tripulación se 
lavará con la mayor frecuencia posible. 

Art. 121. Los retretes se desinfectarán y lavarán dos veces al día 
en la forma que se prescribe al hablar de desinfecciones del barco. 
Lo mismo se hará con el suelo de los sitios aislados ó de las enfer- 
merías en caso de ser utilizadas. 

Art. 122. Las habitaciones y camarotes serán también limpiados 
con frecuencia, y si en alguna de dichas piezas hubiese personas que 
no puedan salir á ninguna hora, se les dejarán á ellas ó á sus asis- 
tentes los medios de limpieza y los desinfectantes, con instrucción 
para emplearlos, haciéndoles recordar que este empleo es obligatorio. 

Art. 128. Si aparecen á bordo uno ó varios enfermos ó sospecho- 
sos de cólera, fiebre amarilla ó peste, serán inmediatamente aislados 
con las personas designadas para cuidarlos. 

Art. 124. Los enfermos de infecciones contagiosas serán también 
aislados en sus camarotes, y las personas que los cuiden sometidas á 
lavado de las manos con disoluciones desinfectantes, y á usar blusas 
amplias y largas, que dejarán en el camarote cada vez que salgan. 
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A estas prevenoioDes pueden añadirse las qae diotare el Médico de á 
bordo donde lo hubiere, ó en su defecto, el Capitán. 

Art. 125. En los camarotes en donde hubiera enfermos pestilen- 
ciales ó infecciosos, sólo se ocuparán las literas ó lechos inferiores en 
que éstos estuvieren, sacando los colchones, mantas y todas las ropas 
de los lechos superiores y no ocupados, dejando los objetos estricta- 
mente necesarios para la asistencia del enfermo. 

Art. 126. Las deposiciones y deyecciones» los líquidos procedentes 
de tumores y toda secreción patológica se desinfectará inmediatamente 
de producida, con arreglo al formulario de desinfección adjunto á este 
reglamento. Los vestidos, ropas blancas interiores y de cama, toallas, 
mantas y cuantos lienzps hayan servido á los enfermos, deben sumer- 
girse en disolución desinfectante antes de sacarlos del local aislado. 
Lo mismo se hará con las ropas de los enfermeros. 

Art. 127. Los objetos infectados ó sospechosos, los de poco valor, 
los de difícil desinfección, dados los medios de que se disponga en el 
barco, deben arrojarse al mar cuando el barco esté en marcha, ó ser 
quemados si se encuentra en puerto. 

Art. 128. Los lugares ocupados por enfermos no entrarán nueva- 
mente en servicio sino después de un lavado completo de sus paredes 
con soluciones desinfectantes, renovación de las pinturas, blanqueo 
con cal clorurada, y desinfección apropiada del mobiliario, en caso de 
enfermedad infecciosa común. 

En caso de enfermedad pestilencial se harán tres lavados de las 
paredes, con cinco días de intervalo, antes de la pintura ó blanqueo, 
y en todo caso no se ocuparán en el resto del viaje. 

Art. 129. En caso de defunción bien comprobado, se arrojará el 
cadáver al mar, y asimismo las ropas de cama y colchones si la defun- 
ción hubiese sido por enfermedad pestilencial. Si la muerte hubiera 
ocurrido por enfermedad aguda ó tuberculosis, bastará la desinfección 
de las ropas en la estufa, y si no la hubiere, por la exposición durante 
veinticuatro horas á los vapores de formaldehído, ó en la inmersión 
de solución de sublimado, según se previene en el Apéndice corres- 
pondiente. 

También en este caso de enfermedad común podrá reservarse el 
cadáver á bordo, si antes de veinticuatro horas calculadas hubiese el 
barco de entrar en el puerto en que ha de dársele tierra. 
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CAPITULO X 



Medidas $afdtana$ m las arribadas, escalas y comunicaciones. 
Averias y naufragios, 

Art. 180. Al llegar á an puerto contaminado ó sucio por enfer- 
medad pestilencial, procurará el Capitán anclar en el punto más le- 
jano posible de la población y de los demás buques. Si tuviera por 
necesidad que amarrar á muelle, evitará en lo posible la proximidad 
á las bocas de desagüe, de alcantarillas ó canales de aguas inmundas. 
También cuidará de colocar las amarras de suerte que imposibi- 
liten la entrada de roedores ó de otros animales procedentes de tierra, 
según se previene en el Apéndice relativo á la desinfecQión. 

Art. 181. No consentirá, sino en caso de necesidad absoluta, el 
desembarco de nadie que haya de volver al buque. Tampoco dormirá 
nadie en tierra ni á ser posible sobre cubierta. Se prohibe también la 
colocación permanente de puentes 6 tablones en comunicación con 
tierra ó con otros barcos. 

Art. 182. Se prohibe el baldeo con el agua próxima al buque, si 
éste se halla cerca de tierra. 

Art. 188. El agua que se tome en un puerto contaminado — que 
sólo en caso de precisión debe autorizarse — será inmediatamente 
hervida. 

El Médico de á bordo, ó el Capitán en su defecto, se opondrán al 
embarque de enfermos ó de personas sospechosas de enfermedad pes- 
tilencial. También rehusarán los convalecientes que lleven menos de 
quince días reponiéndose, no admitirán las ropas sucias, y dispondrán 
la desinfección de las sospechosas. 

Sólo se abrirán los compartimentos de la bodega indispensable 
para la carga, descarga ú operaciones de saneamiento. 

Art. 184. Si durante la permanencia en el puerto se presenta la 
enfermedad pestilencial á bordo, apenas comprobados los primeros 
síntomas deberán, si es posible, desembarcarse los enfermos, envián- 
dolos al hospital ó al lazareto, y se tratarán los objetos y ropas de su 
uso como se dispone en los artículos relativos á los barcos infestados. 

Art. 185. Si durante la travesía tuviere el barco contacto forzoso 
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oon otro contaminado por auxilio en caso de avería ú otra razón análo* 
ga, se someterá á las personas de la tripulación que se hayan expuesto 
al contagio á un escrupuloso lavado de manos, cara y pies con disolu- 
ciones desinfectantes, desinfección de ropas, con cambio inmediato y 
lavado, previa inmersión en disolución de sublimado de la ropa blanca. 
También se someterá á estas mismas personas á observación diaria 
por el Médico de á bordo, con objeto de aislarlos á la aparición de los 
primeros síntomas si sobrevinieren. 

CAPITULO XI 

Medidas sanitaricu en los puertos de llegada, 

Art. 186. Los barcos de alto bordo procedentes de largas expedi- 
ciones deben clasifícarse, para el trato y las medidas á que han de ser 
sometidos, en los grupos siguientes: 

a) Barcos con patente limpia, indubitada. 

h) Barcos con patente limpia de origen, pero que,^or alguno de 
los casos 'previstos en el art. 86, debe considerarse como modificada. 

e) Barcos con patente sucia, indemnes y que han empleado en 
la travesía desde el puerto de origen de la patente más de diez días 
para las patentes de cólera, má3 de quince días para las de fiebre ama- 
rilla y más de veinte días para las de peste levantina. 

En esta clase se consideran comprendidos los barcos procedentes 
del mar de las Antillas, del golfo de Méjico, de la Guaira y Oosta Fir- 
me durante los meses de 1.® de Mayo á 30 de Septiembre. 

d) Barcos con patente sucia, indemnes, que han empleado menos 
de los períodos mencionados en el párrafo anterior en su travesía. 

e) Barcos con patente sucia que han tenido casos á bordo con 
fecha anterior á los plazos antes mencionados. 

f) Barcos con patente sucia y casos á bordo, ó que los han tenido 
dentro de los plazos indicados, ó sea diez días para el cólera, quince 
para la fiebre amarilla y veinte para la peste levantina. 

Art. 137. Los barcos comprendidos en la dase a, ó sea con pa- 
tente limpia indubitada, serán admitidos libremente en todos los 
puertos nacionales habilitados sin más requisitos que el reconoci- 
miento de su documentación por la Autoridad sanitaria, ó en su de- 
fecto por la del puerto. 
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Art. 188. Consistirá este reoonooimieiito en la oomprobación de 
la procedencia del barco y de en estado sanitario documental, y podrá 
efectuarse en tierra en la oficina correspondiente, previo envío en un 
bote del barco de los documentos, que habrán de ser precisamente 
llevados por el Médico de á bordo, y si no lo hubiese, por el Capitán 
ó quien haga sus veces. Este reconocimiento se efectuará mediante un 
interrogatorio, cuya fórmula se determinará por la Dirección general 
de Sanidad. En el caso de que surja alguna duda, toda otra informa- 
ción habrá de efectuarse precisamente á bordo por un Médico de la 
estación sanitaria, y en los puertos en que no la hubiese, por el que 
para ello esté habilitado, según el art. 81. Si por exigencia especial 
del Capitán el reconocimiento é interrogatorio se hiciese á bordo ó al 
costado de la nave, serán de su cuenta los gastos de conducción del 
personal, sip poder la Autoridad sanitaria ó la del puerto negarse á 
acudir ni exigir honorarios. 

Art. 189. Cualquiera duda motivada por el examen de la docu- 
mentación ó del interrogatorio coloca al barco en la situación de los 
comprendidos en la clase b. Estos barcos, ó sean los de patente limpia, 
modificada por cualquiera de los casos marcados en el art. 86, no 
podrán entrar sino en los puertos de segunda ó primera clase, ó por 
lo menos, sin haber recibido en ellos el permiso de libre plática para 
el puerto donde la deseen. 

Art. 140. Los barcos de la clase b serán objeto de una informa- 
ción que practicará á bordo el Director de la estación sanitaria 
correspondiente ó el Médico por él delegado, el cual podrá limitarse 
á la aclaración docwtnental de las dudas surgidas, y declarar en acta 
razonada si el barco ha de considerarse como de patente limpia 
indubitada ó entrar en alguna de las categorías de los de patente 
sucia. 

Art. 141. En caso necesario, se completará esta información con 
la visita é inspección médica de los pasajeros, tripulantes, ganados, 
carga y condiciones higénicas del buque, y si de esta inspección 
resultare causa justificada ajuicio de la Autoridad sanitaria, se trata- 
rá el barco, según cada caso, como comprendido en alguna de las 
categorías siguientes. Todas estas operaciones deberán practicarse sin 
aplazamiento, pudiendo el Capitán del barco reclamar contra los que 
indebidamente se le impongan. 
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Art. 142. Las entradas y reooDOoimientos de los barcos compren- 
didos en la clase a podrán pedirse á cualquier hora del día ó de la 
noche en los puertos dotados de estaciones sanitarias de primera y 
segunda dase. En los puertos habilitados, pero sin estación sanitaria, 
sólo podrá solicitarse la libre plática de estos barcos durante el día. 
También habrá de hacerse de día, aun cuando sean estaciones de 
segunda y primera clase, las informaciones á que se refieren los ar- 
tículos anteriores. 

Art 148. Los barcos comprendidos en la clase e sólo pueden ob- 
tener la libre plática en los puertos de segunda ó de primera dase.. 
En ellos, todas las operaciones se efectuarán á bordo, y consistirán 
en la comprobación de la exactitud de los datos contenidos en la pa- 
tente y demás documentos respecto á la salud de los pasajeros, tripu- 
lantes y ganados, á la naturaleza y estado de la carga y á las condiciones 
higiénicas del barco. Se procederá á la desinfección á bordo, si hay 
medios en el barco, de la ropa sucia, de cuerpo ó de cama, de los 
colchones y camas, y de todos los objetos y equipajes que la Autori- 
dad sanitaria considere como sospechosos. Si esta Autoridad no juz- 
gase suficiente la desinfección á bordo ó faltasen los utensilios, 
aparatos y desinfectantes necesarios, deberá el barco ir á efectuar 
estas operaciones en la estación sanitaria de primera clase del distri- 
to correspondiente. 

Art. 144. En los barcos comprendidos en la clase d, además de 
aplicarse las medidas prescritas á las de la c, recibirá cada pasajero 
una patente personal de Sanidad, indicando la fecha en que el barco 
salió del puerto, la de ingreso del pasajero, si ha sido posterior á ella, 
y la de llegada al de entrada, para que desde esta última sea sometido 
á vigilancia médica diaria en el Municipio adonde se dirija y en los 
de su tránsito. Para hacer efectiva esta vigilancia, se avisará por la 
oficina sanitaria, aprovechando el telégrafo ó el correo del mismo día, 
á las Autoridades municipales correspondientes. 

Art. 145. La tripulación de los barcos llegados en estas condicio- 
nes (d) permanecerá á bordo, sin poder abandonar el barco sino para 
asuntos indispensables, previo aviso á la Autoridad sanitaria y con 
visita diaria á bordo por un médico de la misma. 

Art. 146. Esta vigilancia durará hasta completar diez días para 
los barcos con patente sucia de cólera, fiebre amarilla y peste, á con- 
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tar de la fecha de la salida del baroo, ó del ingreso en él del pasajero, 
en oaso de haber sido posterior. 

Art. 147. En ningún caso comenzará la descarga de mercancías 
en estos barcos basta despaés de haber desembarcado debidamente 
los pasajeros qae puedan hacerlo. La Autoridad Sanitaria podrá orde- 
nar la desinfección de parte ó de todo el buque, después de desembar- 
car los pasajeros, y siempre se renovará el agua potable á bordo, y se 
desinfectarán y evacuarán las aguas de la sentina y la de los tanques 
de lastre. 

Art. 148. Si las mercancías son de las comprendidas en la clase 
tercera, que determina el artículo 188, podrán desembarcar en puerto 
de segunda clase ó en cualquiera de los habilitados, después de cum- 
plir las medidas relativas á pasajeros y desinfección de bagajes. Si las 
mercancías fuesen de las comprendidas en la primera y segunda 
dase, de que habla dicho artículo, la Autoridad sanitaria dispondrá 
que su desinfección se efectúe en la estación de primera del distrito, 
á no contar con medios reglamentarios para hacerlo en su localidad 
ó á bordo. 

Art. 149. Los barcos comprendidos en la clase e, ó sea los que 
hayan tenido casos á bordo, antes de los últimos doce días de nave- 
gación de cólera, fiebre amarilla ó peste levantina, no deben solicitar 
reconocimiento ni entrada más que en las estaciones sanitarias de 
primera clase, y en caso de haberlo hecho en otro puerto, será despe- 
dido para ellas. 

Art. 150. Estos barcos serán objeto en la estación sanitaria de 
primera clase de la visita médica* de los pasajeros y tripulación, de 
desinfección completa de la ropa sucia, efectos de uso y de cama, y 
de todos los objetos y equipajes que ofrezcan la menor sospecha de 
contaminación, y se expedirá á cada pasajero una patente ó pasaporte 
de Sanidad igual al mencionado para los de la clase d. 

Art. 151. Desembarcado el pasaje, previa nueva desinfección de 
ropas y objetos de uso, se procederá al cambio de agua potable, eva- 
cuación y desinfección de las de la cala y tanques de lastre, y desin- 
fección del navio en la forma siguiente: 

Destrucción por el fuego de los objetos infectados y sospechosos 
de poco valor; lavado de los sitios en que hayan ocurrido los casos y 
permanecido los enfermos, con los medios desinfectantes y los proce- 
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dimientos que se fijan en el Apéndice segundo; renovación de las 
pintaras» blanqueo con el cloruro de cal y desinfección del mobiliario. 
Estas medidas deberán tomarse aun cuando se afirme haberlo 
hecho durante la travesía, y siempre después de desembarcar los 
pasajeros y verificar la descarga de las mercancías á que hubiere 
lugar. 

Art. 152. Los barcos comprendidos en la clase /deben ser desde 
luego despedidos á lazareto, de donde se sujetarán al siguiente trato: 

1.^ Desembarco inmediato de los enfermos que puedan hacerlo 
sin riesgo para su vida, y aislamiento en las enfermerías del lazareto 
hasta su curación completa. 

2.*' Desembarco del pasaje, que será sometido á observación y 
aislamiento durante siete días para el cólera y fiebre amarilla y du- 
rante diez días para la peste, á contar desde el del desembarco. El 
pasaje se dividirá, ya en el lazareto, en agrupaciones lo menos nume- 
rosas posibles, y si el aislamiento respecto unas de otras es efectivo 
y absoluto, cada caso nuevo que pueda ocurrir no afectará para el 
trato consecutivo sino al grupo en que haya ocurrido. De estos extre- 
mos no podrá ser juez sino el Director Médico del lazareto. 

8.^ Se desinfectarán en el lazareto las ropas y lienzos sucios, los 
objetos de cama, los enseres y equipajes que la Autoridad considere 
contaminados, quemando los de poco valor. En caso de haber dispo- 
nible estufa flotante, se desinfectarán en ella las ropas blancas y de 
cama de los enfermos. 

4."* Se renovará el agua potable de á bordo, se desinfectará y eva- 
cuará las de la cala y tanques de lastre. 

5.° Se procederá á la desinfección del barco, y en particular á la 
de la parte contaminada, y si se cree necesario, á la descarga de las 
mercancías, desinfectando las que son susceptibles de ello según el 
art. 193. 

Art. 158. Todas las personas empleadas en la desinfección total ó 
parcial del barco, en su descarga y en la desinfección de las mercan- 
cías, así como las que hayan permanecido á bordo durante estas ope- 
raciones, quedarán aisladas en el lazareto durante los mismos períodos 
del pasaje. El barco permanecerá aislado hasta certificar la Autoridad 
sanitaria acerca de su completa desinfección y limpieza. 

Art. ] 54. Para la mayor ó menor severidad en el cumplimiento de 
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todas estas medidas, deberán tenerse en cuenta las oondioiones higiéni- 
cas del barco, y en particular si tiene ó no personal y material médico y 
de desinfección, y la forma más ó menos eficaz de su empleo; pero 
en ningún caso deberán dejar de ser hechas con toda escrupulo- 
sidad las que se ordenen, levantándose acta escrita de su ejecución, y 
entregándosela al Capitán del barco. 

Art. 155. Todo barco comprendido en cualquiera de las categorías 
de la patente sucia (dj e, f) ó los que en ellas se incluyan por conta- 
minación de la limpia (e, etc.), tendrán á bordo un vigilante de Sa- 
nidad ó un guarda de salud, desde que comiencen las operaciones de 
desinfección y los períodos de aislamiento, hasta que terminen por com- 
pleto. 

Art. 156. Los barcos de las categorías (d, e, f) que toquen en el 
puerto y no quieran someterse á las medidas que les corresponden, 
según este reglamento, podrán recibir agua, carbón y víveres en abso- 
luto aislamiento y sin contacto con los operarios ó funcionarios del 
puerto, pero no podrán desembarcar ni pasajeros ni mercancías sin 
prestarse aquéllos y someter á éstas á las medidas que les correspon- 
dan, según los casos. A estos barcos se les anotará en la patente la con- 
dición en que siguen su viaje. 

Art. 157. Los barcos que se presenten en las condiciones señaladas 
en los casos (h^ c, d, e^ f) deben reclamar á su entrada la visita de sa- 
nidad á bordo, y serán despedidos á los puertos que les corresponda 
por los Médicos y Directores que los reconozcan, en la forma siguiente: 
Barcos a, patente limpia indubitada, pueden entrar en todos los 
puertos habilitados y hacer la presentación de documentos en tierra. 
Barcos de las clases b y c, 6 sean los de patente limpia, modificada 
por accidentes del camino, y los de sucia, pero indemnes, pueden entrar 
tan solo en los puertos de segunda y primera clase. 

Barcos de las clases d y e, 6 sea con patente sacia, pero indemnes, 
con travesía insuficiente ó con patente sucia y casos á bordo antes de 
los plazos marcados, sólo podrán entrar en los puertos de primera 
clase. 

Barcos de la clase / deben ir siempre á lazareto. 

Art. 158. En todos los puertos deberán prestarse los auxilios, so- 
corros y ayuda que los barcos demanden; pero si por la forma de estos 
auxilios fuese indispensable entrar en contacto con el barco, las per- 
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sooas ú objetos deberán desde aquel momento sufrir el mismo trato 
sanitario. 

Art. 159. El barco extranjero oon destino al extranjero que se pre- 
sente en un lazareto en que no haya casos de la pestilencia de que él 
esté contaminado, deberá ser invitado á continuar su camino, después 
de recibir los auxilios que demande, y si es posible, se desembarca- 
rán sus enfermos, aislándolos rigurosamente en la enfermería del la- 
zareto. 

Art. 160. Los barcos que conduzcan emigrantes, peregrinos, tro- 
pas, repatriados y en general masas de pasaje en dudosas condiciones 
de limpieza y policía, podrán ser objeto de las medidas especiales que 
dicten las Autoridades sanitarias de los puertos y lazaretos, las cuales 
comunicarán dichas medidas á la Dirección general de Sanidad, y las 
incluirán en el acta entregada al Capitán. 

Art. 161. En caso de peligro próximo de inminente urgencia ó de 
fuerza mayor, por incendio á bordo, temporal, avería, etc., las Autori- 
dades sanitarias pueden dictar, bajo su responsabilidad, las medidas 
que estimen indispensables para la custodia de la salud pública. 

Art. 162. Si por los documentos y patente de un barco resulta que 
en un plazo inferior á un año ha tenido casos de fiebre amarilla sin 
haber sido desinfectado convenientemente en puerto alguno, será tra 
trado como comprendido en la clase d para los efectos de desinfección 
y limpieza de la sentina. 

Art. 168. Los pasajeros y tripulantes sanos se consideran libres 
de todo impedimento en los puertos en donde estuviese declarada ofi- 
cialmente la existencia de casos de la enfermedad por la que se califi- 
que de sucia la patente de su barco. Los enfermos de la pestilencia, 
los equipajes y el cargamento, serán sometidos al trato correspon- 
diente. 

Art. 164. Guando un barco se presente con casos á bordo y sin 
patente, será rigurosamente aislado en el punto del puerto que se le 
marque hasta su salida para el lazareto, dándose cuenta telegráfica al 
Gobernador de la provincia y á la Dirección de Sanidad, y sin poder 
demorar su salida sino el tiempo puramente preciso para recibir en 
incomunicación los auxilios necesarios. 

Art. 165. Podrán estos barcos pedir Médico, el cual, así como el 
personal sanitario que por azar ó por deber entrasen á bordo, seguirán 
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la suerte del barco como si perteneciesen á sa pasaje, siendo de cuenta 
del Capitán la indemnización que se fije. 

Art. 166. Los barcos que arriben á puertos donde no sean acepta- 
dos por su estado sanitario, continuarán su viaje á las estaciones que, 
según el mismo, se les designen, pudiendo también solicitar y obtener 
Facultativo á bordo para continuar el viaje. Si el estado de los enfer- 
mos que pudiere haber en el barco hiciera temer por su vida, dada la 
prolongación impuesta á la ruta, y si el Médico habilitado ó el Direc- 
tor de Sanidad, según los casos, cree poder disponer de local aislado y 
seguro para alojarlos, podrá efectuarse el desembarco, aislándose con 
los enfermos las personas de su asistencia, y en observación los que 
hayan intervenido durante los plazos correspondientes en los laza- 
retos. 

Art. 167. Los barcos comprendidos en la clase b por falta de pa- 
tente, por irregularidades ó deficiencias en su redacción ó por otra 
causa que no signifique contaminación posible, permanecerán aislados 
en el sitio que se les designe hasta tener noticia telegráfica del estado 
del puerto de procedencia, escalas y arribadas. Si no pueden obtener- 
se se considerarán como comprendidos en los casos de patente sucia, 
y los gastos de telegramas serán siempre de cuenta del Capitán, quien 
además será multado. 

Art. 168. Los barcos procedentes de puntos desprovistos de Auto- 
ridades y Cónsules que puedan extender patentes, habiendo em- 
pleado en la travesía más de treinta días, y pareciendo hallarse 
sano el pasaje y la tripulación, quedarán aislados hasta terminar la 
inspección y visita médica y el trato que prudencialmente les impon- 
gan los Directores de Sanidad, según los casos y las operaciones 
comerciales que verifiquen en los puertos. Estos barcos deberán 
siempre ser reconocidos en estaciones de segunda ó de primera clase. 
Art. 169. Los barcos de guerra nacionales ó extranjeros que 
necesiten aislamiento, desinfecciones ó permanencia en lazareto, no 
estarán obligados á tomar Vigilante de Sanidad, y el Director del 
puerto entregará por escrito una nota de las desinfecciones y medi- 
das que ha de practicar bajo palabra del Comandante y dirigidas por 
el Médico de á bordo. 

Art. 170. En caso de avería comprobada por el Capitán del 
puerto ó por quien le represente, se remolcará la nave á sitio apro- 
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piado, donde, en incomanioación y aislada, se le aplicará el. trato que 
le corresponda. Si el estado del buque es tal que no consiente, sin 
riesgo de sus vidas, la permanencia en él de las personas, podrán 
éstas desembarcar y permanecer aisladas en sitio conveniente, que 
habilitará la Autoridad local, de acuerdo con la del puerto. 

En caso de varadura, siempre que sea imposible poner inmediata- 
mente á note la nave, se desembarcarán los pasajeros, aislándolos ó 
no, según las condiciones en que el barco venga. Este será objeto del 
trato correspondiente á su patente. 

Art. 171. Los barcos que tuviesen á bordo casos de viniéla, saram- 
pión, escarlatina^ difteria, tifus exantemático ó petequial, dengue (no 
influenza ó grippe) ú otra enfermedad contagiosa que la Autoridad 
sanitaria juzgue peligrosa en su importación, no podrán desembar- 
car su pasaje sino en puertos con estación sanitaria de segunda ó 
primera clase, en donde podrán los enfermos quedar á bordo ó ser 
trasladados al Hospital, siendo desinfectada la ropa sucia de cuerpo 
y de cama, y desinfectado el barco con arreglo á formulario. Ni los 
equipajes ni la carga serán desinfectados. Los pasajeros sanos no 
quedarán sujetos á observación ni vigilancia médica. 

Art. 172. Toda embarcación que haya recibido persona ú objeto 
de un barco incomunicado en puerto ó lazareto, queda sujeta al 
mismo trato del barco; la persona que entrare en un barco incomuni- 
cado deberá seguir la suerte de éste. 

Art. 173. Las personas que intervengan en las desinfecciones de 
equipajes y mercancías, de carga ó de descarga en los lazaretos, 
quedan sometidas á la observación impuesta á los pasajeros del barco. 
En las desinfecciones de los barcos de las clases c, dy e, sólo se les 
someterá á la vigilancia y observación médica. 

Art. 174. Las personas que en los lazaretos pasen indebidamente 
de unos grupos de observación á otros, incurren en multa y sufrirán 
el trato correspondiente al de más larga observación de los dos. Los 
operarios y cargadores de los lazaretos pueden desempeñar sus oficios 
en los barcos incomunicados por una misma pestilencia, siendo 
sometidos á la observación, á contar desde la última operación en 
que hayan intervenido. 

Art. 17^. Los barcos que hayan sido descargados, sólo podrán 
ser admitidos á libre plática después de convenientemente lavados 
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y de desioíeotarlos, si por la naturaleza de su cargamento lo creye- 
sen necesario las Autoridades sanitarias del puerto. 

Art. 176. Las cuarentenas, desinfecciones y tratos sanitarios su- 
fridos por un buque en puertos ó lazaretos extranjeros, le dispensarán 
ó no de los tratos en los puertos y lazaretos nacionales, según sus 
condiciones, la salud de sus tripulantes y pasajeros, la naturaleza de 
la carga y las garantías de material y personal sanitario que ofrezca. 
La resolución tomada sobre este punto por el Director de Sanidad 
del puerto ó lazareto se motivará por escrito, enviando el acta dupli- 
cada á la Dirección general de Sanidad y al Archivo del puerto. 

Art. 177. Las operaciones imprescindibles de aguada ú otros ser- 
vicios, los desembarcos forzados á que pudieran dar lugar en los barcos 
incomunicados por cualquier causa sanitaria, se harán de día, bajo la 
vigilancia de los fancionarios de Sanidad y en el sitio más aislado 
posible. Las personas que se hallen en estos barcos pueden recibir, 
con las debidas precauciones, objetos, y corresponder por escrito con 
el exterior del barco. 

Art. 178. Los barcos incomunicados por razón sanitaria deben 
conservar siempre bandera amarilla, y no podrán salir del puerto 
sino durante el día, ni dirigir botes, echar escalas ó amarras á los 
muelles sin previa señal de aviso, á las que se conteste afirmativa- 
mente. 

Las embarcaciones pequeñas que intenten aproximarse con víve- 
res, mercancías ó personas, lo harán de día y con permiso de la 
Autoridad sanitaria. 

Art. 179. Todos los barcos que se encuentran dispensados de 
patente por el art. 89, podrán también estar dispensados de reconoci- 
miento á su entrada en los puertos en circunstancias normales. 

Art. 180. El Capitán de un barco con patente limpia indubitada 
(a)^ al entrar en puerto izará bandera amarilla, y enviará el bote con 
los documentos á que se refiere el art. 188 con igual bandera. Al ser 
aprobada su documentación en tierra, quitará la bandera del bote, y 
á su vez el barco podrá arriar la suya, comenzando las operaciones 
de desembarco y descargo que tenga por conveniente. 

Art. 181. En todos los demás casos de patentes que hacen nece- 
saria la información á bordo, colocarán un gallardete rojo debajo de 
la bandera amarilla, para que desde la estación sanitaria salga el 
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personal que ha de reconocerle. Donde no hubiese estación sanitaria, 
se le despedirá por medio de señales á la más próxima. 

CAPITULO xii 

Mercancías. — 8u importación y tránsito, — Equipajes. — Ganados 
y animales domésticos, 

%i 

£qaipa^{es y mereancias. 

Art. 182. Para los efectos sanitarios, se dividen las mercancías 
en muy contumaces, contumaces é inofensivas. 

Se entienden como contumaces las substancias capaces, por su 
composición ó estructura, de albergar gérmenes morbosos, y por muy 
contumaces las que inspiran vehemente sospecha de albergarlos. 

Las de la primera clase, por la propiedad que tienen de retener 
en su textura el germen de las enfermedades infecto -contagiosas y la 
dificultad que ofrece su completa desinfección, podrán ser objeto 
temporalmente de prohibición de entrada; las segundas serán admiti- 
das previa rigurosa desinfección, y las inofensivas entrarán siempre 
sin ninguna precaución sanitaria. 

Art. 188. Se considerarán comprendidas en la primera clase los 
harapos, trapos viejos, ropa usada sucia, colchones, almohadas y 
mantas usadas, ropas de cama sucias y las camas viejas de madera. 
Guando estos objetos se consideren como equipajes ó mercancías de 
tránsito, podrán ser motivo de disposiciones especiales dictadas por 
las Autoridades sanitarias. 

Las lanas sucias, pieles frescas sin curtir, cueros curtidos, pero con 
pelo, plumas y pelos de animales, y en general todo género de proce- 
dencia animal de carácter sospechoso, papeles y vendajes usados, ro- 
pas en mal estado, substancias en putrefacción y materiales de cons- 
trucción viejos. 

También, para los casos que después se mencionan, se consideran 
comprendidas en eeta categoría las frutas , legumbres y verduras que 
nacen á raíz del suelo ó se elevan poco de su nivel. 

Figurarán en las de segunda clase: las ropas limpias de uso de los 
viajeros, los equipajes en buen estado de conservación, el mobiliario, 



- 264 — 

los objetos de metal sin pulimentar ó usados, el algodón, abacá, lino, 
oáñamo, lana, seda, yute y papel usado en buen estado de conser- 
vación. 

Estarán incluidas en las de tercera clase los objetos nuevos de 
metal pulimentados, los de cristal y loza, el algodón, lino, cáñamo, 
lana, seda, yute y abacá procedentes de fábrica; las maderas secas, 
labradas ó sin labrar que no hayan tenido uso; los materiales nuevos 
de construcción, la maquinaria, los minerales, y además los impresos, 
libros, periódicos, la correspondencia y el numerario, desinfectándose 
sólo los envases, según su naturaleza. 

Art. 184. El régimen sanitario que se imponga á las mercancías 
importadas por la vía marítima será el correspondiente al buque que 
las conduzca, según su patente, condiciones higiénicas que reúnan y 
accidentes durante la travesía. 

Art. 185. No deberá prohibirse la introducción de las mercancías 
muy contumaces, ni será necesaria la desinfección de las contumaces 
cuando vengan de tránsito y reúnan las condiciones siguientes : 

1.* Constituir grandes bultos comprimidos por fuerza hidráulica, 
embalados en lonas embreadas y cinchados con flejes de hierro. 

2.* Ir acompañadas de una certificación librada por nuestro Gón - 
sul, ó en su defecto, por la Autoridad gubernativa de la localidad donde 
se haga la consignación que acredite el punto de su destino, que habrá 
de ser siempre fuera de nuestro territorio. 

Art. 186. Guando la suciedad de la patente haga referencia á la 
peste, se considerarán las frutas frescas^ y las hortalizas como com- 
prendidas en la segunda clase de mercancías, y las substancias textiles 
(algodón, lino, etc.)» como de la primera. 

Los huevos de ave serán recibidos cambiando de envase y la ma- 
teria entre ellos interpuesta. 

Art. 187. Los equipajes de los pasajeros de patente limpia (a) no 
serán sujetos á ninguna desinfección; los de patente limpia modificada 
y los de sucia en sus diferentes casos (hj hasta la (f), deberán sufrir 
siempre la desinfección de la ropa blanca, y según los casos, ajuicio 
del Director de Sanidad, las demás ropas, utensilios y enseres, em- 
pleando siempre los medios desinfectantes que en el Apéndice tercero 
se detallan. 
Art. 188. No puede prohibirse el tránsito de mercancías y efectos 
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de cualquiera de las tres categorías, aun cuando hayan atravesado una 
eomaroa contaminada, sí se demuestra que durante esa travesía no 
han tenido ningún trasbordo ni contacto sospechosos. Tampoco podrá 
prohibirse la entrada cuando las mercancías aludidas hayan salido 
ocho días antes de la aparición de la epidemia del lugar infestado. 

Art. 189. Guando por condiciones especiales creyesen los Jefes de 
estaciones sanitarias necesaria la desinfección de la correspondencia,, 
no podrá ésta ser sometida más que á la desinfección gaseosa por los 
medios marcados en el formulario, y respetando siempre los sobres y 
cubiertas. Lo mismo se hará respecto á los paquetes postales cuando 
de la declaración, de su contenido no resulten portadores de substan- 
cias peligrosas, en cuyo caso serán sometidos á desinfección. 

Art. 190. La desinfección de las mercancías en los puertos y fron- 
teras nó podrá efectuarse sino con la condición precisa de proceder de 
territorios contaminados por pestilencia en relación directa con ellos 
y previa declaración de suciedad, con arreglo á este reglamento. 

Las desinfecciones deberán en todo caso efectuarse en forma que 
nó produzcan deterioro ó produzcan el menor posible. Los interesados 
podrían recurrir á la Dirección de Sanidad respecto á las aplicaciones 
indebidas y á los perjuicios producidos en los objetos de su propiedad. 

Art. 191. En los casos de interrupción ó vigilancia especial de las 
fronteras, no podrá interrumpirse el paso de las mercancías, las que 
habrán desde luego de clasificarse en una de las tres clases de contu- 
macia y tratarse con arreglo á su clasificación. 

Art. 192. Las materias orgánicas en descomposición que ajuicio 
de un Director de puerto sean peligrosas, podrán ser destruidas, pre- 
via declaración escrita de las razones que abonen la medida y de las 
que á ella oponga el propietario ó representante. 

Art. 198. Toda mercancía desembarcada de un buque con patente 
sucia debe considerarse como contaminada y ser sometida al trato que 
según su clase le pertenezca, en el puerto, si hubiere medios, y si no, 
en el lazareto. 

§ n 

Oanados^ aves y animales domésticos. 

Art. 194. Los ganados caballar, mular, asnal, vacuno, lanar, cabrío 
y de cerda quedarán sujetos en toda ocasión y en el acto de su impor- 
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taciÓD en España por mar ó por tierra, á ana visita sanitaria, cuyos 
derechos, que se determinarán en an arancel 6 tarifa especial, serán 
de cuenta de los importadores. 

La misma medida podrá ser aplicada á otras especies de animales, 
particularmente á los perros y aves de corral, siempre que se consi- 
dere necesario. 

. Art. 195. En los puertos, la visita sanitaria se hará antes del des- 
embarco de los animales, con tal de que el Veterinario encargado de 
practicarla pueda jcíroular entre ellos con toda libertad para recono- 
cerlos en debida forma: en caso contrario, la susodicha visita no se 
llevará á efecto hasta después de haber sido desembarcados los ani- 
males en los parajes que al efecto se tendrán dispuestos de antemano. 
Las Autoridades respectivas, de acuerdo con el Inspector Veterinario, 
señalarán el día y hora en que haya de llevarse á cabo el mencionado 
reconocimiento. 

Art. 196. En los puertos y fronteras donde no se halle establecido 
el servicio sanitario á que alude el artículo anterior, se exigirá á los 
importadores en España de ganados extranjeros certificado de origen 
y de sanidad referente al mismo, con la indicación de la especie^ nú- 
mero y reseña de los animales objeto de la importación. 

Este certificado ha de estar expedido por un Profesor Veterinario 
oficial, y llevará el V.<» B.<> del Cónsul ó Agente consular español, ó en 
su defecto, de la Autoridad respectiva de la circunscripción ó comarca 
de que procedan los animales, en cuyo documento se hará constar 
necesariamente que durante las seis semanas anteriores á la fecha de 
su eiLpedición no ha reinado en el sitio de procedencia enfermedad 
alguna contagiosa entre las reses de la especie ó especies presentadas 
á la importación. 

Dicho certificado ha de hacerse valer, ante quien corresponda, en 
el improrrogable término de tres días, 

Art. 197. El Ministro de la Gobernación, de acuerdo con el Di- 
rector general de Sanidad, se reserva el derecho de adoptar, respecto 
de lü8 animales presentados á la importación y susceptibles de comu- 
nicar alguna enfermedad contagiosa, todas las medidas sanitarias que 
considere más convenientes para conjurar dicho peligro, desde la de 
impedir la circulación del ganado sospechoso ó enfermo durante la 
cuarentena que se les imponga, según los casos, hasta la de prohibir 



— 267 — 

en absoluto su entrada en territorio español, ó bien la de ordenar el 
sacrificio ó matanza de dicho ganado, especialmente en las fironteras, 
sin que en tal caso tengan derecho los importadores á indemnización 
de ningún género. 

Asimismo se desinfectarán cuidadosamente ó se quemarán, si se 
juzga preciso, los objetos procedentes de los animales y aquellos otros 
que puedan servir de vehículo á los gérmenes contagiosos. 

Art. 198. Todos los animales que de España se exporten al extran- 
jero por mar ó por tierra, serán objeto de una visita sanitaria escru- 
pulosa. 

Los derechos que se señalen por dicha visita serán de cuenta de 
los exportadores. El día y hora en que deba efectuarse el reconoci- 
miento sanitario lo determinarán las Autoridades respectivas, de 
acuerdo con el Inspector Veterinario. 

Art. 199. Los exportadores podrán exigir del Inspector Veteri- 
nario certificado de origen y de Sanidad referente á los animales que 
presenten á la exportación. En él se hará constar la especiet número y 
reseña de los mismos. 

Este documento irá legalizado con el V.® B.° del Cónsul ó Ageate 
consular extranjero correspondiente, ó bien con el de la Autoridad 
local del sitio de procedencia. 

Art. 200. Guando el Inspector Veterinario compruebe en los ani- 
males presentados á la exportación la existencia de alguna enfermedad 
contagiosa, en modo alguno expedirá el certificado á que se refiere el 
artículo anterior, no ya sólo respecto de los animales enfermos y sos- 
pechosos, sino tampoco al de los demás de la misma especie ó de especie 
diferente que hayan estado expuestos al contagio, adoptando en este 
caso las medidas sanitarias que reclame la índole del padecimiento. 

Art. 201. Si la exportación se hace por mar ó por las líneas ferro- 
viarias, el Inspector Veterinario examinará previamente con el mayor 
cuidado la parte de la embarcación ó el vagón ó vagones destinados á 
conducir los animales, disponiendo su limpieza y desinfección siempre 
que lo juzgue necesario. 

Todos los útiles empleados para facilitar el embarque ó traslado de 
los animales, se limpiarán y desinfectarán inmediatamente después 
de verificado aquél. 
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CAPÍTULO XUl 

Infracciones y penalidad, — De las infracciones cometidas 
por los funcionarios sanitarios. 

Art. 202. De las infracoiones oometidas por los funoionarios del 
Cuerpo de Sanidad que estén previstas y penadas en el Código penal, 
conocerán los Tribunales ordinarios. 

Art. 208. De las infracoiones cometidas por los Cónsules, Autori- 
dades de Marina y de puertos, funcionarios del ramo de Aduanas, pre- 
vistas y penadas en el Código penal, conocerán los Tribunales ordi- 
narios ó loa especiales, según los casos. 

Art. 204. Dejas infracciones cometidas por los funcionarios com- 
prendidos en el artículo anterior, y que no revistan caracteres de 
delito, conocerán disciplinariamente sus superiores jerárquicos, para 
lo cual la Dirección general de Sanidad pondrá en conocimiento de 
los Ministerios de Estado, Hacienda, Marina ó Fomento las faltas 
cometidas por sus subordinados. 

Art. 205. Las infracoiones cometidas por los funcionarios de Sa- 
nidad, que no revistan los caracteres de delito, serán corregidas 
disciplinariamente por la Dirección general de Sanidad. 

Las correcciones serán: apercibimiento, suspensión de empleo y 
sueldo y separación definitiva del servicio por medio de B. O. 

En este último caso podrá ser entregado el culpable á los Tribu- 
nales de justicia, por si el hecho fuere constitutivo delito. 

Art. 206. Para los efectos de este reglamento, se considerarán 
como delitos cometidos por funcionarios de Sanidad los comprendidos 
en el cap. 2.^ tít. 2.°; capítulos 2.°, 4.^ 6.° y 6.* del tít. 4.*»; sección 
2.% cap. l.^ tít. 4.*»; secciones 1.*, 2.» y 3.*, cap 4.° del mismo título; 
capítulos 6.0 y 7.° del mismo título; capítulos 1.^ y 2.° del título 6.% 
y tít. 7.** del libro 2.° del Código penal. 

Art. 207. Se reputarán faltas graves: 

1.° Las que consistan en falta de celo é inteligencia en el desem- 
peño de su cargo, si el hecho no fuere constitutivo de delito. 

2.*^ Las que se refieran al régimen cuarentenario que deba impo- 
nerse á los barcos, pasajeros y mercancías. 



8.^ Las que se refieran al régimen higiénico y sanitario de lasa- 
retos, puertos, barcos, pontones, etc., etc. 

4.<* £1 dedicarse á negocios de agio y comercio, siempre que se 
relacionen con el comercio marítimo. 

5.® El pedir ó recibir regalo ó gratificación de ninguna especie, 
por insignificante que sea, de los Capitanes, Patronos, navieros, con- 
signatarios, tripulantes y pasajeros de los buques, sin perjuicio de la 
responsabilidad penal que pudieran caberles. 

Art. 208. Todas las demás infracciones de este reglamento se 
considerarán como faltas leves. 

§ I 

Infraeciomes referentes al résrtmen de patentes sanitarias 
é Interrosratorios y declaraciones Juradas. 

Art. 209: La falta de patente de Sanidad será castigada, sin per- 
juicio de imponer al barco e) régimen sanitario que le corresponda, 
con una multa, cuyo mínimun será 0,05 pesetas por tonelada los 
barcos de cabotaje, 0,10 pesetas los de gran cabotaje y altura y 
0,20 pesetas los extranjeros, y el máximun, 0,15, 0,30 y 0,60 pesetas 
respectivamente. 

Art. 210. La falta del visado en las patentes será castigada con 
las penas señaladas en el artículo anterior. 

Art. 211. La falsificación completa de la patente ó las alteracio- 
nes hechas dolosamente en las legítimas serán castigadas con arreglo 
al Código penal, sin perjuicio de aplicarse al barco el trato sanitario 
que proceda y las multas señaladas en el art. 209. 

Art. 212. La falta de conformidad entre el rol y la patente en el 
número de tripulantes ó pasajeros, el traer algún individuo de más 
sin pasaporte ó documento análogo, será castigada con una multa de 
0,05 pesetas por tonelada en los barcos de cabotaje, 0,10 en los de 
gran cabotaje y altura y 0,20 en los extranjeros. Si la falta tuviera 
trascendencia para la salud pública, la multa se elevará al triplo, y 
en caso de reincidencia, al quíntuplo. 

Art. 213. Serán considerados como responsables de los delitos 
previstos y penados en los artículos 335 y 337 del Código penal: 

1.* El Capitán de barco, Contramaestre, Patrón ó consignatario 
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que faltara malioiosamente á la verdad en las respaestas que diere á 
los interrogatorios dirigidos por los fanoionarios sanitarios. 

2.® Los faoaltativos de á bordo qae ocultaren la verdad acerca 
del estado sanitario de la tripulación y pasajeros, así como respecto 
al tiempo que el barco hubiere permanecido en los puertos de proce- 
dencia, escalas, arribadas y duración del viaje. 

8.° El práctico que no declarase los nombres de los barcos de 
pesca, pilotaje ó remolcadores, y de los tripulantes que puedan haber 
tenido comunicación con el barco antes de la visita de Sanidad. 

4.° El práctico que foltare á la verdad en el interrogatorio que le 
hiciere el Director de Sanidad del puerto ó que ocultare alguna cir- 
cunstancia de la cual pueda provenir daño á la salud pública. 

Art. 214. Las infracciones cometidas por las Autoridades consu- 
lares respecto al régimen de patentes, se comunicarán al Ministerio 
de Estado á fin de que proceda al castigo de las mismas. 

Art. 216. El Capitán del barco, Contramaestre ó Patrón que 
negare la patente, los oficios consulajes ó de otras Autoridades sani- 
tarias, ó no quisiere poner de manifiesto el diario de navegación, 
incurrirá en la multa de 50 á 500 pesetas, sin perjuicio de la respon- 
sabilidad que pudiera caberle como reo del delito previsto y penado 
en los artículos 880, 881 y 882 del Código penal. 

Art. 216. Guando constare positivamente que á la salida del 
barco estaba limpio el punto de procedencia y no se observase falta 
alguna en la salud de la tripulación ni en el régimen higiénico y sa- 
nitario del barco, y el no traer patente de Sanidad se demostrare que 
oousistió en un descuido ú otra causa imputabla al Capitán, el barco 
será admitido á libre plática, pero incurrirá el Capitán en una multa 
de 75 á 750 pesetas. 

Art. 217. Cuando la falta de la patente fuera debida á causas 
ajenas á la voluntad del Capitán, Contramaestre ó Patrón, podrán 
éstos probar su inculpabilidad con documentos irrecusables, pero 
depositarán como fianza á las resultas de la investigación la cantidad 
señalada en el artículo anterior. 

Art. 218. Las faltas cometidas por los funcionarios sanitarios en 
la entrada y salida de los barcos y que se refieran al régimen de 
patentes, serán castigadas disciplinariamente, sin perjuicio de las 
responsabilidades civiles y criminales en que pudieran incurrir. 
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§ 11 

Infracciones cometidas é la entrada y salida de barcos 
en puertos y lasaretos. 

Art. 219. El Capitán de barco, Contramaestre ó Patrón que á su 
llegada se negare á izar bandera amarilla en su embarcación ó la 
mandare arriar indebidamente, incurrirá en la multa de 25 á 250 
pesetas, á no ser que las circunstancias que concurrieran en el hecho 
le hicieran acreedor á mayor pena, con arreglo á lo dispuesto en este 
reglamento. 

Art. 220. Las embarcaciones, de cualquier clase que sean sus 
tripulantes y pasajeros, que comunicaren con barco que no haya 
recibido la visita de Sanidad, incurrirán en una multa de 15 á 150 
pesetas. 

Los objetos que hubieren recibido del barco serán decomisados. 
Si por las circunstancias especiales el hecho estuviere compren- 
dido en el Beal decreto de 20 de Junio de 1852, serán entregados sus 
autores á los Tribunales como responsables del delito de contrabando. 

Art. 221. La sustracción ó ocultación de efectos destinados á ser 
inutilizados ó desinfectados, con ánimo de venderlos ó comprarlos, 
será castigada con arreglo á lo dispuesto en el art. 857 del Código 
penal. 

Art. 222. La persona que salga del lazareto ó recinto aislado 
antes de obtener libre plática, será castigada con multa de 25 á 250 
pesetas, sin perjuicio de la responsabilidad penal que pudiera caberle. 

Art. 223. El Capitán de barco, Contramaestre ó Patrón que co* 
municare con tierra ó abandonare el lazareto ó lugar aislado antes 
de ser admitido á libre plática, incurrirá en una multa equivalente 
al duplo de los derechos de cuarentena y lazareto del tiempo que de- 
biera durar la incomunicación. 

Art. 224. Si los funcionarios encargados de practicar el recono- 
cimiento, en los casos en que éste ha de hacerse á bordo, demorasen 
su presentación al costado del barco más del tiempo prudencialmente 
necesario después de haber fondeado, no hallándose ocupados en el 
reconocimiento de otra embarcación, incurrirá el Médico de visita en 
la multa de 25 pesetas. 
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Si la faUa se reiterase con frecuencia, será considerada como 
grave á los efectos del art. 207 de este reglamento. 

Art. 225. El Secretario ó Auxiliar que sin cansa legítima no se 
hallare en el sitio determinado á la salida del bote de Sanidad, incu- 
rrirá en la multa de 20 pesetas. 

§ in 

Omisión ó demora en la declaraefón de casos sospechosos de en* 
ferniedadCM infecciosas en pantos de orts^en, en barcos 6 en 
convoyes. 

Art. 226. El Capitán de barco, Médico, Contramaestre ó Patrón 
que no declarase la existencia de casos sospechosos de cólera morbo 
asiático, fiebre amarilla ó peste levantina en los puertos de origen, 
en el barco ó en los convoyes, será castigado con arreglo á lo dis- 
puesto en el art. 218 de este reglamento. 

Art. 227. Si la falta consistiere en la demora en su declaración, 
y no tuviere trascendencia para la salud pública, serán castigados con 
multa de 15 á 150 pesetas. 

Si la demora pudiese dar lugar á trastornos graves en la salud 
pública, la multa será de 250 á 2.500 pesetas, sin perjuicio de las 
responsabilidades penales en que pudieren haber incurrido. 

Art. 228. Las infracciones á que hacen referencia los artículos 
anteriores, cuando fuesen cometidas por Cónsules, Autoridades de 
Marina, funcionarios de puertos ó de Aduanas, darán lugar á la apli- 
cación á lo dispuesto en el art. 203 de este reglamento. 

Art. 229. Los navieros, los consignatarios y los particulares 
interesados que cometieren esta clase de infracciones, incurrirán en 
una multa que podrá variar entre 25 y 2.500 pesetas. 

Art. 280. Los Directores de lazaretos, de puertos y de lugares 
aislados que no dieren cuenta inmediata á las Autoridades y á la 
Dirección general de Sanidad de los casos sospechosos que se pre- 
sentaren, ya en los lazaretos, ya en las embarcaciones en observación 
ó en los lugares aislados, serán considerados como autores de las 
faltas graves señaladas en el art. 207 de este reglamento, sin perjui- 
cio de lo dispuesto en el Código penal. 
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§ IV 

Infraeelones referentes al réfrimeii y policía de los puertos 
y embarcaetones. 

Art. 281. Las infraooioneB del servicio sanitario relativas á la 
policía de los puertos, serán penadas con arreglo á las prescripciones 
de los bandos de buen Gobierno interior formulado por los Directores 
de puertos, de acuerdo ooo los Capitanes de los mismos. Jefes de 
Aduanas y Alcalde de la población, aprobados por el gobernador. 

En el caso de que la infracción pudiera ser constitutiva de delito, 
los responsables serán entregados á los Tribunales ordinarios. 

Art. 282. Las infracciones á estos bandos podrán ser castigadas 
con multas de hasta 50 pesetas por los Alcaldes; de hasta 500 por los 
Gobernadores, y de hasta 2.500 por el Director general de Sanidad. 

Art. 288. Las infracciones en el régimen, ya de la higiene y lim- 
pieza del barco, ya en la cantidad y calidad del agua que deben llevar 
á bordo, ya en el régimen alimenticio, serán imputables al Capitán ó 
Patrón. 

Art. 284. Si el barco llevare Facultativo á bordo, éste será el 
responsable de las faltas mencionadas en el artículo anterior, excepto 
en el caso de que hubiere consignado su protesta en el libro corres- 
pondiente, con arreglo al art. 64. 

Art. 285. Las infracciones á que se refieren los dos artículos an- 
teriores serán castigadas con una multa que podrá variar entre 100 y 
1.000 pesetas, según el tonelaje del barco, en los casos en que no hu- 
biere trascendido gravemente á la salud de la tripulación; caso contra- 
rio, se elevará al duplo. 

§ V 

Infraeelones referentes á la aplleaclón de medidas de aislamiento* 
desinfección, observación y vlsrllancla de pasajeros. 

Art. 286. El funcionario de Sanidad que faltare á las disposicio- 
nes de este Beglamento en lo referente á aislamiento, desinfección, 
observación y vigilancia de pasajeros, será considerado como incluso 
en la falta grave á que se refiere el artículo 207. 

Si la falta pudiera comprometer gravemente la salud pública, el 
culpable será entregado á los tribunales ordinarios. 

18 
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Art. 287. Los Gobernadores, Alcaldes y demás Autoridades admi- 
nistrativas qae infringieren las disposiciones de este Reglamento 
serán castigados con multas de 50 á 500 pesetas, sin perjuicio de la 
responsabilidad penal que pudiera caberles. 

Art. 288. Las Autoridades de cualquier índole que sean que, 
infringiendo las disposiciones sobre régimen cuarentenario, impusie- 
ren arbitrariamente cuarentenas ó aislaren los viajeros indebidamen- 
te, serán considerados como responsables del delito marcado en el 
art. 510 del Código penal y entregadas á los Tribunales ordinarios. 
El individuo que pretendiere burlar las prácticas sanitarias de 
desinfección ó la observación y vigilancia á que estuviere sujeto, 
incurrirá en la multa de 25 á 250 pesetas. 

Si para realizar su propósito hubiere maltratado ú ofendido á los 
funcionarios sanitarios encargados de dichas prácticas, será entregado 
á los Tribunales para ser juzgado con arreglo al Código penal. 

Art. 289. Los Médicos de la Beneficencia general, provincial ó 
municipal que se negaren á prestar los servicios que accidentalmente 
se les señalaren de sanidad exterior, serán castigados con multa de 
50 á 500 pesetas, sin perjuicio de las responsabilidades penales en que 
pudieran incurrir. 

CAPÍTULO XIV 

Tarifas y derechos sanitarios, 

Beconoelmiento de buaues. Pesetas, 

Buques dedicados al pequeño cabotaje, por tonelada. • • . 0,05 

ídem id. grande id., id 0,10 

ídem destinados á la navegación de altura, id 0,15 

ídem destinados á hacer servicio regular entre un puerto es- 
pañol y cualquier otro europeo ó del Norte de África, siem- 
pre que en la travesia no invierta más de doce horas, por 
tonelada 0,05 

Bstaeión sanitaria y laaareto sucio. 

Buques sometidos á aislamiento, por dia y tonelada. . • • 0,05 

Sstaneia por día y persona. 

Primera dase 2 

Segunda clase 1 

Tercera clase 0,50 
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Besinfeeeión 
de efectos contnmaees de los pasajeros, eada uno. petsUu. 

Primera oíase 1 

Seganda clase 0,50 

Tercera clase 0,25 

Tripulación, cada individuo 0,25 

Besinfeeeión de mereanefas. 



Bopa y efectos de equipaje de cada individuo de la tripulación. 0,50 

ídem id. de cada pasajero de primera clase 1 

ídem id. id. id. segunda. 0,75 

Muebles, camas, colchones y ropas usadas, el quintal. • • 0,25 

Cueros y pieles de vaca, el ciento 1,50 

Pieles finas, el ciento 1,50 

ídem de cabra, carnero, cordero y otras ordinarias de ani- 
males pequeñas, el ciento 0,50 

Plumas, pelote, pelo, lana, seda, lino, algodón, cáñamo, yute 
y otras materias textiles análogas que no procedan de fá- 
brica, con preparación industrial para la fabricación que ga- 
rantice su incontnmacia, trapos y papeles usados, el quintal. 0,25 
Animales grandes y vivos, como caballos, muías, etcétera, 

cada uno 2 

ídem domésticos pequeños, cada uno 1 

Aves, el ciento 0,50 

Materiales de construcción usados, la tonelada métrica. . • 0,25 

Objetos de metal sin pulimentar, usados, el quintal. . . • 0,25 

Desinfección del buque por tonelada . . 0,25 

Desinfección minuciosa de la parte infectada, solamente pa- 
gará la mitad del importe del total del tonelaje, á razón de. 0,05 

Beconocimiento de buques de nueva eonstmceión* 

PLAGAS DE BEGONOOUUEMTO 

Hasta 101 toneladas. 25 

De 101 á 300 idem 50 

De 801 á500 idem 100 

De 501 á 1.000 idem 200 

De 1.001 á 2.000 ídem 300 

De 2.001 á 3.000 idem 400 

De 3.001 en adelante 500 

Placa especial para el buque que, teniendo Médico, botiquin 
y aparatos de cirugía, cuente con estufas y aparatos de des- 
infección, baños y aparatos de hidroterapia, cualquiera que 

sea el tonelaje 500 
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PATENTES 





MARES DE EUROPA 


OTROS MIRES 


BÜQX7ES DE ALTURA 


Expedición. 
Pesetas. 


Bsfrendo. 
Pe»eta$. 


Expedición. 
Pesetas. 


Befrendo. 
JPeaetaa. 


Hasta 100 toneladas. . . . 

De 101 á 800 

De 301 á600 

De 601 á l.COO 

De 1.001 á 2.000 

De 2.001 á 8.000 

De 3.001 en adelante • . • 


2,60 
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Se abonarán por separado los gastos de desinfección y sanea- 
miento, y los que se ocasionen en personal y material para el recono- 
cimiento de artículos alimenticios. 



TÍTULO II 
Sanidad de fronteras. 

CAPITULO PRIMERO 

De las inspecciones en general, 

Art. 240. Para prevenir la propagación de enfermedades epidé- 
micas qae se padezcan en las naciones contiguas á España, se esta- 
blecerá en las fronteras respectivas un servicio de inspección sanitaria 
y de desinfección, de conformidad con los acuerdos señalados en los 
convenios internacionales á que se baya adherido España, y con lo 
que aconsejen á ésta sus propias conveniencias para la mayor eficacia 
de sus medidas defensivas. 

Art. 241. Este servicio lo desempeñarán organismos adecuados, 
llamados Inspecciones sanitarias de la frontera^ las cuales serán de pri- 
mera, segunda y tercera clase, según la importancia de aquel servicio 
y la complexidad de la inspección. 

Art. 242. Las de primera clase se situarán en las estaciones donde 
baya circulación de trenes internacionales, y en aquellos puntos te- 
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rrestres ó fluviales donde el tránsito de viajeros y mercancías adquie- 
ran por su número y su naturaleza tal importancia, que así lo requiera 
ajuicio de la Dirección de Sanidad. 

Las de segunda clase se situarán donde haya carretera» ó medios 
de tránsito internacionales que estén frecuentados por un número con- 
siderable de viajeros. 

Y las de tercera clase se situarán en todos aquellos otros puntos 
de carreteras, caminos vecinales, cruces de ríos, etc., por donde se 
verifique la comunicación ordinaria entre parajes contiguos de ambas 
naciones. 

Art. 248. Las inspecciones de primera clase constarán de los si- 
guientes elementos de personal y material : 

A, Personal: 

1,° Un Inspector facultativo, Director general de la Inspección. 

2."" Uno ó más Subinspectores Médicos y un Veterinario, según 
la cantidad y calidad del servicio. 

8.*^ De un Jefe administrativo. 

4.° Del número de escribientes que las circunstancias exijan, y 
jamás podrán ser menor de dos. 

B."* De un maquinista y mozo fogonero. 

6.° De los mozos de descarga y desinfección que la cantidad de 
servicios requiera. 

7.° Del personal de enfermeros que el servicio médico pida, y 

8.° De alguna persona del sexo femenino que la índole especial del 
sitio ó la de sus pasajeros exigieran para fines varios de exploración, 
balneación, asistencia de enfermas, etc. 

B. Material: 

I."" De una estufa de desinfección convenientemente instalada. 

2.° De un local adecuado para inspección de personas, reconoci- 
miento de equipajes, oficinas de patentes, registro y custodia de ob- 
jetos varios. 

8.° De una cámara para desinfección de correspondencia y objetos 
fumigables por medio de gases ó vapores antisépticos. 

4.° De un horno crematorio y tinas ó depósitos varios con disolu- 
ciones fuertemente antisépticas de sublimado, ácido fénico y de pul- 
verizadores varios. 

5.® De cuatro dependencias ó cámaras adecuadas para la práctica 
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de la balneaoxón, irrigación en lluvia ó lavado de viajeros, que las con- 
veniencias de la inspección exijan. 

G.** De dos pabellones con camas y demás útiles apropiados para 
la retención de viajeros necesitados de observación. 

7.^ De un número variable de barracas para el servicio de enfer- 
mos declarados como atacados de la enfermedad epidémica, y para la 
instalación del personal que se ha de dedicar á su tratamiento y asis- 
tencia. 

8.^ De corrales ó encerraderos para el ganado y aves. 

Art. 244. Las inspecciones de segunda clase, constarán : 

1.* De un Subinspector Médico. 

2.® De un auxiliar administrativo . 

8.^ Del número de mozos de servicio que la importancia de éste 
exija. 

4.^ De una estufa pequeña ó cámara de agua caliente para la des- 
infección de ropas. 

5.^ De dos cámaras ó barracas para las prácticas de aseo y lavado 
que la índole de los viajeros reclame. 

6.** De tinas ó cubetas de inmersión para el uso de los antisépticos. 

7.** De los materiales antisépticos y de fumigación de objetos. 

Art. 245. Las inspeccioones de tercera clase ó de Municipio rurales, 
constarán : 

1.° De un Profesor facultativo. 

2.° De un ordenanza. 

8.° De una cámara con tinas ó depósitos de material desinfec- 
tante, lavabos y cuarto de fumigación de ropas á la formalina ú otra 
substancia. 

CAPITULO u 

Del funcionamiento de las inspecciones. 

Art. 246. El Inspector facultativo es el Jefe de la Inspección y el 
responsable en primer término de las faltas de organización y disci- 
plina que en ella se cometan. 

Se entenderán sucesivamente con el Director general los Inspec- 
tores generales (si los hubiese), y el Gobernador de la provincia. 

Art* 247. La inspección y desinfección de las Inspecciones recaerá 
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sobre todo lo que pueda ser elemento propagador de infección ó de 
contagio, y de ordinario sobre los tres siguientes: viajeros, ganados y 
mercancías. 

Art. 248. La inspección de viajeros se hará con la mayor diligen- 
cia posible, principalmente en las estaciones de vías férreas, y evi- 
tando las molestias innecesarias. 

El Profesor ó Profesores reconocerán, por los síntomas que esti- 
men convenientes y por el interrogatorio, el estado de salud de las 
personas; averiguarán su procedencia, acentuando la escrupulosidad 
del reconocimiento con arreglo á ella, é inquirirán el punto de des- 
tino. Después de este reconocimiente se darán patentes de Sanidad á 
los que no ofrezcan duda alguna acerca de su estado de salud. 

Art. 249. Guando la intensidad y proximidad de los focos epidé- 
micos lo aconseje ó las circunstancias de suciedad, vagabundez ó con- 
dición y procedencia de los viajeros, ya aislados, ya en masas emi- 
grantes lo requieran, se someterán sus cuerpos y vestidos puestos á 
procedimientos de balneación y desinfección en condiciones adecuadas. 
En estos casos, los viajeros que dispusieren de ropa interior limpia po- 
drán utilizar una muda sometiéndose toda la restante, incluso la 
puesta, á la desinfección por la estufa. Guando los viajeros sean pobres 
y no dispongan de más ropa que la puesta, utilizarán sábanas y man- 
tas mientras duren las operaciones de saneamiento de sus vestiduras. 

Guando ni por el lugar de su procedencia ni por el punto de su 
destino, que sea de paso para el extranjero, ni por las condiciones es- 
peciales de las personas puedan inspirar sospechas de infección, serán 
respetadas, ateniéndose exclusivamente á la inspección arriba dicha. 

En todo caso queda en absoluto prohibido someter á las personas 
á prácticas de fumigaciones y de saneamiento por gases ó vapores me- 
dicinales que puedan ocasionar molestias en el aparato respiratorio ó 
en otro aparato ú órgano cualquiera. 

Art. 260. Las patentes de Sanidad expresarán necesariamente el 
nombre, edad y profesión del viajero, su procedencia y el punto de 
destino; serán unipersonales, y servirán al viajero para que no se le 
detenga en punto alguno de la nación, siendo obligación suya presen- 
tarla al Alcalde del punto de destino. Por su parte, las Inspecciones 
cuidarán de enviar inmediatamente en el mismo tren correo, si posi- 
ble fuera, y si no en el inmediato, una comunicación al Alcalde del 
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panto de destino, expresándole las oírounstanoias individaales del via- 
jero, para que lo someta darante los días necesarios y qae en la cir- 
cular se consignan, á visita diaria de inspección médica, con el objeto 
de asegurarse del estado de su salud. 

Art. 251. Guando un viajero presente síntomas dudosos de la en- 
fermedad epidémica, podrá ser invitado á retroceder en su camino, y 
si no le conviniere, será detenido en el lazareto hasta que se aclare 
suficientemente la naturaleza de su enfermedad. Logrado esto, se le 
expedirá patente de Sanidad, si su enfermedad no permitiera duda al- 
guna, y en caso de que se declarase la enfermedad epidémica, se le 
trasladará inmediatamente á un pabellón de infecciosos, se le aislará 
convenientemente, y se le prestará con esmero todo el servicio que su 
estado exija, tomando con el personal de su asistencia y con las pro- 
cedencias excrementicias y secretorias, ropas y demás del enfermo, 
aquellas rigurosas precauciones que la evidencia de un caso declarado 
impone. 

De todas estas medidas se dará traslado inmediato á la Dirección 
general y al Gobernador de la provincia cuando la importancia del su- 
ceso lo requiera. 

Guando no haya en la Inspección medios necesarios para estas prác- 
ticas y se presentaren enfermos sospechosos, serán reingresados en el 
país de donde proceden, acompañándolos algún agente de la fuerza 
pública armada para imponer el cumplimiento de esta orden. 

Art. 252. Todos los objetos que no tengan valor y puedan ser ele- 
mento de contagio, se quemarán, así como los que hayan estado en 
contacto con los enfermos y estén manchados con el producto de sus 
excreciones y secreciones, ropas de cama, trapos, vendajes, papeles sin 
valor, etc. 

Art. 258. No se interrumpirá el tránsito de viajeros, el paso de 
mercancías y las relaciones ordinarias de la vida más que el tiempo 
puramente preciso para montar la Inspección y los servicios sanitarios 
que aquéllos demanden, para lo cual el Estado cuidará de tener dis- 
puestos en los sitios correspondiences el material necesario, del que 
cuidará en épocas normales un Gonserje, y que podrá utilizarse cuan- 
do las circunstancias requieran su empleo. 

Todos los servicios sanitarios comprendidos en este reglamento 
serán gratuitos. 
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Art. 254. Las vías flaviales qae oarezoan de puente organizarán 
sns estaciones sanitarias de oonformidad con lo dispuesto en los ar- 
tículos anteriores para las comunicaciones terrestres, entendiendo que 
habrá en ellas un número de lanchas y de tripulantes empadronados, 
convenientemente vigilados por la Inspección sanitaria, que harán las 
veces de puente internacional, y á las cuales se eximirá del trato que 
los reglamentos de Sanidad marítima impongan á los barcos proce- 
dentes de puntos declarados sucios. 

Art. 255. Los coches de ferrocarril y vagones de mercancías pro- 
cedentes de una nación epidemiada podrán llegar hasta la primera 
estación española, conservándose en vía separada, y luego que hayan 
desembarcado los viajeros y material que contengan, retrocederán in- 
mediatamente á la nación de su procedencia. 

Guando los coches pertenezcan á servicios internacionales que han 
de atravesar necesariamente varios pueblos, serán sometidos á una 
fumigación por medio de substancias adecuadas en la primera esta- 
ción española, y si sucediere que uno de los carruajes estuviese infec- 
tado, se desprenderá del tren para desinfectarlo escrupulosamente. 

Art. 256. El personal de empleados de los ferrocarriles, coches de 
servicio internacional, barcos, etc., será inspeccionado como los demás 
viajeros y sometido á las mismas precauciones sanitarias. 

El personal de las Inspecciones sanitarias cuidará de hacer sus 
servicios convenientemente diferenciados por el Inspector de Sanidad 
á fin de que no se confundan los que manejan objetos infectados sos- 
pechosos con los que están libres de contaminación, y usará blusas, 
guantes, lavatorios y demás prácticas que garanticen su perfecta ino- 
cuidad. 

Art. 257. Las prevenciones y medidas relativas á mercancías y ga- 
nados, así como las de tarifas é infracciones y penalidades relativas á 
este título II, serán las comprendidas en los capítulos 12 y 18 del tí- 
tulo I, en cuanto sean racionalmente adaptables. 
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APÉNDICE PEIMERO 



DlTisión territorial de Sanidad marítima. 



ESTACIONES SANITARIAS 

DB PRIMERA CLASE 



ESTACIONES SANITARIAS 

DE SECUNDA CLASE 



IHSPECCIONES LOCALES 



PROVINCIAS 



Distrito sanitario de Palma de Hallorea. 



Fftima de Mallorca. 



Paerto OoIód. . 

Alcudia 

Ibiza 

Manacor ) Baleares. 

Andraitx 

MahÓD, con el laza- 1 
reto de BU nombre. Oiudadela. . . . 



Barcelona. 



Distrito sanitario de Bareelona. 



Tarragona. 



OadaqnéB. . . . . 
I Bosas 

La Escala \ Gerona. 

I Pala&ngell. . . . 

PalamÓB 



San Feliú de Gixols. j 

Tossa 

Blanes 

Malgrat 

Mataré 

Villanneva y Geltrú. ^ 



Barcelona. 



I Vendrell 

Torredembarra.. 

Saü Garlos de la Bá-I 
pita, ...... 



Valencia.. 



Distrito sanitario de Valeneia. 



¡Vinaroz 
Benicarló 
Grao de Castellón. 
Bnrriana 



Gandía Gallera. 



Castellón. 



Valencia. 



E8TAGÍ0NE8 SANITARIAS 

DS PRIMBRA CLASB 



Cartagena. 



Málaga. 



E8TAG10NE8 SANITARIAS 

DB SBGUNOA CLASB 



IMSPEGCiOMES LOCALES 



Denia. . 



Alicante.. 



Blstrito sanitario de Cartagena. 

\ Mazarrón.. . 

J Águilas. 



j San Pedro del 
i natar > 



Almería. 
Garraoha. 



Adra. 



PROVINCIAS 



Jávea f 

j Altea ( 

( Torrevieja. \ 



Alicante. 



4 



Murcia. 



> Almería. 



Blatrito sanitario de Hálala. 

Albuñol 

Motril 

Almuñécar 



Granada. 



Torrox 

i Torre del Mar. . . .# 

Fuengirola \ Málaga. 

' Marbella 

Estepona 



Oádiz. 



Bistrito Sanitario de Cádis. 

\ Puerto Mayorga. . 

Algeciras < Palmones 

/ Tarifa 



Ceuta 

Sevilla-Bonanza. . 



Huelva. 



Vejer 

San Fernando x^^^ 

Trocadero / v«««í 

Puerto de Santa 

María 

Bota 



Sevilla. 



Moguer 

Sanlúcar de Gua-j 

UySon¿e::::::íHneiv.. 

j Cartaya 

f Isla Cristina. • . 
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ESTACIONES SANITARIAS 

DB PRIMBRA CLAftB 



ESTACIONES SANITARIAS 

DB SBGUNDA CLASB 



IHSPEGCIGNES LOCALES 



PROVINCIAS 



Distrito sanitario de Viso. 



Vígo, ooD el lazareto 
de San Simón. . . 



!La Guardia. . . 
Bayona 
Marín > Pontev.* 



Villagaroia-Oarril. 



Bistrito sanitario de la Corona. 



Corana, oon el laza- 
reto de Oz« 



i Puebla del Deán.. 

I Biveira 

1 Puente Gesuree. . 

Padrón 

I Noya 

Muros ) Ooruña. 

i Oorcubión. . . . 

Camarinas. . . . 
1 Puentedeume. . 
' Betanzos 

Ferrol 



Distrito sanitario de «¡Udn. 



Gijón. 



Aviles.. 



Aviles. 



Vivero i 

I Puebla de San Gi-( 

prián 

Bivadeo. . • . . . 



Lugo. 



Vega de Bivadeo. .| 

Tapia 

1 Navia 

I Luaroa 

I San Esteban de Pra-I 

via ) Oviedo. 



i Luanco. . . . 
] Villavioiosa. 
\ Bivadesella.. 
I Llanes. . . . 



Distrito sanitario de Santander. 



Santander, oon el la- 
zareto de Pedrosa. 



San Vicente de laj 

Barquera f 

Suances / Santander. 

' Santoña. ..... .\ 

Castro Urdíales. . .; 
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ESTACIONES SANITARIAS 

DB PRIMERA CLASE 



ESTACIONES SANITARIAS 

DE SEGUNDA CLASE 



INSPECCIONES LOCALES 



PROVINCIAS 



Bilbao. 



Distrito sanitario de Bilbao. 



ÍPoveña I 
Bermeo > Vizcaya. 
Leqneitio \ 



I Deva. . . 
) Zninaya. 



San Sebastián. 

Pasajes | Faenterrabia., 



^Guipúzcoa. 



Distrito sanitario de Santa Oros de Tenerife. 



Santa Cruz de Te- 
nerife 



Santa Ornz de la 
Palma (isla de la 
Palma) 



Puerto de la Grazi 

(isla de Tenerife).! 
San Sebastián (islal ^ 

de la Gomera).. .) Cananas. 
' Valverde ( isla del 

Hierro) 



Distrito sanitario de I<as Palmas. 



Las Palmas, oon el 
lazareto de Gando. 



I Puerto de GabrasJ 
(isla de Faerteven-{ 

) tura) 

] Arrecife de Lanza- 
rote (isla de Lan 
zarote). 



Canarias. 



- ase - 



División territorial de la frontera con Francia. 



' PR0YIN8IA8 



Gkiipúzooa. 



Navarra.. 



Haesca. . . 



Lérida. 



Gerona. . 



IN8PEGGÍONE8 

LB fRIMBRA 



IrÚD. 



Port-Bon. 



INSPEOOIONES 

DB tKGUKVA 



Vera 

Danoharinea. 



YaloarloB. 



Oanfrano. 



S 



IN8PE0CI0NE8 
DB TBRCBRA 



Benasqae. • . . 

.BOBOBt 

'Llavorsi 

Seo de ürgel.. . 

í Fuigoerda. . . . 

f La Junquera. . • 



Eohalar. 

Erraza. 
. Elizondo. 
I Eagai. 

Vizoarra. 

Bonoeavalles. 

Orbaizeta. 

Oohagavia. 

Isaba. 

i Echo. 
I Sallent. 
i Pantioosa. 
' Torla. 

Bielsa. 
Plan. 

Salardú. 



Bellver. 

Bivas. 
Oamprodón. 

San Lorenzo de 
Maga. 

División territorial de la frontera con Portugal. 



Pontevedra 



Orense. 



Tuy. 



La Guardia. , 



Salvatierra. 

Fuente Vargas. 
Santamaría de En- 

trimo. 
Bequizas. 
Pentes. 
Verín. 

Feces de Abajo. 
Oádabos. 
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PROVINCIAS 



Zamora. . 



Salamanca 



INSPECCIONES 

DB PRIMERA 



INSPECCIONES 

DB SEGUNDA 



I Hermisende 

Paebla de Sanabría. 

Aleañices 

I Fermoselle 



La Fregeneda. . . 
\ Faentes de Oñoro. 



( Yalenoia de Aleán- 

1 tara • • • 

Oáoeres. . .< 



Badajoz. . . 



Hnelva. . . 



Badajoz.. 



Piedras AI vas. 



INSPECCIONES 

DB TBRCERA 



Tejera. 

Pedralba. 

Trabazos. 



AyamoDte. 



Aldeadávíladela 

Bibera. 
Sancelle. 
Barba del Paeroo. 

I Aldea del Obispo. 
' La Albergaería de 
Argañán. 

K Valverde del Fresno, 
f Zarza la Mayor. 

¡Alcántara. 
Herrera de Alcán- 
tara. 
Puerto Boque. 



San Vicente de Al- 
cántara. 

Olivenza. 

Alconchel. 

Cheles. 

VíUan.* del Fresno. 

Oliva de Jerez. 

Valencia de Mom- 
buey. 

Encinasola. 
I Bosal de la Front.* 
I Paymogo. 

Sanlúcar de Gua- 
diana. 
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Formulario y práctica de la desinfección. 

Barcos. 

Toda oíase de objetos sin valor debe ser destraído por el fuego. 

Las ropas, telas, oolohones, almohadas, alfombras, etc., eto., se de- 
sinfectarán en las estufas á la presión normal ó á la de una ó dos at- 
mósferas, con ó sin circulación de vapor saturado. 

La operación deberá durar quince minutos, distribuidos de la si- 
guiente manera: cinco minutos de introducción de vapor á la presión 
de Vio ^3 atmósfera con máximun; una detención de un minuto; cinco 
minutos de introducción de vapor á la misma presión, con otra espera 
de un minuto; y después, otros cinco minutos de introducción de va- 
por á la presión citada. 

Seguidamente entreábrase la puerta de la estufa del lado desinfec- 
tado durante cinco minutos, y pasados éstos, puede abrirse definitiva- 
mente aquélla y retirar los objetos desinfectados, que se estirarán y sa- 
cudirán al aire libre, dejándolos bien extendidos sobre las bandejas de 
los secadores. 

Las ropas interiores, camisas, pañuelos y sábanas manchadas por 
deyecciones, sudores, vómitos y mucosidades, se sumergirán en la so- 
lución de sulfato de cobre durante seis horas, pudiéndose después 
proceder al lavado. 

Los objetos de cuero, cauchouc, calzado, sombreros, maletas y 
otros que no pueden soportar la acción de la estufa sin deteriorarse, 
se desinfectarán con la solución de sublimado por medio de los pulve- 
rizadores. 

Las plumas, gasas, sedas y objetos y telas que no pueden someter- 
se á la acción de los pulverizadores, se desinfectarán en las cámaras 
de formaldehido. 

Las camas, muebles y utensilios se desinfectarán por lavado á la 



esponja, empleando la solnoión de snblimado j llameando las partes 
metálicas. 

Los vasos de noche, deyecciones, vómitos y prodaotos patológicos 
se desinfectarán con la solución de sulfato de cobre. 

Para techos y paredes se practicará su desinfección con la solución 
de sublimado, por medio de pulverizadores y llameando las partes me- 
tálicas. 

Los suelos se regarán abundantemente con solución de creolina. 

Las bodegas de los navios se desinfectarán inyectando primera- 
mente una fuerte lechada de cal, desalojando en seguida la sentina, 
lavándolo con agua de mar é inyectando después solución de sublima- 
do. Estas operaciones so llevarán á cabo fuera del puerto. 

Debe procederse en los barcos al exterminio de las ratas, ratones 
y parásitos del hombre y de los animales, en cuya operación se em- 
plearán desinfectantes gaseosos: el ácido sulfuroso y el formaldehído. 
Las ratas y ratones muertos deberán ser quemados. Asimismo es 
completamente necesario el aislamiento del barco, para lo cual se pro- 
hibirá tender tablones ó puentecillos que descansen en los muelles, y 
se establecerá en las amarras solución de continuidad, bien sea por 
inmersión de la misma en el mar, ó por medio de fiscos ó embudos 
metálicos. 

Estaciones y vagones dd ferrocarril. 

El piso de las salas de espera y el de los andenes se desinfectarán 
por medio del riego con solución de creolina. 

El piso de los vagones que no estén alfombrados se desinfectará 
asimismo con solución de creolina antes de proceder al barrido, y el 

squéllos que estén alfombrados se desinfectará antes de barrerlo, 
vertiendo sobre el mismo serrín humedecido con la citada solución, de 
manera que cubra por completo el piso. 

Las alfombrillas de los vagones que puedan levantarse, así como 
las telas que se colocan á la altura de la cabeza para reservar el tapi- 
zado, y las cortinillas, deberán someterse á la desinfeción en la 
estufa. 

Las alfombrillas de coco ó de otra materia filamentosa deben pro- 
hibirse. 

19 
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Por último, las paredes y techas de los vagones, si están sm ta- 
pizar, se desinfectarán con las pulverizaciones de solución de subli- 
mado, y los tapizados, por medio df) un desinfectante gaseoso, ácido 
sulfuroso ó formaldehído, impidiendo todo escape, cerrando previa- 
mente las ventanillas y las portezuelas una vez en marcha la ope- 
ración. 

Los vagones y plataformas que se dediquen al transporte de mer- 
cancías, trapos, cueros, huesos, etc., etc., y al de ganado, se desinfec- 
tarán por el lavado con solución de creolina. 



FDEMULAEIO 

fitolnelón única de bicloruro de mercurio. 

{ Sublimado ), 

Bicloruro 1 gramos. 

Acido tártrico 0,5 — 

Sal común 0,5 — 

Agua. 1.000 - 

íStoludón de sulfato de cobre. 

Sulfato de cobre 200 gramos. 

Acido tártrico 1 — 

Agua 1.000 — 

Iiecbada de cal. 

Gal recientemente apagada 2 kilos. 

Agua ^ 5 litros. 



Se diluye, mezcla y agita, dejando el líquido en reposo durante 
quince minutos, para facilitar el sedimento de la arena y trozos de 
piedra calcárea, y se decanta. 
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Solucidn de éreolina* 

OreolÍDa 50 gramos. 

Agua 1.000 — 

Gomo pudiera no encontrarse creolina en el comercio de algunas 
localidades, puede usarse en su sustitución el ácido fénico. 

Acido fénico 50 gramos. 

— tártrico 1 — 

Agua 1.000 — 

Vapores de formaldehído. 

Pueden producirse con las pastillas de trioximetileno del aparato 
Schering, con el glicoformal del aparato Linguer ó con la solución de 
formaldehído, conocida comercialmente con el nombre de formalina, 
utilizando el aparato Adnet, sistema Pauchet, de la que hace falta 
un litro para cada diez metros cúbicos. 

Aeldo sulAiroso. 

Se produce por la combustión del azufre en polvo, mezclado con 
nitro y alcohol para activarla, ó utilizando sifones de ácido sulfuroso 
líquido. En el primer caso hace falta por cada metro cúbico 60 gra- 
mos de azufre, y en el segundo, un sifón. 
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Numero de orden de patehtes Wt^ Numero de orden del registro 

expedida! en el año: ■BaQ ^^ salidas de buques: 



^ño. 



PATENTE DE SANIDAD MARÍTIMA 



Toneladas 

Bandera 

Matricula 

Nombre del Capitán 

Tripulación 

Pasajeros ; 

Carganunto 

Lastre ; 

Ganado 

Destino 

Nombre del Médico "QQ 

Botiquín 

Estufa de desinfección 

Otros aparatos de desinfección 

Estado higiénico del barco 

Cmdiciones del agua 
ídem de los víveres 

Salud de la tripulación 

ídem de los pasajeros 

Enfermos á bordo 

Salud del ganado 

En el dia de á las de la 



El Oirnior, El Secretario, 

OBSERVACIONES 



Número de orden de patentes expe* 
didas en el año: 




Número de orden del registro de 
entrada de buques del puerto de 
destino, adonde la embarcación 
llega con esta patente: 



PATENTE DE SANIDAD MARÍTIMA 



El Director de SaoiAad Ael puerto de 



Certifica: i.° Que hoy sale de este puerto, bien y debidamente habi- 
litado y despachado, el buque cuyas circunstancias se enumeran á conti- 
nuación: 



Clase del barco 

Toneladas 

Nombre del barco 
Bandera 

Matricula 

Nombre del capitán . 
Tripulación 

Pasajeros, 

Cargamento 

Lastre 

Ganado 

Destino 



Nombre del Médico 

Botiquín 

Estufa de desinfección 

Otros aparatos de desinfección 

Estado higiénico del barco 

Condiciones del agua 

ídem de los víveres 

Salud de la tripulación 

ídem de los pasajeros 
Enfermos á bordo (i) 
Salud del ganado 



2.° Que el estado de la salud pública en este puerto y sus cercanías 
^5(2) 



En fe de lo cual ha sido librada esta patente hoy día de .. 

de mil á las de la , 



El Director, 



Et Secretario, 



OBSERVACIONES (3) 



(i> £1 Director de Sanidad entregará al Capitán un certificado expresando la enfermedad que 
padezca el individuo, no permitiéndose el embarque en caso de ser enfermedad pestilencial. 

(3) Aquí se especificará si es buena, ó si hay enfermedad infecciosa ó contagiosa en el puerto, 
en el Municipio ó la provincia, especialmente de cólera morbo asiático, fiebre amarilla ó peste le- 
vantina, consignándose expresamente el punto epidemiado, número de invasiones y el de defuncio- 
nes desde el principio de la epidemia. También se harán constar las epizootias. 

(3) En este lugar se consignarán cuantas observaciones se consideren convenienles para el me- 
jor servicio sanitario. 
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Prescripciones reglamentarias que especialmente 
deben conocer los Capitanes de barco. 

Al dorso de las patentes se insertarán los artículos de este Regla- 
mento 86, 87, párrafo segando, 91, 98, 97, 209, 210, 211, 212, 218, 
215, 216, 219, 220, 221, 228, 226, 227, 288, 284 y 285 
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S II 
Certificados consulares. 

Este documento será análogo al modelo de patentes, pero susti- 
tuyendo el nombre del Director de Sanidad por el de Gónsul 6 Vice- 
cónsul, é insertando al dorso las mismas indicaciones que en aquéllas. 

§ in 

Interrogatorio. 

El interrogatorio á que deberán responder para reconocimiento 
del barco el Capitán ó Médico del mismo, comprenderá por lo menos 
las preguntas siguientes. 

1.* ¿Ouál es el nombre, bandera y tonelaje del barco? 

2.* ¿De dónde viene el barco? 

8.* ¿Trae patente de Sanidad? 

4.* ¿Quién la presenta? Nombre, grado, condición y punto de 
naturaleza de la persona. 

5.* ¿Ouál es el destino del barco? 

6.* ¿Qué carga lleva? 

7.* ¿Qué día y á qué hora ha zarpado del puerto de origen? 

8.' ¿Cuál era el estado de salud de éste? 
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9.* ¿Había en él barooa sufriendo trato sanitario? Caso afirmativo, 
¿por qué causas? 

10." ¿Cuántas personas trae á bordo? 

11/ ¿Son las mismas con que salió? 

12.<^ ¿Ha tenido enfermos en la travesía? 

13." ¿Los tiene actualmente? ¿De qué enfermedad? 

14.° ¿Ha tenido defunciones á bordo? 

15.'' ¿Qué escalas ha hecho y en qué fechas? 

IG.'' ¿Ha dejado algún enfermo en las escalas? 

I?.*" ¿Ha tenido comunicaciones durante la travesía? 

18.* ¿Ha recogido objetos en el mar? 

Este interrogatorio podrá ampliarse prudencialmente, y en caso 
de suscitar sospechas las respuestas, se procederá á lo dispuesto en 
el reglamento. 

Disposiciones finales. 

I. Quedan derogadas todas las disposiciones legales y reglamenta- 
rias acerca del personal de este ramo. También quedan derogadas las 
relativas á servicios en cuanto éstas se opongan á las prescripciones 
del presente Beglamento. 

II. En el término de dos meses deberán quedar completamente 
instaladas las estaciones sanitarias, con arreglo á las condiciones que 
se prescriben en el presente Beglamento. 

Transcurrido este término, ó antes si el Gobierno lo estima opor- 
tuno, dará principio el nuevo régimen sanitario en los puertos y 
lazaretos. 

Madrid, 27 de Octubre de 1899.— Aprobado por S. M.— ^. Dato. 

Nota. Con motivo de haberse deslizado algunos errores en la iiublicación de este 
lieglamento, se hicieron las reotificaciones convenientes en la Gaceta oficial de 12 de 
Diciembre de 1899, y en la de 21 de Febrero de 1900. 
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español, y resultando que reúne las condiciones exigidas por el Beal 
decreto de 12 de Marzo de 1875 y Beal orden de 23 de Junio de 1876, 
S. M. la Beina Begente del Beino, en nombre de su augusto hijo el 
Bey D. Alfonso XIII (q. D. g.), se ha dignado mandar que se adquie- 
ran con destino á Bibliotecas públicas 12 ejemplares de dicha obra, 
al precio de 40 pesetas cada uno, con cargo al capítulo 16, artículo 
único del Presupuesto vigente. 

De Beal orden lo digo á V. E. para su conocimiento y demás efec- 
tos. — Dios guarde á V. E. muchos años.— Madrid 16 de Agosto 
de 1877. — ^Navarro y Bodbigo. — Sr. Director general de Instrucción 
Pública. 

IUFOBBfE OITADO 

Beal Academia de Ciencias Morales y Políticas. — Excmo. señor: 
La Beal Academia de Ciencias Morales y Políticas, cumpliendo la 
orden de V. E., ha examinado, con el detenimiento que se merece, la 
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obra del Sr. D. Antonio de Oastro y Oasaleiz, titulada Ouia práctica 
del Diplomático español^ para lo oual su autor ha solioitado la protec- 
ción del Ministerio de Fomento, por medio de la adquisición de 
cierto número de fjomplares, y pasa á manifestar el juicio qne ha 
formado de este libro. 

Desde luego es preciso declarar que la mencionada obra llena un 
vacío que se venía sintiendo en nuestra patria, y que el Sr. Castro lo 
ha hecho cumplidamente con los dos tomos en 4.® que constituyen su 
trabajo, en los cuales se encuentran reunidos todos bs antecedentes 
históricos, diplomáticos y administrativos que pueden desearse, colec- 
cionados con erudición, método y gran conocimiento de las materias 
y de los asuntos que interesan al Cuerpo Diplomático, con formula- 
rios y modelos de todas clases, que completan el trabajo y lo hacen 
de la mayor utilidad. 

Esta importante obra se halla dividida en dos partes. 

Comprende la primera cuanto se relaciona con el Ministerio de 
Estado y su Cancillería, su organización, la del Gabinete particular 
del Ministro, la cifra, correspondencia y lo referente á las cuestiones 
del Negociado del Personal, Condecoraciones, Cancillería, Ceremo- 
nial de España, Documentos diplomáticos, Cartas Beales, Asuntos 
judiciales, Comercio, Aduanas, Administración y Contabilidad. 

La segunda, que forma el segundo tomo, abraza todo lo relativo 
al servicio de las Misiones diplomáticas de España en el extranjero, 
viaje á la Legación ó Embajada, toma de posesión. Ceremonial de las 
principales Cortes de Europa, Audiencias de Soberanos, casos de eti- 
queta, concesión de condecoraciones, fin de una Misión, Embajada 
cerca de la Santa Sede, Ceremonial de Boma, Cónclave y Sede va 
cante, y, finalmente, servicio y formulario general. 

Todos estos puntos, tratados con grande acierto y con la amplitud 
conveniente, hacen que la obra del Sr. Castro sea una guía completa y 
útilísima para todo el que quiera enterarse de cualquier punto rela- 
cionado con los asuntos concernientes á la diplomacia, y qtie se halla 
á la altura y puede competir con las mejores que acerca de la materia 
existen en el extranjero. 

Es, por fin, indudable que la Guía práctica del Diplomático español 
reúne las circunstancias de la originalidad, por ser el primer libro de 
este género que en nuestro país, y para uso de nuestros compatriotas, 
se ha escrito. En su clase es de relevante mérito por la erudición que 
encierra, los conocimientos que denota y la inmensa aplicación y tra- 
bajo qne revela. 

Por fin, si hay obra que pueda ser de utilidad para las Bibliotecas 
públicas, ésta es una de las que más consultadas habrán de ser por 
cuantos no poseyéndola tengan que ocuparse en asuntos relacionados 
con la Diplomacia y en muchos casos con la Política, 

Por todas estas razones, la Beal Academia de Ciencias Morales y 
Políticas opina que puede Y. E. acceder á lo solicitado por el señor 
D. Antonio de Castro y Casaleiz, acordando la adquisición de los 
ejemplares que juzgue oportuno de la obra Guía práctica del Diplomá- 
tico espaüol. 



Tflkl es el dictamen que la Academia somete al recto juicio de 
V. E.— Dios guarde á V. E. muchos años. —Madrid !.• de Junio 
de 1887.— «Por acuerdo de la Academia.— El Secretario, José de Bab- 
ZANALLANA. — Exomo. Si. Miíiistro de Fomento. 

Condición de los hijos de extranjeros nacidos en Vene- 
zuela, según el art. 5.° de la nueva Constitución de la Repú- 
blica. 

Informe sometido al Excmo. Sr. Ministro de Estado, y publicado 
por orden suya en el Boletin Oficial del Ministerio, del mes de Enero 
de 1894. 

El título Grande y el Blasón de España. —Memoria acerca 
del origen y uso del título Grande de 8. M. — Madrid, 1894. 

Problemas del Derecho internacional marítimo, relacio- 
nados con el estado de g^uerra. (Estudio).— Madrid, 1895. 

El Derecho de expulsión ante el Derecho internacional y 
la Legislación española. (Memoria).— Madrid, 1895. 

El arbitraje internacional y el Tratado proyectado entre 
la Gran Bretaña y los Estados Unidos de América. 

(Estudio publicado en la Btev'isÍA La Administración. — Madrid, 
Febrero de 1897. Tomo IV, núm. 35). 
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